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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel
--Vásquez Úbeda, Guillermo
--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

RECIBIMIENTO A PRESIDENTE DE REPÚBLICA DEL PARAGUAY

El señor ROMERO (Presidente).- Excelentísimo señor Nicanor Duarte Frutos; Presidente de la República del Paraguay; señora Leila Rachid de Cowles, Ministra de Relaciones Exteriores; señor Rogelio Benítez, Ministro del Interior; señor José Alberto Alderete, Ministro de Obras Públicas y Comunicaciones; señor Carlos María Santa Cruz, Ministro Secretario Privado; señor Alberto Mendoza, Ministro Director General de Finanzas de la Presidencia; señor Juan Andrés Cardozo, estimado Embajador del Paraguay en Chile; Embajador Enrique Ramírez, Director General del Ceremonial de Estado; señor Juan Eduardo Burgos, Embajador de Chile en Paraguay; señoras Senadoras, señores Senadores; señores integrantes de la Comitiva Oficial:



En mi calidad de Presidente del Senado de Chile, me honra el darles la bienvenida en nombre de todos los miembros de esta Corporación a nuestra Sala de Sesiones.



También deseo saludar a docentes y alumnos de la Escuela República del Paraguay, de Valparaíso, que han querido estar presentes en esta ceremonia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ROMERO (Presidente).- La amistad y la cercanía entre chilenos y paraguayos se remonta a las gestas de nuestras independencias, e incluso antes, cuando, desde las Misiones, caravanas guaraníes con productos se adentraban en nuestras cordilleras y valles para alcanzar los barcos que a través del Pacífico llevaban vuestro esfuerzo. Ustedes y nosotros hemos sabido siempre que nos contamos mutuamente como verdaderos amigos, y ello ha sido la constante permanente exhibida en tantos ejemplos que perduran en el tiempo.



Históricamente, las relaciones entre nuestras naciones no sólo han sido sólidas y estables, sino que se han visto siempre marcadas por el afecto y la amistad sincera, que se traduce en una profunda coincidencia de objetivos y de formas de actuar.

Integración del Cono Sur



Hemos sido muy cercanos en la construcción de alianzas transversales en el Cono Sur tendientes a fortalecer la opción de economías abiertas, integradas y comprometidas con los actuales procesos globalizadores en marcha, y en especial, con el ansiado sueño de la plena integración de los países de América del Sur, el cual se ha iniciado, al menos formalmente, con el proyecto de conformación de la llamada “Comunidad Sudamericana de Naciones”, que constituye hasta la fecha la expresión más clara de la voluntad política de nuestros respectivos pueblos por lograr un efectivo proceso de integración regional.



En dicho contexto, como Senado de Chile, consideramos especialmente relevante la ejecución y concreción del “Plan de Acción para la Integración de la Infraestructura Regional en América del Sur”, marco en el cual debemos impulsar no sólo nuestra integración energética a nivel regional, materia en la cual destaca el proyecto del llamado “gasoducto sudamericano”, sino también la concreción de los esperados “Corredores Bioceánicos”, que permitirán, entre otros beneficios, una plena integración de los productos paraguayos a las costas del Pacífico a través de nuestro país. 



Señor Presidente, Chile no desea avanzar solo en las relaciones con los mercados mundiales, y en especial del Asia Pacífico. Queremos avanzar con todos nuestros vecinos y amigos del Cono Sur, para lo cual nuestra conectividad es esencial.



Esta visita será, por tanto, una nueva oportunidad para seguir progresando en estos objetivos comunes -reforzándolos-, los cuales se concretarán tan auspiciosamente con la próxima inauguración del Depósito Franco para la República del Paraguay en el puerto chileno de Antofagasta, que esperamos dé paso prontamente a la configuración definitiva de una zona franca para ese país en los términos originalmente concebidos en el Convenio de 1968 firmado entre nuestras respectivas naciones.



Con relación a este esfuerzo por acrecentar los lazos que unen a nuestros respectivos países y a Sudamérica entera,  me permito hacer notar, señor Presidente, la importancia de los Congresos sudamericanos en el cumplimiento de tal objetivo.



Desde nuestra especial función, los Parlamentarios podemos contribuir en forma única a superar las tradicionales desconfianzas vecinales que por momentos empobrecen el diálogo fluido y necesario en la región.



En el sistema democrático los Parlamentarios constituimos la más genuina expresión de nuestras sociedades. El Congreso es el espacio natural donde convergen las distintas sensibilidades y puntos de vista de los ciudadanos. Por ello,  todo el esfuerzo que podamos efectuar para establecer una más formal y constante diplomacia parlamentaria entre nuestros respectivos Congresos Nacionales contribuirá, sin duda, a una mejor y más fluida relación entre nuestros países.



Por eso, señor Presidente, en nombre de la Cámara Alta le reiteramos el más genuino interés en crear mayores instancias formales de cooperación parlamentaria que las ya existentes entre Chile y Paraguay, que se traducen en una real y verdadera amistad entre nuestros Senados, como les consta a quienes dirigen los destinos de esa nación.



Lo anterior adquiere aún mayor importancia a la vista de los recientes hechos acaecidos en la Unión Europea y en el mismo MERCOSUR, los que han puesto de manifiesto que para una integración efectiva y sólida a nivel regional no basta con meras concordancias en materias económicas, sino que más bien éstas constituyen una consecuencia de un proceso aún más profundo: las aproximaciones en temas culturales, sociales y sobre todo políticos, que en su conjunto son los que en definitiva permiten instituir las bases necesarias para una efectiva integración de nuestros países.



Es precisamente en esta labor de asentamiento de las bases necesarias para lograr una más sólida integración de los países del Cono Sur donde los Parlamentarios desempeñamos un rol fundamental. Por lo singular de nuestras funciones, que nos llevan a ser representantes de la sociedad civil y, a la vez, cooperadores y fiscalizadores del actuar del Poder Ejecutivo, somos la expresión más genuina de nuestras democracias. Por lo mismo, nos encontramos en situación inmejorable para generar los canales que se requieren para alcanzar los consensos que hagan posible construir en el futuro una sólida institucionalidad regional.

Cooperación bilateral


Señor Presidente, dados los profundos lazos que unen a nuestros pueblos y la indispensable cooperación regional que el escenario actual nos reclama,  quienes integramos el Senado de Chile consideramos de la mayor relevancia los acuerdos que se firmarán durante su visita, referentes a materias culturales, económicas, de salud y, en particular, de seguridad ciudadana.



Al respecto, me permito destacar el reciente Convenio sobre Transporte Aéreo entre Chile y Paraguay suscrito el 21 de abril de 2005, el cual representa un verdadero ejemplo de apertura y cooperación al incluir el cabotaje como continuación de vuelo internacional y como operación autónoma, sin limitaciones de rutas, frecuencias o materiales de vuelo. Estamos ciertos de que dicho instrumento tendrá una rápida tramitación en nuestro Congreso Nacional, con el fin de dar pronta operatividad a sus disposiciones. Igual predicamento es aplicable a los acuerdos de orden tributario y de doble tributación que se acaban de firmar entre ambos Gobiernos.

Palabras finales



Como puede apreciar, señor Presidente, son muchos y muy variados los intereses y lazos que unen a Chile y Paraguay, que indudablemente serán un aporte real al proceso de integración efectiva y eficaz de las naciones del Cono Sur, desde el momento que entendamos nuestras relaciones bilaterales con una marcada vocación, conciencia regional y sincera amistad.



Señor Presidente, permítame hacerle entrega de la distinción máxima que otorga el Senado de la República, por su visita y en reconocimiento de sus méritos institucionales.



Muchas gracias.



--El señor ROMERO (Presidente) impone a Su Excelencia el Presidente de la República del Paraguay la condecoración Orden al Mérito del Senado de la República de Chile.

El señor DUARTE (Presidente de la República del Paraguay).- Gracias, estimado Presidente. Muy amable.  



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor DUARTE (Presidente de la República del Paraguay).- Señor Presidente y Honorables miembros del Senado de la hermana República de Chile: estoy muy contento de encontrarme en este recinto de la soberanía popular.



Estimados niños, niñas, jóvenes y docentes de la Escuela República del Paraguay, de Valparaíso: me causa gran emoción verlos en este Hemiciclo con la bandera de mi Patria, que, al igual que la de Chile, tiene mucha historia.



Quiero agradecer la distinción que me confiere el Senado con esta condecoración. Constituye un momento significativo de mi vida política, un gran honor y, al mismo tiempo, reafirma mi compromiso con los sueños comunes que tenemos como líderes y como ciudadanos.



Suelo decir a mis colegas, a mis amigos y a la sociedad paraguaya que si hay un Estado competitivo y una institucionalidad que genera confianza interna e internacional es porque existe un Congreso maduro, visionario y con conciencia histórica.



Los procesos de convulsión y los retrocesos, que son constantes en América Latina, obedecen generalmente a la ausencia de compromiso, a la preeminencia de los intereses sectoriales o mezquinos sobre los grandes afanes de la nación.



Hoy, Chile es un referente importante en la región y en el mundo, porque cuenta con una clase política madura, comprometida con su historia y con el futuro. Y ésta no es una simple aseveración oportunista, sino  que así lo sentimos en el MERCOSUR. Y creo que otros ojos del mundo  también lo ven así.



Estimado señor Presidente, tenemos historias muy parecidas, con momentos diferentes: vivimos épocas de sociedad clausurada, de angustia, de supresión de ciudadanía. Ustedes tuvieron la inteligencia, la sabiduría de salir adelante y de entender que en la construcción del desarrollo de un país siempre vale mucho más la coexistencia pacífica que la destrucción recíproca.



La democracia chilena se encuentra consolidada. Se ha construido un país políticamente viable, que socialmente  avanza hacia la reducción de las inequidades, asegurando con ello la paz -muy importante para la estabilidad política-, y que culturalmente aporta su experiencia, su conocimiento y su visión a una presencia más activa y generosa de América Latina en el mundo.



Por eso, lo que recordó el señor Presidente, don Sergio Romero, es cierto: ni las distancias geográficas, ni los grandes obstáculos impidieron que desde hace mucho tiempo llegaran hasta aquí compatriotas nuestros para fomentar el comercio, cruzando los Andes en medios de transporte rudimentarios, en algunos casos a lomo de mula, trayendo azúcar, tabaco y otros productos hasta esta ciudad, el puerto histórico de Chile, Valparaíso, Patrimonio Cultural de la Humanidad, donde viviera durante varios años Neruda y en el cual surgieron líderes importantes.



Pero no sólo nos une una relación comercial antigua.



Si hurgamos en la historia, nos encontraremos con que militares chilenos cooperaron con Paraguay en la dolorosa Guerra del Chaco, que tuvimos el siglo pasado y que se extendió desde 1932 a 1935. Y si nos remontamos un poco más, nos enteraremos de que un soldado guaraní, el coronel José Félix Bogado, participó nada más y nada menos que en batallas que desembocaron en la independencia, no sólo de Chile -integró las tropas de San Martín y peleó acá en Maipú, con O’Higgins-, sino que demostró coraje y amor a todo el espíritu latinoamericano independentista, que hoy necesitamos reimpulsar con fuerza en un momento en que la globalización pareciera querer arrastrar por completo el fundamento cultural e histórico de los pueblos de esta parte del mundo.



Señor Presidente, los tratados que estamos firmando con Chile en estos días serán de gran utilidad para mi país y constituyen la demostración de lo que usted mencionaba con enorme lucidez: la cooperación, la solidaridad comercial es producto de una aproximación y de una relación política en las cuales muchas veces las cuestiones empáticas, los afectos, los sentimientos son mucho más importantes que los cálculos fríos del comercio internacional o de la globalización económica. Si pudiéramos lograr mayor solidaridad de las naciones más aventajadas, mayor sería el aporte de Paraguay y de otras naciones pequeñas a la consolidación de la democracia en la región.



¿Y por qué señalé que tenemos una historia muy parecida pero con momentos diferentes? Porque en Paraguay, después de largo tiempo, a mi Gobierno le cabe la responsabilidad de consolidar la democracia, de construir gobernabilidad, de trabajar por el consenso, de superar esa vieja dialéctica amigo-enemigo de la política, que marcara a fuego a mi pueblo y a gran parte de la historia latinoamericana, y que produjo diáspora, dispersión, exilio y fractura en nuestras sociedades. 



A mí me toca trabajar por la recuperación de esa capacidad de diálogo, de ese indispensable consenso que necesitamos para gobernar en democracia. 



Hace dos años que estamos en el Gobierno y hasta entonces Paraguay se hallaba en la categoría de "default selectivo". Nos encontrábamos fuera del sistema financiero. Veníamos de una gran inestabilidad política por 15 años. Con el advenimiento de la transición rebrotaron las viejas querellas e irresponsabilidades, los antiguos egoísmos. Y la transición más visible que tuvimos, después de la apertura democrática, fue precisamente la de la pobreza a la extrema pobreza.



Estamos saliendo de ese escenario con la colaboración de muchos países y fundamentalmente la de Chile. Estamos estabilizando la economía, aumentando nuestras reservas internacionales, incrementando las exportaciones, controlando la inflación, aplicando una política monetaria estable, recuperando la confianza y reincorporándonos a la región y al ámbito mundial. 



Hoy, Paraguay vuelve a ser interlocutor en la comunidad internacional. Y cada día nos sentimos más comprometidos con nuestros grandes anhelos respecto del país y de la región: que en el siglo XXI América Latina tenga una voz más potente y única producto de nuestra cohesión en los grupos o en los órganos políticos, donde -como decía esta mañana el Presidente Lagos- se toman las grandes decisiones políticas y económicas de impacto planetario. 



En la actualidad, no tenemos voz en el Grupo de los Siete; tampoco, en el Grupo de los Ocho. Y necesitamos trabajar, unidos y desde Parlamentos democráticos -entre los cuales evidentemente el Congreso chileno es un referente importante-, con el Poder Ejecutivo, con los líderes, para que la globalización no termine polarizando el orbe y generando de vuelta elementos promotores de la ruptura de la paz mundial, sino que constituya un proceso en el que todos seamos ganadores.



Gracias, señores Senadores, por recibirme en este Hemiciclo. Les agradezco el tiempo dedicado a escucharme, a oír a un Presidente que viene de un país con gran dignidad, con mucho pasado doloroso, pero también con mucho pasado de glorias; con un presente a veces acorralado por la incertidumbre, porque es incierto el mundo en que vivimos, y por ello mismo, en esa incertidumbre, una nación que afirma su vocación unionista en la región y su fe en el futuro, en el porvenir de nuestros pueblos y del resto de la humanidad.



Señor Presidente, señores Senadores: quiero que sepan que Paraguay siente por su nación un afecto entrañable. Ojalá podamos recibirlos a ustedes. Y tienen la invitación de este Presidente de la República para visitarnos. 



Así como en Chile nosotros nos sentimos como en nuestra casa -y a menudo mejor-, les aseguro que si viajan a territorio guaraní también estarán como en la suya propia.



¡Un abrazo!



¡Felicidades!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Muchas gracias, señor Presidente.



Se suspende la sesión para despedir a Su Excelencia y a su comitiva.

-----------


--Se suspendió a las 16:54.



--Se reanudó a las 16:55.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 25ª, especial, secreta, y 26ª, ordinaria, en 16 de agosto; 27ª, especial, y 28ª, ordinaria, en 17 de agosto, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

Mensajes



Once de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero inicia un proyecto de ley que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación (boletín N° 3.964-14). (Véase en los Anexos, documento 1)



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con el segundo retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (boletín Nº 2.394-07).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los seis siguientes retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos: 



1) Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290 en materia de tránsito terrestre (boletín Nº 999-15).



2) Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce enmiendas a la ley Nº 19.325, que contempla normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar (boletín Nº 2.318-18).



3) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relacionadas con el funcionamiento de la reforma procesal penal (boletín Nº 3.465-07).



4) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de responsabilidad para los adolescentes por infracciones a la ley penal (boletín Nº 3.021-07).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín N° 669-01), y



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 3.154-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el noveno hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Santa Cruz de la Sierra constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana”, firmado en La Paz, Bolivia, el 15 de noviembre de 2003 (boletín Nº 3.730-10).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el décimo retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca  (boletín N° 3.627-03).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el ultimo hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, juntas calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (boletín Nº 3.937-06).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 1º y 3 de septiembre del año en curso, con el propósito de efectuar una visita de Estado a la ciudad de Bogotá, República de Colombia. 



Agrega que durante su ausencia será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el titular de la Cartera del Interior, señor Francisco Vidal Salinas.



--Se toma conocimiento.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto de ley sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 3.627-03). (Véase en los Anexos, documento 2)


--Pasa a la Comisión de Economía, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo comunica que prestó su aprobación al proyecto que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 3.626-07). (Véase en los Anexos, documento 3)


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 74 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el tercero informa que aprobó el proyecto de ley que autoriza la modificación de los estatutos de la Universidad de Chile (boletín N° 3.850-04). (Véase en los Anexos, documento 4)


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el cuarto hace presente que dio su aprobación al proyecto de ley que sanciona los rayados, pinturas y conductas similares que se realicen sin autorización en la propiedad pública y privada (boletín N° 3.243-07).  (Véase en los Anexos, documento 5)


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Con el quinto comunica que acogió el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito en Kristiansand, Islandia, el 26 de junio de 2003 (boletín N° 3.761-10). (Véase en los Anexos, documento 6)


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el sexto informa que otorgó su aprobación al proyecto de ley que regula el lobby, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 3.407-07). (Véase en los Anexos, documento 7)


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, por medio del cual transcribe la resolución dictada por ese Alto Tribunal en los antecedentes administrativos 448-2005, referido al oficio N° 25.557, del Senado, remitido en nombre del Honorable señor Espina, a fin de poner en su conocimiento el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento relativo al conflicto mapuche, en relación con el orden público y la seguridad ciudadana en determinadas Regiones.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, en cuanto a la adopción de diversas medidas para paliar los problemas que enfrentan los habitantes de la comuna de Lonquimay.



Cuatro del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a la posibilidad de presentar a trámite legislativo una iniciativa que recoja las ideas contenidas en una moción de que es autor, junto a los Senadores señores Espina, Cordero, Horvath y Romero, y que fue declarada inadmisible, para impedir al Servicio de Impuestos Internos bloquear o restringir el timbraje de documentos de los contribuyentes en los casos que indica.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Martínez, sobre la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto que considere la idea, contenida en una moción de que es autor y que fue declarada inadmisible, de otorgar el reconocimiento oficial como Institución de Educación Superior a la Academia Diplomática Andrés Bello.



Con el tercero contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Arancibia acerca de la posibilidad de remitir a trámite legislativo una iniciativa que recoja la idea planteada en una moción de que es autor y que fue declarada inadmisible, que incorpora al Alcalde de la respectiva comuna en el Directorio de las empresas portuarias del Estado.



Con el cuarto responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la conveniencia de presentar la indicación que propone en el proyecto de ley que establece una bonificación por egreso del personal de Gendarmería de Chile.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre criterios utilizados en la evaluación de los proyectos concursables de transferencia y desarrollo tecnológico.



Del señor Ministro de Educación, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Stange, respecto de la dotación de profesores de la Escuela Básica Rural Ana Bórquez, de la comuna de Maullín.



Dos del señor Ministro de Justicia:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de disponer la continuidad de giro de la Empresa de Maderas de Aysén.



Con el segundo da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Cantero, referido a los criterios utilizados para denegar el beneficio de la libertad condicional.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre financiamientos alternativos para el acceso a salas cuna de los hijos de las trabajadoras. 



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, en cuanto a la factibilidad de realizar los estudios de ingeniería del camino El Abanico-Laguna del Laja y del puente de acceso al Paso Pichachén, en la comuna de Antuco.



Con el segundo y el tercero da respuesta a sendos oficios remitidos en nombre del Senador señor Stange, relativos a la situación vial de Chiloé y al proyecto de defensas fluviales del río Manso, en la comuna de Cochamó.



Con el cuarto responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Cantero, referido a eventuales irregularidades en expropiación que indica.



Del señor Ministro de Salud, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre normas ambientales y medidas de fiscalización a que se encuentra sujeto el relleno sanitario Santa Marta, de la comuna de Talagante.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Orpis, sobre la factibilidad de establecer un subsidio para la restauración del acervo patrimonial destruido por el último terremoto que afectó a la zona norte del país.



Dos del señor Subsecretario de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Horvath, concerniente a la intervención de glaciares como resultado de faenas mineras o de construcción de caminos. 



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor García, relativo al estado del proyecto de carpeta asfáltica para la Ruta S-790, sector Toltén-Límite Regional (Queule), en la Región de La Araucanía.



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios, mediante el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor García, tocante a las medidas que es posible adoptar para evitar el hedor y la salida de aguas turbias desde la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas de la Empresa San Isidro, en Labranza, comuna de Temuco.



Del señor Director de la Oficina Nacional de Emergencia, por el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Fernández, referente a la factibilidad de dotar a la Oficina Regional de Emergencia de Magallanes de los instrumentos necesarios para monitorear la actividad sísmica de la zona.



Dos de la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con los que responde sendos oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, sobre la eventual comercialización de semillas transgénicas de maíz por parte de la Agrícola Nacional S.A.C. (ANASAC), y a la existencia de permisos ambientales para la operación de la Sociedad Refinadora Nacional Limitada (SORENA), en la comuna de San Joaquín.



Del señor Director Nacional de Turismo, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, acerca de proyectos y estrategias diseñadas por el referido Servicio para fomentar el desarrollo turístico en la comuna de Lonquimay.



Del señor Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, mediante el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, en lo atinente a los procedimientos para acceder a los sistemas de crédito y asesoría técnica que dicho Servicio presta a fin de fomentar el desarrollo turístico de las comunas. 



Del señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, a través del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre la contaminación del río Aconcagua en la zona de su desembocadura.



Tres del señor Intendente de la Región de La Araucanía: 



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, sobre el estado de tramitación del proyecto denominado “Construcción Escuela Especial de Traiguén”.



Con los dos siguientes contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor García, en cuanto a los proyectos denominados “Construcción y Equipamiento Consultorio General Urbano Labranza” y “Construcción Liceo Tecnológico de Labranza”, respectivamente. 



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, sobre operativo médico dental en beneficio de los alumnos de la Escuela Especial Municipal de la comuna de Traiguén.



Del señor Director de la Comisión Regional del Medio Ambiente de Valparaíso, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, atinente a contaminación de la desembocadura del río Aconcagua.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Collipulli, por medio del que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, relacionado con el uso considerado para los eventuales mayores ingresos provenientes de los recursos del Fondo Común Municipal. 



Del señor Obispo de Temuco, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido al conflicto mapuche en lo concerniente al orden público y la seguridad ciudadana en las Regiones del Biobío y de La Araucanía.



Del señor Presidente del BancoEstado, a través del que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Stange, sobre la posibilidad de instalar oficinas de dicho Banco en comunas de la provincia de Palena que no cuentan con ellas.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Seis de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueban los siguientes instrumentos internacionales:



1) Acuerdo por el cual se sustituyen los artículos 10 y 12 del Convenio sobre Servicios Aéreos entre Chile y Corea, suscrito el 14 de agosto de 1979, en la forma consignada en los apéndices 2 y 3 del memorándum de entendimiento adoptado por ambos Gobiernos el 11 de mayo de 2001 en Los Ángeles, Estados Unidos (boletín Nº 3.218-10). (Véase en los Anexos, documento 8)


2) “Convenio sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana” y su anexo, suscrito en la ciudad de Roma el 27 de febrero de 2002 (boletín Nº 3.570-10). (Véase en los Anexos, documento 9)


3) “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia sobre Servicios Aéreos” y su anexo, suscrito en Santiago de Chile el 7 de septiembre de 2001 (boletín Nº 3.858-10). (Véase en los Anexos, documento 10)


4) “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Oriental del Uruguay”, suscrito en Santiago de Chile el 27 de abril de 2004 (boletín Nº 3.870-10). (Véase en los Anexos, documento 11)


5) “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá sobre Transporte Aéreo” y su anexo, suscrito en Santiago de Chile el 4 de diciembre de 2003 (boletín Nº 3.871-10). (Véase en los Anexos, documento 12)


6) “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre Transporte Aéreo” y su anexo, suscrito en Berna, Suiza, el 22 de julio de 2004 (boletín Nº 3.872-10). (Véase en los Anexos, documento 13)


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 3.154-07). (Véanse en los Anexos, documentos 14 y 15)


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial (boletín Nº 3.790-07). (Véase en los Anexos, documento 16)


Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción del Senador señor Bombal, que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión (boletín Nº 3.606-03). (Véase en los Anexos, documento 17)


Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 3.825-11). (Véase en los Anexos, documento 18)


--Quedan para tabla.



De la Comisión Revisora de Cuentas, mediante el cual comunica que ha aprobado las Cuentas de la Tesorería del Senado correspondientes al año presupuestario 2004.



Asimismo, se ha recibido la síntesis de las Cuentas de la Tesorería del Senado correspondiente al mismo período, aprobadas por la Comisión de Régimen Interior.



--Se toma conocimiento y se manda publicar la síntesis en el Diario Oficial.

Mociones



Del Honorable señor Gazmuri, con la que da inicio a un proyecto de ley que sanciona penalmente la infracción a las normas que limitan el gasto electoral (boletín Nº 3.961-06). (Véase en los Anexos, documento 19)


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Cuatro del Honorable Senador señor Romero:



Con la primera inicia un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado en materia de publicidad de sesiones y votaciones (boletín Nº S 824-09). (Véase en los Anexos, documento 20)


Con la segunda da inicio a un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado con el objeto de adecuar sus normas a la reforma constitucional (boletín Nº S 825-09). (Véase en los Anexos, documento 21)


--Pasan a la Comisión Especial encargada del estudio de las modificaciones del Reglamento del Senado.



Con la tercera inicia un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de adecuar sus normas a la ley Nº 20.050, sobre reforma constitucional (boletín Nº 3.966-07). (Véase en los Anexos, documento 22)


Con la cuarta da inicio a un proyecto que elimina las sesiones secretas a que se refieren las leyes Nos 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, y 19.132, que crea la Empresa Televisión Nacional de Chile (boletín Nº 3.967-07). (Véase en los Anexos, documento 23)


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

El señor MORENO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, en la Cuenta se informa que la Cámara de Diputados dio su aprobación al proyecto que modifica los Estatutos de la Universidad de Chile.



Solicito a la Mesa que recabe el acuerdo de la Sala a fin de autorizar a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para discutir esa iniciativa en general y en particular a la vez, ya que consta de un artículo principal y de otro accesorio, que sólo tiene que ver con aspectos reglamentarios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la solicitud planteada.



--Así se acuerda.

El señor SABAG.- Pido la palabra, señor Presidente.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, se ha dado cuenta del ingreso de un proyecto, de iniciativa del Ejecutivo, sobre creación y regulación del Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación, respecto del cual quiero pedir que se autorice a la Comisión de Vivienda para discutirlo en general y en particular a la vez. Es de artículo único.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la solicitud.



--Así se acuerda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, ¿existe la posibilidad de que la iniciativa sobre publicidad y consumo del tabaco -pensaba plantearlo en la reunión de Comités- se trate mañana?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es necesario ver cómo está la tabla.



Si le parece a la Sala y si no hay asuntos con urgencia, se considerará el proyecto en la oportunidad señalada.



--Así se acuerda.
INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MIXTA DE PRESUPUESTOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- El señor Presidente somete a la Sala la representación del Senado en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a la cual se integrarían los Honorables señores Arancibia, Boeninger, Coloma, Foxley, García, Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Orpis, Páez, Sabag y Vega.



Ello es susceptible de cambios, obviamente, de acuerdo con el Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hay objeciones, se aprobará.



--Se aprueba.
V. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DE CÓDIGO LABORAL EN MATERIA DE TÉRMINO DE CONTRATO Y DE FERIADO ANUAL EN DUODÉCIMA REGIÓN. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley que modifica diversas normas del Código del Trabajo, contenido en el D.F.L. Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

--Los antecedentes sobre el proyecto (1394-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Ruiz De Giorgio).


En primer trámite, sesión 3ª, en 6 de octubre de 1994.


En tercer trámite, sesión 18ª, en 19 de julio de 2005.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 39ª, en 23 de marzo de 2005.


Mixta, sesión 30ª, en 30 de agosto de 2005.


Discusión:



Sesión 42ª, en 6 de abril de 2005 (se aprueba en general y particular); sesión 19ª, en 20 de julio de 2005 (tercer trámite), se rechaza.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre las dos ramas del Congreso se originó al rechazar el Senado la enmienda efectuada por la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, para incluir a los trabajadores de la provincia de Palena como beneficiarios de un feriado anual de 20 días hábiles.



El informe de la Comisión Mixta formula la recomendación destinada a resolver la divergencia, la que fue acordada por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bombal, Canessa, Horvath, Parra y Ruiz y Diputados señores Correa, Pablo Galilea, Pedro Muñoz, Sánchez y Tapia. La proposición otorga a los trabajadores de la Undécima Región y de la provincia de Palena el derecho a un feriado anual de 20 días hábiles. En consecuencia, de ser acogida, tanto éstos como los de la Duodécima Región contarán con ese beneficio.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que detalla la tramitación del proyecto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz.

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, solicito que se apruebe lo planteado por la Comisión Mixta, que se logró por unanimidad y exhibe lógica.



Incluida por la Cámara de Diputados la provincia de Palena, parecía razonable disponer otro tanto en el caso de la Región de Aisén, ya que se trata de toda la zona donde históricamente se obtuvo el beneficio.



Por consiguiente, solicito a mis Honorables colegas que sin mayor debate se acoja la recomendación de la Comisión Mixta y se despache la iniciativa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, no intervengo con el afán de abrir una discusión, sino porque creo que es la oportunidad de resaltar a estas alturas los elementos positivos del texto, sancionado ya por las dos ramas del Congreso y después de que la Comisión Mixta propusiera comprender en sus términos a la Región de Aisén, la cual de otro modo quedaba en una situación de “isla”, ya que el Senado originalmente aprobó sólo para la de Magallanes la medida en estudio y la Cámara de Diputados agregó la provincia de Palena. Desde luego, un beneficio de la naturaleza del que nos ocupa debe presentar una continuidad geográfica y aplicarse en las zonas que justamente viven una condición de desmedro por el aislamiento y las dificultades para entrar o salir.



Y en esa forma se iguala el sistema de vacaciones del sector privado con el del sector público. Lo que sí se debe destacar es que los días adicionales en este último son pagados por el erario. En cambio, el planteamiento es que en el primero el costo recaerá en el ámbito empresarial.



Cabe recordar, sin embargo, que numerosas leyes relativas a las zonas extremas proporcionan una compensación, como el decreto ley Nº 889, de 1975, que bonifica la contratación de mano de obra. La vigencia de esa normativa vence el próximo año, en 2006, y dio lugar a la idea de que el Gobierno, al que le fue expuesta formalmente, analice con oportunidad la prórroga de un procedimiento que ha resultado positivo, de fácil aplicación, transparente, sin intermediación, para generar empleo en las zonas extremas. De ese modo se contrarrestaría el mayor costo para el sector empresarial pequeño, mediano y mayor.



Por esas razones, creemos que ello prosperará, y sugerimos la aprobación del proyecto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el informe de la Comisión Mixta.



--Se aprueba.
ENMIENDAS A REGLAMENTO INTERNACIONAL PARA

PREVENCIÓN DE ABORDAJES

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados sobre aprobación de las enmiendas al Reglamento Internacional para Prevenir los Abordajes, 1972, adoptadas por la Resolución A.910 (22), el 29 de noviembre de 2001, de la Asamblea de la Organización Marítima Internacional (OMI), en su 22º Período de Sesiones, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3752-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 11 de mayo de 2005.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 26ª, en 16 de agosto de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo de las enmiendas es prevenir los abordajes y colisiones en el mar, fijar prescripciones de tránsito y requerir señales visuales y auditivas con que debe contar todo tipo de buques.



La Comisión aprobó en general y en particular el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Coloma, Martínez y Muñoz Barra, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe señalar que el órgano técnico propone al señor Presidente discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En la discusión general y particular a la vez, tiene la palabra el señor Presidente de la Comisión.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el texto en estudio se refiere, en efecto, a la forma de prevenir los abordajes –no los practicados antiguamente por los piratas- y las colisiones en el mar, fijar prescripciones de tránsito y requerir señales visuales y auditivas que deben ser instaladas y adoptadas en todo tipo de buques, lo que fue en su momento analizado y aprobado por el Comité de Seguridad Marítima de la OMI, luego de recibir observaciones de todos los países.



De manera sucinta, se puede explicar que, a partir de la aplicación en la vida civil de un modelo de aeronave de origen soviético que realiza un vuelo rasante sobre el mar, se detectó que ese tipo de artefacto –que carecía de una denominación precisa- debía contar con alguna norma vinculada a los requerimientos marítimos, en la medida en que, al ser identificado como buque, ello conlleva diversas obligaciones en lo relativo a señales, avisos, forma de evitar las colisiones y procedimiento.



Por lo tanto, se presentaba una situación bastante curiosa, pues los buques disponían de una denominación y una forma de interactuar determinadas, las aeronaves se ceñían a otras y este aparato “extraño”, por así decirlo, no podía ser clasificado, bajo la nomenclatura tradicional, en ninguna de esas dos categorías.



Entonces, lo que ha hecho la Asamblea de la Organización Marítima Internacional es identificar las obligaciones de los buques al nuevo tipo de nave de vuelo rasante -como he dicho, su origen se halla en los objetivos militares perseguidos en su momento por la Unión Soviética, pero hoy se encuentra adaptada al uso civil- e imponer los requerimientos que se pueden determinar en la Convención, los cuales tienen que ver, básicamente, con la clase de señales que es preciso emitir.



En virtud de lo anterior, señor Presidente, la Comisión de Relaciones Exteriores solicita que el texto sea acogido por unanimidad.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba en general y en particular a la vez.
MONUMENTO, ARCHIVO Y MUSEO EN AISÉN 

EN MEMORIA DE JUAN STEFFEN 

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento, archivo y museo en memoria del geógrafo don Juan Steffen Hoffmann, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3545-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 6ª, en 8 de junio de 2004.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe recordar que el proyecto en análisis se originó en moción del Honorable señor Horvath. 



Su objetivo principal es honrar al geógrafo señor Juan Steffen Hoffmann. Al efecto, se autoriza para erigir un monumento, archivo y museo en su memoria en la Región de Aisén. 



Es preciso señalar que la Sala autorizó, en sesión de 13 de julio del año pasado, a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia, y Tecnología para discutir la iniciativa en general y particular en su primer informe. 



El referido organismo técnico aprobó tanto en general cuanto en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega) y consigna su texto en el respectivo informe que Sus Señorías tienen en sus escritorios. 

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor MORENO.- Pido la palabra. 

El señor ROMERO (Presidente).- Y, a continuación, el Senador señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, desearía intervenir antes que el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- De acuerdo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreno. 

El señor MORENO.- Señor Presidente, quiero referirme tanto a este proyecto como a los que vienen en seguida. 



Se trata de ocho autorizaciones para construir monumentos. Al respecto, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado ha discutido en diversas oportunidades la necesidad de modificar la norma respectiva a objeto de no traer a discusión a la Sala propuestas que deberían ser resueltas a nivel municipal o regional, es decir, en un ámbito distinto. 



La ley nos obliga a pronunciarnos sobre tales iniciativas en los actuales términos.  Y más allá del mérito de quienes las han propuesto y del significado que tienen para distintas personas, la Comisión estima conveniente estudiar una enmienda del mecanismo establecido, a fin de separar las distinciones ciudadanas de la construcción de monumentos en una comuna o en un lugar determinado de una ciudad. 



Eso era cuanto quería señalar, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Recogeremos la sugerencia planteada por Su Señoría, y se estudiará la manera de proceder al respecto. 



Tiene la palabra el Honorable Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa lo hemos presentado justamente de acuerdo con las reglas del juego vigentes. 



Don Juan Steffen Hoffmann fue el creador de la carrera de Geografía en la Universidad de Chile en la época en que las principales especialidades profesionales universitarias se forjaban en nuestro país. 



Además, el señor Steffen no sólo realiza una acción descollante en Europa, sino que da prácticamente su vida por el conocimiento de la geografía, geomorfología y condiciones naturales de nuestro territorio. Su interés en tal sentido lo lleva a emprender una cantidad enorme de significativas expediciones desde Valdivia hasta el extremo austral del país. 



Gracias a su labor se difunde la configuración de esa zona y su geografía, lo cual posibilitó su posterior colonización. El conocimiento adquirido lo lleva a actuar en su momento como perito en la definición de límites entre Chile y la Argentina, tarea que desempeñó enfrentando a Francisco Pascacio Moreno, quien contaba con todo el apoyo gubernamental de Argentina.



Ambos conforman una elite de carácter académico-geográfico, y merced a la acción generosa del insigne geógrafo señor Steffen -que incluso le significó un desmedro en su condición de salud-, nuestro país logra más de los dos tercios del territorio que hoy día posee de Puerto Montt al sur. 



En un sentido no sólo histórico sino también de futuro, se ha propuesto trabajar con las diversas organizaciones regionales en forma paralela al proyecto que nos ocupa, con el objeto de generar las condiciones naturales para la construcción de dicho monumento, el cual se emplazaría  -ya se cuenta con el apoyo y autorización del Ministerio de Obras Públicas- donde confluyen la Carretera Austral con el camino transversal principal de la Región de Aisén. Dicho lugar es muy significativo, ya que de no mediar la acción de Juan Steffen por ahí habría pasado el límite de Chile con Argentina. 



Por otra parte, también se ha realizado una labor de búsqueda de los restos mortales del señor Steffen –quien sufrió una afección al pulmón debido a las condiciones climáticas en que le tocó trabajar en esa aislada zona, en la cual prácticamente no había pobladores-, y con la ayuda de don Günther Yüllich (chileno de origen alemán, que vivía en Valparaíso y ahora reside en Alemania) se logró rescatarlos de un pequeño cementerio de Suiza, ya que habían vencido, después de cincuenta años, las condiciones establecidas para su resguardo.



Y fue así como, gracias a nuestro esfuerzo personal, se pudo traer el ánfora con sus cenizas a nuestro país. Pero curiosamente, desde que llegó a Chile, se han creado gran cantidad de comisiones para ver dónde quedarán sus restos, los cuales permanecen en una sección de las oficinas de la Cancillería. Ello, en verdad, constituye un hecho insólito.



Además, se ha logrado avanzar en la recuperación de sus antecedentes. Se van a reeditar sus libros, que tienen plena vigencia desde el punto de vista de la ciencia y de la geografía de nuestro país. Asimismo, se pretende contar con un museo y un archivo, como lo plantea la moción. Al respecto, se trabajó con distintas instancias públicas y privadas del área de la cultura.



Por último, se ha progresado en la elaboración de un proyecto tendiente a declarar parque de reserva natural el sector del monte San Lorenzo o cerro Cochrane, que también fue objeto de uno de sus estudios geográficos. En el lado argentino ya existe un parque denominado “Perito Moreno”. Así como ellos lidiaron en esa tierra, la idea es que sigan hermanados a través de esta frontera que los llevó a aumentar el conocimiento de ambos países.



Por tales razones, independiente de que en el futuro no sea necesario tramitar estas materias mediante una ley, creemos de máxima conveniencia que la figura del insigne investigador y académico don Juan Steffen sea dada a conocer a nivel nacional e internacional por la importancia que revistió para la zona austral del país, la cual representa ni más ni menos que el 34 por ciento de nuestra superficie sudamericana y a la que él generosamente entregó todo su conocimiento, e incluso su vida.



En tal virtud, solicitamos al Senado que tenga a bien aprobar la moción, pues honra su memoria y la proyecta positivamente hacia el futuro.



Muchas gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos, quien formuló una indicación al proyecto.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, debemos ser más cuidadosos con este tipo de iniciativas, por varios motivos.



En primer lugar, como señaló el Presidente de la Comisión de Educación, la norma actual  es difusa.



En realidad, hoy en Chile deben estar construyéndose a lo menos unos veinte o veinticinco monumentos financiados por el FONDART y también por el Servicio de Vivienda y Urbanismo, o por el Ministerio de Obras Públicas.



En la Octava Región, cuando se construyó el puente Juan Pablo II, se levantaron dos enormes monumentos, nacidos de la espontaneidad cultural, que obedecen a una necesidad estética de una obra importante. Lo mismo ocurrió poco tiempo atrás con la costanera de la ciudad de Concepción –que quedó muy bonita, por lo demás-, en cuyos jardines y parques se erigieron por lo menos doce o catorce monumentos que responden también a personas que realizan un trabajo interesante en la Universidad de Concepción y en otras de la zona.



Cada una de esas obras tiene un nombre, un objetivo, y representa un hecho, a veces, trascendente para la sociedad.



Recuerdo que el FONDART, con mucho ánimo y entusiasmo, financió un monumento bastante grande de un miembro sexual masculino que se instaló en Conchalí…

El señor MORENO.- ¡En Machalí!

El señor RÍOS.- Perdón, en Machalí.



Y tengo entendido que nosotros no tramitamos ningún proyecto de ley para autorizar su construcción.



Por lo tanto, me parece que, antes de resolver acerca de la autorización para erigir monumentos, debemos estudiar más a fondo esta materia.



Desde mi punto de vista, cuando el Senado hace poco autorizó la construcción de  monumentos al Padre Hurtado puso en jaque la instalación de imágenes religiosas de la Iglesia Católica en todo el país. 



Me imagino que si ahora algún sacerdote u obispo quiere colocar la imagen de la Virgen Madre de Cristo tendrá que hacerlo a través de una ley, porque, en definitiva, se trata de un monumento físico, estético, que representa a una figura interesante para el mundo de origen cristiano.
 Sin duda alguna, eso ya obliga a hacer un análisis. O para ser más precisos, tendremos que enviar una comunicación a las municipalidades y a organismos como el Ministerio de Obras Públicas, el FONDART y otros más que han financiado muchísimos monumentos.



Pienso -y lo insinúo- que valdría la pena que la Comisión de Educación preguntara al FONDART cuántos monumentos está financiando en sus proyectos hoy día. Creo que no deben ser menos de 15 ó 20. Y aquí aprovecho de consultar al señor Presidente de la Comisión de Educación qué norma legal tuvo a la vista para autorizar la recaudación de recursos para la erección de monumentos.



Ésa es la primera cosa.



Con respecto al proyecto propiamente tal, efectivamente presenté una indicación que elimina la expresión “archivo y museo", porque para construir archivos y museos en Chile no se requiere ley. Repito: no se requiere ley. Se somete a la consideración de la Sala una iniciativa que ya aprobó -equivocadamente, desde mi punto de vista- nuestra Comisión de Educación. Y se pretende incluir en ella la autorización para construir un museo, una estructura, un edificio, que permita la instalación de elementos interesantes de la historia de un lugar. ¡Eso sí que definitivamente no corresponde a través de una ley! ¡No! Ya existen dudas en lo que se refiere a los monumentos, pero, ¿para construir un edificio?



Recuerdo a lo menos cuatro municipalidades de mi Región que han enviado oficios al FONDART o a otros fondos culturales planteando proyectos para financiar la construcción de museos: Santa Juana, Coihueco, Antuco y Cañete. Porque eso no requiere ley; es una resolución que debe tomar el organismo cultural o el gobierno regional respectivo.



Así que, señor Presidente, con todo respeto y cariño por el autor de la moción y por quienes la apoyaron, creo que no procede aprobar la iniciativa tal como viene. Presenté una indicación para eliminar la expresión “archivo y museo", porque no estoy de acuerdo en crear una especie de jurisprudencia legislativa según la cual sea necesaria una ley para establecer edificios que contengan museos. Simplemente, no.



En consecuencia, no se requiere ley para autorizar la construcción de un archivo o museo como monumento a don Juan Steffen, así como tampoco para dar un nombre a determinado edificio público. Basta la resolución del organismo que lo vaya a administrar. El proyecto no indica si será la municipalidad respectiva, ni tampoco la comuna donde estará ubicado. Me parece que la Comisión estimó que puede ser cualquiera de la Undécima Región. En definitiva, eso queda entregado a la imaginación creadora y fecunda de las personas del lugar.



Hago presentes estos aspectos, señor Presidente, porque me parece imprescindible que la iniciativa sea analizada con mayor detenimiento. En verdad, si queremos hacer bien las cosas, debería ser revisada por la Comisión de Educación. Ahora, si este organismo estima que ello no procede y pide votar el proyecto, haré valer la indicación que he formulado.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Sólo quiero manifestar, señor Presidente, que no se deben minimizar planteamientos como el contenido en la presente moción, aunque sepamos que no necesariamente tienen que encauzarse a través de un proyecto de ley. Se trata de iniciativas que también poseen un sentido de homenaje o reconocimiento, para dar a conocer a personas que por distintas razones se lo merecen. Por lo tanto, no me voy a hacer cargo de las objeciones, por considerarlas un tanto poco generosas, para decirlo en forma suave.



En lo referente al archivo y al museo, lo que la normativa busca es, precisamente, rendir homenaje al señor Steffen a través de distintos monumentos, para lo cual genera una serie de fondos y acciones. Al respecto, cabe destacar que anteriormente ya otros proyectos importantes asociaron monumentos a archivos y museos. O sea, lo que se está haciendo no es una novedad; el Senado ya lo ha aprobado. De manera que, en mi opinión, la indicación no corresponde, por cuanto ya existe un sano precedente sobre la materia.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra, y a continuación, los Senadores señores Núñez y Moreno.

El señor MUÑOZ BARRA.- Siempre se ha discutido aquí, señor Presidente, la facultad del Senado para autorizar la erección de monumentos a través de proyectos de ley. 



No sé si Sus Señorías recibieron la carta de un pastor evangélico que reclama por una iniciativa que autoriza la construcción de un monumento a determinada autoridad religiosa. Al mirar la tabla de hoy, un creyente diría que Chile es un país que tiene ganado de sobra el reino de los cielos, porque vienen proyectos que autorizan la erección de diversos monumentos: uno en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz en la ciudad de Copiapó; otro en memoria del Padre Pío de Pietrelcina en la Región del Maule; otro en memoria del Padre Demetrio Bravo en la ciudad de Melipilla; otro en memoria del sacerdote Angelo Panigati, y dos -por supuesto, lo digo con el mayor respeto y reverencia- en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II (uno en la comuna de Puyehue y otro en la comuna de Santiago).



Hoy en la mañana pedí a la Oficina de Informaciones que me informara la cantidad de proyectos de ley sobre monumentos que el Senado ha aprobado en los últimos cuatro años. 



Yo no sé si ésta es la mejor forma -lo hemos discutido en otras oportunidades- de reconocer la vocación y las acciones de determinadas personalidades en beneficio de la sociedad, pero creo que la presentación constante, permanente y sistemática de proyectos de ley para levantar monumentos a tantos distinguidos servidores de un Ser Superior, puede transformarse en una especie de ironía que apunte en un sentido contrario del que los autores de las iniciativas persiguen con ellas.



Por esa razón, señor Presidente, me voy a permitir, en otra sesión -seguramente, en la hora de Incidentes- o cuando se discuta alguno de estos proyectos, dar a conocer la cantidad de iniciativas formuladas para levantar monumentos a diferentes personalidades que sirven a un Ser Superior, lo cual, evidentemente, hay que destacar y aplaudir, porque, sobre todo en una sociedad tan materialista, se necesitan personas con posiciones que sensibilicen un poco los sentimientos de los individuos. Sin embargo, a veces lo que abunda en demasía conspira precisamente en contra de lo que los autores de los proyectos desean ofrendar como reconocimiento.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez, y luego, el Senador señor Moreno.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, siempre he opinado que los temas referidos a monumentos, en particular cuando dicen relación a una zona determinada del país, deberían ser resueltos por los gobiernos regionales y no por el Senado. En mi opinión, no tiene ningún sentido que una atribución como ésta siga en manos del Poder Legislativo. Para eso están los gobiernos regionales. Son ellos los que conocen mejor cuál es la valía de una persona y los que, por ende, deberían decidir. Para eso existen -repito- el CORE y otras autoridades, como los seremis de Educación, cuando se trata de conocer exactamente la connotación de alguien en el ámbito cultural. 



Por eso, como lo he dicho en otras oportunidades, creo que deberíamos revisar tal facultad, que en mi opinión carece de sentido.



Segundo, cuando se trata de dar un merecido reconocimiento a una persona como la que se propone en este momento, la iniciativa debería venir acompañada de algún tipo de información proveniente del círculo científico al cual pertenece. Yo soy geógrafo y sé de Juan Steffen. Por cierto, no lo conocí personalmente, pero lo ubico porque tenía una sala en el instituto pedagógico donde estudié. Es una personalidad, como ha expresado el Senador señor Horvath. Sin embargo, hubiese sido bueno contar asimismo con la opinión del Colegio de Geógrafos de Chile, que conoce exactamente la obra, no sólo de él, sino también la de muchos otros geógrafos nacionales, como la del profesor Braudel, de origen francés, que durante muchos años trabajó en nuestro país y permitió comprender mejor las características de la cordillera de los Andes, o la de Humberto Fuenzalida, autor de la primera publicación, en 1938, sobre la geografía económica de Chile, que sirvió al país, a la CORFO y a un importante número de científicos chilenos que gracias a ella pudieron saber más acerca de nuestras riquezas naturales.



Sin desmerecer la obra de Juan Steffen, que conozco, pienso que habría sido bueno que la Comisión de Educación también hubiese tenido en consideración la opinión del Colegio de Geógrafos. Y lo propio debería hacer respecto del Colegio Médico tratándose de los médicos, o del Colegio de Abogados, en el caso de un miembro de esta Orden.



Entiendo la iniciativa propuesta por el Senador señor Horvath. Sé que es muy merecido el homenaje que se procura rendir a don Juan Steffen Hoffmann, cuyos méritos ya fueron reconocidos en su momento por nuestro Gobierno y por las autoridades de la Universidad de Chile. Pero perfectamente podríamos evitar discusiones como ésta si dejáramos que los gobiernos regionales, que en su ley orgánica constitucional tienen facultades en este sentido, determinaran la ubicación, la cuantía y los recursos necesarios para erigir monumentos a personalidades destacadas.



Asimismo, comparto lo recién planteado por un señor Senador en cuanto a que no sólo los servidores de la fe merecen monumentos en nuestro país (cómo no voy a saber yo de la valía de don Fernando Ariztía, a quien conocí directamente, al igual que todos los que representamos a la Región de Atacama).



Por otra parte, si analizamos a quiénes se ha otorgado nacionalidad por gracia, veremos que en un porcentaje grande se trata de sacerdotes. Y la hemos negado, por ejemplo, a un gran deportista argentino que sigue dándole triunfos a nuestro país.



Lo cierto es que son contradicciones que deberíamos resolver en forma adecuada.



Desde ese punto de vista, no tengo inconveniente alguno en valorar lo que puedan significar los servidores de la fe en Chile. Empero, creo que también merecen monumentos muchas otras personas cuya importancia en el desarrollo del país no siempre reconocemos.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, me costaría encontrar aquí a alguien que estuviera en desacuerdo con la búsqueda de un criterio como el expuesto esta tarde por diversos colegas.



Ahora bien, hemos debido traer a la Sala este proyecto y los demás incluidos en la tabla porque es nuestra obligación constitucional. Todos se originaron en mociones, la mayoría de ellas formuladas por colegas Senadores presentes en esta sesión. Por lo tanto, no tramitarlos constituiría un desconocimiento del derecho constitucional que le asiste a cada Parlamentario a proponer iniciativas que, por el momento, no pueden ser resueltas de otra forma.



Por otro lado, considero útil la proposición del Senador señor Ríos en el sentido de solicitar al FONDART -y lo plantearemos en la Comisión- una cuenta pormenorizada sobre la situación de los monumentos.



Sólo haré un pequeño comentario al pasar: no es lo mismo un monumento que se erige para dignificar a una persona que una obra de arte instalada en un parque. Las obras de arte son algo distinto. Y entiendo que las del Fondart -al menos las que yo conozco-, en su gran mayoría, no tienen nombre ni apellido (por supuesto, incluyo entre ellas la de la comuna de Machalí mencionada por el Honorable señor Ríos -por lo demás, ya no se encuentra allí-, que no era sino una obra de arte llevada a un límite exagerado).



Entonces -reitero-, aquí únicamente hemos cumplido nuestro mandato constitucional.



En consecuencia, solicito que la Mesa ponga en discusión cada uno de los proyectos sobre la materia incluidos en la tabla, porque sería mucho más desdoroso si no nos pronunciáramos a su respecto y los postergáramos sin razón, tanto más cuanto que la solución, por el momento, no se halla en nuestras manos.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo, y después, el Honorable señor Ríos.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, todos hemos sido sorprendidos por la tabla de esta sesión, debido a la enorme cantidad de proyectos que autorizan la erección de monumentos a personalidades que, sin duda, merecen un homenaje de tal índole.



No obstante, estimo que sería muy oportuno -y tal vez podríamos radicar esa tarea en la Comisión de Educación- realizar un estudio sobre cuántos proyectos sobre la misma materia se han transformado en ley de la República y cuántos monumentos se han concretado. Y es posible que nos llevemos una tremenda sorpresa, pues lo más probable es que no se haya erigido ninguno. Ello, porque el mecanismo establecido -colectas y otro tipo de acciones- en la práctica no permite reunir los recursos necesarios para tal efecto.



Cabe recordar, señor Presidente, que fui uno de los primeros en impulsar un monumento a Pablo Neruda, en el entendido de que la Fundación que lleva su nombre iba a disponer de los fondos y, por su capacidad logística, sería capaz de sacar adelante esa tarea. Sin embargo, hasta la fecha -ya han trascurrido más de 10 años- ha demostrado incapacidad a ese respecto.



Ciertamente, la gran cantidad de personalidades de que se trata tienen bien merecido el homenaje que se procura rendirles. Pero, al final, uno se pregunta si no estaremos casi ofendiéndolas en vez de hacerles un reconocimiento. Porque, puesto en el caso de sus familiares, pienso que se deben sentir muy orgullosos de que el Congreso Nacional autorice la erección de los respectivos monumentos. Sin embargo, pasan los días, los meses, los años, y no se concreta absolutamente nada.



Entonces, señor Presidente, quizás deberíamos encomendar a la Comisión de Educación la búsqueda de una manera más modesta de efectuar un reconocimiento a esas personas. Tal vez una placa recordatoria en su memoria tendría tanto sentido y significado como levantar un monumento, porque, en el hecho, la acción se ejecutaría.



Probablemente vamos a asistir a la presentación de nuevas iniciativas de la misma naturaleza, y no me cabe la menor duda de que casi ninguna se va a concretar.



Entonces, es bueno que el Senado -y en general el Parlamento- estudie y evalúe si se justifica realmente el camino seguido para rendir homenaje a figuras nacionales e internacionales. Porque, en la práctica, todo indica que no es el correcto.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, lamento que don Juan Steffen -no lo conocí, pero, sin duda, fue una persona muy seria y responsable- haya motivado este debate, que -lo hago constar para los efectos de la Versión Taquigráfica- no es producto de sus mayores o menores méritos, sino, simplemente, de un procedimiento legislativo.



Sobre el particular, recojo por completo lo que dijo el Senador señor Naranjo. Y también sería conveniente saber cuántos monumentos se han aprobado por cada una de las comunas existentes. Porque, como se ha planteado entregar a éstas la responsabilidad de juntar los recursos necesarios para construirlos, si alguna tiene pendiente la erección de tres y no ha sido capaz de reunir el dinero requerido, es mejor no recargarla con más obligaciones. Me parece que eso es justo, de Perogrullo.



Ahora, es cierto lo que dice el Honorable señor Núñez. Y los gobiernos regionales deberían decidir en definitiva.



Por mi parte, deseo presentar una indicación -si la Mesa tiene buena voluntad puede acogerla- para señalar quién es el responsable de determinar el lugar donde se va a levantar el monumento de que se trata; o sea, el gobierno regional. Porque el proyecto no lo dispone. Tampoco faculta para tal efecto a la comisión especial correspondiente. Simplemente, dice que se autoriza la erección de un monumento, archivo y museo en la Región de Aisén en memoria del geógrafo Juan Steffen Hoffmann. Y planteo también que lo del archivo y museo sea eliminado, porque nada tiene que ver en este asunto.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, la dificultad aquí planteada -comparto lo que se ha dicho sobre el particular- deriva de una mala interpretación del artículo 60, N° 5), de la Constitución, que incluye entre las que sólo son materias de ley “Las que regulen honores públicos a los grandes servidores”.



Según la Carta Fundamental de 1925, para tributar homenaje a una persona mediante la construcción de un monumento se requería ley. Y esa costumbre se siguió después, una vez dictada la norma constitucional hoy vigente, cuyo sentido es distinto del que se le está dando.



Reitero: el precepto en vigor dice: “Las que regulen honores públicos a los grandes servidores”. Debemos entender, entonces, que la ley tendría que fijar el parámetro general para rendir los honores, en el que estarían incluidas las observaciones aquí planteadas por los señores Senadores. Por ejemplo, que el gobierno regional determine si será un monumento o una placa -esto último también se propuso-, fije la forma de hacer la obra, en fin. Eso debería quedar establecido de manera general en una ley, y la particularización de su contenido, entregada a los gobiernos regionales.



Por consiguiente, el Senado podría encomendar a una Comisión o a un grupo de Senadores la presentación de un proyecto que regule en forma general los honores públicos a los grandes servidores y deje su singularización a los gobiernos regionales.



Ésa es la verdadera interpretación que ha de darse al artículo 60, número 5). Porque no puede entenderse que en cada caso se tenga que aprobar una ley y que pase lo que aquí se ha señalado: que se dicte la legislación y no se construyan los monumentos.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me sumo a la inquietud que acaba de manifestar el Honorable señor Fernández, pues el problema que presentan estas iniciativas deriva de una interpretación que del artículo 60, número 5), de la Constitución hemos seguido desde hace muchos años y en virtud de la cual nos sentimos obligados a dictar una ley ante cada autorización para erigir un monumento y, en particular, frente a la recolección de los fondos necesarios para construirlo.



En tal sentido, tenemos dos caminos: uno, el que señaló el Senador señor Fernández -esto es, dictar una ley que regule en general la materia y después opere automáticamente, de acuerdo a los procedimientos que en ella se establezcan-, y dos, aprobar una ley interpretativa que señale el alcance de la referida norma constitucional.



Porque hoy día está ocurriendo algo muy simple. En muchos casos se establecen de hecho homenajes de otro tipo a figuras o servidores públicos sin que medie una legislación: placas…

El señor RÍOS.- Calles.

El señor LARRAÍN.-…calles y un sinnúmero de demostraciones en lugares públicos.



¿Cuándo se hace por ley? Aparentemente, cuando se trata de un monumento y de la constitución de un fondo para erigirlo. Y digo aparentemente porque, si uno lee el artículo 60 de la Carta, que fija el dominio legal, no queda claro cuál es la norma base. Y, eventualmente, la autorización podría otorgarse mediante un decreto.



Pero quizás la mejor fórmula sea la de una norma general que regule los procedimientos del caso y deje entregada a decisiones administrativas la operación de la solicitud que cualquier vecino -no necesariamente un Parlamentario-, cualquier ciudadano, cualquier agrupación formule para rendir homenaje a un servidor público.



El criterio que hemos seguido hasta ahora ha sido analizar caso a caso y resolver.



Ahora, sí quiero puntualizar que el hecho de que algún homenajeado sea religioso o sacerdote no es argumento como para excluirlo de la lista de los servidores públicos. Incluso, hay fundadores de la patria librepensadores a los cuales se tributan homenajes a los que me sumo con mucho entusiasmo.



Pero la tolerancia no es para los que no creen, sino para todos, crean o no. Y pido igualdad en este sentido.



Hoy día está ocurriendo algo muy curioso en nuestro país: antes se sentían perseguidos los que profesaban una religión distinta de la dominante o quienes no profesaban ninguna; ahora pareciera que los que deben pedir tolerancia y disculparse por solicitar autorización para rendir homenaje a alguien de sus filas son los que profesan la religión dominante.

El señor GAZMURI.- Mayoritaria, señor Senador, no dominante.

El señor LARRAÍN.- Quise decir mayoritaria, Su Señoría. Pero cuando es mayoritaria normalmente es dominante, por razones culturales.



En todo caso, el tema planteado por el Honorable señor Naranjo es real.



Según información que se me entregó recientemente, se han aprobado sobre ochenta leyes acerca de la materia y se han erigido sólo cuatro monumentos.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Desde cuándo, señor Senador?

El señor NARANJO.- ¡Desde el 90!

El señor LARRAÍN.- Desde el año 1990 a la fecha, Su Señoría.



Sería bueno pedir el estudio pertinente, que fue realizado por la Cámara Baja hace muy poco. Un señor Diputado me informó de él durante una conversación. De manera que habría que tener las cifras exactas.



En todo caso, el resultado se aviene con la aprensión que tenemos todos: hemos dictado una cantidad infinita de leyes, pero la materialización de monumentos ha sido muy pequeña.



En nuestro caso, por ejemplo, aprobamos una iniciativa legal para la erección de un monumento en memoria de Jaime Guzmán. Pero nos ha costado mucho juntar los recursos para construirlo. A pesar de los esfuerzos muy sistemáticos hechos en esa dirección, ahí está.



Por lo tanto, creo que el camino es resolver el punto a través de una legislación general, sea interpretativa, sea estableciendo los requisitos para que se proceda sin que el Congreso deba pronunciarse.



Entretanto, daría mi aprobación entusiasta a la autorización para erigir monumentos a las figuras que, aunque sean locales y religiosas, merezcan tal distinción u honor.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tendríamos que votar la idea de legislar, pues se han presentado dos indicaciones. Si ella fuera aprobada, el proyecto debería volver a Comisión para su debate particular.



Si le parece a la Sala, aprobaremos en general la  iniciativa, fijando como plazo para presentar indicaciones el martes 6 de septiembre, a las 12.

El señor NARANJO.- ¿A todos?

El señor ROMERO (Presidente).- No, señor Senador. Me refiero sólo al proyecto que ahora nos ocupa.

El señor MORENO.- De acuerdo, señor Presidente.



--Se aprueba en general el proyecto y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el martes 6 de septiembre, a las 12.
MONUMENTO EN COPIAPÓ EN MEMORIA DE 

MONSEÑOR FERNANDO ARIZTÍA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la erección de un monumento en Copiapó en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de esa ciudad, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3564-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 48ª, en 3 de mayo de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- El principal objetivo de la iniciativa es honrar al Obispo Emérito Monseñor Fernando Ariztía Ruiz mediante la autorización para erigir un monumento en su memoria en la Plaza de Armas de la ciudad de Copiapó.



La Comisión de Educación deja constancia en su primer informe de que acordó discutir en general y en particular este proyecto, al que le dio su aprobación tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega) en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, es de todos los miembros del Senado conocida la personalidad del fallecido Monseñor Ariztía. Sus méritos principales están en haber sido un sacerdote dedicado básicamente a trabajar con los sectores de mayor pobreza. Pero se destacó a raíz de su participación en el Comité pro Paz, en la Vicaría de la Solidaridad y en la defensa de los derechos humanos.



Los autores de la moción son Diputados que cruzan todo el espectro político de nuestro país: Honorables señores Antonio Leal, Jaime Mulet, Alberto Robles y Carlos Vilches.



Por tanto, pido al Senado que apruebe esta iniciativa sin mayor discusión.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no voy a entrar en la discusión anterior, porque hay gente como Monseñor Ariztía que no merece un debate similar al verificado hace algunos minutos respecto de otra persona con una linda trayectoria de vida.



Haber servido 25 años como pastor de Atacama con tremenda consecuencia; haber sido faro de muchos por su manera de vivir y actuar; haber defendido con tremenda nobleza a los más débiles, hacen a Monseñor Ariztía merecedor de este homenaje y de mucho más.



Por eso, también pido que se apruebe este proyecto sin mayor debate.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, sólo quiero rescatar el hecho de que don Fernando fue una persona que tuvo capacidad de entendimiento con todo el mundo y, más allá de las creencias religiosas, mantuvo permanentemente un diálogo muy abierto sobre los grandes temas que preocupaban al país.



Pude gozar de su amistad, y -lo más importante- constantemente le recordé el enorme papel que jugó como creador del Comité pro Paz en Chile después del golpe de Estado; la enorme significación que tuvo para todos nosotros en aquel momento, y el refugio que significó su acción para quienes éramos perseguidos. 



El cariño de Atacama no solamente se debe a su gran labor pastoral, sino también al reconocimiento de lo realizado en pro de los derechos humanos, que representó tan fielmente.



Por eso, no me cabe la menor duda de que don Fernando merece el monumento que los cuatro Diputados autores de la moción proponen erigir en la ciudad de Copiapó.

El señor ROMERO (Presidente).- Ha llegado una indicación del Honorable señor Ríos para eliminar la letra d) del artículo 5º, que señala: “Requerir las autorizaciones administrativas ante el Municipio y el Consejo de Monumentos Nacionales, y”. Tendríamos que votarla.



Tiene la palabra el señor Senador.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, de las mociones de esta índole, ésta es la única -según entiendo- que exige a la comisión especial la autorización del Consejo de Monumentos Nacionales. 



Lo que estamos haciendo es precisamente permitir la erección de un monumento en memoria de una persona determinada. Por tal motivo, si se incorpora en esta ley en proyecto el requerimiento de la autorización administrativa, estaremos agregando un segundo nivel a la norma legal. 



Obviamente, corresponde informar del hecho al Consejo de Monumentos Nacionales. Pero me imagino que la Secretaría del Senado, una vez aprobada una normativa de este tipo, le envía a esa entidad una comunicación formal, a fin de que el monumento en cuestión no complique la vida de quienes van a recolectar los recursos para la construcción.



Por ello, presenté la indicación.



Y agrego otra -está en sus manos, señor Presidente- para eliminar la letra e) del mismo artículo, que dice: “Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3º.”. Ello, por una razón muy simple: es similar a la letra b), cuyo tenor literal es el siguiente: “Administrar el fondo creado en el artículo 3°”. 



O sea, dos letras norman la misma función. Por lo tanto, para un mejor tratamiento legislativo, planteo la eliminación de ambas letras.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Como se han presentado dos indicaciones, procederemos conforme al caso anterior. 



--Se aprueba en general el proyecto y se fija como plazo para formular indicaciones el martes 6 de septiembre, a las 12.
MONUMENTO Y SANTUARIO EN REGIÓN DEL MAULE 
EN MEMORIA DE PADRE PÍO DE PIETRELCINA
El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la erección de un monumento y un santuario en memoria del padre Pío de Pietrelcina, en la comuna de Maule, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3719-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 28ª, en 18 de enero de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa tiene como objeto autorizar la construcción de un monumento y un santuario en la comuna de Maule, en memoria del referido religioso.



La Comisión consigna, en su primer informe, que acordó discutirla en general y particular, y en ambos casos la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, debo reconocer que me sorprendió que la moción haya surgido de un grupo numeroso de Diputados de la Región del Maule.



Cuando el Padre Pío aún estaba vivo, tuve la oportunidad de visitar San Giovanni Rotondo, en el sur de Italia, lugar donde residía. En ese entonces ya era motivo de enorme peregrinación, por dos características: estaba marcado por estigmas (que fueron profusamente analizados y respecto de los cuales más de alguien lo acusó de fraude o de alguna intención de esa naturaleza) y prácticamente se negaba a hablar con la gente, pues era muy taciturno e, incluso, de mal carácter.



Al respecto, se ha hecho público un relato sobre la visita que el recientemente fallecido Papa Juan Pablo II, siendo un seminarista, le hizo al Padre Pío en San Giovanni Rotondo, quien -como lo he dicho- tuvo una gran devoción en vida. Éste se negó a verlo; pero, ante la insistencia, sostienen una conversación muy rápida y delante de un testigo, en la cual vaticina que el joven sacerdote Karol Wojtyla llegaría a ser Papa y le pide que se retire. 



Esto lo marcaría profundamente. 



Su vida fue muy destacada: en su zona -la Puglia, en el sur de Italia, que es muy pobre-, se dedicó a construir un hospital que hoy ha llegado a ser uno de los más grandes.



Por ello, me llamó mucho la atención que en la Región del Maule tres mil personas hayan respaldado el deseo de dejar constancia de este testimonio. Pese a mi sorpresa ante un proyecto de este tipo, creo que se trata de algo que, para mucha gente, reviste una importancia mayor que el mero simbolismo de un monumento.



Ésa es la razón por la cual unánimemente la Comisión aprobó el proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, ¡no quisiera complicarles la vida a los señores Senadores…! 



Me tendrán que disculpar, pero, en primer lugar, no se puede obligar a integrar una comisión, como lo hace el artículo 4º, a todos los Senadores de la Séptima Circunscripción, sin excepción.

El señor LARRAÍN.- La Séptima Circunscripción Norte.

El señor RÍOS.- Si un Senador dice: “No, no voy a participar, porque tengo otras obligaciones”, se terminó la ley. La norma habla de “Los Senadores”. 



Se crea un monumento en la comuna de Maule, Séptima Región. No sé qué va a opinar el resto de las comunas acerca de esto. ¿Estará de acuerdo Chanco, Constitución u otras?



El artículo 4º dice: “Créase, en la Región del Maule, una comisión especial, integrada por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:



“-Los Senadores de la VII Circunscripción”.



Si algún señor Senador dice que no, va a ser condenado por esta legislación.



Se agrega que también la integrarán “Los Diputados de los distritos 37 y 38.”. Es una obligación, digamos, perentoria. Si un señor Diputado manifiesta “No voy a participar”, la ley no tendrá fortaleza ni vigencia.



Sin embargo, lo que resulta mucho más increíble es la incorporación de “Un representante de la Arquidiócesis o Diócesis respectiva.”. ¡Por favor! Quienes son católicos saben que las arquidiócesis en Chile son cuatro y Talca no lo es.

El señor MORENO.- Pero está postulando.

El señor RÍOS.- ¡Ah, que esté postulando es otra cosa! 



¡Por favor!, al menos demostremos cultura en materia de estructura de organización religiosa y convengamos en que, como no sabemos si correspondía arquidiócesis o diócesis, se optó por poner los dos términos. 



¡No! Es una diócesis.



Esta iniciativa debe haber sido presentada por Diputados, que son muy típicos en estas cosas.



Y no digo más, para que no se moleste el Honorable señor Naranjo.



La verdad es que la redacción propuesta simplemente no corresponde.



Por eso presentaré una indicación para eliminar la palabra “Arquidiócesis”, y otra para que sean miembros de la referida comisión especial “Los Diputados o Senadores que deseen participar”, a fin de que tal integración no sea perentoria.



Me parece que una ley no puede obligar a los Parlamentarios a ejercer una función que constitucionalmente no les corresponde. Me imagino que estamos de acuerdo en esto. 



Ésa es la verdad.



Por último, se alude a “Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales”. Como éste es un organismo público, es claramente inconstitucional que una ley le entregue una nueva responsabilidad. Y esto podría ser -quién sabe- lo más delicado de esta moción.



En consecuencia, señor Presidente, sería aconsejable que, sin que medie votación, el proyecto vuelva a Comisión. 



Y, a mi juicio, la Mesa debiera preocuparse de que los Parlamentarios no sean llamados a cumplir responsabilidades distintas de las que les competen.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Al igual que en los casos anteriores, procede que nos pronunciemos en general. Y aunque las indicaciones anunciadas por el señor Senador no han llegado a la Mesa, confío en que las presentará a tiempo. 

El señor RÍOS.- Así es, señor Presidente.



--Se aprueba en general el proyecto y se fija como plazo para presentar indicaciones el martes 6 de septiembre, a las 12.
-----------
El señor HOFFMANN (Secretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha otorgado su aprobación al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (boletín Nº 3.671-03) (Véase en los Anexos documento 24), con las modificaciones que indica y con urgencia calificada de “simple”.



--Queda para tabla.
MONUMENTO EN MELIPILLA EN MEMORIA DE 

PADRE DEMETRIO BRAVO

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que autoriza la erección de un monumento en memoria del Padre Demetrio Bravo Santibáñez, en la ciudad de Melipilla, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3821-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 18ª, en 19 de julio de 2005.


Informe de Comisión:


Educación , sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).-  El objetivo de la moción es honrar al padre Bravo con la erección de un monumento.



La Comisión deja constancia de que acordó discutirla en general y particular, y de que en ambos casos la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Fernández, Moreno, Parra y Vega), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se transcribe en el informe.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Seré muy breve, señor Presidente. 



La iniciativa tuvo su origen en una moción patrocinada por un número bastante grande de Diputados: los señores Germán Becker, Marcelo Forni, Rodrigo González, José Antonio Kast, Rosauro Martínez, Carlos Montes, Carlos Olivares, Gonzalo Uriarte, y las Diputadas señoras Marcela Cubillos y María Eugenia Mella.



Se trata de un sacerdote que estuvo radicado en la comuna de Melipilla. Y la autorización que se pide para erigirle un monumento obedece a la devoción que despierta en la gente, al punto de que ya existe en dicha ciudad la “Casa del Padre Demetrio”.



Nada más, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate. 



--Se aprueba en general y particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
MONUMENTOS EN PUYEHUE Y EN SANTIAGO EN 
HOMENAJE A SU SANTIDAD JUAN PABLO II

El señor ROMERO (Presidente).- Proyectos de ley que autorizan la erección de un monumento en la comuna de Puyehue y otro en la ciudad de Santiago en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II, ambos con informes de la comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3828-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 41ª, en 5 de abril de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3829-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 41ª, en 5 de abril de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Ambas iniciativas tienen idéntico objetivo. La primera, correspondiente al monumento en el paso Cardenal Samoré, en la comuna de Puyehue, la patrocinaron los Senadores señores Fernández, Horvath, Naranjo, Romero y Sabag; y la segunda, relativa al monumento en la ciudad de Santiago, los Honorables señores Cordero y Martínez.



La Comisión deja constancia de que acordó discutirlas en general y particular, y de que las aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.



Los textos correspondientes se transcriben en los respectivos informes.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular ambos proyectos.

El señor MORENO.- No es necesario dar ninguna explicación, señor Presidente.



--Se aprueban en general y particular, y quedan despachados en este trámite.

--------------
El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, a propósito de este tema, y sólo por ser pertinente el momento, a fines de 1998, recuerdo que junto con el Honorable señor Horvath, presentamos una moción para iniciar un proyecto de ley tendiente a regular los honores públicos a los grandes servidores (boletín Nº 2.244-04). 



Dicha proposición legal detalla cada uno de los temas expuestos ahora. 



Por lo tanto, solicito que se desarchive y se remita a la Comisión de Educación.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acoger la sugerencia de Su Señoría y radicar el proyecto en la Comisión de Educación, como corresponde?



Acordado.

DETERMINACIÓN DE LUGAR PARA MONUMENTO 

EN MEMORIA DE PABLO NERUDA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre el lugar donde se erigirá el monumento en memoria de Pablo Neruda, autorizado por la ley Nº 19.871, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3866-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 51ª, en 11 de mayo de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo de esta moción, que patrocinaron los Senadores señores Ávila y Arancibia, es modificar el artículo 1º de la ley Nº 19.871, de manera que el monumento que se autorizó erigir en memoria de Pablo Neruda pueda levantarse en la localidad de Isla Negra, como consigna dicho cuerpo legal, o en su entorno. 



Lo anterior se fundamenta en la propuesta de la Comisión Especial creada por la ley Nº 19.871, en cuanto a que el terreno más adecuado para la construcción sería el lugar denominado Punta de Tralca.



La Comisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento, debatió el proyecto en general y particular, y en ambos casos lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Fernández, Moreno, Parra y Vega. 



El texto correspondiente se consigna en el informe.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, esta iniciativa se presentó con el propósito de evitar cualquier objeción legal que pudiere derivar del hecho de que la erección de un monumento a Pablo Neruda no se ubicara exactamente en la localidad señalada originalmente.



La verdad es que Cantalao se halla en las proximidades, reúne condiciones inmejorables para levantar el monumento, figura en la propia obra de Neruda y alcanzó a dejar allí de recuerdo un ancla y una construcción precaria en la que después pretendía materializar un proyecto de mirador.



De ahí que todos los miembros de la Comisión encargada concordamos en que ése era el lugar más apropiado y, por las razones expresadas, decidimos presentar esta iniciativa, cuya rápida tramitación, por cierto, agradezco.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, éste es, que yo recuerde, el primer proyecto que, en lo que a monumentos nacionales se refiere, indica un sector determinado. Es lo mismo que haber aprobado levantar un monumento al Padre Hurtado frente al cerro Barón, en Valparaíso, y después se introdujera una modificación para agregar “o en el entorno”.



Conforme al criterio seguido, lo mejor es señalar la comuna; pero ocurre que Isla Negra no es comuna e ignoro a cuál pertenezca exactamente. 



Si por la vía de la indicación consignamos la comuna respectiva, la Comisión tendrá mayor libertad para resolver el lugar donde se erigirá el monumento y, de esa forma, vamos sentando una pauta en el sentido de indicar territorios jurisdiccionales y no lugares, que a lo mejor ni siquiera tienen junta de vecinos. 



Encuentro trascendente este hecho, en homenaje al propio poeta, a la gente de la comuna de que se trata -ignoro cuál es-, y en consideración a la historia de nuestras leyes en materia de monumentos nacionales. 



No puedo formular la indicación, porque -reitero- no sé a qué comuna pertenece.

El señor MORENO.- A El Tabo.

El señor LARRAÍN.- No, a El Quisco.

El señor RÍOS.-  Si fuera El Tabo, formulo la indicación, de manera  que todos los entornos se enmarquen dentro de sus límites.

El señor ROMERO (Presidente).- Yo creo que Punta de Tralca depende de El Quisco.

El señor LARRAÍN.- Isla Negra pertenece a El Quisco.

El señor ROMERO (Presidente).- Se verificará y, si corresponde, se hará la rectificación.



Si le parece a la Sala, se aprobará en general y particular el proyecto, con la indicación del Senador señor Ríos relativa a precisar la comuna correspondiente.

El señor VÁSQUEZ.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor VÁSQUEZ.- Ante la duda existente, y en la eventualidad de que sean dos comunas distintas donde podría instalarse el monumento, me parece mucho más flexible la actual redacción.



En consecuencia, me inclino por mantener el texto sugerido, porque facilita la decisión que deba adoptarse.

El señor ROMERO (Presidente).- Hemos escuchado otra argumentación sobre el particular.



¿Habría acuerdo para proceder en el sentido señalado por el Honorable señor Ríos?

El señor MORENO.- ¿Pero su redacción quedaría abierta en espera de que se concrete la indicación?

El señor ROMERO (Presidente).- Exacto, por si llegara alguna.



--Se aprueba en general y en particular la iniciativa.
MONUMENTO EN LA SERENA EN MEMORIA DE

SACERDOTE ANGELO PANIGATI

El señor ROMERO (Presidente).- Por último, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza la erección de un monumento en la ciudad de La Serena en memoria del sacerdote Angelo Panigati, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3902-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 9ª, en 22 de junio de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 28ª, en 17 de agosto de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe señalar que el objetivo de la iniciativa, originada en moción del Senador señor Cordero, es honrar la memoria del sacerdote señor Angelo Panigati autorizando la construcción de un monumento a ese efecto.



La Comisión deja constancia en su informe de que discutió en general y particular el proyecto y de que lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Fernández, Moreno, Parra y Vega.



El texto respectivo se consigna en la parte pertinente de dicho documento.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Cordero.

El señor CORDERO.- Señor Presidente, en realidad, presenté la moción con motivo del fallecimiento de este venerable sacerdote, que era muy conocido, no sólo en La Serena sino en toda la Cuarta Región, porque fue un formador de varias generaciones. Y aquí hay dos ejemplos de ello: el Honorable señor Prokurica y quien habla.



Era un hombre extraordinario y en la zona todo el mundo lo conocía, por su condición de gran educador. No debemos olvidar que en la década de los sesenta la ciudad mencionada carecía de Educación Media; había una incipiente en Ovalle, y en Coquimbo prácticamente no existía. El Liceo de Hombres y el Seminario Conciliar de La Serena acogían a todos los jóvenes que pretendían acceder a ese nivel de enseñanza.



El Padre Panigati fue una gran persona. Por eso, el Papa lo envió a una misión en Afganistán, donde fue el único sacerdote católico durante largo tiempo. O sea, tuvo incluso un reconocimiento de Obispo. 



Como señalé, también fue un eminente educador.



Para que los señores Senadores se hagan una idea de él, quiero decirles que era profesor de Filosofía y de Inglés, titulado; el mejor futbolista que tenía el equipo del colegio; excelente basquetbolista; nadie le ganaba en tenis; maravilloso jugando ping-pong; actor de cine, pero mejor como director; cantaba igual que los dioses, y era concertista en armonio. 



Además de todas esas condiciones de prohombre, fue una persona muy simpática y agradable.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, he presentado también dos indicaciones a este proyecto. 



La primera apunta a eliminar la mención que se hace al Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales, por cuanto se le entrega una responsabilidad adicional que constitucionalmente no corresponde.



También me surge una inquietud en lo relativo a la participación del Alcalde de la Municipalidad de La Serena. El hecho de que se establezca una función nueva para él, obliga a que el proyecto sea de carácter orgánico constitucional y, por ende, de quórum especial.



Por lo demás, me parece que no nos compete establecer otra obligación para una autoridad cuyas funciones propias se hallan consagradas en la respectiva ley orgánica.



La segunda indicación está referida a la administración del fondo, a cuyo respecto existen dos normas similares en el artículo 5º: la letra b) habla de administrar el fondo creado en el artículo 3º; y la letra d), de abrir una cuenta corriente especial para gestionarlo. 



Por lo tanto, una de esas disposiciones debe ser eliminada porque se encuentra de más. 



Considero que el Senado debe manifestar, a lo menos, cierta preocupación por la dignidad inherente a su labor legislativa y procurar que las cosas se hagan bien. 



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- La Mesa ha recibido las dos indicaciones aludidas.



En consecuencia, habría que proceder como lo hicimos en los casos anteriores: aprobar en general el proyecto y fijar el mismo plazo para la presentación de indicaciones.



Si le parece a la Sala, así se hará.



--Se aprueba en general la iniciativa y se fija plazo para presentar indicaciones hasta las 12 del martes 6 de septiembre.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- El Honorable señor Ominami desea formular un planteamiento.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, ingresó a tramitación al Congreso, a través de la Cámara de Diputados, el proyecto de ley que otorga un bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad para el sector pasivo, la cual comenzará a tratarlo alrededor de las 19:15 a 19:30.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿De hoy?

El señor OMINAMI.- Sí.



En consecuencia, la Cámara Baja no alcanzará a votarlo antes del término de la presente sesión.



Por eso, pido autorización para que la Comisión de Hacienda lo estudie mañana temprano y posteriormente se incorpore en el Orden del Día de la sesión ordinaria de la tarde. Ello, debido a que tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.



Lo más lógico habría sido esperar que dicha Corporación despachara la iniciativa. Pero desgraciadamente fue incluida en la tabla demasiado tarde.



 Por eso, requerimos el consentimiento de la Sala para que la Comisión de Hacienda se aboque a su análisis mañana a primera hora.

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador, eso sería posible siempre que existiera unanimidad.



¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor MORENO.- Sí.

El señor NARANJO.- Lo tiene, señor Presidente.



--Se otorga la autorización.

El señor OMINAMI.- Gracias por la confianza, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

-------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Secretario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, solicitando de ese órgano especializado la EMISIÓN DE INFORME JURÍDICO SOBRE EVENTUAL INHABILIDAD DE EX CONCEJAL PARA SER CANDIDATO A DIPUTADO.



Del señor FERNÁNDEZ:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, haciéndole presente la necesidad de FLEXIBILIZACIÓN DE NUEVO SISTEMA DE REVISIÓN TÉCNICA PARA VEHÍCULOS MOTORIZADOS DE DUODÉCIMA REGIÓN.



Del señor GARCÍA:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, requiriéndole la DESIGNACIÓN DE FISCAL ESPECIAL EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA POR INCREMENTO DE DENUNCIAS SOBRE ABIGEATO, y a la señora Secretaria Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, solicitándole antecedentes relativos a COMPRA DE TERRENOS EN SECTOR LLAHUALLÍN, COMUNA PADRE LAS CASAS.



Del señor HORVATH:



A las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y al señor Director de la CONAMA de la Quinta Región, recabándoles información respecto de CAMBIO DE USO DE SUELO DE TERRENOS QUE OCUPARON EMPRESAS PETROLERAS EN LAS SALINAS, VIÑA DEL MAR, y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y señores Director Nacional del Servicio de Vivienda y Urbanización, Secretario Regional del MINVU y Director del SERVIU de la Primera Región, a fin de que den a conocer acciones adoptadas para resolver PROBLEMAS OCASIONADOS POR PLANTA DE HORMIGÓN INSTALADA EN BARRIO RESIDENCIAL LOMAS DE MIRAMAR, ARICA.



Del señor STANGE:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la Décima Región, requiriéndole pronunciarse respecto de SOLICITUD DE REGULARIZACIÓN DE TERRENO DE COMUNERO QUE INDICA EN SECTOR LAS QUEMAS, COMUNA DE PUERTO MONTT.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, hicimos un cambio. En nuestro turno intervendrá un Senador del Comité Mixto. Y viceversa. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Así es.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, en el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.
SITUACIÓN DE NIÑA CHILENA ADOPTADA

POR MATRIMONIO ITALIANO. OFICIOS

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, hace aproximadamente un mes pedí que se oficiara al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la Directora del Servicio Nacional de Menores, señora Delia del Gatto, a fin de que proporcionaran todos los antecedentes relacionados con Evelyn Bustos Bustos, niña chilena de 14 años de edad entregada en adopción al matrimonio italiano conformado por Antonio Camporeale y María Rivalta Russo, quienes viven en la ciudad de San Ferdinando, al sur de Italia.



Me llama poderosamente la atención que esa muchacha, pese a que en nuestro país elaboramos leyes en forma permanente con el objeto de proteger a los menores, se encuentre hoy día en una situación de suma gravedad en esa nación. Y el SENAME, que es la institución que debería remediar el problema, ha mantenido una posición bastante extraña. Quiero plantearla ante el Honorable Senado para después solicitar los oficios respectivos.



¿De qué se trata, señor Presidente? De lo siguiente. 



Me preocupa que los procedimientos que llevan a cabo reparticiones como el Servicio Nacional de Menores no tengan toda la diligencia aconsejable por tratarse de niños.



¿Por qué digo esto? Porque a ese matrimonio italiano, que permaneció treinta días en Chile y que notó ciertas actitudes en la joven, se le convenció de que ésta no presentaba problemas de fondo y que su accionar un poco fuerte se debía, simplemente, a la falta de amor y a la necesidad de contar con un hogar.



Fue así como se le hizo entrega de un certificado de un psiquiatra. Pero este informe, donde se acreditaba la inexistencia de dificultades de mayor envergadura, lo emitió un profesional que pertenece a una entidad a través de la cual se realizan adopciones hacia el extranjero.



Sobre el particular, estoy muy sorprendido por algunos elementos que me han sido proporcionados por personas responsables.



En la ciudad de Rancagua existe un organismo denominado “Instituto Campamento”, el que, en el caso particular de la menor Evelyn Bustos recibió la suma de 3 mil 500 dólares. Ignoro si la cantidad que se paga es la misma cada vez que se entrega un niño en adopción a personas foráneas. Sin embargo, incentiva mi curiosidad el hecho de que un ente italiano que intermedia en este asunto -la Fundación Patrizia Nidoli- haya recibido 10 mil euros de quienes adoptaron a la niña. Y 10 mil euros son -si no me equivoco- alrededor de 15 mil dólares.



Se me informó que el Instituto Campamento, cautelado por el Servicio Nacional de Menores, incorpora esos dineros a su administración con el objeto de financiarse. Y si éste es un procedimiento que busca allegar recursos para su mantención, salta a la vista que se trata de un sistema permanente y sistemático.



Esa niña de 14 años, que fue entregada en adopción en agosto de 2004, demostró una conducta realmente increíble. Sólo llegaba a alojar a la casa; durante largo tiempo se dedicó al consumo de drogas, y mantuvo relaciones muy íntimas con un joven italiano de 24 años de edad.



El matrimonio que la habría adoptado, después de la correspondiente tramitación en Chile, frente a todas esas situaciones reclamó al Tribunal de Menores de la ciudad de Bari. Y, con todos los antecedentes aportados, dicho tribunal determinó que la niña debía ser repatriada a nuestro país. Encomendó esta misión a una organización  que se encarga de las adopciones internacionales y al Cónsul de Chile en Roma.



Pero resulta que el SENAME -y por eso voy a pedir que se aclare el asunto y que se me entreguen los informes pertinentes- se ha negado en forma reiterada y muy ruda a aceptar la repatriación de la niña, aduciendo que el Tribunal de Menores de Bari no actuó en Derecho y que la muchacha fue entregada en adopción de manera legítima. Sin embargo, el mismo tribunal la declaró en condición de ilegal, por cuyo motivo fue enviada a un hogar llamado “Domus Bernardette”, ubicado en la provincia de Lecce, del sur de Italia.



Parece curioso que en este minuto el Gobierno de Italia, ante la actitud más bien confusa del Servicio Nacional de Menores y de su Directora, haya de estar asumiendo una responsabilidad en este caso, en circunstancias de que la niña, que se encuentra en el citado hogar de menores, una vez que cumpla la mayoría de edad -según informaciones que poseo-, va a ser considerada como ilegal en Italia y devuelta a Chile. Y como para entonces habrá cumplido la mayoría de edad, evidentemente ninguna organización social se hará cargo de ella.



Ahora, cabe la posibilidad de que la menor se fugue del hogar mencionado, como se ha señalado en Italia. Y de ahí hay un paso muy corto a la prostitución de esa joven chilena en un país europeo, donde por cierto, la sobrevivencia es bastante dura y difícil





Por esa razón, solicito que se oficie al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Directora del SENAME, para que se sirvan proporcionar al Senador que habla, y a quienes estimen pertinente, los siguientes antecedentes.



En primer lugar, el número de jóvenes entregados en adopción en los últimos cinco años a personas de países europeos.



En segundo término, si los 3 mil 500 dólares que recibe el Instituto Campamento, de Rancagua, y los 10 mil euros que percibe la Fundación Patrizia Nidoli, de Italia, representan una modalidad permanente y natural en esta clase de procedimiento.



Asimismo, solicito que en el oficio a la señora Directora del SENAME se le pida precisar  qué tipo de seguimiento efectúa la institución a su cargo cada vez que se concreta una adopción.



De acuerdo con los datos de que dispongo y que quiero comprobar, el Instituto Campamento, de Rancagua, hace llegar un informe anual en el que expresa que los menores dados en adopción no tienen ningún tipo de problemas.



El caso de la niña Evelyn Bustos saltó al tapete porque su situación fue profusamente divulgada en medios de comunicación y periódicos de Italia, cuyos recortes tengo en mi poder, y porque los corresponsales de diarios chilenos que desempeñan sus funciones en ese país han enviado gran cantidad de notas y reportajes que han sido publicados aquí. 



Sin embargo, respecto de Evelyn Bustos el SENAME señala que nada tiene que ver pues fue entregada legalmente en adopción, lo cual ha sido rebatido por el Tribunal de Menores de Bari, que no ratificó esa adopción y ordenó la repatriación de la menor.



Señor Presidente, me mueve una inquietud final: el proceso de adopción no es prolijo y, por lo expuesto, puede prestarse para que muchos niños que se someten a él enfrenten situaciones sumamente dramáticas, por cuanto su destino y futuro no son pesquisados por las instituciones chilenas. 



Por eso, reitero mi petición de oficiar, tanto al señor Canciller -a quien le planteé el asunto en una sesión de la Comisión de Relaciones Exteriores- como a la señora Directora del SENAME, con el objeto de que se les haga llegar mi intervención con los planteamientos y consultas que he reseñado.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor ROMERO (Presidente).- En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.
RESPALDO A INTERVENCIÓN LEGAL DE EX COLONIA DIGNIDAD

El señor NARANJO.- Señor Presidente, he querido intervenir en esta sesión para manifestar todo mi respaldo a la resolución de la  jueza de Parral señora Ximena Pérez, quien acogió la petición realizada por el Consejo de Defensa del Estado y la semana pasada procedió a intervenir las empresas y los bienes que aún controlan los jerarcas de la ex Colonia Dignidad.



Sin lugar a dudas, esa decisión constituye un gran paso en la lucha que el Estado chileno, por intermedio de los diversos Gobiernos de la Concertación, viene dando desde el retorno a la democracia para terminar con la mayor organización ilícita criminal que ha existido en nuestro país.



Durante su existencia, la Sociedad Educacional y Benefactora Dignidad construyó un enorme poder económico que se tradujo en miles de hectáreas de terrenos y numerosas empresas en los más variados ámbitos del quehacer nacional. Todo ello fue posible, por una parte, mediante el uso y abuso de las franquicias tributarias y aduaneras propias de una institución de beneficencia y el permanente atropello de los derechos laborales, y, por otra, a través de oscuros negocios que le permitieron construir un verdadero imperio económico.



Era habitual que quienes trabajaban allí lo hicieran sin contrato, sin recibir sueldo, sin que se les respetaran sus horas de trabajo diarias y semanales, sin derecho al descanso. ¡Es fácil construir un poder económico tan diverso cuando las infracciones a las leyes laborales son permanentes!



Por lo tanto, hoy nadie puede desconocer que los jerarcas de la ex Colonia Dignidad siempre tuvieron como objetivo último enriquecerse y realizar oscuros negocios, constituyendo las supuestas actividades de beneficencia una mera pantalla.



Algunos antecedentes preliminares demuestran que lo que se invertía en supuestas obras de beneficencia, por intermedio del hospital y de la escuela de Villa Baviera, no alcanzaba al 5 por ciento de las utilidades que obtenían por sus negocios. 



Señor Presidente, cabe precisar además que tanto el centro asistencial como el plantel educacional -sus estandartes de beneficencia- recibían permanente y directamente, hasta hace algunos años, diversos subsidios del Estado chileno por concepto de paciente atendido o por alumno. Es decir, la ex Colonia Dignidad siempre tuvo muy poco o nada de beneficencia directa y mucho de aprovechamiento de los recursos fiscales. Así, ocupaban las utilidades en generar y ampliar sus negocios.


Conscientes de tal situación en el ocaso del Gobierno militar, como lo ha expresado públicamente el doctor Hopp en una entrevista al diario “La Segunda” -esto es lo curioso, señor Presidente-, fue el propio integrante de la Corte de Apelaciones de Chillán don Guillermo Navas, en su calidad de Ministro en Visita destinado a investigar las irregularidades de la ex Colonia Dignidad, quien los asesoró para eludir los efectos que tendría la cancelación de la personalidad jurídica de la Sociedad Benefactora y Educacional Dignidad.



De esta forma, Schaefer y sus secuaces procedieron a crear las siguientes empresas a las que traspasaron tanto sus bienes muebles como inmuebles.

-Inmobiliaria e Inversiones Cerro Florido Limitada, cuyo principal giro es el arriendo y explotación de bienes inmuebles, que tienen un avalúo fiscal en propiedades de alrededor de mil 700 millones de pesos.

-ABRATEC S.A, cuyo giro principal es la extracción de piedras, arcilla y arena, con un avalúo fiscal de sus propiedades de alrededor de 15 millones de pesos.

-AGRIPALMA S.A, cuyo giro es el arrendamiento y administración de bienes inmuebles.

-BARDANA S.A, cuyo giro es el mismo que el anterior.

-CINAGLOSA S.A, cuyo giro también tiene que ver con el arrendamiento y administración de bienes inmuebles.


Así, señor Presidente, el círculo de hierro de Paul Schaefer, formado por no más de diez personas, con la asesoría que les entregó el ex Ministro don Guillermo Navas, fraudulentamente, de la noche a la mañana, se hizo dueño "legal" de todos los bienes muebles e inmuebles de la ex Colonia Dignidad.



Y digo “fraudulentamente”, porque no es admisible que propiedades pertenecientes  a una organización de beneficencia - que para obtenerlas usó diversas franquicias tributarias y aduaneras- puedan ser traspasadas legalmente a manos privadas.



A modo de ejemplo, sería como si mañana todas las propiedades del Hogar de Cristo o las de la Teletón pasaran a manos de algunos cuantos particulares.
No tengo ninguna duda de que, frente a un hecho de tal naturaleza, los chilenos -que tanto hemos aportado a esas obras- tendríamos el legítimo derecho a sentirnos engañados o estafados.



Señor Presidente, debido a esta situación, cuando en enero de 1991 el Estado chileno canceló la personalidad jurídica a la Sociedad Benefactora y Educacional Dignidad y la Iglesia Metodista intentó tomar el control de sus bienes, nos encontramos con que ellos, en la práctica, no existían. Y los restantes alcanzaban la exigua suma de 10 millones de pesos, principalmente en maquinarias en mal estado.



Es decir, el enorme patrimonio económico de la ex Colonia Dignidad, estimado en más de 200 millones de dólares, parecía haberse "volatizado". Nada de lo que había sido parte de aquél le pertenecía, ya que fue traspasado a unos pocos privados.



Ante esta insólita situación, el Consejo de Defensa del Estado inició un sinnúmero de requerimientos ante los tribunales de justicia, los cuales hasta este momento no habían tenido éxito, pues, insólitamente, los magistrados siempre fallaban a favor de la ex Colonia Dignidad.



En ese sentido, mientras se avanzaba en causas sobre derechos humanos y de abusos en contra de menores, en otras, como las de los fraudes aduaneros y tributarios y las de los traspasos de bienes, al parecer los jueces no se daban cuenta ni entendían que estábamos en presencia, como lo han reconocido ambas policías, de la mayor organización delictual y criminal que ha existido en Chile.



De esta forma, se permitió que mediante el estrecho control de estas empresas en los últimos 14 años, el propio Schaefer y su círculo de hierro mantuvieran su poder político, económico y social sobre los ex colonos. Empresas en las cuales -como ha quedado demostrado a través de diversas investigaciones que solicité a la Inspección del Trabajo- se seguían violando los derechos de los trabajadores y se continuaba implementando sobre ellos una suerte de “esclavitud”.



Más aún, sin lugar a dudas, el propio Schaefer no habría podido huir a Argentina, comprar enormes propiedades y permanecer por varios años en la clandestinidad si no hubiese mantenido el control económico de tales empresas.



Señor Presidente, la experiencia internacional de lucha contra organizaciones terroristas, de narcotráfico o mafiosas nos enseña que, mientras no ataquemos las bases económicas sobre las cuales se sustentan, no será posible terminar con ellas. A modo de ejemplo, puedo señalar la acción del Estado italiano contra la mafia; la de Colombia contra Pablo Escobar, o la del Gobierno mexicano contra los carteles de la droga.



De ahí el enorme significado de la resolución de la jueza de Parral, ya que, por un lado, permitirá cortar la “llave del gas” que alimenta el funcionamiento de esta organización ilícita y criminal, y por otro, permitirá avanzar decididamente en el término definitivo de la ex Colonia Dignidad.



Además, con esta decisión se inicia la real integración de los habitantes de Villa Baviera a nuestra sociedad, sacándolos de la órbita e influencia de quienes quieren mantener dominio sobre ellos.



Los predios y empresas seguirán funcionando, pero con respeto por el orden jurídico chileno. De esa forma, los colonos recibirán sueldos, se respetarán sus derechos laborales, previsionales y educacionales. Es decir, tendrán, como todos nuestros connacionales, deberes y derechos.



En resumen, la ex Colonia Dignidad dejará de ser un Estado dentro del Estado chileno. En su interior dejará de reinar el terror y la represión, por lo que todos sus habitantes podrán acceder a un futuro mejor donde sus vidas serán más libres, más dignas y en paz.



Espero, señor Presidente, que en esta ocasión los “amigos” de esa ex Colonia no dificulten el accionar del interventor señor Chadwick y la oportuna y trascendente decisión de la jueza de Parral.



Sólo ahora -si todo sale bien y con  observancia del marco legal-, podremos decir que los colonos, los terrenos y los bienes de la ex Colonia Dignidad forman parte de Chile y están sujetos al respeto del Estado de Derecho. Y podremos manifestar algo muy importante: que nadie, aunque sea muy poderoso, está por sobre la ley en nuestro país.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Orpis.
SUPRESIÓN DE PASAPORTE PARA TRÁNSITO DE PERSONAS 
ENTRE CHILE Y BOLIVIA. RESULTADOS DE GESTIÓN DE 
DIPLOMACIA PARLAMENTARIA. OFICIOS

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el lunes de la semana pasada, en una visita programada a Bolivia, concretamente a La Paz, traté de hacerme eco de lo que se ha venido planteando en los últimos meses y mediante las gestiones del Senado respecto de lo que es la diplomacia parlamentaria, impulsada por quien preside en estos momentos la Corporación y por sus antecesores.



Tal concepto es tremendamente importante en el norte de Chile, porque ese sector territorial –más que en el centro del país y en Santiago concretamente-, se halla vinculado con la macrorregión compuesta por el sur del Perú, por el oeste boliviano y por la Primera Región chilena, en especial.



Al respecto, se han tomado dos medidas muy relevantes en la línea de facilitar el tránsito de personas. Se eliminó la exigencia de pasaporte con Perú, y recientemente, de manera experimental, también se hizo lo mismo con Bolivia hasta el 30 de septiembre próximo.



En la lógica de promover esta relación que debe existir entre países vecinos, tuve la oportunidad de agendar con el Consulado en Bolivia importantes reuniones para promocionar esta medida, porque el vínculo que tiene la ciudad de La Paz, en especial con Arica, es relevante. Por tierra, a través de la carretera, se está a cinco horas y media de una ciudad con sobre 1.500.000 habitantes y que, por lo tanto, naturalmente debería constituir una palanca muy fuerte en materia de turismo.



He querido intervenir esta tarde para destacar dos elementos. El primero de ellos se refiere a cómo la participación de Parlamentarios puede influir de manera importante en hacer más fluidas estas relaciones y promover en el país ciertas medidas en la materia. Y el segundo, para resaltar el impacto que va a tener tanto para el norte de Chile –concretamente, Arica e Iquique- como para Bolivia.



Digo lo anterior por lo siguiente: la medida adoptada era indispensable. Una de las grandes restricciones que afectaban a muchos bolivianos para no ir directamente a Arica era el altísimo costo del pasaporte. Para obtener tal documento en el país altiplánico debían pagarse 80 dólares, y, si una familia deseaba viajar hacia Arica o Iquique, le significaba desembolsar 300 ó 400 dolares, lo que hacía prácticamente prohibitivo un viaje de cinco horas y media.



He querido dar a conocer esta medida porque se insistió mucho en su adopción hasta que al final se consiguió. 



Y en mi intervención de esta tarde deseo solicitar formalmente dos cosas.



En primer término, y a pesar de lo conversado con el Canciller y con el Cónsul, pido oficiar al Ministerio de Relaciones Exteriores para que esta medida no termine el 30 de septiembre, sino que se prorrogue de manera indefinida.



En segundo lugar, deseo agradecer en especial al Consulado chileno en La Paz por la diligencia y el profesionalismo con que se planificó la gira. Destaco que he quedado impresionado respecto de su labor en esa nación, particularmente la del Cónsul y de quienes trabajan en esa sede diplomática. Por ejemplo, programaron una visita a la Cámara Nacional de Turismo y a su congénere de Comercio, encabezadas ambas por sus respectivos Presidentes. Además, organizaron una reunión con más de sesenta de los mejores operadores turísticos de Bolivia, para informar -había mucha desinformación al respecto- acerca  de la eliminación del pasaporte.



Por lo tanto, junto con pedir formalmente la prórroga de esta medida y que el carné de identidad sea suficiente para viajar entre ambos países hasta después del 30 de septiembre, felicito y agradezco al Consulado de Chile en Bolivia, y sobre todo a quien lo encabeza, por la importante gestión que realizan en pro de las relaciones entre las dos naciones y, en particular, por la vinculación de Chile-Bolivia con la macrorregión.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Su Señoría desea enviar algún oficio a la Cancillería o al señor Cónsul chileno en Bolivia?

El señor ORPIS.- Un primer oficio, directamente al señor Walker para que, junto con el Canciller boliviano, prorroguen la mencionada medida.

El señor ROMERO (Presidente).- Cómo no.

El señor ORPIS.- Y, un segundo oficio, con las felicitaciones respectivas, a la Cancillería y, a través de ella, al Cónsul nuestro en Bolivia.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ROMERO (Presidente).- En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, al cual le restan 16 minutos, tiene la palabra el Honorable señor Fernández.
HOMENAJE A LICEO LUIS ALBERTO BARRERA DE 
PUNTA ARENAS EN SU CENTENARIO. 

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, deseo expresar en esta Corporación -la máxima tribuna política del país- un testimonio de gratitud y reconocimiento, como hijo de Magallanes y ex alumno, al Liceo Luis Alberto Barrera, de Punta Arenas, centro de enseñanza que cumple el 1º de septiembre próximo 100 años al servicio de la educación austral.



Y rindo homenaje a tal establecimiento por el gran aporte que ha significado para Magallanes y para Chile. Su aporte ha sido muy fructífero, pues generaciones de magallánicos se han formado y contribuido de manera muy importante al desarrollo tanto de la región como del país.



La historia de Magallanes, a partir de comienzos del siglo pasado, está ligada en forma directa y muy efectiva a los anales de nuestro liceo. Cien años de educación pionera, que partieron cuando los territorios de Magallanes y Punta Arenas tenían escasa población y unos pocos cientos de estudiantes, sin  contar aún con enseñanza secundaria. Eran momentos en que la mayoría de los lugareños estaban impedidos de continuar sus estudios, y sólo algunas familias podían enviar a sus hijos a educarse a otras ciudades de Chile, como Valparaíso y Santiago.



En ese entonces, la población se componía por nacionales de ascendencia chilota y emigrantes europeos. En esa época, en que la gran mayoría de los pobladores australes tenían enormes dificultades para viajar al resto del país, el liceo prestó una gran labor integradora y de afianzamiento de la chilenidad en la zona.



Desde el 1º de septiembre de 1905, donde su primer rector fue don Belisario García, hasta hoy, en que lo es la distinguida profesional magallánica María Isabel Labarca, han desfilado por sus aulas miles y miles de jóvenes que luego se convirtieron en hombres y enviaron a sus hijos, y luego a sus nietos, a esta alma máter del sector más austral del mundo, el que hoy cobija a más de 630 estudiantes, ahora en su carácter coeducacional.



En ese establecimiento tuve el honor de recibir educación y la posibilidad de formarme junto a queridos condiscípulos que colaboraron y colaboran con su esfuerzo y trabajo al desarrollo regional.



En este aniversario, los festejos recordarán a figuras de la docencia magallánica, como Fanny Proust, Hugo Daudet, Alfonso Álvarez, Luis Alberto Barrera, Ada Murúa, Julio Ramírez, Alejandro Karelovic, Julia Varela, Antonio Carkovic, Elena Stoganis, Benito Heredia, Lily Gómez, Antonino Reyes, Héctor Norero, Luis Torres y Ángel Rivera, sólo por mencionar a algunos de mis maestros y a tantos profesores que ya no están con nosotros, o bien, disfrutan de un merecido retiro y descanso.



Quiero reiterar mi afecto y mi orgullo no sólo a quienes fueron mis compañeros. Hoy, saludo a los docentes y a los alumnos que han sido, son y serán parte del Liceo Luis Alberto Barrera, ahora que este establecimiento se adentra en el siglo XXI, y en el futuro de Magallanes.



En diversos actos, los ex alumnos nos reuniremos para celebrar y honrar el centenario en diversas actividades, y recordar las legiones de estudiantes que pasaron por sus aulas y que hoy se encuentran no solamente en otras partes de Chile, sino también esparcidos por el mundo.



Y me hago eco del documento redactado por el Centro de Ex Alumnos y Amigos del Liceo Luis Alberto Barrera, que señala a la letra:



“De la escombrera de la antigua colonia penal, de la batalla contra los elementos, los conflictos y las adversidades, se irguió Punta Arenas, que las promociones liceanas ayudaron a consolidar, venciendo el centralismo y el olvido.”.



He querido rendir este homenaje en el Senado al Liceo Luis Alberto Barrera con motivo de su centenario, a sus profesores, al personal administrativo y a sus estudiantes, porque para los magallánicos la vida cobra más sentido al estar vinculado con el pasado, por medio de sus familias y de los lugares donde se han educado, y con el futuro, por medio de sus hijos.

El señor ROMERO (Presidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Ríos.
INQUIETUD POR FALTA DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA

El señor RÍOS.- Señor Presidente, ninguna Constitución o Ley Fundamental -al menos las que conozco en América, que son muchas, casi todas- señala tan categóricamente un principio o un valor como la nuestra en su artículo 1º, referido al núcleo fundamental de la sociedad: la familia.



En ella se configuran, desde el punto de vista institucional y axiológico de nuestra sociedad, los principios y los valores más fundamentales de lo que debe ser su desenvolvimiento.



Por tal motivo, cuidar la familia no es tan sólo una responsabilidad desde el punto de vista institucional, sino que también surge de la obligación natural que los seres humanos tienen con respecto a sus responsabilidades y funciones, en el transcurso y desarrollo de la vida futura de la sociedad.




La pregunta es si los chilenos estamos cuidando o protegiendo realmente a la familia como corresponde. En la lectura de los medios de comunicación, en la observación de los medios televisivos, en las audiciones de radio, en las conversaciones y en los actos propios de nuestro entorno es evidente que no se encuentra inserto el cuidado de la familia, como elemento o núcleo fundamental de la sociedad. 


Y quiero destacar algunos antecedentes al respecto en el Senado, por lo que significa la enorme irresponsabilidad que se está manifestando en ese último ámbito, bajo la observación, a veces un tanto fría, de las autoridades y de los propios habitantes de nuestro país.



Un informe entregado por representantes de Salud expresa que, en el año en curso, alrededor de 45 por ciento de los nacimientos corresponderá a niños que llegan al hogar fuera del matrimonio. La cifra asciende más o menos a unos 120 mil. Nunca, en la historia de Chile, había sido tan alta. Constituye una situación en que la responsabilidad parental se encuentra ausente, o bien, aunque presente, en muchos casos marginada de las responsabilidades de la educación y la determinación del camino que los pequeños deben seguir. Ese solo hecho ya indica el tremendo daño que se está causando a la familia.



Pero existe un segundo daño, del cual informa el CONACE, que realmente es mucho más impresionante, a lo mejor, que el anterior. Y lo señalo porque el aumento de los jóvenes que están ingresando al consumo de drogas es en verdad impactante. Ese organismo ha precisado que durante el año 2004 a lo menos 560 mil chilenos consumieron algún tipo de ellas. De ese número, 180 mil declararon ser adictos permanentes.



La droga destruye en forma duradera la voluntad; quiebra la armonía en la familia, en el hogar; rompe los lazos básicos que deben existir en la relación padre-hijo, y presenta una dificultad paralela, que es el crecimiento y fortalecimiento de las cuestiones propias de la seguridad ciudadana, campo en que un altísimo porcentaje de quienes cometen actos delictivos responden a requerimientos personales de consumo.



Pero no solamente los dos asuntos ya expuestos son complicados y delicados. En el caso de los menores de 18 años, o de 20 años, o de 24 años, que las propias normas sociales señalan como edades finales en que el joven, por efecto de la educación superior, convive y desarrolla su vida en el hogar, el ciento por ciento de los muchachos o niños detenidos por actos penales responden a familias mal constituidas y no han recibido valores ni principios. Y, obviamente, se hallan sujetos a la acción del odio, a la necesidad económica y a numerosos estímulos que los llevan, cuando no existe la responsabilidad familiar, de padre y madre, a entregarse absolutamente a los hechos delictivos que conocemos.



Por otro lado, hemos observado un financiamiento estatal en arte ajeno a valores básicos. Si se tratara de obras que no estableciesen la odiosidad, el hedonismo, la sensualidad extrema como elementos trascendentes de una trama determinada, ello podría entenderse. Pero si prácticamente en todas las producciones cinematográficas del cine chileno y en otras tantas que hemos conocido en el teatro, la pintura y la literatura el fundamento principal se halla muy lejos de la defensa de la familia, podremos entonces comprender que existe un mal criterio, un delicado criterio o un peligroso criterio en la inversión pública –y, a veces, también en la privada- en lo referente a un arte mediocre, hedonista, sensual en extremo, que destruye los valores esenciales de las personas.



En quinto lugar, cabe mencionar lo relativo a la televisión, medio que, en horarios para la familia, entrega las telenovelas de las cuales todos nos hallamos enterados. Todas ellas se encuentran plagadas de infidelidades, como argumento central, protegiéndose incluso a uno o a ambos partícipes y alentándose en tales hechos a los telespectadores, especialmente a los pequeños. En ellas es constante la manifestación del odio, al igual que el conflicto padre-hijo, también parte permanente de toda esa expresión de arte, entre comillas, que se entrega a niños cuyos padres abandonan los hogares en busca de otras sensaciones.



Ese hecho -quién sabe si el más delicado de todos- genera un conjunto de principios y valores, entre comillas, que van destruyendo paulatina y sistemáticamente el concepto fundamental de la Constitución, en el sentido de que la familia, como ya lo recordaba, es el núcleo fundamental de la sociedad.



Tan grave circunstancia no se refleja únicamente en los ejemplos que he señalado, sino que, además, los aspectos propios de la seguridad, así como la inquietud y el miedo, han conducido a que las mismas rejas empleadas en las cárceles se instalen a diario en todas las casas.



Y no sólo tiene lugar lo que alguien comentaba, con razón, en cuanto a que el nuestro es un país de calles y plazas solitarias a partir de las 19 porque el chileno se guarece en el interior de su hogar con el fin de evitar el asalto, el golpe, el robo y, muchas veces, el propio asesinato. Esa situación lleva, asimismo, a otra circunstancia que también hiere a la familia: el término de la vida social, incluso comunal, de cuadra, de barrio, de calle, de vecindad, porque no existe seguridad alguna de que a partir de esa hora finalmente se podrá estar tranquilo y convivir con los vecinos, no obstante que ello forma parte de la propia naturaleza de nuestra población. Abrigamos, a veces, la idea de que la policía ha sido absolutamente sobrepasada en tal aspecto.



¿Qué hacer? Sin duda, existen tres ámbitos que se deben considerar. El primero de ellos es la familia. Tenemos la sensación de que su responsabilidad se ha ido marginando cada día, con bastante fuerza y en forma muy inquietante, de la protección que debe brindar a los hijos. Cada día son más, en efecto, las madres o los padres que, por la necesidad de trabajar o por asumir responsabilidades a veces ajenas a sus funciones como tales, dejan a sus hijos entregados a la buena de Dios.



Hemos planteado sobre el particular siete preguntas que formulo nuevamente y cuyas respuestas, si son afirmativas, permiten construir una base inmensamente fuerte para la defensa de los hijos. Esas interrogantes son las siguientes, dirigidas a la familia. ¿Estoy enterado de dónde se encuentra mi hijo permanentemente? ¿Conozco a los amigos de mis hijos? ¿Sé las horas de salida o de regreso de mis hijos al hogar? ¿Me intereso por la educación de mi hijo? ¿Existe disciplina en el colegio de mi hijo? ¿Los profesores se preocupan de mi hijo? ¿Voy con mis hijos a misa o al culto de mi iglesia?



Hemos comprobado que aquellas familias o padres que contestan afirmativamente esas siete preguntas, repito, efectivamente han construido en torno de sus hijos un enorme muro de protección ante todo el daño moral que se está originando en nuestra sociedad.



Es evidente, entonces –y lo reclamamos como parte de esta última-, que debe existir, no solamente de nosotros, como padres, sino también de la sociedad, en su conjunto, una acción destinada al fortalecimiento de la familia. Y, en el caso de la relación de los padres con los hijos, se deben tener presentes las siete preguntas referidas, que han sido analizadas y resueltas por personas con una inquietud especial por el asunto.



En una segunda área sobre el mismo tema, señor Presidente, formulamos un llamado a los líderes religiosos, a la expresión cristiana, que en Chile representa, según el último censo, entre católicos, evangélicos y fieles de distintas iglesias, el 90 por ciento de la población.



Se señala también que 20 por ciento de los chilenos, aproximadamente 3 millones de personas, concurre semanalmente a templos o iglesias a fin de cumplir con sus intereses o necesidades espirituales.



Los líderes religiosos de nuestro país deben ser los únicos con la capacidad de contar con ese número tan grande de compatriotas, quienes acuden a oír las doctrinas propias de su iglesia y permanecen sentados durante una o dos horas con tal propósito.



Ellos tienen la alternativa y la posibilidad de entregar orientaciones a las familias en relación no sólo con la doctrina cristiana, sino también con el acontecer diario, las que, sin duda alguna, están referidas a la defensa de principios y valores que terminarán fortaleciendo el mismo credo o religión. 



En esta segunda área, hago un llamado a los líderes religiosos en orden a que, con esa tremenda fortaleza que significa contar semanalmente con alrededor de 3 millones de chilenos, tengan una muy especial preocupación por la defensa de los principios y valores señalados.



Por último, el tercer ámbito está representado por las municipalidades.



Éstas no solamente tienen una responsabilidad social, mediante un conjunto de obligaciones que sería largo enumerar, sino que también pasan a ser el organismo del Estado más cercano a la sociedad. 



Los municipios deben conducir a la gente, a la población, hacia caminos mejores. A ellos se les entrega la responsabilidad de elaborar los planes de desarrollo. De hecho, el inciso final del número 10º del artículo 19 de la Constitución establece que es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación. Es decir, hay un conjunto de obligaciones relacionadas con el arte, la cultura, el deporte, etcétera, que hacen necesariamente que las municipalidades deban asumir también responsabilidades en materia de protección de la familia.



Podría discutirse extensamente lo que constituye a esta última, pero sin duda alguna la sociedad chilena ha establecido que el matrimonio es la base fundamental, donde se da la conjunción de principios y valores, en cuanto a la responsabilidad como institución frente a los hijos.



El matrimonio hoy día en amplias áreas de nuestra comunidad está siendo desplazado por otras formas de convivencia.



Considero delicado -todavía no se ha analizado profundamente- el hecho de que toda la normativa social de nuestro país haya incorporado como una suerte de sociedad conyugal, incluso hasta con ciertos derechos de herencia o determinadas responsabilidades mutuas, la relación entre personas que se autodenominan convivientes.



A lo mejor eso, que puede representar una solución de parche para una sociedad que cuenta desde hace algunos meses con disposiciones que permiten resolver situaciones propias de la sociedad conyugal que antes no era posible realizar, se está transformando -desde mi punto de vista al menos- en un hecho usual, aceptado, apoyado, que incluso se expresa a través de esas formas de arte a las cuales he aludido durante mi intervención.



Señor Presidente, para nosotros la defensa de la familia, la defensa de los principios y valores que ella representa es esencial.  Si dicho núcleo fundamental de la sociedad llega a experimentar un deterioro profundo, como ya está ocurriendo, debilitará todo el aparato social de Chile, su desarrollo, su progreso, y dificultará el encuentro con días mejores a los cuales todos aspiramos.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Creo interpretar a la Sala al señalar que tenemos pleno acuerdo con Su Señoría en el tema planteado.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:9.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

ANEXOS

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA Y REGULA EL REGISTRO NACIONAL DE REVISORES INDEPENDIENTES DE OBRAS DE EDIFICACIÓN

(3964-14)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración, un proyecto de ley que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación a que se refiere el artículo 116 Bis del DFL. N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

I. ANTECEDENTES.

1. Los revisores independientes

El Decreto con Fuerza de Ley N° 458 (Vivienda y Urbanismo), de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, faculta a los propietarios que soliciten  permisos de edificación ante las direcciones de obras municipales para contratar revisores independientes.

Asociada a dicha facultad y como incentivo para la contratación de esos profesionales, se considera una disminución de 30 a 15 días en el plazo que tiene la Dirección de Obras Municipales para pronunciarse sobre el permiso solicitado y una disminución en un 30% de los derechos municipales que corresponda cancelar, conforme al artículo 130 del citado DFL. N° 458.

Las funciones que competen a los revisores independientes se encuentran establecidas en el inciso segundo del artículo 116 bis y en el inciso segundo del artículo 144, del DFL. N° 458, de 1975 y su responsabilidad es determinada conforme al artículo 17 del mismo cuerpo legal.

Para el desarrollo de su actividad, los revisores independientes deben contar, agrega la Ley, con una inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

El proyecto de ley que dio origen a la Ley N° 20.016, que ha modificado la Ley General de Urbanismo y Construcciones, proponía un inciso final en el artículo 116 bis de la referida ley, que entregaba al Ejecutivo, tal como lo hace la ley vigente, la facultad de regular el Registro de Revisores Independientes, a través de un reglamento, en el que se fijarían los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de sus obligaciones.

2. Sentencia del Tribunal Constitucional

Durante la tramitación de ese proyecto, un grupo de senadores presentó un requerimiento de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional. Éste, a través de su sentencia Rol 437, de 21 de abril del año 2005, declaró inconstitucional el inciso final del artículo 116 bis por remitirse a la potestad reglamentaria en una materia que era de reserva legal.

En dicha sentencia, el Tribunal estableció que no podían regularse a través de un reglamento materias sustantivas tales como las causales de inhabilidad e incompatibilidad, las infracciones y el órgano competente para aplicar las sanciones y el procedimiento para hacerlo.

Indicó también que el proyecto omitía toda norma regulatoria del proceso y procedimiento a través del cual pueden ser impuestas sanciones y el órgano administrativo competente para establecer los hechos que configuran la infracción y permiten aplicar la sanción administrativa.

Como la norma objetada por el Tribunal Constitucional era igual a la contenida en la ley vigente antes de la dictación de la Ley Nº 20.016, y en cuya virtud se había dictado un reglamento, coherentemente con dicho veredicto, el Ejecutivo, mediante el Decreto Supremo N° 85 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 5 de mayo de 2005, derogó el Decreto Supremo N° 177, de 1996, que establecía el Reglamento del registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción. No podía mantenerse vigente una norma que se fundaba en un precepto legal idéntico al objetado por el Tribunal Constitucional.

3.
Ley N° 20.016 no contempla regulación del Registro de Revisores Independientes

En definitiva, la Ley Nº 20.016 fue promulgada, suprimiéndose la delegación que se hacía al reglamento para regular el Registro de Revisores Independientes.

Ello hace indispensable aprobar una ley que cumpla con los requisitos exigidos por el Tribunal Constitucional.

II.
CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto que someto a vuestra consideración, sigue de cerca la regulación establecida en el derogado DS. Nº 177, de 1997. Esta es una norma conocida, con cerca de 10 años de aplicación y con criterios interpretativos ya asentados. Se busca, por lo mismo, no innovar radicalmente, elevando las normas que se encontraban previstas a nivel reglamentario, a nivel legal. Con ello se cumple con el fallo del Tribunal Constitucional, pero no se produce cambio radical en el sector.

El contenido del proyecto de ley es el siguiente:

1. Creación del Registro de Revisores Independientes

La iniciativa, en primer lugar, crea el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación, estableciendo que el mismo dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará descentralizadamente a través de sus Secretarías Regionales.

2. 
Requisitos de Inscripción, Inhabilidades e incompatibilidades

Enseguida, se establece los requisitos que deben cumplir las personas para inscribirse en el Registro, los que dicen relación con calificación profesional y experiencia, ésta última determina la categoría a la que puede acceder cada persona.

En materia de inhabilidades se establece que no pueden inscribirse como revisores independientes las personas a quien afecte alguna de las  que allí se indican. Entre éstas, podemos mencionar la de ser funcionario en una Municipalidad, Ministerio de la Vivienda o en una Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo; el haber sido condenado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva; o el haber sido eliminado de otro registro que lleve el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

En materia de incompatibilidades, a fin de resguardar la independencia de los revisores, se establece que no pueden revisar, entre otros, sus propios proyectos o de parientes, socios o profesionales relacionados.

3.
Infracciones y sanciones

Se establece, a continuación, en forma pormenorizada las infracciones en que pueden incurrir los revisores independientes y las sanciones que corresponde aplicar en atención a la gravedad de la infracción cometida. Ello permite cumplir  con lo indicado por el Tribunal Constitucional en cuanto a que debe existir causales concretas y no “una causal única y genérica, que permite, en definitiva, punir administrativamente a quienes se repute haber incurrido en incumplimiento de las obligaciones vinculadas al registro habilitante respectivo”.

4. Procedimiento sancionatorio y órganos competentes

El proyecto contempla, asimismo, las normas regulatorias del procedimiento a través del cual pueden ser impuestas las sanciones previstas por la ley. Se establece que el órgano competente para establecer los hechos que configuran una infracción y la correspondiente sanción, es la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente. En dicho procedimiento se encuentran establecidos los medios que permiten una adecuada defensa del revisor independiente.

Enseguida, se establece que la resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, correspondiente, será apelable ante la Comisión  de Apelaciones del Registro, que se crea al efecto.
Estas disposiciones cumplen los requisitos establecidos por el Tribunal Constitucional respecto de la potestad sancionatoria.

5.
Prescripción de la acción infraccional
Se establece un plazo de prescripción de dos años para el ejercicio de las acciones derivadas de las infracciones a que se refiere la presente Ley.

6.
Disposiciones transitorias

Finalmente, se contempla una disposición transitoria que otorga a los revisores independientes que contaban con inscripción vigente al 27 de mayo de 2005, en el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción creado por el DS. N° 177, (V. y U.), de 1996, la posibilidad de desempeñar sus funciones a partir de la publicación de la ley y hasta  60 días después de la entrada en vigencia del reglamento de la ley, plazo durante el cual podrán solicitar su incorporación, sin más trámite, en el nuevo Registro con reconocimiento de la antigüedad y experiencia que tenían acreditada en el Registro anterior.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

P R O Y E C T O   D E   L E Y

“TITULO I

Disposiciones generales

Artículo 1°.- La presente ley crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación, en adelante el Registro, establecido por el artículo 116 Bis del DFL. N° 458, (V. y U.), de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Artículo 2°.- La Dirección del Registro dependerá  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará desconcentradamente a través de las Secretarías Regionales del mismo Ministerio.

El registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.
TITULO II
De los requisitos de inscripción, las inhabilidades y las incompatibilidades.

Artículo 3°.- Sólo podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él las personas naturales que:

a) Acrediten estar en posesión del título profesional de Arquitecto, Ingeniero Civil, Ingeniero Constructor o Constructor Civil;

b) Cuenten con la experiencia y calificación exigida para la categoría en que pretendan inscribirse y

c) No estén afectas a alguna inhabilidad

Los actos administrativos que se originen en el rechazo de una solicitud de inscripción podrán reclamarse mediante los recursos establecidos en la Ley N° 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos.

Artículo 4°.- El registro se dividirá en las siguientes categorías, según la mayor o menor experiencia y calificación de los revisores:

a) Tercera Categoría: Podrán inscribirse en ella quienes acrediten alguno de los siguientes requisitos:

1. Participación como profesional competente, en al menos, 10 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 10.000 m2, o

2. Dos años de desempeño como funcionario en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo o en alguna Unidad de Desarrollo Urbano e Infraestructura de una Secretaría Regional del mismo Ministerio, realizando, en cualquiera de los dos casos, labores de supervigilancia en el cumplimiento, por parte de las Direcciones de Obras Municipales, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y toda otra norma legal o reglamentaria referida a la misma materia, o

3. Dos años de desempeño como revisor de proyectos de obras de edificación en Direcciones de Obras Municipales o en alguna institución fiscal, o como inspector de obras de edificación en estas últimas, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado, o inspeccionado, al menos, 10 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 10.000 m2.

Los inscritos en esta categoría sólo podrán revisar proyectos y obras cuya superficie total construida no supere los 2.500 m2.

b) Segunda Categoría. Podrán inscribirse en ella quienes acrediten alguno de los siguientes requisitos:

1. Dos años de desempeño como revisor independiente, con tal que en dicho periodo haya informado, al menos, 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2; o

2. 5 años de ejercicio profesional, con participación como profesional competente en al menos 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2;

3. Cuatro años de desempeño como funcionario en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº2 de la letra a) precedente; o

4. Cuatro años de desempeño en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº3 de la letra a) precedente, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado o inspeccionado al menos 30 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 30.000 m2.

Los inscritos en esta categoría sólo podrán revisar proyectos y obras cuya superficie total construida no supere los 5.000 m2.

c) Primera Categoría. Podrán inscribirse en ella quienes acrediten alguno de los siguientes requisitos:

1. Dos años de desempeño como revisor independiente de segunda categoría, con tal que acumulando su desempeño en esta categoría y la tercera haya informado, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; o

2. 10 años de ejercicio profesional, con participación como profesional responsable en, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; u

3. Ocho años de desempeño como funcionario en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº2 de la letra a) precedente; u

4. Ocho años de desempeño en los organismos y bajo las condiciones señaladas en el Nº3 de la letra a) precedente, con tal que en dicho periodo hayan informado, revisado o inspeccionado al menos 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2; o

5. Haber ejercido como Director de Obras Municipales durante dos años en municipalidades con más de 40.000 habitantes o durante cuatro en comunas con una población inferior, con tal que hayan revisado, al menos, 50 obras que, en su conjunto, sumen un mínimo de 50.000 m2.
Los inscritos en esta categoría podrán revisar todo tipo de proyectos y obras.

Artículo 5°.- Las inhabilidades para inscribirse y permanecer en el Registro serán las siguientes:

a) Ser funcionario en una Municipalidad, en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o en una Secretaría Regional de este último;

b) Estar ya inscrito en alguna categoría del Registro;

c) Haber sido condenado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, y

d) Haber sido sancionado con la eliminación o tener la inscripción suspendida en éste u otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

Las inhabilidades derivadas de una condena penal o administrativa quedarán sin efecto transcurridos 5 años desde el término del cumplimiento de la pena o sanción. Sin embargo, cumplida la mitad de este plazo, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, con consulta al Director del Registro, podrá levantar esta inhabilidad mediante resolución fundada.
Artículo 6º.- Los revisores independientes no podrán revisar proyectos u obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose, por ejemplo, de proyectos u obras:

a) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad;

b) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral, y

c) En que el revisor, o alguno de sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad, intervenga como proyectista o constructor.

TITULO III

De las infracciones y sus sanciones.

Artículo 7°.- Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito la emisión de informes sobre expedientes incompletos, cuyas omisiones impidan la comprensión del proyecto.

Artículo 8°.- Las siguientes actuaciones del Revisor serán constitutivas de infracciones graves y se sancionarán con la suspensión del Registro, hasta por el plazo de un año:

a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de tres años;

b) Actuar en una categoría superior a aquélla en la que se encuentre inscrito;

c) No comunicar al Registro cualquier modificación de sus antecedentes personales que incida en el cumplimiento de los requisitos de inscripción o las causales de inhabilidad o incompatibilidad. La comunicación deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la modificación, y

d) Emitir un informe en contravención con las  normas legales o reglamentarias sobre construcción o las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial aplicables al proyecto, sin comprometer la habitabilidad, la seguridad o la salubridad de las edificaciones.

Artículo 9°.- Las siguientes actuaciones del Revisor serán constitutivas de infracciones gravísimas y se sancionarán con suspensión de entre uno y tres años, o con la eliminación del Registro:

a) Reincidir en la comisión de alguna infracción grave dentro de un periodo de tres años;

b) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro;

c) Proporcionar información inexacta relativa al cumplimiento de los requisitos de inscripción u omitir información relativa a este mismo punto;

d) Ser condenado por sentencia ejecutoriada debido a responsabilidades civiles o penales derivadas de la prestación de los servicios de revisión; 

e) Emitir un informe en contravención con las normas legales o reglamentarias sobre construcción y/o las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial aplicables al proyecto, comprometiendo la habitabilidad, la seguridad o la salubridad de las edificaciones, y
e) Alterar un certificado de inscripción en el Registro.
TITULO IV

Del Procedimiento Sancionatorio.

Artículo 10.- Será competente para conocer de las infracciones a la presente ley y aplicar las sanciones que en ésta se establecen la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región en que se cometió la infracción.

El procedimiento sancionatorio deberá iniciarse de oficio cuando la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente tome conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna de las infracciones a que se refiere esta Ley.

El procedimiento también podrá iniciarse mediante denuncia escrita, ante la Secretaría Regional competente, formulada y suscrita por una persona interesada. Las denuncias deberán ser fundadas y contendrán una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, debiendo acompañar copia de los antecedentes en que se funda. De no cumplirse estos requisitos la denuncia no será admitida a trámite.

Artículo 11.- El procedimiento sancionatorio se iniciará mediante una resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente en la que deberán constar los cargos precisos formulados contra el presunto infractor, la que se le notificará por carta certificada enviada al domicilio que tenga registrado adjuntando los antecedentes en que se funda.

La formulación de cargos deberá señalar la forma en que se ha iniciado el procedimiento, una descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la sanción asignada a la infracción. El presunto infractor tendrá un plazo de 30 días para formular descargos, contados desde la notificación.

Artículo 12.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo establecido para ello, la Secretaría Regional examinará el mérito de los antecedentes y, en caso de ser necesario, ordenará la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan. Los nuevos antecedentes serán remitidos al presunto infractor, quien podrá formular observaciones acerca de ellos dentro del plazo de 30 días contados desde la notificación.

Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, apreciándose en conciencia.

Artículo 13.- La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, debiendo declarar la sanción que impone al infractor o su absolución.

La resolución final deberá dictarse dentro de los 30 días siguientes a aquel en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.

Artículo 14.- Los actos administrativos que se originen en este procedimiento no podrán reclamarse mediante los recursos que contempla la Ley N° 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos.

Con todo, contra la resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio procederá el recurso de apelación ante la Comisión  de Apelaciones del Registro, en adelante la Comisión, debiendo interponerse dentro de los 30 días siguientes a su notificación. Dicho recurso de apelación no tendrá efectos suspensivos a menos que así lo resuelva expresamente la Comisión, a petición fundada del interesado.

Las resoluciones de la Comisión serán inapelables, sin perjuicio de las  demás acciones y recursos que procedan.
Artículo 15.- La Comisión estará integrada por:

a) Dos funcionarios del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, uno de los cuales la presidirá. 

b) Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile A.G.

c) Un representante del Colegio de Ingenieros A.G.

d) Un representante del Colegio de Constructores Civiles de Chile A.G.

Los miembros titulares de la Comisión  y sus suplentes serán designados por los respectivos organismos. 

La constitución de esta Comisión se formalizará mediante una resolución del Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.

TITULO V

Disposiciones final y transitoria

Artículo 16.- Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere la presente ley prescribirán en el plazo de dos años, contados desde la fecha en que se cometió la infracción.

Artículo transitorio.- Dentro del plazo de 60 días desde la entrada en vigencia del Registro a que se refiere la presente ley, las personas naturales que reúnan los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 3° de la presente ley y que, por sí o a través de una persona jurídica, contaban con  una inscripción vigente, al 27 de mayo de 2005, en el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción creado por el D.S. N° 177, de Vivienda y Urbanismo, de 1996, podrán solicitar su incorporación sin más trámite al Registro que establece esta ley, con reconocimiento de la categoría, antigüedad y experiencia que,  tenían en el Registro anterior.”.

Dios guarde a V.E.,



(Fdo.):RICARDO LAGOS ESCOBAR



Presidente de la República




SONIA TSCHORNE BERESTESKY



Ministra de Vivienda y Urbanismo
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE CONSTITUCIÓN Y OPERACIÓN DE SOCIEDADES DE GARANTÍA RECÍPROCA

(3627-03)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

De la Constitución y Características de las Sociedades de Garantía Recíproca


Artículo 1º.- Autorízase el establecimiento de Sociedades de Garantía Recíproca, las que deberán constituirse como sociedades anónimas y regirse por las normas contenidas en la ley Nº 18.046. Su objeto exclusivo será el que señala el artículo 3º de esta ley.


Sus accionistas podrán ser personas naturales o jurídicas que participan de la propiedad del capital social, tendrán los derechos y obligaciones que les confiere la ley y podrán optar a ser afianzados por la sociedad para caucionar determinadas obligaciones que contraigan, de conformidad a las normas de la presente ley.


Para todos los efectos legales las Sociedades de Garantía Recíproca serán consideradas como instituciones financieras.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Beneficiarios: las personas naturales o jurídicas que de conformidad al estatuto de la sociedad pueden optar a ser afianzados por ésta para caucionar sus obligaciones, de acuerdo con las normas de la presente ley.

b) Contrato de Garantía Recíproca: el celebrado entre los beneficiarios que soliciten el afianzamiento de sus obligaciones y la Sociedad, que establece los derechos y obligaciones entre las partes.


c) Certificado de Fianza: el otorgado por la Sociedad mediante el cual se constituye en fiadora de obligaciones de un beneficiario para con un acreedor.


d) Contragarantía: las cauciones entregadas por los beneficiarios a la Sociedad como respaldo del cumplimiento de las obligaciones que, a su vez, ésta les hubiese garantizado frente a terceros acreedores


e) Sociedad o Sociedades: Sociedad o Sociedades de Garantía Recíproca.

Artículo 3°.- Las sociedades de que trata esta ley, se regirán por las siguientes reglas específicas:


a) Su objeto será exclusivo, y consistirá en el otorgamiento de garantías personales a los acreedores de sus beneficiarios, con la finalidad de caucionar obligaciones que ellos contraigan, relacionadas con sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales.


Asimismo, las sociedades podrán prestar asesoramiento técnico, económico, legal y financiero a los beneficiarios y administrar los fondos a que se hace referencia en el artículo 32 y las contragarantías que se hayan rendido a su favor de conformidad con los pactos que se celebren entre las partes. 


b) El nombre deberá contener la frase “Sociedad de Garantía Recíproca”, o la abreviación “S.G.R”. La sigla de fantasía que adopte, en su caso, deberá también contener la señalada frase o su abreviación.


c) El capital social mínimo inicial deberá ser una suma equivalente a 10.000 unidades de fomento. En todo momento estas sociedades deberán mantener un patrimonio a lo menos equivalente al capital social mínimo inicial.


d) Estas sociedades no requerirán el acuerdo de la junta de accionistas para garantizar obligaciones de terceros, cuando la garantía sea otorgada en cumplimiento del objeto social, sin perjuicio de lo dispuesto en el estatuto de cada Sociedad de Garantía Recíproca.


Tal excepción será asimismo aplicable a las cooperativas constituidas para los efectos de esta ley.


Las obligaciones a que se refiere la letra a) del inciso primero deberán encontrarse dentro del giro de las actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales del beneficiario en las que éste sea el deudor principal. Estas obligaciones pueden provenir de:


1.- Operaciones de crédito de dinero u otras modalidades de financiamiento, como las señaladas en las letras siguientes de este artículo, que los beneficiarios adquieran o realicen con Bancos u otras instituciones financieras fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras u otras entidades públicas o privadas que dicha Superintendencia autorice;


2.- Saldos de precio por compra de bienes muebles o inmuebles;


3.- Operaciones de leasing, cuando éste importe un servicio de financiamiento;


4.- Contratos o actos jurídicos mediante los cuales el beneficiario se comprometa al cumplimiento de obligaciones derivadas de los mismos.


5.- Emisión de valores de oferta pública que efectúe el beneficiario, de conformidad con las disposiciones respectivas de la ley Nº 18.045, y


6.- Actos o contratos mediante los cuales el beneficiario transfiera créditos que posea contra terceros, adquiridos en el ejercicio de sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales y de los cuales deriven obligaciones subsidiarias o solidarias. En este caso, no obstará a la garantía el hecho que el beneficiario no sea el deudor principal.

Artículo 4°.- En ningún caso estas Sociedades podrán conceder créditos directos a sus accionistas ni a terceros.


La contravención al inciso anterior hará solidariamente responsables a los directores y ejecutivos que hayan participado en la decisión, por los perjuicios que ésta irrogue.


Artículo 5°.- Los estatutos de la sociedad deberán contener, además de las señaladas en el artículo 4º de la ley N° 18.046, las siguientes materias:


1. Requisitos para adquirir la calidad de accionista y de beneficiario.


2. La relación máxima entre el capital social que aporte cada accionista beneficiario y el importe máximo de las deudas cuya garantía éste solicite de la sociedad.


3. Las condiciones generales aplicables a las garantías que otorgue la sociedad y a las contragarantías que se constituyan a su favor.

TÍTULO II

De la Inversión de los Recursos y de los Fondos


Artículo 6°.- Los recursos de la Sociedad deberán ser invertidos en los instrumentos y otros bienes expresamente autorizados por su respectivo estatuto. Sin perjuicio de esto, la Sociedad tendrá la facultad de adquirir todos los bienes y servicios necesarios para iniciar sus operaciones y mantenerse en funcionamiento.


Artículo 7°.- La Sociedad deberá constituir un fondo de reserva patrimonial con cargo a los resultados de su operación, de un valor equivalente, al menos, al 20% del capital, que tendrá como única finalidad absorber las pérdidas futuras que generen las operaciones propias del giro.


La Sociedad sólo podrá repartir dividendos si la reserva patrimonial que mantiene es igual o superior al veinte por ciento del capital pagado.


Una vez completado el porcentaje del 20% del capital, el fondo señalado en este artículo se incrementará con los montos que se generen por la parte proporcional de las utilidades que correspondan a los accionistas beneficiarios, debiendo destinarse a lo menos un 25% de ese monto para aumentar dicho fondo.


En caso de disolución de la sociedad, el fondo de reserva patrimonial o su saldo, si existiere, después de pagadas las deudas sociales, será distribuido entre los accionistas en la forma que establece la ley.
TÍTULO III

De las Obligaciones y Derechos de los Accionistas


Artículo 8°.- El accionista beneficiario no podrá gravar ni enajenar sus acciones a ningún título, excepto a beneficio de la sociedad, mientras tenga obligaciones vigentes o con saldo insoluto afianzadas por la sociedad.


Artículo 9º.- Para tener derecho a la distribución de dividendos, los accionistas beneficiarios de servicios de afianzamiento no podrán encontrarse en mora en el cumplimiento de las obligaciones que la sociedad les hubiese caucionado a la fecha en que tal distribución se acuerde.

Artículo 10.- Los derechos sociales de los accionistas beneficiarios se suspenderán de pleno derecho en caso de mora o simple retardo en el cumplimiento de obligaciones que tuvieren con la sociedad o de las afianzadas por ésta.

TÍTULO IV

Del Certificado de Fianza y la Contragarantía


Artículo 11.- Las personas que soliciten a la Sociedad el afianzamiento de sus obligaciones, suscribirán previamente con ésta un contrato denominado “Contrato de Garantía Recíproca”, en el cual se deberá dejar establecido, a lo menos, lo siguiente:


a) Los bienes, cauciones y derechos que el beneficiario entregue para garantizar a la Sociedad las fianzas que ésta, a su vez, le proporcione por sus respectivas obligaciones;


b) El monto máximo de las obligaciones que la sociedad podrá afianzar al beneficiario;


c) El plazo de duración del contrato, que podrá ser indefinido;


d) Las modalidades y características de las garantías que rinde el beneficiario a la Sociedad, pudiendo pactarse una cláusula de garantía general, limitada a un monto máximo;


e) Los derechos y obligaciones de las partes, y


f) Las demás menciones que las partes acuerden.


No obstante lo señalado en este artículo, de conformidad con su estatuto, la sociedad podrá otorgar certificados de fianza sin la existencia de contragarantías.


El Contrato de Garantía Recíproca deberá protocolizarse ante notario o extenderse con la firma electrónica avanzada de los contratantes con anterioridad a que se inicie su ejecución. 


En ningún caso la inexistencia de este contrato, su cumplimiento o incumplimiento o los vicios o errores que éste contuviere, relativos a su formalización, suscripción o contenido, afectarán la validez del certificado de fianza.

Artículo 12.- La garantía que la Sociedad otorgue a sus beneficiarios se extenderá mediante la emisión de un Certificado de Fianza, en el cual se consignará la individualización de la Sociedad, del afianzado y del acreedor, la singularidad de las obligaciones afianzadas y el monto determinado o determinable al cual se extienda la fianza, sin perjuicio de los documentos o menciones adicionales que las partes convengan.


Podrán afianzarse obligaciones futuras, siempre que éstas se encuentren determinadas singularmente en el certificado respectivo.


El beneficiario quedará obligado frente a la Sociedad por los pagos que ésta efectúe en cumplimiento de las obligaciones garantizadas.


El Certificado de Fianza tendrá mérito ejecutivo para su cobro. En el juicio ejecutivo correspondiente a su cobro, la sociedad sólo podrá interponer las excepciones de pago de la deuda, prescripción, no empecer el título al ejecutado y concesión de prorrogas o esperas.


Salvo lo dispuesto en la presente ley, la fianza así otorgada se regirá por lo dispuesto en el Título XXXVI, del Libro Cuarto del Código Civil.


Artículo 13.- Si el beneficiario no cumpliere con las obligaciones afianzadas por la Sociedad, ésta procederá al pago de ellas, pudiendo optar entre:


a) Continuar con el calendario y demás modalidades de pago pactadas originalmente por el beneficiario con el acreedor. En este caso, si la sociedad pagare las deudas o cuotas vencidas a la fecha del requerimiento, dentro de los 30 días que siguen a éste, la cláusula de aceleración de la deuda que se hubiere pactado entre el acreedor y el deudor principal no se aplicará a la sociedad, mientras ésta cumpla, en lo sucesivo, con la obligación afianzada en la forma pactada;


b) Pagar el saldo insoluto de la obligación, en forma anticipada, de conformidad con el contrato respectivo o las disposiciones legales aplicables, y


c) Pactar, de común acuerdo con el acreedor, modalidades distintas de pago.


Para estos efectos, el acreedor deberá requerir el pago de la Sociedad, mediante carta certificada dirigida al domicilio de la misma, dentro de los seis meses siguientes al incumplimiento. 


La sociedad no gozará del beneficio de excusión que establece la ley.


En virtud del pago de todo o parte de la fianza comprometida, la Sociedad se subrogará en los derechos respectivos del acreedor, de conformidad a los contratos que liguen a las partes y a su calidad de fiador, pudiendo hacer exigible el valor total de la fianza otorgada al deudor principal y a sus codeudores o avales, cualesquiera que sean las modalidades con que la Sociedad pague las obligaciones afianzadas.


Artículo 14.- La obligación de la Sociedad para con el tercero acreedor se extingue por:


a) El pago de la obligación principal caucionada.


b) Modificación o novación de la obligación principal, sin intervención y consentimiento de la Sociedad.


c) Las causas de extinción de las obligaciones en general y las obligaciones accesorias en particular.


Artículo 15.- Para acceder a la fianza de la Sociedad, el accionista beneficiario podrá constituir en favor de ésta, prenda sobre las acciones que posea en el patrimonio de la misma. A tales efectos, serán aplicables las disposiciones de la ley N° 4.287 de Prenda Bancaria sobre Valores Mobiliarios.

La sociedad podrá adquirir acciones de su propia emisión, sin necesidad de un acuerdo de la junta de accionistas, en el caso de ejecución de la garantía que señala el presente artículo o de dación en pago de las acciones prendadas, sin perjuicio de las normas generales que rigen la materia.
TITULO V

De la Regulación de las Sociedades


Artículo 16.- Para ejercer el giro de sociedad de garantía recíproca, se deberá acreditar previamente ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: 


a) Que se encuentran constituidas legalmente y tienen como giro exclusivo el desarrollo de las actividades a que se refiere esta ley; y que sus administradores no han sido condenados por crimen o simple delito, y 


b) Que tienen un patrimonio igual o superior a 10.000 unidades de fomento, acreditado en conformidad a las instrucciones que imparta la Superintendencia. 


Estas mismas circunstancias deberán ser acreditadas, además, anualmente ante la Superintendencia.


Artículo 17.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevará un Registro de Sociedades de Garantía Recíproca en el cual éstas se clasificarán en categorías A o B. 


Se incluirán en la Categoría A aquellas que, además de cumplir con todos los requisitos indicados en el artículo anterior, cuenten con un informe favorable de evaluación emitido por una entidad independiente de la sociedad, especializada en la materia, por lo menos en dos épocas distintas del año. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, en cualquier momento la Superintendencia podrá ordenar a una entidad evaluadora que efectúe una revisión a determinada sociedad, con cargo a ésta. 


Los informes de evaluación de estas entidades deberán responder a los requerimientos que la Superintendencia determine. 


Las entidades evaluadoras deberán estar inscritas en el Registro abierto con tal fin por la Superintendencia, y quedarán sujetas para estos efectos a su reglamento y control. 


Las sociedades que no cumplan con lo expuesto en el inciso segundo de este artículo se incluirán en la Categoría B.


Artículo 18.- La Superintendencia sólo considerará, para los efectos de la calificación de las garantías a las entidades bancarias y financieras, los certificados de fianza emitidos por las sociedades incluidas en la Categoría A del registro a que se refiere el artículo anterior. Estos certificados servirán de garantía para los efectos de la ampliación del límite individual de crédito a que se refiere el artículo 84, N° 1 de la Ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 3 del año 1997, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 19.- Los estados financieros anuales de las Sociedades de Garantía Recíproca deberán ser auditados por auditores externos independientes inscritos en el registro de auditores a cargo de la Superintendencia de Valores y Seguros. En su dictamen, los auditores deberán emitir un juicio razonado sobre el cumplimiento, por parte de la respectiva Sociedad, de las normas de regulación referidas en el artículo precedente.


Artículo 20.- Los bancos, instituciones financieras y cooperativas de ahorro y crédito, deberán proporcionar a su respectivo ente fiscalizador, toda la información y antecedentes que éste les solicite, respecto de las obligaciones que se encuentren garantizadas por las Sociedades de Garantía Recíproca.

Asimismo, los acreedores de obligaciones que sean garantizadas por una Sociedad deberán proporcionar a ésta toda la información que les solicite sobre aquellas y acerca del comportamiento del deudor en el cumplimiento de sus compromisos, de manera veraz, suficiente, oportuna y completa.


El incumplimiento del acreedor a lo establecido en el inciso anterior lo hará responsable de los perjuicios que ello causare a la Sociedad, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondieren por las infracciones cometidas.


Artículo 21.- La Superintendencia podrá dictar instrucciones generales para la aplicación de la presente ley.

TITULO VI

Medidas para enfrentar Situaciones de Inestabilidad Financiera e Insolvencia


Artículo 22.- Cuando en una sociedad ocurrieren hechos que pongan en riesgo su situación financiera o solvencia y su directorio no hubiere normalizado tal situación dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de elaboración del estado financiero correspondiente, su administración procederá en la forma que dispone este artículo.


El directorio deberá convocar dentro del quinto día hábil, contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, a la junta de accionistas de la Sociedad, que deberá celebrarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la convocatoria, para que ésta acuerde el aumento de capital que resulte necesario para su normal funcionamiento. La convocatoria señalará el plazo, forma, condiciones y modalidades en que se emitirán las acciones y se enterará dicho aumento.


Si la junta de accionistas rechazare el aumento de capital en la forma propuesta o, si aprobado éste, no se enterare dentro del plazo establecido en el acuerdo respectivo, la Sociedad no podrá aumentar el monto global de las garantías otorgadas que aparezca del estado financiero a que se refiere el inciso primero de este artículo ni podrá efectuar inversiones, cualquiera que sea su naturaleza, salvo en instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile.


Se presumirá, en todo caso, que en una Sociedad han ocurrido hechos que afectan su situación financiera o solvencia, cuando:


a) El patrimonio de la Sociedad, después de deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior al capital mínimo señalado en el artículo 3º.


b) Por efecto de pérdidas acumuladas durante el ejercicio, que aparezcan en dos estados financieros consecutivos, se desprenda que, de mantenerse el aumento proporcional de ellas en los siguientes seis meses, la Sociedad quedará en alguna de las situaciones previstas en la letra a) precedente.


c) Se hubiere otorgado garantías a un mismo beneficiario, dentro del giro, por sumas que sean superiores al 10% del patrimonio, sin las contragarantías que aseguren razonablemente la recuperación de los valores.


Artículo 23.- Si una sociedad de garantía recíproca cesa en el pago de una obligación, el gerente dará aviso inmediato al Directorio, quien deberá cumplir con lo establecido en el artículo 101 de la ley N° 18.046, sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en la presente ley. Lo anterior no obsta al derecho de los acreedores afectados.


Artículo 24.- El Directorio de una Sociedad de Garantía Recíproca que revele problemas de solvencia que comprometan el pago oportuno de sus obligaciones, deberá presentar proposiciones de convenio a sus acreedores dentro del plazo de diez días contado desde que se haya detectado la falta de solvencia.


Artículo 25.- En caso que en la Sociedad respectiva ocurriere alguno de los hechos o situaciones previstas en el artículo 23, el gerente de la Sociedad deberá comunicarlo a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, tan pronto esos hechos llegaren a su conocimiento. El incumplimiento de esta obligación podrá ser sancionado por la señalada Superintendencia de conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 19° de la ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 3, del año 1997, del Ministerio de Hacienda.

En caso que la sociedad hubiese garantizado obligaciones contraídas con cooperativas de ahorro y crédito, dicha comunicación deberá dirigirse también al Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.
Título VII

De la Disolución, Fusión y División de las Sociedades de Garantía Recíproca


Artículo 26.- La disolución, liquidación, división, fusión y quiebra de las Sociedades de Garantía Recíproca se regirá por las normas aplicables a las sociedades anónimas, salvo las excepciones establecidas en la presente ley.


Artículo 27.- La disolución, división y fusión de una Sociedad de Garantía Reciproca requerirá contar con la autorización previa y por escrito de los dos tercios de los acreedores del total de las deudas garantizadas por la Sociedad en el ejercicio de su giro.


Las Sociedades de Garantía Recíproca sólo podrán fusionarse entre sí.


Artículo 28.- Salvo pacto en contrario de la Sociedad con los acreedores de las obligaciones afianzadas, las sociedades que surjan de una fusión o división de una Sociedad de Garantía Recíproca responderán solidariamente por las fianzas otorgadas por esta última con anterioridad a los acuerdos de fusión o división.


Artículo 29.- En caso de liquidación de una sociedad por quiebra de la misma, el síndico a cargo procederá a la transferencia de la totalidad de las fianzas que accedan a obligaciones vigentes, en la forma que determine, a través de una o más licitaciones públicas en las que sólo podrán participar otras sociedades de garantía recíproca que no se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el Titulo VI de la presente ley, la que deberá realizarse en no más de ciento veinte días contados desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declare la quiebra. Mientras penda este plazo y el deudor se encuentre cumpliendo la obligación de conformidad con las modalidades pactadas, el acreedor no podrá declarar el vencimiento de la obligación por la quiebra o insolvencia del deudor o fiador o por no cumplir el deudor con la obligación de prestar una nueva fianza.


No obstante, el síndico, con los acreedores de las obligaciones principales garantizadas de conformidad a esta ley, podrán concordar formas distintas para extinguir las fianzas.


La transferencia de las fianzas se hará, en todo caso, conjuntamente con las contragarantías rendidas por los respectivos deudores, en las mismas condiciones en que se encuentren pactadas a la fecha de la sentencia que declare la quiebra, y hasta su extinción de conformidad a la presente ley, lo que deberá constar en las bases de la licitación. Todo lo anterior con sujeción a las normas de la ley de Quiebras y a las referidas a la prelación de créditos contenidas en el Código Civil.


La Sociedad que adquiera la calidad de fiadora se subrogará en todos los derechos y obligaciones que hubieren sido pactados entre la fallida, el deudor y los acreedores de éste.


No será necesario que los beneficiarios de fianzas que sean transferidas a otras Sociedades de Garantía Recíproca se constituyan en accionistas de éstas, aun cuando sus estatutos  impongan tal obligación.


Asimismo, en el caso que una o más fianzas no fueren transferidas conforme al procedimiento señalado en el inciso primero de este artículo, el síndico, con el acuerdo de los acreedores del deudor respectivo, que tuviesen créditos afianzados por la Sociedad, podrán transferirles a éstos las contragarantías que el señalado deudor haya constituido a favor de la Sociedad en quiebra, siempre que este último no tenga otras obligaciones vencidas con la Sociedad.


En todo caso, las contragarantías rendidas por los beneficiarios caucionarán exclusivamente el pago de las obligaciones propias afianzadas por la Sociedad.

Artículo 30.- Transcurridos seis meses contados desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que declare la quiebra, las fianzas que caucionen obligaciones vigentes caducarán por el solo ministerio de la ley, de manera que las contragarantías que no se hubiesen transferido o extinguido por cualquier causa, pasarán de pleno derecho y con sus mismas calidades a garantizar las obligaciones del beneficiario, afianzadas por la Sociedad.


En caso que, según la ley, la transferencia de estos bienes, cauciones o derechos haya debido efectuarse mediante inscripción en un Registro Público, se inscribirá en el mismo la resolución que declara la quiebra, acompañada de la certificación del secretario del tribunal respectivo de que han transcurrido más de seis meses desde que la sentencia quedó ejecutoriada sin que la fianza se haya transferido o extinguido de conformidad con lo señalado precedentemente. Esta nueva inscripción deberá anotarse al margen de la inscripción original a través de la cual se constituyó el respectivo derecho.


Para la realización de las garantías indicadas en el inciso precedente, los acreedores del beneficiario cuyos créditos se hubieren afianzado por la que ha caído en quiebra actuarán, respecto de estos bienes, cauciones o derechos, sin ninguna preferencia unos respecto de otros, pagándose con ellos a prorrata de sus acreencias.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el síndico a cargo de la quiebra deberá poner en conocimiento de cada uno de los acreedores el nombre, rol único tributario y domicilio de los demás acreedores del respectivo beneficiario, debiendo ser citados todos en cada ejecución particular en la que se vaya a realizar alguna de estas garantías.


Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, el beneficiario podrá pactar con sus acreedores la sustitución de las garantías a que se refieren los incisos anteriores, de conformidad con las reglas generales o las normas de la presente ley.

Título VIII

Disposiciones Varias


Artículo 31.- Facúltase a los organismos y servicios públicos autorizados para disponer de recursos para fomento y financiamiento de las micro y pequeñas empresas, para que, de acuerdo a las respectivas normas que rigen su funcionamiento, proporcionen recursos a las Sociedades de Garantía Recíproca, con el fin de otorgarles créditos cuyo reembolso podrá quedar subordinado a la verificación o cumplimiento de alguna condición determinada.

Artículo 32.- Las entidades señaladas en el artículo anterior, y además las personas naturales o las personas jurídicas que no formen parte de la administración del Estado, podrán aportar recursos financieros a uno o más fondos con la única finalidad de afianzar las obligaciones que, por su parte, la Sociedad afiance y que constituyan el objeto del fondo, de conformidad con los fines, condiciones, modalidades y especificaciones que establezca la normativa interna del mismo.


Estos fondos constituirán patrimonios independientes del de la Sociedad respectiva y las operaciones de cada cual serán efectuadas por la Sociedad a nombre y por cuenta y riesgo de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes e inversiones a ellos aportados. 


Los recursos de estos fondos sólo podrán ser invertidos en los instrumentos señalados en los números 1), 2), 3), 4), 5) con excepción de las sociedades de garantía recíproca, 6), 11), 17) y 18) del artículo 5° de la ley N° 18.815. 


Estos fondos se regirán, en cuanto fuere aplicable, conforme a las normas del Título V de la presente ley y del Título VII de la ley N° 18.815, con excepción del inciso cuarto del artículo 41, y de los artículos 42 y 43, sin perjuicio del reglamento que se dicte, para la aplicación de la presente ley.


Para todos los efectos legales, los fondos de garantía contra cuyos recursos la sociedad hubiere otorgado reafianzamientos, cofianzas o subfianzas por cuenta de estos fondos, seguirán el régimen jurídico que la presente ley ha establecido para las contragarantías que rindan los beneficiarios.

Artículo 33.- Autorízase al Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, establecido mediante el decreto ley N° 3.472, de 1980, para reafianzar las garantías que otorguen las Sociedades a que se refiere esta ley, según los márgenes y procedimientos que al efecto establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Para estos efectos, las Sociedades deberán participar en las licitaciones contempladas en el artículo 5° del decreto ley señalado precedentemente.


En cumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero la referida Superintendencia podrá establecer normas destinadas a regular:


a) Modalidades de asignación de garantía, requisitos de las sociedades que opten al reafianzamiento, y mecanismos de asignación del mismo.


b) Márgenes globales e individuales de reafianzamiento, de la cartera de fianzas otorgadas por la sociedad y de sus afianzados, respectivamente.


c) Requisitos y condiciones para otorgar el reafianzamiento, en materias tales como la tasa de cobertura de la garantía, elegibilidad de deudores reafianzados, comisiones de utilización y administración, montos y plazos máximos de créditos reafianzados, complementariedad de garantías, garantías adicionales y exclusiones.


d) Procedimientos de constitución del reafianzamiento y de cobro de la garantía.


De todas estas materias se deberá dejar constancia en las bases de las licitaciones respectivas.


En ningún caso el monto total de la garantía directa otorgada por el Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, sumada al monto del reafianzamiento que éste otorgue a una Sociedad de Garantía Recíproca  podrá exceder para un mismo deudor, de los límites individuales de garantía contemplados en el decreto ley Nº 3.472, de 1980.


Artículo 34.- Podrán desarrollar el giro de Sociedad de Garantía Recíproca aquellas cooperativas que se constituyan especialmente para tal efecto, previa autorización del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Su constitución se regirá por las normas aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito y su fiscalización se hará de conformidad con las normas aplicables a las cooperativas de importancia económica, sin perjuicio de lo señalado en el Título V de la presente ley.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

Presidente de la Cámara de Diputados
CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.913, QUE CREO LA UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

(3626-07)


Con motivo de la Mocion e Informes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero:


1.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 2°, la siguiente letra b), pasando las actuales letras b) a g), a ser letras c) a h), respectivamente:


“b) Solicitar a cualquiera de las personas naturales o jurídicas contempladas en el artículo 3° de esta ley, los antecedentes que con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y los que deba recabar de conformidad con la letra g) del presente artículo. Las personas requeridas estarán obligadas a proporcionar la información solicitada, en el término que se les fije.


Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieren amparados por el secreto o reserva, o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la solicitud deberá ser autorizada previamente por el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá de inmediato, sin audiencia ni intervención de terceros. La resolución que rechace la solicitud será someramente fundada y la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar de ella. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Unidad, fallado que sea el recurso.


El otorgamiento de los antecedentes requeridos de conformidad a esta letra será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.


No quedarán sometidas a lo dispuesto en el presente literal, las personas que no están obligadas a declarar por razones de secreto, únicamente en aquello que se refiera a éste, en los términos que señala el artículo 303 del Código Procesal Penal.”.


2.- Agréganse, en el inciso primero del artículo 2º, los siguientes literales i) y j):


“i) Acceder, en la forma en que se convenga con el jefe superior de la entidad respectiva, a las informaciones y antecedentes existentes en las bases de datos de los organismos públicos que, con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y a los que deba recabar de conformidad con la letra g) de este artículo. En el caso que algún antecedente se encuentre amparado por el secreto o reserva, se aplicará lo dispuesto en segundo párrafo del literal b) de este artículo.


j) Imponer las sanciones administrativas que establece esta ley.”.


3.- Modifícase el inciso primero del artículo 3°, del siguiente modo:


a) Reemplázase la expresión “los representantes legales de zonas francas”, por “las sociedades administradoras y los usuarios de zonas francas”.


b) Suprímese la palabra “generales” entre las expresiones “los agentes” y “de aduana”.


c) Sustitúyese la conjunción “y” que separa las expresiones “los notarios” y “los conservadores” por un punto y coma (;), e intercálese a continuación de esta última expresión, la frase “las administradoras de fondos de pensiones, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley N° 20.019”.


4.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 4°, entre las expresiones “al portador,” y “hacia el país”, las palabras “desde y”; y sustitúyese en el mismo inciso, la expresión “las cuatrocientas cincuenta unidades de fomento” por “los diez mil dólares de los Estados Unidos de América”.


5.- Modifícase el artículo 6º, en el siguiente sentido:


a) Introdúcese, a continuación de la palabra “empleados” la siguiente oración: “o personas que presten servicios a cualquier título”.


b) Agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:


“Igual prohibición regirá para quienes sean requeridos en conformidad al artículo 2°, letra b), de esta ley.”.


6.- Agrégase, en el artículo 7°, el siguiente inciso segundo:


“La misma pena se aplicará a quienes, estando obligados de conformidad a esta ley a proporcionar información a la Unidad, destruyan, alteren u oculten los antecedentes o documentos que deban entregar, o entreguen antecedentes o documentos falsos.”.


7.- Incorpórase, en el artículo 13, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y siguientes, a ser tercero y siguientes:


“Lo previsto en el inciso anterior no obsta a la facultad del Director para dar a conocer o proporcionar información global y no personalizada, para fines exclusivamente estadísticos o de gestión.”.


8.- Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente Título II, pasando el actual a ser Título III, corrigiéndose, según corresponda, la numeración de sus artículos:

“TITULO II

De las infracciones y sanciones


Artículo 19.- Sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera corresponderles, las personas naturales o jurídicas que no cumplan con el deber de informar contemplado en el artículo 3°, aquellas que infrinjan las obligaciones establecidas en los artículos 4° y 5°, quienes se nieguen a proporcionar la información solicitada en conformidad al artículo 2º, letra b), y aquellas que contravengan lo instruido por la Unidad para el cumplimiento de cualquiera de estas obligaciones, serán sancionadas por el Director de la Unidad con alguna de las siguientes medidas:


1) Amonestación.


2) Multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 5.000 Unidades de Fomento. En el caso de tratarse de infracciones reiteradas, podrá aplicarse una multa de hasta dos veces el monto máximo señalado.


Para la determinación de la  sanción y del monto de la multa, en su caso, se considerarán la gravedad y las consecuencias del hecho u omisión y la capacidad económica del infractor.


Se entenderá que hay reiteración, cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza entre las cuales no medie un período superior a doce meses.


Artículo 20.- En el caso que la infracción haya sido cometida por una persona jurídica, las sanciones señaladas en el artículo precedente podrán, además, ser aplicadas a sus directores, administradores y a toda persona que haya participado en el acto u omisión respectiva.


Artículo 21.- Los procedimientos administrativos para la aplicación de las sanciones administrativas previstas en este Título, se sujetarán a las siguientes reglas:


a) El procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la infracción, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.


b) Las notificaciones se harán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del requerido registrado en la Unidad o en aquel que ejerza su profesión o industria. Las notificaciones se entenderán practicadas a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.


c) El requerido tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, para contestar los cargos.


d) Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, se abrirá un término probatorio de ocho días.


La Unidad dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el requerido en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.


e) Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


f) La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, y contendrá la declaración de la sanción que se imponga al infractor o su absolución. Esta resolución deberá dictarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.


g) La resolución que aplique sanciones deberá indicar los recursos administrativos y judiciales que procedan contra ella en conformidad con esta ley, los órganos ante los que deban presentarse y el plazo para interponerlos.


Artículo 22.- En contra de las resoluciones de la Unidad que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley N° 19.880, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la sanción. La Unidad dispondrá de diez días para resolver. 


La interposición de este recurso suspenderá el plazo para deducir el reclamo de ilegalidad a que se hace referencia en el artículo siguiente.


Artículo 23.- Los afectados por resoluciones de la Unidad que se originen en el procedimiento sancionatorio reglado en esta ley, que estimen que éstas no se ajustan a la ley, al reglamento o demás disposiciones que corresponda aplicar, podrán deducir reclamo en contra de las mismas, dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación del acto, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio de la Unidad.


Las sanciones que impongan multa serán siempre reclamables y no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta.


Para interponer la reclamación contra una multa deberá acompañarse boleta de consignación a la orden de la Corte, por el 10% del monto de la misma.


Una vez acogida a tramitación, la Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Unidad, otorgándole un plazo de diez días para formular sus observaciones, contado desde que se notifique la reclamación interpuesta.


Evacuado el traslado por la Unidad, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 


La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y deberá escuchar los alegatos de las partes si una de éstas los pide.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días.


Contra la resolución de la Corte de Apelaciones se podrá apelar ante la Corte Suprema, dentro del plazo de diez días, la que conocerá en la forma prevista en los incisos anteriores. 


En caso de no acogerse el reclamo, el monto de la consignación se entenderá abonado al pago de la multa y, en caso de acogerse, se ordenará su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.


Artículo 24.- La Unidad comunicará la aplicación de las sanciones una vez ejecutoriadas, al organismo que tenga la superintendencia de las entidades infractoras, si lo hubiere.


Artículo 25.- Los plazos administrativos establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.”.


9.- Reemplázase, en los artículos 1º, 2º, 13, 23, 24, 25 y 27  de la ley Nº 19.913, la referencia a los artículos “19” y “20” por los guarismos “26” y “27”, según corresponda.


10.- Reemplázase el artículo 26, que pasa a ser 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32, cuando en la investigación de los delitos contemplados en los artículos 26 y 27 de esta ley, tuviere lugar la entrega de los antecedentes o copias de documentos sujetos a secreto o reserva y no aparecieren antecedentes que permitieren desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos, no obstante lo previsto en el artículo 167 del Código Procesal Penal, el fiscal podrá archivar provisionalmente la investigación hasta que aparezcan mejores y nuevos antecedentes.”.


Artículo 2º.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido(.), el siguiente párrafo:


“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 26 y 27 de la ley N° 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado directa o indirectamente con cuentas corrientes bancarias, incluidos entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas naturales o jurídicas, de comunidades, o de cualquier otro tipo de entidades o asociaciones de hecho, que sean objeto de la investigación.”.


Artículo 3º.- Agrégase, el siguiente inciso final, en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos:


“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 26 y 27 de la ley N° 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas naturales o jurídicas, de comunidades, o de cualquier otro tipo de entidades o asociaciones de hecho, que sean objeto de investigación.”.”.

******


Hago presente a V.E. que el número 1), en lo referido al párrafo segundo de la letra b), del artículo 2°, y el número 8, respecto del artículo 23, ambos contenidos en el artículo 1° del proyecto, fueron aprobados en general, con el voto conforme de 76 Diputados, en tanto que en particular lo fueron con el voto favorable de 99 Diputados, en ambos casos de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

Presidente de la Cámara de Diputados


CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA LA MODIFICACIÓN DE ESTATUTOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE

(3850-04)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses a contar de la fecha de publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, del Ministerio de Educación, dicte las nuevas normas estatutarias que regularán la organización, atribuciones y funcionamiento de la Universidad de Chile. 

Para este efecto, dentro de los primeros tres meses del plazo señalado, la Universidad deberá presentar ante el Ministerio de Educación un proyecto de nuevo estatuto orgánico, o de modificación del estatuto vigente.

En todo caso, el estatuto de la Universidad, que deberá fijarse por decreto con fuerza de ley, contendrá, a lo menos, las disposiciones relativas a:

a) El gobierno de la entidad, los procedimientos para la designación y remoción de las autoridades de gobierno y administración, y la forma de integración de los organismos colegiados, así como las atribuciones que correspondan a unos y otros.

El Rector deberá nombrarse por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, en conformidad con las disposiciones estatutarias.

b) Las reglas fundamentales que rijan los procesos de selección, promoción y remoción del personal académico.

La carrera académica estará basada en criterios objetivos de mérito.

c) La organización académica y administrativa de la Universidad, así como la forma de establecer los grados académicos y los títulos profesionales y técnicos que otorgará la Institución.

d) Los mecanismos de elaboración de sus presupuestos y los órganos encargados de su aprobación y gestión.

e) La proposición de reforma de sus estatutos.

Artículo 2º.- Una copia de los reglamentos de aplicación general relativos al personal, a los estudiantes y a la estructura académica de la universidad, serán depositados en el Ministerio de Educación, que mantendrá un archivo actualizado y público de los mismos.”.






Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

Presidente de la Cámara de Diputados

        CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SANCIONA RAYADOS, PINTURAS Y CONDUCTAS SIMILARES QUE SE REALICEN SIN AUTORIZACIÓN EN LA PROPIEDAD PÚBLICA Y PRIVADA

(3243-07)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Agrégase en el artículo 496 del Código Penal, el siguiente numeral:



“39. Los que mediante carteles, avisos u otros medios impresos, o con la utilización de pinturas de cualquier tipo, procedieren a la fijación de mensajes, dibujos o similares no autorizados en plazas, mobiliarios de las plazas y en vehículos dedicados al transporte público urbano e interurbano.





En la misma sanción incurrirán quienes realizaren las conductas señaladas en muebles o inmuebles de particulares, sin contar con la autorización respectiva.





En todo caso, la sanción podrá ser conmutada por servicios en beneficio de la comunidad que impliquen favorecer el aseo y ornato de la comuna donde se cometió la falta, o que reparen el daño causado al bien afectado.".”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE E ISLANDIA PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES

(3761-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito en Kristiansand, Islandia, el 26 de junio de 2003.”.



Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

Presidente de la Cámara de Diputados




CARLOS LOYOLA OPAZO


Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA EL LOBBY

(3407-07)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Esta ley regula la actividad de promoción, defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas, con el objeto de influir en las decisiones que deban adoptar los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional, y propende a fortalecer la transparencia en las relaciones entre privados y autoridades públicas.


Para los efectos de esta ley se entiende por órganos de la Administración de Estado a los señalados en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de  2001,  del Ministerio Secretaria  General de  la  Presidencia, incluidas las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación, las empresas privadas que presten servicios de utilidad pública y las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Lobby: aquella actividad, remunerada o no, que tenga por objeto promover, defender o representar cualquier interés de carácter individual, sectorial o institucional, en relación con cualquier decisión que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional.


b) Lobbysta: la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realice actividades de promoción, defensa o representación de intereses propios o de terceros, sean de carácter individual, sectorial o institucional.


c) Lobbysta profesional: aquella persona que realiza habitualmente y en forma remunerada acciones de gestión de interés ante alguna de las autoridades que tienen la obligación de registrar los contactos o actividades de lobby efectuadas ante ellas. Se entenderá por habitual el realizar, dentro de los últimos seis meses, dos o más de las acciones de gestión de intereses que define esta ley, o realizar una acción de gestión cuando ésta se prolongue por un lapso superior a seis meses.


Se entiende también, como lobbysta profesional, a quien presta servicios a una empresa o persona jurídica, con el objetivo preciso de realizar las acciones de gestión de intereses referidas en la letra a).


d) Registro de lobbystas: registro de carácter público, en el cual deberán inscribirse todas las personas que deseen desarrollar actividades de lobby de manera profesional.


e) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el Reglamento, el que incluirá al menos los cargos cuyo ejercicio implique la toma de decisiones de relevancia.


Artículo 3º.- La actividad de lobby regulada en esta ley, podrá desarrollarse a través de medios orales, escritos o electrónicos, realizadas por sí o por terceros, destinadas a influir en las siguientes categorías de decisiones:


a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado.


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, adopción, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones o declaraciones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas. 


Artículo 4º.- No obstante lo señalado en los artículos precedentes, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:


a) Toda expresión realizada a través de discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación;


b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía;


c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público;


d) Toda declaración o comunicación hecha por funcionarios públicos o por parlamentarios en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales;


e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativa;


f) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso Nacional;


g) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo;


h) La información entregada por escrito a una autoridad pública competente, quien la ha solicitado expresamente para efectos de tomar una decisión dentro de un procedimiento administrativo;


i) Las presentaciones hechas por escrito o en audiencia pública dentro de un procedimiento administrativo que contemple instancias para las presentaciones de los interesados o del publico en general y en el cual quede un registro publico de la presentación;


j) Las presentaciones hechas por una persona a fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, en los siguientes casos:


i) Cuando el beneficiario sea el peticionario o su cónyuge, o hijos adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.


ii) Cuando en la presentación no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias.


k) Las demás análogas a las anteriores.
TÍTULO II

Normas especiales aplicables al lobby profesional
Párrafo 1º
Disposiciones generales

Artículo 5º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13, toda persona natural o jurídica, chilena o extranjera, debidamente inscrita en los registros que establece esta ley, podrá ejercer profesionalmente como lobbysta, quedando sujeta a los derechos y obligaciones que emanan de esta ley.

Párrafo 2º

De los Registros Públicos

Artículo 6º.- Créanse los Registros Públicos de Lobbystas que se indican en el artículo siguiente, en los cuales deberán inscribirse, de manera obligatoria, todas aquellas personas que ejerzan dicha actividad de forma profesional. 


El no cumplimiento del deber establecido en el inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio del lobby, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 28. 


La información contenida en el Registro será pública y cualquier persona podrá acceder a ella.


Artículo 7°.- Existirán dos Registros Públicos de lobbystas:


a) Un Registro Público, a cargo del Ministerio de Justicia, en el que deberán inscribirse todas aquellas personas que desarrollen sus actividades ante cualquier órgano de la administración a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley.


b) Un Registro Público a cargo de una Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby, en el que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante los miembros o funcionarios del Congreso Nacional.


La Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby a que se refiere la letra b) de este artículo, estará integrada por cuatro senadores y cuatro diputados. Su quórum para sesionar será de cuatro miembros, de los cuales dos deberán ser senadores y dos diputados, y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta.


Los lobbystas profesionales podrán realizar sus actividades ante cualquiera de los sujetos señalados en la letra e) del artículo 2º de esta ley, siempre que se inscriban en ambos registros.


A través de los procedimientos técnicos que fije el reglamento, los registros públicos a que se refiere este párrafo deberán procesar la información de forma automática, de manera que de los antecedentes registrados en uno de ellos quede constancia en ambos.

Párrafo 3º

De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas profesionales


Artículo 8º.- Todo aquel que desarrolle profesionalmente actividades de lobby estará obligado a informar semestralmente, por escrito o por medios electrónicos, y bajo juramento a la autoridad encargada de llevar el Registro, sobre cualquier cambio o modificación respecto de la información que exija el Registro, tales como, cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios y empleados, aumentos de capital social. 


Dentro del mismo plazo y forma deberán también informar sobre las autoridades, miembros y funcionarios y organismos ante las cuales hayan desarrollado gestiones de intereses propios o en representación de terceros, las materias en las que hayan intervenido, los intereses que hayan promovido y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas.


Artículo 9º.- No obstante las obligaciones establecidas en el artículo anterior, la autoridad competente podrá requerir, en cualquier momento, informaciones o antecedentes adicionales relativas a gestiones determinadas. 


Ningún lobbysta estará obligado a suministrar información confidencial o estratégica, propia o de sus representados. Con todo, estará obligado a precisar el alcance y objetivo de las gestiones realizadas.


Artículo 10.- Los lobbystas profesionales no podrán defender o representar, de manera simultánea, intereses opuestos o contradictorios, aunque se haga ante autoridades o instancias distintas.


Artículo 11.- Los lobbystas profesionales no podrán contribuir al financiamiento de partidos políticos ni de campañas electorales.


Artículo 12.-  Las relaciones contractuales entre el lobbysta y sus clientes se regirán por las normas del derecho privado.  Les serán especialmente aplicables a dichas relaciones las disposiciones del Título XXIX del Libro IV del Código Civil y, las del Título VI del Libro II del Código de Comercio, en todo lo que no sea modificado por esta ley.

Artículo 13.- No podrán ejercer la actividad de lobbystas profesionales:


a) Las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, durante el ejercicio de sus funciones;


b) Quienes se encuentren inhabilitados para ejercer cargos u oficios públicos por sentencia ejecutoriada;


c) Los fallidos;


d) Los condenados por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva;


e) Aquellos a quienes se les haya cancelado, en cualquier tiempo, su inscripción en el Registro Público de Lobbystas;


f) Las autoridades unipersonales nacionales de partidos políticos, durante el ejercicio de su cargo, y


g) Quienes contribuyan al financiamiento de partidos políticos, incluidas sus campañas electorales.

TITULO III

Normas comunes a la actividad de lobby

Párrafo 1°

Derechos y obligaciones


Artículo 14.- Las autoridades, miembros y funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo estarán obligados a brindar un trato similar a los lobbystas, y no podrán incurrir en prácticas discriminatorias de ninguna naturaleza.


A tal efecto, una vez concedida una audiencia para una de dichas personas, la autoridad está obligada a otorgar audiencia a las demás que soliciten exponer sobre la misma materia.


Artículo 15.- En sus relaciones con los lobbystas, los sujetos pasivos de lobby quedarán sujetos al conjunto de obligaciones y exigencias de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia.


Artículo 16.- Todo lobbysta estará obligado a exhibir la verdadera naturaleza de sus actividades ante la autoridad y le estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos, títulos o expresiones que induzcan a su ocultamiento, o le otorguen una representación, pertenencia o membresía de la que carece.


Artículo 17.- Todo lobbysta, en la primera audiencia que sostenga con una autoridad, miembro o funcionario de los poderes Ejecutivo y Legislativo, estará obligado a informar de las demás audiencias que haya sostenido con otras autoridades o funcionarios, relativas al mismo asunto u otro relacionado.


Con todo, la solicitud de audiencia realizada por un lobbysta profesional deberá realizarse por escrito señalando, a lo menos, los siguientes antecedentes:


a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, de su representante legal;


b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyo interés se busca gestionar, y


c) La materia o interés que se busca gestionar en la audiencia.


Artículo 18.- Estará prohibido a todo lobbysta y a sus empleados la venta de los informes, documentos o cualquier otro antecedente que obtenga de la autoridad, o darle un fin distinto del estrictamente necesario para el ejercicio de su actividad.


Artículo 19.- Estará prohibido a lobbystas y sus empleados hacer entrega a las autoridades, miembros y funcionarios de cualquier poder del Estado, de datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos. Asimismo, estos datos, informaciones o antecedentes deberán ser perfectamente identificables en cuanto a su origen o autoría.

Artículo 20.- Las personas naturales o jurídicas que contraten servicios de lobby o se hagan representar por lobbystas profesionales no podrán contribuir al financiamiento de campañas electorales de aquellos candidatos que hubiesen sido sujeto pasivo de lobby dentro del año anterior a la elección. 


Podrán, sin embargo, contribuir al financiamiento a que se refiere el inciso anterior, si las acciones de lobby fueron realizadas con anterioridad a dicho año, y siempre que el aporte se realice de conformidad al artículo 20 de la ley Nº 19.884.

Párrafo 2º

Del registro de las gestiones en las instituciones públicas


Artículo 21.- Sin perjuicio de la información contenida en los Registros Públicos de Lobbystas Profesionales, todo órgano de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deberá contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas entre los lobbystas y las siguientes autoridades y funcionarios:


a) En la Administración Central: el Presidente de la República, los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.


b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y el fiscal.


d) En el Banco Central: el Presidente del Banco, el Vicepresidente, los consejeros, el gerente general y el fiscal.


e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Oficiales Generales y Superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


f) En las empresas publicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del Directorio y el gerente general.


g) En el Congreso Nacional: los diputados y senadores, sus asesores, y los secretarios de comisión.


Los procedimientos indicados en el inciso anterior serán fijados por el reglamento y tendrán por finalidad permitir el acceso público a las gestiones de lobby efectuadas ante cualquier persona o institución, con indicación, a lo menos, de la fecha de la reunión o comunicación, de la materia, del interés gestionado, la individualización del lobbysta, de los terceros mandantes, y de las autoridades, miembros o funcionarios participantes en la reunión o comunicación.

Una vez finalizada la audiencia, la autoridad deberá consignar en un registro público los datos de la minuta presentada por el interesado, así como la individualización de los funcionarios que hubieren asistido. Si la autoridad contare con un sitio en internet, se incluirán en él dichos antecedentes y se mantendrán mientras no esté resuelta la respectiva solicitud y, en todo caso, estará disponible durante un año. La publicación en internet no exime de contar con un registro a disposición del público. Para consultar este registro no será necesario individualizarse.


La información contenida en los registros de reuniones y comunicaciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá ser remitida cada treinta días, en la forma que determine el reglamento, a los registros públicos de lobbystas señalados en las letras a) y b) del artículo 7º de esta ley.

TÍTULO IV

De las sanciones

Párrafo 1º

De las sanciones administrativas a lobbystas y procedimiento para su aplicación


Artículo 22.- La autoridad encargada del control y fiscalización de quienes ejerzan actividades de lobby, será el Ministerio de Justicia y la Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby del Congreso Nacional, según corresponda.


La respectiva autoridad, de oficio o a petición de cualquier persona, iniciará la investigación de las denuncias recibidas o irregularidades detectadas.


El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta ley será sancionado por la autoridad señalada en el inciso anterior, según corresponda, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.


Artículo 23.- Toda sanción deberá fundarse en un procedimiento, que se iniciará con la formulación precisa de los cargos y su notificación al imputado para que presente su defensa. El plazo conferido para presentar los descargos no podrá ser inferior a quince días.


Se podrá dar lugar a las medidas probatorias que solicite el imputado en sus descargos. El rechazo deberá ser fundado. La resolución que se dicte en definitiva deberá pronunciarse sobre las alegaciones y defensa del imputado y contendrá la declaración de la sanción impuesta o la absolución. El pronunciamiento anterior se hará dentro de los treinta días de evacuada la última diligencia ordenada en el expediente. 


Artículo 24.- La autoridad competente podrá aplicar algunas de las siguientes medidas disciplinarias, atendida la gravedad de la falta:


a) Amonestación escrita;


b) Multa de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales;


c) Suspensión del Registro Público, hasta por tres años, y


d) Eliminación del Registro. La eliminación en alguno de los registros, acarrea la eliminación automática en los demás.


Artículo 25.- De las sanciones que aplique la autoridad competente, podrá reclamarse dentro del plazo de treinta días ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta.  Del reclamo deberá darse traslado a la autoridad que aplicó la sanción, la que tendrá un plazo de quince días para aportar los antecedentes del caso y fundamentar su decisión. Evacuado el traslado o declarada la rebeldía, se dictará sentencia dentro del plazo de quince días.

Párrafo 2º

De las sanciones aplicables a los funcionarios


Artículo 26.- Las infracciones a esta ley por parte de funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo, que no sean parlamentarios, se regirán por las normas contenidas en los respectivos estatutos administrativos.  En el caso de los parlamentarios, el Congreso Nacional determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.


Será competente para aplicar la sanción la autoridad que haya nombrado al funcionario afectado.


Artículo 27.- Si durante el curso de la investigación, el fiscal conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público. 

Párrafo 3°
De las sanciones por ejercicio ilegal de la actividad de lobby


Artículo 28.- El que ejerciere en forma profesional la actividad de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los registros establecidos en esta ley o, de haber sido eliminado de uno de aquellos, continuare desarrollándola, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.

TÍTULO V

Disposiciones varias

Artículo 29.- Agrégase, en el artículo 2° de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el siguiente inciso sexto, pasando el actual sexto a ser séptimo:

“Una Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby, integrada por cuatro senadores y cuatro diputados, tendrá a su cargo el Registro Público de Lobbystas Profesionales en el que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante los miembros o funcionarios del Congreso Nacional. Dicha Comisión será la autoridad encargada del control y fiscalización de tales actividades de conformidad a ley.”.

Artículos transitorios


Artículo 1º.- El financiamiento del mayor gasto que irrogue esta ley durante el año 2004, se hará con cargo al Presupuesto de las reparticiones correspondientes, de la Ley de Presupuestos para dicha anualidad.


Artículo 2º.- Mediante decreto supremo, emanado del Ministerio de Justicia, se fijará el reglamento de esta ley. En dicho reglamento se establecerán los requisitos, exigencias e informaciones que deberán acompañar los interesados al momento de su inscripción en los registros públicos. 


Este reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días de publicada esta ley.  A su vez, los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deberán establecer los registros señalados en esta ley dentro de sesenta días de publicado dicho reglamento.”.

******

Hago presente a V.E. que los artículos 1°, inciso segundo; 11; 13, letras a) y g), y 25 del proyecto fueron aprobados en general con el voto favorable de 89 Diputados de 114 en ejercicio y en particular el artículo 1°, inciso segundo fue aprobado por 99 votos a favor; el artículo 11 lo fue con el voto conforme de 97 Diputados; el artículo 13, letras a) y g), por la afirmativa de 98 Diputados, en tanto que el artículo 25 lo fue con voto a favor de 87 Diputados presentes, en todos los casos de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

Presidente de la Cámara de Diputados
CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO POR EL CUAL SE SUSTITUYEN LOS ARTÍCULOS 10 Y 12 DEL CONVENIO SOBRE SERVICIOS AÉREOS ENTRE CHILE Y COREA

(3218-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 22 de noviembre de 2002.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 3 de agosto de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez; el Jefe del Departamento Legal de la citada entidad, señor Guillermo Novoa; el Asesor de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Raimundo González, y la Gerente de Desarrollo Comercial de Lan, señora Raquel Galarza.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Aviación Civil Internacional firmado en Chicago, promulgado por decreto supremo N° 509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947.





d) Decreto ley N° 2.564, que dicta normas sobre aviación comercial.





e) Convenio Sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea, promulgado por decreto supremo N° 960, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 24 de octubre de 2005.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.-  Señala el Mensaje que el Convenio sobre Servicios Aéreos entre Chile y Corea, de 1979, fue uno de los primeros de corte liberal suscrito en dicho ámbito por nuestro país, que en ese entonces iniciaba, con tal carácter, su política aerocomercial. Ella ha continuado hasta nuestros días, para conseguir la mayor apertura posible de los cielos de los demás países y lograr, así, los objetivos que informan la política aérea chilena, esto es, el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria, y la intervención de la autoridad únicamente cuando esta es indispensable.





Sin perjuicio de lo anterior, el transcurso de los años, la globalización, y los cambios, tanto en la industria como en el mercado del transporte aéreo, hicieron que dicho Convenio quedara un tanto atrasado, surgiendo así la necesidad de actualizarlo para introducir aquellas modalidades que hoy están vigentes en el sector, teniendo presente, además, la importancia que ha adquirido para Chile la región Asia-Pacífico.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 8 de abril de 2003, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sendas sesiones efectuadas los días 10 de junio de 2003 y 7 de junio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 2 de agosto de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de siete puntos.





El punto 3. modifica los Artículos 10 y 12 del Tratado original, relativos, respectivamente, al trato tarifario y al intercambio de estadísticas, en la forma que indica (por textos que se incluyen en los Apéndices 2 y 3 del memorándum).





Respecto a las Tarifas, el Artículo 10 del Convenio vigente, establece que éstas serán determinadas de acuerdo al procedimiento de cada Parte Contratante, norma frecuente en la década de 1980, cuando muchas autoridades aún fijaban o intervenían en la fijación de las tarifas aéreas.





En la actualidad, las tarifas son fijadas por las compañías aéreas de acuerdo a consideraciones de mercado, y las autoridades sólo intervienen para evitar prácticas de competencia desleal que atenten contra la libre competencia.





Por ello, se acordó un nuevo texto para el Artículo 10, que consagra estos principios y especialmente el de la libertad tarifaria, mediante el sistema de "doble desaprobación tarifaria", que por lo demás se incluye en todos los convenios de corte liberal que los países celebran entre sí, entre ellos Chile.





En relación al Intercambio de Estadísticas, las Partes decidieron modificar también el Artículo 12 del Convenio en vigor, debido a que dicha disposición, tal como fue concebida, establece el intercambio de información con un propósito definitivo, cual es el de revisar la capacidad ofrecida en los mercados por las respectivas líneas aéreas.





En el presente, sin embargo, el intercambio y difusión de las estadísticas persigue otorgar transparencia a los mercados, y no que los Gobiernos intervengan en la determinación de la capacidad que pueden ofrecer las compañías aéreas, cuya oferta determinan ellas mismas conforme a consideraciones de mercado. 





Por lo mismo, se acordó sustituir el texto actual del Artículo 10 por otro nuevo, que dispone el simple intercambio de estadísticas, eliminando el propósito que distorsionaba la norma.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, ofreció la palabra a los invitados y colocó en discusión el proyecto.





El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez, señaló que el Convenio en estudio es sumamente amplio, pues consagra materias de capacidad, material de vuelo, tarifas, frecuencias y múltiple designación de operadores.





Agregó que, tal como expresa el Mensaje, otorga derechos de primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta libertad, por lo que es muy conveniente para nuestro país, ya que consagra la política chilena de conseguir la máxima libertad en materias de tráfico aéreo.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, explicó qué comprenden las denominadas libertades del aire. En ese sentido, expresó que la primera libertad es el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte sin aterrizar; la segunda, el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales; la tercera y la cuarta, el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes; la quinta libertad, el derecho a operar desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país, ya sea directamente o pasando por el propio territorio, en el caso de la sexta libertad.





A continuación, la Gerente de Desarrollo Comercial de la Línea Aérea Lan, señora Raquel Galarza, manifestó que Chile es un país muy abierto en materia de transporte aéreo. Agregó que mientras nosotros otorgamos amplia libertad, incluso para formar aerolíneas, los demás países conceden derechos que cuesta mucho conseguir al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Transporte y a la Junta de Aeronáutica Civil.




Sin embargo, indicó que el Convenio en comento constituye un avance para Chile, pues consigue más beneficios de los que actualmente tiene. Agregó que el mercado asiático es importante para su compañía, razón por la cual solicitan su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz y Valdés.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo por el cual se sustituyen los artículos 10 y 12 del Convenio sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea, suscrito el 14 de agosto de 1979, en la forma consignada en los apéndices 2 y 3 del memorándum de entendimiento adoptado por ambos Gobiernos el 11 de mayo de 2001, en Los Ángeles, Estados Unidos de América.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 16 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux.





Sala de la Comisión, a 17 de agosto de 2005.





(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO


                                             Secretario 
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3570-10

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 31 de mayo de 2004.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 5 de julio de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez; el Jefe del Departamento Legal de la citada entidad, señor Guillermo Novoa; el Asesor de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Raimundo González, y la Gerente de Desarrollo Comercial de Lan, señora Raquel Galarza.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Aviación Civil Internacional firmado en Chicago, el 7 de diciembre de 1944, promulgado por decreto supremo N°509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947  y publicado con fecha 6 de diciembre de 1957.





d) Decreto ley N° 2.564, que dicta normas sobre aviación comercial.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Convenio corresponde al tipo denominado de cielos abiertos y su celebración obedece a la política aerocomercial que ha seguido nuestro país desde hace varios años, con el fin de conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y así lograr los objetivos que informan dicha política, cuales son, el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad.





Asimismo, y junto con los Convenios de cielos abiertos celebrados ya con Dinamarca, Suecia, Noruega, Luxemburgo, Bélgica y otros países, el presente acuerdo representa la continuación de la política de apertura aérea entre Chile y Europa.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 22 de junio de 2004, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 22 de marzo de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 21 de junio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular, por unanimidad.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, 18 artículos permanentes, y un Anexo de Rutas.





El Artículo 1 consulta una serie de definiciones de términos y conceptos básicos del Convenio, con el objeto de permitir una fácil comprensión e interpretación de las disposiciones del mismo.





El Artículo 2, por su parte, contempla los llamados "derechos de tránsito", que incluyen el "derecho de sobrevuelo", vale decir, el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte (la 1ª libertad) y el derecho a hacer escalas para fines no comerciales en dicho territorio (2ª libertad).





Asimismo, se consagran los denominados "derechos comerciales", que comprenden el derecho a transportar pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación entre los territorios de ambas Partes (3ª y 4ª libertades) y el derecho a operar desde o hacia el territorio de la otra Parte hacia un tercer país (5ª libertad) y si lo desea, pasando por su propio territorio (6ª libertad).





Respecto al tráfico de cabotaje, o sea, dentro del territorio de la otra Parte Contratante, no se autoriza.





De igual forma, este precepto contempla el libre acceso al mercado, al permitir a una línea aérea la operación de servicios regulares y no regulares con las frecuencias y material de vuelo que desee, en las rutas y condiciones contenidas en el Anexo, rutas que son totalmente abiertas, con la sola excepción de los tráficos de 7ª libertad (entre dos puntos, sin servir puntos en el territorio que designa la línea aérea).





El Artículo 3 consagra la múltiple designación de empresas, vale decir, que cada Parte puede designar el número de líneas aéreas que desee para operar los servicios aéreos en las rutas especificadas en el Anexo, requisito básico para garantizar el libre acceso al mercado y la igualdad de oportunidades para competir.





De conformidad al Artículo 4, un Estado Parte puede revocar, suspender o limitar la concesión de autorizaciones de operación o los permisos técnicos de una línea aérea designada de la otra Parte, en ciertas circunstancias: cuando una parte sustancial de la propiedad y el control efectivo de dicha línea aérea no estén en poder de la otra Parte Contratante o de sus nacionales o de ambos, y si las líneas aéreas no cumplen con las leyes y reglamentación interna de dicha otra Parte, o dicha línea aérea deja de operar de acuerdo con las condiciones establecidas en el Convenio.





El Artículo 5 constituye una cláusula usual en todos los convenios aerocomerciales, derivada de la aplicación del artículo 13 del Convenio de Chicago, del cual Chile es Parte, así como de otras directrices impartidas por la OACI, relativas a la aplicación de las leyes y reglamentos nacionales. Contempla además, exigencias en materia de informaciones estadísticas, que son de común aplicación.





El Artículo 6 trata el reconocimiento de los certificados y licencias.





El Artículo 7 contiene una serie de disposiciones relativas a la seguridad de la aviación, las que se basan en cláusulas modelo o textos de orientación sobre seguridad de la OACI. Respecto de los Convenios que se citan en el Artículo, debe señalarse que ya se encuentran aprobados por Chile.





El Artículo 8 contiene todas las actividades que se contemplan en este tipo de convenios abiertos (establecer oficinas, mantener personal propio, servicios de tierra, venta de transporte aéreo, remesas de excedentes a sus casas matrices, etc.), en especial la relacionada con acuerdos de operación conjunta, como los de código compartido, que se permiten tanto entre líneas aéreas de cualquiera de las Partes, como con líneas aéreas de terceros países.





El Artículo 9 regula los derechos aduaneros aplicables. Por su parte, el Artículo 10, trata los cargos a los usuarios.





El Artículo 11 proclama el principio de libre acceso al mercado y regulación de la oferta por las propias líneas aéreas de cada Parte. Así, las Partes Contratantes se obligan a otorgar una justa y equitativa oportunidad para que sus líneas aéreas designadas compitan en el transporte aéreo internacional regulado en el Convenio; a adoptar medidas adecuadas para eliminar todo tipo de discriminación o prácticas de competencia desleal que afecten adversamente su relación competitiva; y a no limitar unilateralmente el volumen de tráfico, frecuencia, regularidad del servicio o tipo de aeronaves operadas por las líneas aéreas de la otra Parte.





El Artículo 12 establece la libertad tarifaria, mediante el sistema de "doble desaprobación" de las mismas. Ello significa que las líneas aéreas pueden cobrar las tarifas que deseen, de acuerdo a las consideraciones comerciales de mercado y sólo pueden ser rechazadas si ambas autoridades aeronáuticas están de acuerdo en ello.





Las normas relativas a consultas y enmiendas se encuentran reguladas en el Artículo 13.





En lo que respecta a la solución de controversias que pudiera surgir en torno a la interpretación o ejecución del Convenio, el Artículo 14 contiene una modificación sustancial respecto de los otros convenios bilaterales suscritos por nuestro país. En efecto, se abandona el sistema de solución de controversias mediante arbitraje, por no ser consecuente con un convenio totalmente abierto y especialmente por tratarse de una fórmula que ya no tiene aplicación práctica, frente al requisito esencial de celeridad que reclama el transporte aéreo en estos tiempos.





Por tales razones, se acuerda el sistema de negociaciones directas entre las Partes Contratantes.





Las demás disposiciones del Convenio relativas a; terminación (Artículo 15); acuerdo multilateral (Artículo 16); registro en la OACI (Artículo 17) y sobre entrada en vigor (Artículo 18), representan cláusulas usuales en esta clase de convenios y corresponden a una normativa de aplicación internacional, amparada en el Convenio de Chicago.





El Anexo consagra el principio del libre ingreso al mercado al establecer que las líneas aéreas designadas de ambas Partes tienen derecho a operar servicios combinados de pasajeros, carga y correo y aún exclusivos de carga, sean regulares o no regulares con todos los derechos de tráfico de 3ª, 4ª, 5ª y 6ª libertades, y sin limitaciones en cuanto a puntos de operación. Por ello, el Convenio no establece un Cuadro de Rutas propiamente tal. Tampoco hay limitaciones en la frecuencia ni en el tipo de material de vuelo, por lo que se proclama la libertad de oferta.





Cabe destacar que en el Anexo se contempla una limitación temporal a los derechos de 5ª libertad. Estos se restringieron transitoriamente hasta el 31 de diciembre del año 2000, estableciéndose que a partir del 1 de enero del año 2003 las limitaciones quedarían sin efecto. De ahí que en estos momentos los derechos de 5ª libertad están plenamente abiertos.





Sin embargo, el Anexo del Convenio contempla una limitación a los derechos de 5ª libertad, que los sujeta a las restricciones que impongan en las rutas terceros países para el ejercicio de la 5ª libertad a cualquiera de las Partes. Estas restricciones están contempladas, facultativamente, dentro del DL. Nº 2.564, de 1979, Ley de Aviación Comercial, en su Artículo 2º, y fueron propuestas por Chile. Como el Anexo del Convenio pude ser objeto de modificación por simple acuerdo entre autoridades aeronáuticas, según lo establece el Artículo 13, esta restricción podrá a futuro dejarse sin efecto, de común acuerdo entre las Partes, sin necesidad de modificar el cuerpo del Convenio.





Ahora bien, es necesario precisar que este Convenio no contempla derechos de tráfico de 7ª libertad (entre dos puntos sin servir puntos en el territorio de la Parte que designe la línea aérea), al igual que la mayoría de los convenios de cielos abiertos que se fueron negociando en los últimos años, y respecto de los cuales, esta apertura de 7ª libertad, aún no tenía una aplicación tan común como lo es en la actualidad.





Finalmente, debe señalarse que la Junta de Aeronáutica Civil expresó su plena conformidad con las disposiciones de este Convenio.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, ofreció la palabra a los invitados y colocó en discusión el proyecto.





El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez, señaló que el Convenio en estudio es sumamente amplio, pues consagra materias de capacidad, material de vuelo, tarifas, frecuencias y múltiple designación de operadores.





Agregó que, tal como expresa el Mensaje, otorga derechos de primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta libertad, por lo que es muy conveniente para nuestro país, ya que consagra la política chilena de conseguir la máxima libertad en materias de tráfico aéreo.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, explicó qué comprenden las denominadas libertades del aire. En ese sentido, expresó que la primera libertad es el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte sin aterrizar; la segunda, el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales; la tercera y la cuarta, el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes; la quinta libertad, el derecho a operar desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país, ya sea directamente o pasando por el propio territorio, en el caso de la sexta libertad.





A continuación, la Gerente de Desarrollo Comercial de la Línea Aérea Lan, señora Raquel Galarza, manifestó que Chile es un país muy abierto en materia de transporte aéreo. Agregó que mientras nosotros otorgamos amplia libertad, incluso para formar aerolíneas, los demás países conceden derechos que cuesta mucho conseguir al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Transporte y a la Junta de Aeronáutica Civil.




Sin embargo, expresó su aprensión respecto a los Convenios firmados con países de la Comunidad Europea. Agregó que, si bien son mejores que los existentes, hay que tener presente que el Tribunal de Justicia Europeo, en una decisión avalada por el Consejo de Ministros de la Unión, determinó que todas las compañías europeas tienen en los otros  países de la comunidad los mismos derechos que las empresas nacionales, y que, en consecuencia, los Convenios que se opongan a esa normativa son denunciables.





Explicó que los Convenios que se firman entre países individuales de la Unión con otros países, debían entender como empresa aérea europea a cualquier empresa de cualquier país de la Unión que tuviese un establecimiento permanente en el país que suscribía el convenio individual. O sea, Lufthansa o Air France, o cualquier otra aerolínea de la Unión Europea, si tiene un establecimiento permanente en Italia, puede designarse como empresa italiana para estos efectos, porque ya no existe el concepto de empresa italiana, sino que el concepto de empresa europea.




Agregó que el Convenio que se analiza hoy no le merece objeciones, pero que es preciso hacer presente que cuando se avance a un convenio horizontal con Europa hay que tener cuidado que los beneficios que se otorgan no se extiendan a otros países que los firmantes.




También señaló que otro aspecto que le inquieta se refiere a las tarifas en mercados intraeuropeos, que en estos convenios aparecen como libres para las empresas que gozan de la quinta libertad, pues en realidad, para Lan o para cualquier otra empresa chilena que opere entre dos puntos dentro de la Unión, las tarifas que puede cobrar no pueden ser menores que las que cobren los países europeos.





A continuación, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez, expresó que el espíritu de la legislación chilena es establecer servicios eficientes y de buena calidad.





Indicó que los dos puntos en cuestión serán resueltos en el Convenio Horizontal que se está negociando con la Unión Europea.





Por su parte, el Jefe del Departamento Legal de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Guillermo Novoa, manifestó que entiende que los Convenios en discusión no merecen reparos a Lan.





Agregó que los reparos que se han formulado son respecto de un Convenio posterior, que no está firmado, denominado “Acuerdo Horizontal de Transporte Aéreo con la Unión Europea”, el que, en opinión de Lan, producirá algunos problemas, porque modifica en forma transversal determinadas cláusulas de los convenios celebrados entre Chile y Estados miembros de Unión Europea. Ellas son: designación de aerolíneas; fijación de tarifas y exención de impuesto al combustible, en tramos intraeuropeos.





Indicó que estos Convenios en sí no producen el problema, ya que éste se producirá después y se discutirá en su oportunidad.





Añadió que, en opinión de la Junta Aeronáutica, no sería tan grave dicha dificultad y que, en ningún caso, sería discriminatorio. Agregó que debíamos aceptar esas cláusulas en el Convenio horizontal, para poder llegar después a un Convenio de cielos abiertos con la Unión Europea.




El Honorable Senador señor Larraín preguntó si las concesiones que Italia está haciendo a Chile se pueden reclamar de los demás países europeos, por ese mismo efecto horizontal, porque en ese caso sería justo y tendría sentido.




La señora Galarza, respondió que no, porque los países europeos operan como ciudades.




Aclaró que aunque el Convenio transversal no se ha firmado, la Unión Europea, en materia de derechos de tráfico, ya declaró ilegales todos los convenios que tenían la cláusula de tarifa y la cláusula de designación, por lo que en un tiempo más este Convenio en discusión tendrá que ser renegociado o desahuciado.




Consultada por el Honorable Senador señor Larraín si estos Convenios en discusión tienen cierta fecha de termino, manifestó que dichas cláusulas tendrán que ser renegociadas por la autoridad chilena, porque la Unión Europea, como es un país en formación, declaró que todas sus empresas eran equivalentes.





El Honorable Senador, señor Valdés, señaló que estudiará el tema en la próxima reunión de la Comisión Parlamentaria de Asociación del Tratado Chile-Unión Europea. Para tal efecto, lo incluirá en la agenda de discusión.





Expresó que, en su opinión, las líneas de bajo costo europeas podrían influir en algunas decisiones de la Unión, en especial, respecto a la regulación de tarifas.





La señora Galarza afirmó que no influyen, pues en la práctica las líneas de bajo costo no operan las rutas principales, sino las secundarias.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz y Valdés. 

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre los Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana” y su anexo, suscrito en la ciudad de Roma, el 27 de febrero de 2002.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 16 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux.





Sala de la Comisión, a 17 de agosto de 2005.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO

Secretario
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(3858-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de marzo de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de agosto de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez; el Jefe del Departamento Legal de la citada entidad, señor Guillermo Novoa; el Asesor de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Raimundo González, y la Gerente de Desarrollo Comercial de Lan, señora Raquel Galarza.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Aviación Civil Internacional firmado en Chicago, el 7 de diciembre de 1944, promulgado por decreto supremo N° 509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947 y publicado con fecha 6 de diciembre de 1957.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.-  Señala el Mensaje que este Acuerdo obedece a la política aerocomercial de nuestro país que ha seguido durante varios años, tendiente a la mayor apertura posible de cielos, con el objeto de lograr el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 10 de mayo de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de junio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 20 de julio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, 22 artículos y un Anexo, cuyos contenidos principales se reseñan a continuación:





1. En el Preámbulo, al Acuerdo contiene sus objetivos básicos, basados en la competencia, variedad de opciones en las tarifas y seguridad del transporte aéreo internacional.





2. Designación. Enseguida, el Acuerdo contempla la múltiple designación de empresas. Vale decir, que cada Parte pueda designar el número de empresas que desee, requisito básico para garantizar el libre acceso al mercado y la igualdad de oportunidades para competir.





3. Concesión de Derechos. En tercer lugar, el Acuerdo contempla los llamados derecho de tránsito, que incluyen el derecho de sobrevuelos (1ª libertad), vale decir el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte y el derecho a hacer escala para fines no comerciales en dicho territorio (2ª libertad). También se consignan los llamados derechos comerciales en forma genérica, al permitir embarcar y desembarcar pasajeros, carga y correo, en los puntos que señala el Anexo del Acuerdo (3ª, 4ª y 5ª libertades). El Cuadro de Rutas tiene ciertas restricciones de puntos, aún cuando suficientemente aceptables para una operación holgada de las empresas chilenas.





4. Revocación y limitación de autorización. A continuación, el Acuerdo proclama el principio de que la propiedad sustancial y el control efectivo de la línea aérea se encuentre en manos de la Parte Contratante que designe a la línea aérea o de sus nacionales. Este principio, se ha adoptado en muchos convenios vigentes en Chile, especialmente con Estados Unidos.





5. Capacidad. En quinto lugar, se consignan las siguientes normas en materia de capacidad: el principio de las justas e iguales oportunidades para competir; la exigencia de respetar los intereses de las líneas aéreas de la contraparte para no afectar indebidamente sus servicios; el carácter de tráfico principal que se da a los tráficos entre los territorios de ambas Partes (3ª y 4ª libertades) y respecto de los tráficos con terceros países (5ª libertad), la exigencia de que la capacidad quede regulada por principios preestablecidos, los que admiten variadas interpretaciones.





La capacidad en este Acuerdo es regulada por las autoridades aeronáuticas, es decir, existe predeterminación.





6. Tarifas. Enseguida, el Acuerdo dispone que las tarifas sean fijadas por las propias líneas aéreas basadas en consideraciones de mercado, y quedan sujetas a las leyes generales sobre competencia y protección al consumidor.





La intervención de la autoridad respecto a las tarifas, queda limitada al control de excesos (tarifas predatorias o discriminatorias, tarifas abusivas y tarifas subsidiadas) y no pueden ser alteradas unilateralmente por las autoridades aeronáuticas.





De acuerdo al Convenio, se puede exigir el registro tarifario y se establece un sistema de doble desaprobación tácita.





También contempla la posibilidad de igualación tarifaria, como respaldo a la libre competencia.





Todo lo anterior queda amparado por la legislación nacional y puede estimarse que, con algunas limitaciones de tipo administrativo, subsiste la libertad tarifaria que sustenta nuestra normativa interna.





7. Oportunidades Comerciales. Junto con enfatizar la necesidad de adoptar medidas para impedir la discriminación o prácticas de competencia desleal, que es una norma muy sana, el Acuerdo consigna los derechos de las líneas aéreas para abrir oficinas, vender transporte aéreo, remitir a sus casas matrices los excedentes que le queden de la prestación de sus servicios; pagar sus compras en moneda local, incluso los combustibles; realizar sus propios servicios de tierra, etc.





8. Solución de Controversias. A continuación, el Acuerdo contempla como fórmula de solución, la negociación directa. En caso de que las Partes no llegasen a un arreglo por este medio, dispone que las diferencias deberán someterse a arbitraje, para lo cual establecen el procedimiento y formalidades a seguir.





9. Cláusulas finales. Las cláusulas finales del Acuerdo, relativas a su tramitación, registro en la OACI y entrada en vigor internacional, son las usuales en esta clase de Tratados y corresponden a una normativa de aplicación internacional amparado en el Convenio de Chicago.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, ofreció la palabra a los invitados y colocó en discusión el proyecto.





El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez, señaló que el Convenio en estudio consagra materias como tarifas, material de vuelo y múltiple designación de operadores. Agregó que los puntos relativos a frecuencias y capacidad deberán ser negociados por las autoridades respectivas posteriormente.





Agregó que, tal como expresa el Mensaje, otorga derechos de primera, segunda, tercera, cuarta y quinta libertad, por lo que es muy conveniente para nuestro país, ya que consagra la política chilena de conseguir la máxima libertad en materias de tráfico aéreo.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, explicó qué comprenden las denominadas libertades del aire. En ese sentido, expresó que la primera libertad es el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte sin aterrizar; la segunda, el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales; la tercera y la cuarta, el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes, y la quinta libertad, el derecho a operar desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país.





A continuación, la Gerente de Desarrollo Comercial de la Línea Aérea Lan, señora Raquel Galarza, manifestó que Chile es un país muy abierto en materia de transporte aéreo. Agregó que mientras nosotros otorgamos amplia libertad, incluso para formar aerolíneas, los demás países conceden derechos que cuesta mucho conseguir al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Transporte y a la Junta de Aeronáutica Civil.




Destacó que, en general, resulta difícil obtener beneficios de Australia, porque es un país muy restrictivo respecto de los derechos aéreos.





Sin embargo, indicó que el Convenio en comento constituye un avance para Chile, pues consigue más beneficios de los que actualmente tiene. Agregó que el mercado de Oceanía es importante para su compañía, razón por la cual solicitan su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz y Valdés.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia sobre Servicios Aéreos” y su anexo, suscritos en Santiago, Chile, el 7 de septiembre de 2001.".

----------





Acordado en sesión celebrada el día 16 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux.





Sala de la Comisión, a 17 de agosto de 2005.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO

Secretario
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(3870-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 10 de marzo de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de agosto de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez; el Jefe del Departamento Legal de la citada entidad, señor Guillermo Novoa; el Asesor de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Raimundo González; la Gerente de Desarrollo Comercial de Lan, señora Raquel Galarza, y el Gerente General de la Línea Aérea Pluna del Uruguay, señor José Barrera.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Aviación Civil Internacional firmado en Chicago, el 7 de diciembre de 1944, promulgado por decreto supremo N° 509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947 y publicado con fecha 6 de diciembre de 1957.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Convenio corresponde al tipo denominado de Cielos Abiertos. Su celebración obedece a la política aerocomercial que ha seguido nuestro país desde hace varios años, con el fin de conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y así lograr los objetivos que informan dicha política, esto es, el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad.





Destaca el Ejecutivo que este Convenio no contiene cuadro de rutas, pues éstas están completamente abiertas y las líneas aéreas de cada Parte pueden explotar los servicios aéreos en cualquier punto que deseen, con cualquier número de frecuencias y material de vuelo, sea propio, arrendado o fletado, lo que hace inútil la exigencia de un cuadro de rutas.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 17 de mayo de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de junio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 20 de julio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de El Convenio consta de un Preámbulo y de 18 artículos.





El Preámbulo consigna los propósitos que tuvieron en vista las Partes al suscribirlo.





El artículo 1 contiene definiciones de términos y conceptos básicos del Convenio, con el objeto de permitir una fácil comprensión e interpretación de sus disposiciones.





El artículo 2 contempla los derechos de tráfico de primera libertad (sobrevuelo); segunda libertad (escala técnica); cabotaje (derecho a prestar servicios regulares y no regulares, combinados de pasajeros, carga o exclusivos de carga, entre puntos dentro del territorio de la contraparte); tercera y cuarta libertades (prestar los mismos servicios entre el territorio de ambos países); quinta libertad (prestar dichos servicios en el territorio de la contraparte y cualquier tercer país directamente); sexta libertad (prestar los servicios en cualquier tercer país, pero pasando por su propio territorio), y séptima libertad (si el servicio se opera sin comprender ningún punto del territorio de la Parte que designa la línea aérea). Este artículo consagra el principio de libre ingreso al mercado al establecer que los servicios pueden explotarse sin limitaciones en cuanto a rutas, frecuencias, material de vuelo, sea propio, o arrendado, con la mayor flexibilidad de operación.





El artículo 3 contempla la múltiple designación de empresas y principios de celeridad administrativa en el otorgamiento de las autorizaciones. Además, este artículo exige que la propiedad sustancial y el control efectivo de la empresa se encuentre en mano de la Parte que designa a las líneas aéreas o de sus nacionales. Igualmente, establece que las empresas designadas deben estar legalmente constituidas y tener la oficina principal de sus negocios en su territorio.





El artículo 4 dispone que cada Parte puede revocar, suspender o limitar las autorizaciones de operación por las causales anteriormente señaladas y, además, en caso de incumplimiento de las leyes y reglamentos de la Parte que acepta la designación o de incumplimiento de las cláusulas contenidas en el artículo 3 del Convenio.





Los artículos 5, 6 y 7, regulan la aplicación de las leyes, el reconocimiento de los certificados y licencias, y materias de seguridad, respectivamente.





El artículo 8 establece en una sola cláusula las diferentes facilidades de comercialización de los servicios aerocomerciales de las líneas aéreas designadas, relacionados con el establecimiento de oficinas, el mantenimiento de personal propio en el territorio de la otra Parte, la presentación de servicios en tierra, la venta de pasajes, la remesa de excedentes a sus casas matrices, y modalidades sobre operación conjunta entre empresas, en especial el código compartido, tanto con líneas aéreas de la otra Parte Contratante como de un tercer país.





Los artículos 9 y 10 tratan los derechos aduaneros y los cargos al usuario, respectivamente.





El Artículo 11 contempla la norma básica que consagra el libre ingreso al mercado de las líneas aéreas designadas de cada Parte Contratante; el sistema de regulación de la capacidad que se determina por las propias líneas aéreas de cada Parte, acorde a la demanda del mercado; el principio de la no discriminación o eliminación de las prácticas de competencia desleal, y, por último, la obligación de minimizar los trámites administrativos en materia de requisitos y procedimiento.





El Artículo 12 establece la libertad tarifaria mediante el sistema de doble desaprobación de las mismas. Ello significa que las líneas aéreas pueden cobrar las tarifas que deseen de acuerdo a las consideraciones comerciales del mercado y sólo pueden ser rechazadas si ambas autoridades aeronáuticas están de acuerdo en ello.





A su vez, el artículo 13 norma los procedimientos de consultas y enmiendas.





El Artículo 14 contempla las siguientes fórmulas de solución de las discrepancias que se susciten sobre la interpretación o aplicación del Convenio: primeramente dispone que las Partes deben tratar de llegar a un arreglo mediante negociación entre ellas y, en caso que no llegaren a un acuerdo, establece que podrán someter la divergencia a un tribunal arbitral, para lo cual establece las normas, plazos y procedimientos tendientes a que definitivamente se designe un árbitro que dirima la controversia.





Por último, los artículos 15, 16, 17 y 18 regulan la terminación; acuerdo multilateral; registro en la OACI, y entrada en vigor.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, ofreció la palabra a los invitados y colocó en discusión el proyecto.





El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez, señaló que el Convenio en estudio es sumamente amplio, pues consagra materias de capacidad, material de vuelo, tarifas, frecuencias y múltiple designación de operadores.





Agregó que, tal como expresa el Mensaje, otorga derechos de primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta libertad, e incluso los derechos de cabotaje, por lo que es muy conveniente para nuestro país, ya que consagra la política chilena de conseguir la máxima libertad en materias de tráfico aéreo.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, explicó qué comprenden las denominadas libertades del aire. En ese sentido, expresó que la primera libertad es el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte sin aterrizar; la segunda, el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales; la tercera y la cuarta, el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes; la quinta libertad, el derecho a operar desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país, ya sea directamente o pasando por el propio territorio, en el caso de la sexta libertad.





A continuación, la Gerente de Desarrollo Comercial de la Línea Aérea Lan, señora Raquel Galarza, manifestó que Chile es un país muy abierto en materia de transporte aéreo. Agregó que mientras nosotros otorgamos amplia libertad, incluso para formar aerolíneas, los demás países conceden derechos que cuesta mucho conseguir al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Transporte y a la Junta de Aeronáutica Civil.




Sin embargo, indicó que el Convenio en comento constituye un avance para Chile, pues consigue más beneficios de los que actualmente tiene.





A continuación, el Gerente General de la Línea Aérea Pluna del Uruguay, señor José Barrera, explicó que su compañía espera aprovechar el Tratado tanto en sus aspectos de transporte de pasajeros como de carga.





Destacó que, si bien el mercado de cabotaje uruguayo es pequeño, Lan podrá sacar ventajas en rutas internacionales, ya que podrá transportar pasajeros hacia Argentina y Brasil, desde Uruguay.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz y Valdés. 

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Oriental del Uruguay” suscrito en Santiago, Chile, el 27 de abril de 2004.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 16 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux.





Sala de la Comisión, a 17 de agosto de 2005.





(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO


                                             Secretario 
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(3871-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 10 de marzo de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de agosto de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez; el Jefe del Departamento Legal de la citada entidad, señor Guillermo Novoa; el Asesor de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Raimundo González, y la Gerente de Desarrollo Comercial de Lan, señora Raquel Galarza.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

· - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Aviación Civil Internacional firmado en Chicago, el 7 de diciembre de 1944, promulgado por decreto supremo N°509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947  y publicado con fecha 6 de diciembre de 1957.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Acuerdo puede calificarse de liberal, si bien no es un Convenio de cielos abiertos, y su celebración obedece a la necesidad de tener una relación aerocomercial con la certeza jurídica que otorga un Acuerdo Bilateral. Agrega que lo que se busca con este acuerdo es conseguir la mayor apertura posible de los cielos de la contraparte y lograr así, en la medida que cada país lo permita, los objetivos que informan la política aerocomercial chilena, que son el libre ingreso, o el ingreso con las menores restricciones posibles, a los distintos mercados, la mayor libertad tarifaria y la mínima intervención de la Autoridad reguladora.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 17 de mayo de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de junio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 20 de julio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, 27 artículos y un anexo.





El Preámbulo reconoce la importancia del transporte aéreo internacional en el comercio, el turismo y las inversiones y destaca el deseo de mantener relaciones aerocomerciales.





El artículo I contempla una serie de definiciones para la mejor comprensión e interpretación del Acuerdo. Entre ellas destacan conceptos tales como “autoridad aeronáutica”, “servicios acordados”, “acuerdo”, “convenio”, “línea aérea designada”, “cambio de aeronave”, “territorio”, “servicio aéreo”, “línea aérea”, “escala para fines no comerciales”.





El artículo II regula la concesión de derechos. El Acuerdo contempla tanto los derechos de tránsito como los comerciales. Los de tránsito son el derecho de sobrevuelo (primera libertad del aire), esto es, el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte; y el derecho a hacer escalas para fines no comerciales (segunda libertad).





Los derechos comerciales comprenden, por su parte, el derecho a transportar pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación entre los territorios de ambas Partes (tercera y cuarta libertades); y el derecho a operar comercialmente desde el territorio de la otra parte hacia un tercer país (quinta libertad).





En este Acuerdo los derechos comerciales no son ilimitados ni totalmente abiertos, sino son cuantos el Acuerdo permite. Debe, eso sí, tenerse presente que el número de frecuencias autorizadas es holgadamente suficiente y que los puntos a operar, son los que interesan a las empresas chilenas.  Debe también señalarse que las limitaciones al número de frecuencias y a los puntos a operar, no están establecidos en el cuerpo del Convenio sino en el Anexo, el que puede ser modificado (ampliado) en el futuro, conforme al Artículo XXI, por un simple acuerdo entre las Autoridades Aeronáuticas.





Respecto al tráfico de cabotaje, vale decir, dentro del territorio de cada Parte, éste queda reservado a las empresas nacionales de cada Parte.





El artículo III permite a las líneas aéreas designadas cambiar, en cualquier punto de la ruta, la aeronave operada, en las condiciones que señala la cláusula, autorización que es usual en los Acuerdos modernos y liberales.





A su vez, el artículo IV contempla la múltiple designación de empresas, esto es, que cada Parte puede designar el número de empresas aéreas que desee, requisito básico para garantizar el libre acceso al mercado y la igualdad de oportunidad para competir.





Los artículos V, VI, VII y VIII, regulan la autorización de operación; la denegación, revocación y limitación de la autorización); la aplicación de las leyes, y las normas de seguridad, certificados y licencias.





Por su parte, el artículo IX trata sobre normas de seguridad. Esta disposición se basa en una cláusula modelo, o texto de orientación sobre seguridad, elaborado por la Organización de Aviación Civil Internacional. Todos los Convenios internacionales sobre seguridad y actos ilícitos cometidos a bordo de aeronaves, que se citan en el párrafo 2, están ratificados por Chile.





El artículo X dispone el uso de aeropuertos e instalaciones de aviación.





El artículo XI dispone sobre la capacidad. La capacidad se refiere al grado de libertad con que cuentan las líneas aéreas de ambos países para introducir vuelos en las rutas acordadas. Este artículo establece en su párrafo tercero, que cada línea aérea designada tendrá libertad para establecer la capacidad con que va a operar. Esto significa que en las rutas especificadas en el Anexo, las líneas aéreas de ambos países pueden colocar el número de vuelos que deseen entre ambos territorios, de acuerdo a criterios comerciales. Está sólo limitado al número de frecuencias entre el territorio de la contraparte y terceros países.





Los artículos XII y XIII tratan sobre la estadística y los derechos de aduana y otros cargos.





El artículo XIV establece normas sobre tarifas. Esta norma es muy extensa y casuística, pero no por ello contradice la libertad tarifaria que propicia nuestra política aérea. Lo cierto e importante es que el artículo contempla el sistema denominado “doble desaprobación tarifaria”, que consiste en que las líneas aéreas pueden fijar las tarifas que deseen y solamente se les puede impedir la aplicación de una tarifa, cuando ambas autoridades están de acuerdo en impedirla. Así se desprende del párrafo 6 de este artículo. Esta fórmula de liberalización ya se ha aprobado en muchos convenios modernos. Además, se utiliza el sistema de aprobación tácita (párrafo 8), esto es, si una autoridad aeronáutica deja pasar más de 15 días sin desaprobar una tarifa, ésta se en-tiende tácitamente autorizada.





Los Artículos XV (Ventas y transferencia de fondos); XVI (Representantes de las líneas aéreas) y XVII (Servicios en tierra), contemplan las diferentes facilidades que se otorgan a las líneas aéreas designadas, para comercializar sus servicios aéreos y remitir sus fondos al extranjero: para establecer oficinas y mantener personal en el territorio de la otra Parte; y para prestar servicios en tierra. Estos derechos y facilidades son propios de los convenios liberales. A su vez, el artículo XVIII contempla la prohibición de fumar en los vuelos.





A continuación, los artículos XIX y XX tratan la aplicabilidad a vuelos no regulares y el procedimiento de consultas, respectivamente.





El artículo XXI establece el procedimiento para introducir modificaciones. Las modificaciones acordadas respecto del texto del Acuerdo, entrarán en vigor cuando las Partes confirmen, por la vía diplomática, que han complementado sus respectivos requisitos constitucionales o legales.





Sin embargo, las Autoridades podrán acordar modificaciones al Anexo del Acuerdo, las que deben ser ratificadas mediante intercambio de notas diplomáticas.





Enseguida, los artículos XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI y XXVII abordan el arreglo de diferencias; la denuncias; el registro ante la OACI); los convenios multilaterales; la entrada en vigor, y una referencia al encabezado.





El Anexo contiene un cuadro de rutas con dos Secciones. La Sección I contiene las rutas, puntos y derechos de tráfico que podrán operar las líneas aéreas designadas por el Gobierno de Canadá y la Sección II, las rutas, puntos y derechos de tráfico que podrán operar las líneas aéreas designadas por el Gobierno de Chile.





Según estas Secciones, las líneas aéreas de ambos países pueden operar a cualquier punto o puntos en el territorio de la otra Parte, sin límite en el número de vuelos semanales. Sólo se limita el número de vuelos entre el territorio de la contraparte y terceros países, a siete vuelos semanales en aviones propios y a otros siete vuelos semanales en acuerdos de código compartido con otras líneas aéreas.





Si bien la quinta libertad con terceros países está restringida, en número de frecuencias y en puntos, esta limitación está establecida en el Anexo, el que, como se dijo, puede ser modificado en el futuro por un simple acuerdo entre autoridades aeronáuticas, en la medida que Chile logre continuar liberalizando la relación aerocomercial, hasta contar con todos los derechos de tráfico totalmente abiertos.





Para la parte chilena el Anexo de Rutas, Sección II, permite a las empresas una operación holgada al establecer derechos de quinta libertad entre puntos en Canadá y Miami y entre puntos en Canadá y Nueva York, con siete frecuencias semanales y con la posibilidad de operar los mismos puntos y frecuencias, en código compartido, tanto con empresas de la contraparte como de terceros países.





Lo anterior configura un techo de 28 frecuencias semanales con derechos de quinta libertad, en punto que interesan a Chile, lo que es más que suficiente a juicio de las propias empresas chilenas.





A futuro, si se requiere mayor holgura, se pueden negociar nuevos puntos intermedios y nuevas frecuencias, en reuniones de consulta a nivel de autoridades aeronáuticas.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, ofreció la palabra a los invitados y colocó en discusión el proyecto.





El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez, señaló que el Convenio en estudio consagra materias como tarifas, material de vuelo y múltiple designación de operadores. Agregó que los derechos comerciales, es decir, la tercera, cuarta y quinta libertad, son más restrictivos, pues están expresamente regulados en el Anexo del Acuerdo.





Agregó que, tal como expresa el Mensaje, otorga derechos de primera, segunda, tercera, cuarta y quinta libertad, por lo que es muy conveniente para nuestro país, ya que consagra la política chilena de conseguir la máxima libertad en materias de tráfico aéreo.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, explicó qué comprenden las denominadas libertades del aire. En ese sentido, expresó que la primera libertad es el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte sin aterrizar; la segunda, el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales; la tercera y la cuarta, el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes, y la quinta libertad, el derecho a operar desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país.





A continuación, la Gerente de Desarrollo Comercial de la Línea Aérea Lan, señora Raquel Galarza, manifestó que Chile es un país muy abierto en materia de transporte aéreo. Agregó que mientras nosotros otorgamos amplia libertad, incluso para formar aerolíneas, los demás países conceden derechos que cuesta mucho conseguir al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Transporte y a la Junta de Aeronáutica Civil.




Destacó que, en general, resulta difícil obtener beneficios de Canadá, porque es un país muy restrictivo respecto de los derechos aéreos.





Sin embargo, indicó que el Convenio en comento constituye un avance para Chile, pues consigue más beneficios de los que actualmente tiene. Agregó que el mercado canadiense es importante para su compañía, razón por la cual solicitan su aprobación.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz y Valdés. 

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá sobre Transporte Aéreo” y su anexo, suscritos en Santiago, Chile, el 4 de diciembre de 2003.”.





Acordado en sesión celebrada el día 16 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux.





Sala de la Comisión, a 17 de agosto de 2005.





(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO


                                             Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y EL CONSEJO FEDERAL SUIZO SOBRE TRANSPORTE AÉREO

(3872-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 10 de marzo de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de agosto de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez; el Jefe del Departamento Legal de la citada entidad, señor Guillermo Novoa; el Asesor de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Raimundo González, y la Gerente de Desarrollo Comercial de Lan, señora Raquel Galarza.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Aviación Civil Internacional firmado en Chicago, el 7 de diciembre de 1944, promulgado por decreto supremo N°509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el mensaje que este Acuerdo corresponde al tipo de convenio liberal, denominado de cielos abiertos, y su celebración obedece a la política aerocomercial que ha seguido nuestro país desde hace más de dos décadas, para conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y lograr así los objetivos que informan dicha política, cuales son, el libre ingreso a los mercados de transporte aéreo, la libertad tarifaria y la intervención de la autoridad reguladora en lo estrictamente necesario.





Este instrumento internacional reemplazará, desde el inicio de su vigencia, al Acuerdo sobre Transporte Aéreo, suscrito entre las Partes, en Santiago, el 5 de noviembre de 1966.





Asimismo, y junto con los convenios de cielos abiertos celebrados ya con Dinamarca, Suecia, Noruega, Luxemburgo, Bélgica y otros países, el presente acuerdo representa la continuación de la política de apertura aérea entre Chile y Europa.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 17 de mayo de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de junio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 20 de julio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo; 22 artículos y un Anexo.





En el Preámbulo se consignan los motivos que llevaron a las Partes a suscribir el presente Convenio, los que coinciden con los principios que informan la política aérea chilena y la de Suiza, reconociendo, entre otros, la importancia del transporte aéreo internacional en el comercio, el turismo y las inversiones, y la necesidad de garantizar la seguridad aérea.





El artículo 1, que trata de las “Definiciones”, contiene aquellas necesarias y usuales en esta clase de convenios, tales como: “la Convención”, “autoridades aeronáuticas”, “transporte aéreo”, “línea (s) aérea (s) designada (s)” y “tarifa”. Precisa, además, que el Anexo es parte integrante del Acuerdo, por lo tanto toda referencia al Acuerdo incluye al Anexo.





El artículo 2, relativo a la “Concesión de Derechos”, contempla los llamados “Derechos de Tránsito” que corresponden a las dos primeras libertades del aire, esto es, el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte sin aterrizar -1ª libertad- y el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales -2ª libertad-.





Luego agrega, en su letra c), que la línea o líneas designadas por cada parte contratante gozarán “de los demás derechos especificados en este Acuerdo”, los que surgen de examinar el Anexo sobre Cuadro de Rutas y comprenden el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes (3ª y 4ª libertades), el derecho a operar desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país (5ª libertad), ya sea directamente o pasando por el propio territorio (6ª libertad). A su vez, el cabotaje o tráfico dentro del territorio de cada parte queda reservado a las empresas nacionales.





El artículo 3, bajo el título “Ejercicio de los Derechos”, contempla el libre acceso al mercado, permitiendo a las líneas aéreas designadas determinar el material de vuelo, la frecuencia y la capacidad del transporte aéreo que ofrecen, basándose en consideraciones de mercado y sin intervención de la autoridad, la que no puede unilateralmente limitar el volumen de tráfico de la compañía aérea designada por la otra Parte.





Los artículos 4 y 5, denominados “Aplicación de Leyes y Reglamentos” y “Seguridad de la Aviación”, son disposiciones tradicionales en esta clase de convenios, toda vez que regulan, respectivamente, la aplicación correcta y no discriminatoria de las leyes y la obligación de proteger la seguridad de  la aviación  civil contra actos de interferencia ilícita.





Los artículos 6 y 7, que aluden a la “Designación y Autorización de Operación” y a la “Revocación y Suspensión de las Autorizaciones de Operación”, consignan el principio de la múltiple designación de empresas o derecho a designar cuantas líneas aéreas se desee para operar los servicios acordados, requisito básico para garantizar el libre acceso al mercado y la igualdad de oportunidades para competir; y el derecho de negar la autorización para operar, o suspenderla o revocarla, si una Parte no está convencida que la línea aérea designada por la otra Parte, tiene su lugar principal de negocios en el territorio de la Parte que la designó y de que cuenta con un certificado de operador aéreo emitido por dicha Parte Contratante.





A su vez, los artículos 8 y 9, que abordan el “Reconocimiento de Certificados y Licencias” y la “Seguridad Operacional”, estatuyen normas usuales en los convenios aéreos firmados por Chile.





Por su parte, el artículo 10, referido a la “Exención de Derechos e Impuestos”, señala los productos que, cumpliendo determinados requisitos, están exentos de derechos e impuestos.





Seguidamente, el artículo 11, que establece los “Cargos a los Usuarios”, indica que éstos deben ser justos, razonables y basarse en sólidos principios económicos.





Luego, los artículos 12 y 13, denominados “Actividades Comerciales” y “Conversión y Remesa de Ingresos” contienen todas las facilidades comerciales que se contemplan en los convenios modernos y abiertos, tales como mantener representaciones en el otro país, vender transporte aéreo, convertir y remesar los ingresos y, en especial, aquellas vinculadas a los acuerdos de comercialización, tales como bloqueo de espacio o códigos compartidos, los que se permiten tanto entre líneas aéreas de las Partes, como con las líneas aéreas de terceros países que cuentan con los derechos de tráfico apropiados.





Más adelante, el artículo 14, sobre “Tarifas”, establece la libertad tarifaria, el registro de las tarifas, la intervención de las Partes, que se limita a las prácticas anticompetitivas, y el principio de la doble desaprobación tarifaria, que significa que las líneas aéreas fijan sus tarifas de acuerdo a consideraciones de mercado, las que únicamente pueden ser objetadas si ambas Partes están de acuerdo en ello.  De lo contrario, las tarifas entran o permanecen en vigor.





Por otro lado, los artículos 15 y 16, denominados “Presentación de Itinerarios” y “Entrega de Estadísticas”, incluye obligaciones que Chile tradicionalmente ha asumido en los convenios bilaterales suscritos sobre transporte aéreo.





A su turno, los artículos 17, 18, 19, 20, 21 y 22, incluyen las llamadas disposiciones finales que son propias de todos los tratados y corresponden a las “Consultas”, “Solución de Controversias”, “Modificaciones”, “Denuncia”, “Registro” y la “Entrada en vigor”.





El Anexo, relativo al Cuadro de Rutas, consigna las rutas en las cuales operan las líneas designadas de ambas Partes Contratantes y otras normas de flexibilidad operativa.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, ofreció la palabra a los invitados y colocó en discusión el proyecto.





El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Bernardo Domínguez, señaló que el Convenio en estudio es sumamente amplio, pues consagra materias de capacidad, material de vuelo, tarifas, frecuencias y múltiple designación de operadores.





Agregó que, tal como expresa el Mensaje, otorga derechos de primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta libertad, por lo que es muy conveniente para nuestro país, ya que consagra la política chilena de conseguir la máxima libertad en materias de tráfico aéreo.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, explicó qué comprenden las denominadas libertades del aire. En ese sentido, expresó que la primera libertad es el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte sin aterrizar; la segunda, el derecho a efectuar escalas en dicho territorio para fines no comerciales; la tercera y la cuarta, el derecho a operar servicios aéreos entre los territorios de ambas partes; la quinta libertad, el derecho a operar desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país, ya sea directamente o pasando por el propio territorio, en el caso de la sexta libertad.





A continuación, la Gerente de Desarrollo Comercial de la Línea Aérea Lan, señora Raquel Galarza, manifestó que Chile es un país muy abierto en materia de transporte aéreo. Agregó que mientras nosotros otorgamos amplia libertad, incluso para formar aerolíneas, los demás países conceden derechos que cuesta mucho conseguir al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Ministerio de Transporte y a la Junta de Aeronáutica Civil.




Sin embargo, indicó que el Convenio en comento constituye un avance para Chile, pues consigue más beneficios de los que actualmente tiene.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz y Valdés.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre Transporte Aéreo” y su anexo, suscritos en Berna, Suiza, el 22 de julio de 2004.”.





Acordado en sesión celebrada el día 16 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra y Gabriel Valdés Subercaseaux.





Sala de la Comisión, a 17 de agosto de 2005.





(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO


                                             Secretario 
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE MODERNIZACIÓN, REGULACIÓN ORGÁNICA Y PLANTA DEL PERSONAL DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL

(3154-07)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de la referencia, que se encuentra en segundo trámite constitucional en esta Corporación.



A una de las sesiones en que se estudiaron las indicaciones presentadas a esta iniciativa asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Zurita.


Concurrieron, además, el Director Nacional del Servicio Médico Legal, doctor Oscar Vargas; el Director Nacional Subrogante del mismo Servicio, doctor Salvatore Maisto, y el Jefe del Departamento Jurídico, señor Fernando Ortiz.


Participaron el Subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano; el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios de ese Ministerio, señor Fernando Dazarola, y la Auditora Ministerial, señora Irina Reyes.


La Comisión tuvo, asimismo, la oportunidad de conocer los planteamientos que los funcionarios del Servicio Médico Legal estimaron pertinente formular en relación con esta iniciativa. Para este efecto, expusieron ante ella el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Servicio Médico Legal, señor Iván Fuentes, y el Secretario de la misma, señor José Morales. Participaron, también, las señoras Audax Rojas y Ethel Guerrero, representantes de los Profesionales Peritos y de los Profesionales Peritos de la Escala Única de Sueldos del mencionado Servicio, respectivamente.


Asistieron, también, el abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Carlos Pardo, y los analistas de la misma Dirección, señor Julio Valladares y señorita Patricia Orellana.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:



1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1º, 6º, 8º, 9º y 13 permanentes, y 2º a 8º transitorios.



2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 6, 8, 10, 15, 17, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26.



3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 7, 12, 19 y 27.



4.-
Indicaciones rechazadas: 2, 3, 4, 5 y 13.



5.-
Indicaciones retiradas: 11.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: 9, 14, 16 y 18.


Cabe dejar constancia de que los artículos 4° permanente y 5° transitorio deben aprobarse como ley de quórum calificado por tratarse, el primero, de una norma que permite a un organismo del Estado desarrollar actividades empresariales, según lo establece el artículo 19 número 21, inciso segundo, de la Constitución Política, e incidir, el segundo, en el derecho a la seguridad social, de acuerdo a lo señalado en el artículo 19 número 18 de la Carta Fundamental.


Debe recordarse que la iniciativa en análisis consta de disposiciones que tienen incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, razón por la cual deberá pasar a la Comisión de Hacienda, en trámite reglamentario de segundo informe.



Es dable señalar que en sesión del día 5 de mayo del año en curso, el Senado aprobó en general el primer informe que vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento evacuara sobre este proyecto, por 35 votos a favor, fijándose, en esa oportunidad, un plazo para la presentación de indicaciones.


Como se explicará más adelante, durante la discusión particular de los distintos preceptos que integran esta iniciativa, la Comisión consensuó con el Ejecutivo una nueva redacción para algunos de éstos. Por incidir en materias propias de la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario, dichos textos fueron recogidos en nuevas indicaciones del Presidente de la República.

EXPOSICIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN



Antes de iniciar el análisis de las indicaciones presentadas a esta iniciativa, la Comisión escuchó al señor Jaime Arellano, Subsecretario de Justicia, quien proporcionó una serie de antecedentes en torno a la situación actual del Servicio Médico Legal, a su misión, su distribución territorial y su dotación funcionaria.


En forma esquemática, éstos son los siguientes:

Misión del Servicio Médico Legal


Asistir a los Tribunales de Justicia, al Ministerio Público y a la comunidad en general, mediante la entrega oportuna de informes periciales tanatológicos, psiquiátricos, clínicos, sexológicos y de laboratorio; colaborar con las universidades, la Policía de Investigaciones y Carabineros de Chile en actividades de investigación, docencia y de cooperación en materia de medicina legal.

Nuevas Sedes (1990 – 2004)

Construcción de Servicios Médicos Legales Regionales

- 1990 Antofagasta
- 1999 Los Angeles

- 1990 Punta Arenas
- 1999 Valdivia

- 1990 Talca
- 1999 Edificio Santiago

- 1991 Arica
- 2000 Illapel

- 1991 Puerto Montt 
- 2000 Vallenar

- 1992 Copiapó
- 2000 Ancud

- 1992 Valparaíso
- 2002 San Fernando

- 1992 La Serena
- 2003 Angol

- 1996 Linares
- 2004 Nueva Imperial

- 1996 Coyhaique
- 2004 Melipilla

- 1999 San Felipe
- 2004 Calama

Situación Actual de la Dotación Funcionaria

La dotación actual del Servicio Médico Legal, a marzo de 2004, es de 623 funcionarios.

- 212 Ley Nº 15.076 (34%)

- 385 E.U.S. (62%)

-   26 Honorarios (4%)[image: image1.emf]11,1%

4,2%

84,8%

Planta Contrata Honorarios (*)

ººº

[image: image2.emf]LEY Nº 15.076 E.U.S. Total

Planta

6 63 69

Contrata

206 322 528

Honorarios (*)

-10 -16 26

Total

212 385 623

(*) Los honorarios se clasificarón de acuerdo a la función asignada


Situación Actual de la Dotación Funcionaria

El 64,4% de los funcionarios del SML tiene menos de 44 años.[image: image3.emf]EDAD

Nº 

Funcionario

s

%

24 o menos 28 4,49

25-34 191 30,66

35-44 182 29,21

45-54 143 22,95

55-59 34 5,46

60-64 21 3,37

65 y más (*)

24 3,85

TOTAL 623 100

(*) Existe 1 honorario con 65 años y más
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Situación Actual de la Dotación Funcionaria

506 funcionarios desempeñan labores técnico periciales.

117 funcionarios prestan apoyo logístico.[image: image5.emf]Pericial

81,22%

Apoyo 

Logístico

18,78%


Situación Actual de la Dotación Funcionaria
De los 623 funcionarios que conforman la dotación del SML:

- 276 son profesionales (lo que representa un 44,46%)

- 222 son profesionales-funcionarios de la Ley Nº 15.076 y 

-   54 son de la E.U.S.

                   Profesionales E.U.S.

        Profesiones                    Nº de Funcionarios

Abogados
  4

Prof. Administrativos
18

Antropólogos
  2

Asistentes Sociales
  2

Médicos
  6

Diseñadores
  0

Psicólogos
14

Técn. Médico
  4

Químicos
  4

Total
54

                   Profesionales Ley Nº 15.076

        Profesiones                    Nº de Funcionarios

Bioquímicos
  12

Méd. Cirujanos
132

Méd. Psiquiatras
  37

Méd Laboratorista
    1

Odontólogos
    6

Químicos Farmacéuticos
  34

Total
222

Situación Actual de la Planta Funcionaria

- 259 Funcionarios trabajan en Regiones, lo que representa el 43,4%.

- 338 Funcionarios trabajan en la Región Metropolitana, lo que representa el 56,6%.

                                                      Ley Nº

Región

E.U.S.

15.076

Total

    I

13


    9


  22

    II

  8


    4


  12

    III

  8


    5


  13

    IV

11


    8


  19

    V

19


  13


  32

    VI

11


    9


  20

    VII

15


  11


  26

    VIII

22


  16


  38

    IX

16


  13


  29

    X

15


  12


  27

    XI

  4


    6


  10

    XII

  5


    6


  11

    RM
      238


100


338


      385


212


597

Se deben considerar los 26 honorarios para completar la dotación de 623.

Situación Actual de las Funciones del Servicio

Mayor carga de trabajo
- Aumento en el volumen de prestaciones.
- Aumento en la complejidad de las actividades periciales.

- Generación y adopción de nuevas técnicas periciales a medida que 

  progresa y se aplica la tecnología.

- Aparición de nuevos ámbitos de intervención del Servicio.

Inquietudes del personal
- Mayores exigencias sobre el personal.

- Sensación de inestabilidad laboral y de la renta del personal a contrata 

  (más del 80 %).

Nuevas políticas de Gobierno:

- Política de reparación en casos de derechos humanos.

- Política de turnos de atención permanente para temas de alta sensibilidad pública.

- Política de acercamiento físico y orientación al usuario.

- Política de “desvictimización” de usuarios.

Dictación de leyes Específicas:

- Ley de Filiación

- Reforma Procesal Penal

- Ley de indulto general frente al jubileo

- Proyecto de ley de ADN criminal.

Evolución del Servicio

    Situación Histórica               Evolución del Servicio              Situación Actual[image: image6.emf]11,1%

4,2%

84,8%

Planta Contrata Honorarios (*)

ººº

[image: image7.emf]LEY Nº 15.076 E.U.S. Total

Planta

6 63 69

Contrata

206 322 528

Honorarios (*)

-10 -16 26

Total

212 385 623

(*) Los honorarios se clasificarón de acuerdo a la función asignada

[image: image8.emf]EDAD

Nº 

Funcionario

s

%

24 o menos 28 4,49

25-34 191 30,66

35-44 182 29,21

45-54 143 22,95

55-59 34 5,46

60-64 21 3,37

65 y más (*)

24 3,85

TOTAL 623 100

(*) Existe 1 honorario con 65 años y más


Chile necesita un Servicio Médico Legal:

Conformado por profesionales altamente calificados, con vasta experiencia en el campo médico legal

Dotado con todos los recursos y tecnologías requeridos para poder:

- Asesorar en forma eficiente, oportuna y fidedigna al Estado en el proceso de administración de justicia y ejercer la tuición normativa-técnica.

Para ello se requiere:

LEY

(
Modernización y Regulación

Orgánica y

de Planta del Personal del Servicio.

(
FINALIDAD

Modernizar la estructura y las funciones institucionales.

Estructura del proyecto de ley:

Capítulo I:  Del Servicio Médico Legal

Definición del Servicio:

- Centralizado.

- Dependiente del Ministerio de Justicia.

- Desconcentrado a través de Direcciones Regionales.

Objeto del Servicio:

-
Asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación (peritajes médico legales).

-
Ejercer la tuición y supervigilancia en la prestación de servicios de su competencia.

-
Velar por la capacitación y docencia en las materias de su competencia.

Organización del Servicio:

- Subdirección Médica y Subdirección Administrativa.

- Direcciones Regionales.

- Departamento Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar.

Capítulo II:  Normas sobre personal

Sistema de Concursos: Directivos, Profesionales y Técnicos.

Sistema de ascensos: Administrativos y Auxiliares.

Capítulo III:  Disposiciones varias

- Obligación de reserva de los funcionarios.

- Obligación de permanencia en el Servicio.

Disposiciones transitorias

-
Ley de Planta: Se fija a través de una delegación de facultades al Presidente de la República.

-
Encasillamiento del personal: se realizará mediante concurso de oposición y antecedentes.

-
Contempla normas de resguardo de los derechos de los funcionarios.

Principales Hitos del Proyecto:

- Descentralización de pericias.

- Creación de nuevos grados.

- Incremento de las remuneraciones de los funcionarios.

- Aumento de la dotación.

- Estabilidad en el empleo.

Descentralización de Pericias

-
Creación de las Direcciones Regionales.

-
Aumento de las horas perito en regiones, a fin de asegurar el adecuado funcionamiento de los centros.

-
Aumento de horas de siquiatría en las cabeceras regionales.

Creación de Nuevos Grados



Actual

Con la ley

Directivos
13º hasta 2º

13º hasta 2º

Profesionales
16º hasta 15º

14º hasta 4º

Técnicos
24º hasta 13º

21º hasta 11º

Administrativos
25º hasta 14º

23º hasta 13º

Auxiliares
29º hasta 21º

24º hasta 19º

Incremento de las remuneraciones




Aumento en un 37% del gasto en personal, es decir, $1.331.000 millones adicionales, lo que implica que las remuneraciones aumentarán en un 12% para todos los funcionarios que actualmente están desempeñándose en el Servicio.




Aumento de las rentas de los Profesionales Funcionarios Ley 15.076, poniendo fin al límite de Rentas Máximas, ya resuelto en la Ley de Gendarmería de Chile.

Incremento de las Remuneraciones





   Remuneración




%
Promedio Mensual 





               $

Incremento Remuneraciones
12%


455.220

Directivos

0%

        1.063.259

Profesionales

9%


741.994

Técnicos

9%


282.492

Administrativos

9%


270.950

Auxiliares

9%


207.384

Médicos

17%


735.665

Aumento de la Dotación





EUS




Nº de Funcionarios

Total Dotación Actual

385

Incremento de Personal

  57

Total con Proyecto


442

% Aumento en Dotación

15%



Profesionales Ley 15.076




Nº de Funcionarios

Horas

Total dotación actual


212



6.435

Incremento de personal

  43



1.052

Total con proyecto


255



7.487

% Aumento en dotación 

20%



16%

Estabilidad en el Empleo

Mejorar la relación planta contrata:

-  EUS:


Actualmente: 17% en planta v/s 83% a contrata


Con ley       : 70% en planta v/s 30% a contrata


De 63 funcionarios en la planta a 304, un aumento del 79%.

- Ley 15.076:


Actualmente: 3% en planta v/s 97% a contrata


Con ley       : 20% en planta v/s 80% a contrata


De 6 profesionales en planta se pasará a 45, un aumento del 86%.

Pasar a los funcionarios que están actualmente a honorarios a contrata.

Aumento del Gasto:



  Gasto 


% respecto
% respecto 



Miles de $
        al mayor Gasto           Subtítulo 21 Actual

Nuevos cargos

811.910


61%



22%

Encasillamiento

346.060


26%



10%

Otras remuneraciones
173.030


13%



  5%

Total
     331.000
 

100%



37%


Finalmente, el señor Subsecretario de Justicia presentó a la Comisión una simulación del organigrama que tendría el Servicio Médico Legal. Es el siguiente:


Luego de escuchar las explicaciones del señor Subsecretario de Justicia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, hizo notar el impacto que la aplicación de la reforma procesal penal en Santiago tendrá sobre el Servicio Médico Legal. Puso de manifiesto las considerables demoras que en la actualidad se producen en la realización de las pericias y en la entrega de los exámenes que se le solicitan, originadas en la desproporción que existe entre la demanda de estos servicios y la insuficiencia de medios del Servicio para enfrentarla. Se refirió, específicamente, a las notorias dilaciones que se detectan en la entrega de informes de veracidad que se requieren a los siquiatras de ese organismo.


Por otra parte, dio a conocer su parecer contrario a la idea de externalizar los peritajes, lo que, a su juicio, ofrece una serie de riesgos.


Expresó que la tramitación de este proyecto de ley puede ser una buena oportunidad para atender este problema y evaluarlo adecuadamente con las autoridades del Ministerio de Hacienda.


El Subsecretario señor Arellano explicó que esta iniciativa no está destinada a solucionar el impacto que tendrá la reforma procesal penal sobre el Servicio en estudio. Una materia como esa, agregó, se trata separadamente mediante los incrementos presupuestarios que se hacen cada año. Añadió que para el año 2005, se solicitará nuevamente un reforzamiento para enfrentar los requerimientos de la reforma procesal penal tanto en regiones como en Santiago.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo puso de manifiesto que la cantidad de funcionarios que laboran a contrata en este organismo deja en evidencia que, además de no respetarse los límites que para estos efectos fija el Estatuto Administrativo, se perjudica la posibilidad de que ellos desarrollen una carrera funcionaria.


Indicó que comprendía las restricciones presupuestarias existentes, pero deploró que ellas comprometan la adopción de una solución real para esta situación. Agregó que lo deseable sería que esta iniciativa estableciera un arreglo definitivo en materia de plantas y no una fórmula que solamente tienda a mejorar las circunstancias actuales, como estaría ocurriendo en este caso.


El abogado señor Carlos Pardo informó que, en la práctica, los peritos del Servicio Médico Legal que laboran en sistema de contrata tienen una carrera funcionaria muy dinámica y gozan de gran estabilidad en sus empleos. Añadió que ningún Servicio cuenta con una estructura legal que refleje totalmente su realidad funcional.


El doctor Oscar Vargas, Director Nacional del Servicio, manifestó que su experiencia lo ha convencido de las bondades de la flexibilidad en materia de personal de la Administración Pública. Indicó que cuando existe absoluta estabilidad en los empleos, a menudo se generan vicios difíciles de corregir. Por otra parte, sostuvo que a los buenos funcionarios de planta no puede estimulárseles, debido, justamente, a la rigidez de la planta.


En cuanto a lo señalado por el Honorable Senador señor Espina sobre la demora de los exámenes siquiátricos, informó que existe un déficit precisamente de siquiatras infantiles, que se debe a la carencia de estos profesionales que afecta al país en términos generales. Precisó que ésta es un área crítica en todos los ámbitos de la salud.


Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, planteó la conveniencia de escuchar a algunos representantes de los funcionarios del Servicio Médico Legal.


En primer lugar, hizo uso de la palabra el señor Iván Fuentes, Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios.

El señor Fuentes expresó que pueden identificarse tres períodos en la trayectoria del Servicio.


La primera abarca hasta el año 1973. Informó que durante la misma, la totalidad de los Directores fueron académicos de la Facultad de Medicina, que contaban con una larga trayectoria en su especialidad y en el Servicio. Se daba, dijo, una virtual fusión entre lo universitario y académico y lo médico-legal.


La segunda etapa correspondió al Gobierno Militar. En ella, los Directores se designaban en base a la confianza de las autoridades de turno, lo que significó vivir una época de virtual intervención del Servicio.


Prosiguió explicando que la tercera etapa corresponde a los años 1990 a 2004.


Indicó que en estos años no se ha recuperado la carrera funcionaria y se ha producido una práctica extinción de la planta. En cuanto a la función pericial, señaló que ésta es cada vez menos autónoma. Por otra parte, se ha registrado una marginalización del Servicio en materia presupuestaria. En cuanto a los Directores, éstos siguen siendo cargos de confianza.


Manifestó que entre los años 1990 y 1995 hubo tres Directores, todos profesionales de trayectoria en el Servicio. Luego, entre 1995 y 2004, hubo cierta identificación entre este cargo y algunos partidos políticos, lo que también se dio entre diversos médicos jóvenes, que ingresaron al Servicio sin antecedentes de desempeño pericial ni suficiente grado académico.


Enseguida, el señor Fuentes dio cuenta de una serie de situaciones complejas ocurridas entre los años 1995 y 2001, de las cuales derivó una inédita proliferación de denuncias contra el desempeño del Servicio.


Informó que en los años más recientes (2002 a 2004), ha habido un reordenamiento administrativo y financiero, lo que, sin embargo, no ha impedido que se hayan producido contrataciones que han supuesto un desconocimiento de la carrera funcionaria.


A continuación, formuló una serie de proposiciones en torno al proyecto de ley en estudio.


En cuanto al artículo 6º, sugirió que el Director Nacional sea propuesto dentro de una terna por el Presidente de la República al Senado y que lo subrogue el Subdirector Médico y, en caso de ausencia, el Jefe de Departamento Técnico de mayor antigüedad en el Servicio.


En el artículo 5º, propuso establecer que el Servicio en estudio se organice en base a la Dirección Nacional, el Instituto Médico Legal y los cuatro Departamentos Técnicos, que son Tanatología, Clínica, Laboratorios y Salud Mental.


Sugirió señalar que la Dirección Nacional organizará su trabajo a través de los Departamentos Técnicos, las Direcciones Regionales, la  Subdirección Médica y Administrativa y las demás unidades que consulte la planta del Servicio.


En lo relativo a las funciones del organismo, expresó que parte de ellas corresponde a la colaboración docente, sin alcanzar estas actividades la categoría de misión propia e inherente a lo específicamente pericial. Sostuvo que igualar ambos quehaceres puede conducir a conflictos de intereses.


Puntualizó que encargar al Servicio una tarea tan amplia como la que contiene la letra f) del artículo 3º, que alude a “las demás funciones que le encomiende la ley” parece un exceso, que debiera quedar limitado por la naturaleza de su misión fundamental y por el respeto a los marcos contractuales de la actividad pericial.


En el señalado artículo 3º, propuso agregar que el Servicio Médico Legal deberá tener estrecha relación con las universidades que imparten las carreras profesionales establecidas en la ley Nº 15.076, de manera de asegurar la integración e interacción del conocimiento científico y docente de las universidades con la experiencia en materias médico legales del Servicio, estableciéndose, de este modo, un vínculo permanente de mutuo provecho.


Agregó que el Servicio Médico Legal debe asegurar el perfeccionamiento y la capacitación continua de los profesionales peritos y funcionarios dentro y fuera del país, lo que permitirá asegurar y mantener la excelencia profesional requerida por el rol que cumple dentro de la administración de justicia.


Enseguida, señaló que esta nueva ley orgánica debe definir la instancia que se encargará de ejercer la debida fiscalización, supervisión y control de la actividad pericial e institucional.


Luego, se refirió a la política de remuneraciones e incentivos periciales para los funcionarios. Puso de manifiesto la importancia que en esta materia tiene la carrera funcionaria, así como la existencia de programas de formación y de postgrado. Hizo presente que un mal perito desprestigia la justicia, razón por la cual no deben escatimarse esfuerzos por captar, capacitar y mantener equipos de expertos del más alto nivel.


Indicó que las remuneraciones del personal del Servicio deberían tener un nivel equivalente al de los profesionales adscritos a la reforma procesal penal. Además, este personal debería disponer de estímulos para profundizar sus conocimientos y para participar en actividades organizadas por entidades internacionales de esta especialidad.


Sostuvo que mientras el presupuesto de la justicia se eleva de 100 a 400 mil millones para enfrentar la reforma procesal penal, el Servicio sólo logra incrementos que no pasan de los 6 mil millones. Esto, dijo, constituye una desproporción que se traducirá directamente en retardos en la administración de justicia.


Por otra parte, afirmó que no debe olvidarse que peritos y funcionarios mal pagados y sin incentivos ni protección suficientes resultan más vulnerables y menos autónomos en su desempeño.


Frente a la idea de una posible externalización o privatización en materia de realización de peritajes, opinó que, en este momento, el Servicio Médico Legal ofrece los menores costos posibles para el Fisco y los contribuyentes y los mejores estándares de calidad e idoneidad. Se preguntó si es posible, para una persona corriente, financiar el costo de un examen de ADN, que asciende a unos 500 mil pesos en los laboratorios privados. Expresó que si se contratan servicios privados, el Fisco pagará cuatro veces el valor que los mismos exámenes tienen en el Servicio Médico Legal.


Como propuestas concretas en materia de beneficios para el personal, propuso el otorgamiento de una asignación mensual y permanente a todos los peritos médico legistas, equivalente a 25 UTM para la jornada completa, imponible y tributable, que se eleve a 35 UTM luego de 6 años de desempeño y sea proporcional a la jornada laboral. Para el personal administrativo y de apoyo no profesional, propuso un porcentaje de asignación por el riesgo inherente a la función medico legal, equivalente al 30% de la asignación profesional.


Adicionalmente, sugirió que el profesional del Servicio Médico Legal que concurra a juicios orales fuera de la ciudad donde realiza el peritaje o que ocupe tiempo que exceda el horario contratado, perciba un bono por asistencia a juicios orales, que sea imponible y tributable y cuyo monto total dependa del número de juicios orales a que concurra durante el mes, teniendo como base 4 UTM por día de asistencia.


Postuló que también podría otorgarse un seguro que cubra aspectos como salud, siniestros y protección legal a los peritos y funcionarios, que incluya cualquier daño físico o mental al que puedan verse expuestos con motivo de su trabajo.


Además, propuso fijar en cinco los años de antigüedad en el Servicio para postular a la planta, o que al menos se reconozca el principio de antigüedad y de carrera funcionaria.


Completó su exposición resaltando que pese a la insuficiencia de medios y al exceso de trabajo, el personal de la institución labora con un alto nivel de profesionalismo e intenta cubrir de la mejor manera posible la creciente demanda de servicios a que se ve enfrentado.


Enseguida, usó de la palabra la señora Audax Rojas, representante de los Profesionales Peritos del Servicio en estudio.


Expresó que en los últimos tiempos el Servicio se ha visto envuelto en situaciones no deseadas, que lo desperfilan. Enfatizó la necesidad de que quienes ocupen el cargo de Director Nacional cuenten con la experiencia necesaria, puesto que en el área forense ello es fundamental. En consecuencia, señaló que este cargo debe ser servido por quienes cuentan con un alto nivel de prestigio, de trayectoria y de reconocimiento en el plano académico y legal.


Enseguida, señaló que es importante que el proyecto rescate la existencia de los Departamentos Técnicos, que son los elementos esenciales dentro de la estructura de esta institución.


Hizo presente que el artículo 3º debería aclarar, en su letra a), quienes podrán solicitar peritajes médico-legales, pues de lo contrario, a su juicio, podría entenderse que cualquier persona podría requerirlos, quedando la institución obligada a efectuarlos.


Finalmente, manifestó sus inquietudes en cuanto al aumento de trabajo que significará la entrada en vigor de la reforma procesal penal en Santiago. Opinó que el Servicio no está en condiciones de absorberla y que el proyecto de ley en estudio no parece asegurar el aumento de recursos humanos y financieros que se necesita para esos fines. Ya en la actualidad, afirmó, existe una demanda muy superior a las posibilidades del personal de atenderla con la debida rapidez. Aún así, dijo, el personal trabaja con un alto nivel de eficiencia y calidad.


Complementó estas intervenciones la señora Ethel Guerrero, representante de los Profesionales Peritos de la Escala Única de Sueldos.


Sostuvo que, en su opinión, el Servicio Médico Legal debería contar con equipos profesionales más diversificados y multidisciplinarios. Sin embargo, señaló que un obstáculo para la incorporación de buenos funcionarios lo constituye el bajo nivel de rentas y la ausencia de otros incentivos. Informó que, por ejemplo, a menudo los peritos solventan por sí mismos los ciclos de perfeccionamiento a que acceden. Finalmente, hizo presente que la circunstancia de mantener a muchos de estos especialistas en régimen de contrata, les crea una sensación de inestabilidad y de inseguridad que los perjudica tanto a ellos como al Servicio.

DISCUSION EN PARTICULAR



Se efectúa, a continuación, una relación de las indicaciones que se presentaron, explicándose su contenido, así como las disposiciones del proyecto en que inciden. Del mismo modo, se consignan los acuerdos adoptados por la Comisión en relación a cada una de ellas.

Capítulo I

Del Servicio Médico Legal


La indicación número 1, del Ejecutivo, elimina el título del epígrafe denominado “Capítulo I Del Servicio Médico Legal”.


El señor Subsecretario explicó que la extensión del proyecto no justificaba la utilización de esta forma de estructurar su texto. Estimó como suficiente la utilización de títulos y párrafos para agrupar sus disposiciones, criterio con el cual la Comisión concordó.


Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.
ARTÍCULO 2º


Dispone lo siguiente:


“Artículo 2º.- El objeto del Servicio Médico Legal será, principalmente, asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación, en todo el territorio nacional, en lo relativo a la medicina legal, ciencias forenses, y demás materias propias de su ámbito. Además, le corresponderá la tuición y supervigilancia técnica y directiva en la prestación de servicios relativos a las materias de su competencia, poniendo énfasis en su calidad, eficiencia y oportunidad.


Asimismo, velará por la extensión de la capacitación y docencia en estas áreas, a nivel nacional e internacional, en coordinación con organismos públicos y privados, universidades y demás centros de investigación forense.”.


A esta disposición se presentaron las indicaciones números 2 a 6.


Las números 2 a 5 son del Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 2 intercala en su inciso primero, a continuación de la palabra “objeto”, el término “principal”, y suprime la expresión “principalmente,”.


La indicación número 3 suprime su segunda oración, con el objeto de trasladarla al final de su inciso segundo.


La indicación número 4 intercala, en su inciso segundo, a continuación de la expresión “Asimismo,”, la frase “y en la medida posible,”.


La indicación número 5 agrega, a su inciso segundo, la segunda oración del inciso primero.


La indicación número 6, del Ejecutivo, propone sustituir el artículo 2º por el siguiente:


“Artículo 2º.- El objeto del Servicio Médico Legal será asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación, en todo el territorio nacional, en lo relativo a la medicina legal, ciencias forenses y demás materias propias de su ámbito.





Además, le corresponderá la tuición y supervigilancia técnica y directiva en la prestación de servicios relativos a las materias de su competencia, poniendo énfasis en su calidad, eficiencia y oportunidad.





Asimismo, colaborará con la capacitación y docencia en estas áreas, a nivel nacional e internacional, en coordinación con organismos públicos y privados, universidades y demás centros de investigación forense.”.


Consideradas las indicaciones números 2 a 5, fueron desechadas por tres votos en contra y uno a favor. Votó a favor el Honorable Senador señor Chadwick. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


Durante la discusión particular de este precepto, los miembros de la Comisión consideraron necesario perfeccionar su redacción con el objeto de establecer de una manera más ordenada y clara la misión de este organismo. Por esta razón, se estimó conveniente, en primer lugar, reorganizar la disposición en tres incisos. Además, se optó por eliminar el adverbio “principalmente” al inicio del actual inciso primero, por cuanto éste introduciría un criterio de relatividad que es impropio de la definición de los objetivos y tareas de un organismo público. Por el mismo motivo, se prefirió reemplazar, en el actual inciso segundo, la expresión “velará por la extensión de la capacitación y la docencia” por “colaborará con la capacitación y la docencia”.

Los representantes del Ejecutivo concordaron con estos criterios y, por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, presentaron la indicación número 6, antes transcrita.


La señalada indicación número 6 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULO 3º


Es del siguiente tenor:


“Artículo 3º.- Al Servicio Médico Legal le corresponderá, especialmente, el desarrollo de las siguientes funciones:


a) Realizar peritajes médico-legales, en materias clínicas, tanatológicas, psiquiátricas y de laboratorio, evacuando los informes periciales del caso;


b) Ejercer la tuición técnica del personal profesional, técnico o de otra índole que participe en la realización de peritajes médico-legales, en el ámbito público o privado, a través de la dictación de normas de aplicación general que regulen los procedimientos periciales que efectúen;


c) Desarrollar investigación científica, docencia y extensión en materias médico legales;


d) Efectuar la formación y certificación de sus técnicos y auxiliares tanatológicos, de conformidad a lo establecido en su reglamento orgánico;


e) Mantener registros estadísticos de las pruebas periciales de carácter biológico, químico u otro que determine la ley, y


f) Las demás funciones que le encomiende la ley.”.


Aunque no se presentó indicación a su respecto, la Comisión analizó la letra a) de esta disposición, teniendo en consideración la inquietud planteada por representantes de los peritos del Servicio Médico Legal, en orden a precisar las entidades o personas que pueden requerir peritajes a dicho organismo.


En esta materia, hubo consenso en estimar innecesaria cualquier modificación a la norma, pues de su tenor y del contexto de la ley fluye con claridad que el Servicio Médico Legal estará obligado a realizar peritajes y a evacuar los correspondientes informes sólo cuando se lo soliciten los órganos jurisdiccionales y de investigación de ilícitos, pero en ningún caso los privados.


A este artículo se presentó la indicación número 7, del Ejecutivo, que sustituye su letra b) por la siguiente:


“b) Ejercer la tuición técnica del personal profesional o de otra índole que participe en la realización de peritajes médico-legales, en el ámbito público o privado, a través de la dictación de normas de aplicación general que regulen los procedimientos periciales que efectúen, o los que sirvan de base para ellos;”.


Puesta en discusión esta indicación, hubo acuerdo entre los miembros de la Comisión en cuanto a la necesidad de establecer en la letra b) en estudio, que el Servicio Médico Legal ejercerá la tuición técnica sobre el personal que participe en la ejecución de peritajes médico-legales, pero que también lo hará respecto de los organismos donde se desempeñen los peritos a cargo de las pericias. En consecuencia, se resolvió hacer una mención a dichas entidades.


En votación la indicación número 7, fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULO 4º


Su texto es el siguiente:

“Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por las pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas, que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas. 


Por decreto supremo del Ministerio de Justicia, el cual deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto de los derechos respectivos y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados.“.


A este artículo se presentaron las indicaciones números 8, 9 y 10.


La indicación número 8, del Ejecutivo, propone sustituir el inciso primero de esta disposición por el siguiente:


“Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por los exámenes, pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas.”.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza, en su inciso segundo, la frase “y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados” por “los que quedarán en la respectiva capital regional para su manejo y destino”.


La indicación número 10, del Ejecutivo, reemplaza en su inciso segundo la frase “y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados” por la frase precedida de una coma (,) “los que se considerarán ingresos propios del Servicio”.


Al analizar el inciso primero de esta disposición, los miembros de la Comisión coincidieron en la conveniencia de establecer que el Servicio Médico Legal también percibirá ingresos por los exámenes que practique.


El Ejecutivo concordó con esta proposición y , por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, la acogió en la indicación número 8, antes transcrita.


En votación la señalada indicación número 8, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, declaró inadmisible la indicación número 9 en atención a lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 62 de la Constitución Política.


Finalmente, puesta en votación la indicación número 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Título II

De la Organización del Servicio

ARTÍCULO 5º


Dispone lo siguiente:


“Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa, el  "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar" y las demás unidades que consulte la planta del Servicio.


En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Éstas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.”.


A este artículo se presentaron las indicaciones números 11, 12 y 13.


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Chadwick, lo sustituye por el siguiente:



“Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, el “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”, los Departamentos Técnicos y las demás unidades de apoyo que consulte la planta del Servicio.


En la Región Metropolitana se constituirán los siguientes Departamentos Técnicos:



a) Departamento Clínico;



b) Departamento de Salud Mental;



c) Departamento de Tanatología, y



d) Departamento de Laboratorios.


En cada Región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Estas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional deberá convocar a lo menos cuatro veces en el año a un Consejo Técnico Superior del Servicio, el que tendrá carácter asesor y consultivo en la formulación y evaluación de las políticas institucionales y control de la gestión. El Consejo estará conformado por el Director Nacional, quien lo presidirá, el Subdirector Técnico, los Jefes de los respectivos Departamentos Técnicos, un representante de los Directores Regionales, un representante de cada Asociación de Funcionarios y un representante de cada Capítulo Profesional.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.”.


La indicación número 12, del Ejecutivo, reemplaza su inciso segundo por el siguiente:


“La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa y el "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar".”.


La indicación número 13, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza, en su inciso tercero, las palabras “En cada región” por la frase “En cada capital de Región”.


El Honorable Senador señor Chadwick procedió a retirar la indicación número 11, de su autoría.


El mencionado señor Senador hizo presente que su indicación contenía una estructura alternativa para el Servicio Médico Legal, que considera más idónea. Explicó que había resuelto retirar la señalada indicación en atención a que el Gobierno ha demostrado estar dispuesto a contemplar en la futura planta que se elabore para este Servicio, una estructura que no comprometa la existencia de los Departamentos Técnicos mencionados en la referida indicación.


Enseguida, puesta en discusión la indicación número 12, el abogado señor Fernando Dazarola hizo presente que la eliminación, en el inciso segundo, de la frase "y las demás unidades que consulte la planta del Servicio", se hace en el entendido de que ésta es redundante con lo dispuesto en el inciso final del mismo artículo, que establece que el Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad.


Puso de manifiesto la conveniencia de dejar constancia de lo anterior en la historia de la ley, con el objeto de que en el futuro no se interprete en forma restrictiva el inciso primero.


Por otra parte, los miembros de la Comisión estimaron conveniente explicitar, en el inciso segundo en estudio, la naturaleza del Instituto denominado Dr. Carlos Ybar, el cual se dedica a la docencia, la investigación y la extensión. Por ello, se acordó acoger la citada indicación, con una enmienda tendiente a incorporar estas menciones.


Puesta en votación la indicación número 12, fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


Finalmente, puesta en votación la indicación número 13, fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Párrafo 1º

De la organización interna del Servicio

ARTÍCULO 6º


Su texto es el siguiente:


“Artículo 6º.- La dirección del servicio corresponderá al Director Nacional, quien será designado por el Presidente de la República de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá contar con el título profesional de médico cirujano, con ejercicio profesional de diez años a lo menos, para desempeñar el cargo.


El  Director Nacional será subrogado, en primer lugar, por el Subdirector Médico y, en caso de ausencia,  la subrogación operará de acuerdo a lo que señale el reglamento orgánico.”.


A este artículo se presentó la indicación número 14, del Honorable Senador señor Chadwick, que lo sustituye por el siguiente:



“Artículo 6º.- La dirección del Servicio corresponderá al Director Nacional, quién deberá contar con el título de Médico Cirujano y tener a lo menos diez años de experiencia laboral en el área forense. Será designado por el Presidente de la República de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882. El Director Nacional será subrogado por el jefe de Departamento Técnico de mayor antigüedad en el Servicio.


Cada uno de los Departamentos Técnicos estará a cargo de un Jefe Técnico, profesional de la ley Nº 15.076, quien deberá acreditar a lo menos 6 años de experiencia en la especialidad requerida en el respectivo Departamento. Será designado por el Director Nacional de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882. De él dependerá el personal profesional, técnico, administrativo y auxiliar que cumpla funciones permanentes o asignadas dentro del respectivo Departamento.


Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director Regional, profesional de la ley Nº 15.076, quién deberá acreditar a lo menos 5 años de experiencia en el área forense. Será designado por el Director Nacional de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882. De él dependerá el personal profesional, técnico, administrativo y auxiliar que cumpla funciones permanentes o asignadas dentro de la respectiva Dirección.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, declaró inadmisible la indicación número 14 en atención a lo dispuesto por el número 2º del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política.


El Honorable Senador señor Chadwick dejó constancia de que su indicación apuntaba a exigir y asegurar un adecuado grado de calificación profesional para quienes desempeñen los cargos de Director Nacional, Jefes Técnicos y Directores Regionales. Agregó que en esta materia deben respetarse los criterios consagrados en el Título VI de la ley Nº 19.882, que establece el Sistema de Alta Dirección Pública.


El abogado señor Carlos Pardo manifestó que la disposición en estudio se ciñe a tales criterios, especialmente en lo concerniente al nombramiento del Director Nacional.

ARTÍCULO 7º


Dispone lo siguiente:


“Artículo 7º.- Al Director Nacional le corresponderá, especialmente:


a) Velar por la corrección técnica, legal y ética de las pericias médico-legales, cuidando que los procedimientos periciales que se practiquen en el Servicio Médico Legal se ejecuten de acuerdo a normas de general aplicación;


b) Controlar el estricto cumplimiento de las órdenes emanadas de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público;


c) Autorizar el Intercambio de información técnica con otros organismos nacionales o internacionales que desarrollen actividades relacionadas con las funciones del Servicio Médico Legal, manteniendo la confidencialidad de los asuntos médico-legales que, con ocasión de sus funciones, le corresponda conocer;


d) Celebrar convenios con universidades,  otras Instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y organismos estatales, en materias médico-legales;


e) Ordenar los turnos pertinentes entre su personal y fijar los descansos complementarios que correspondan;


f) Proponer al Ministerio de Justicia planes, programas, y proyectos  destinados a mejorar la gestión del Servicio, estableciendo las prioridades de acuerdo con las necesidades nacionales o regionales;


g) Administrar los bienes y recursos que le sean asignados al Servicio, y velar por su buen uso y conservación, sometiéndose en todo caso a las demás obligaciones que le impongan las leyes y reglamentos;


h) Delegar sus facultades, cuando lo estime conveniente, en funcionarios de la Institución, e


i) Realizar las demás funciones que le sean encomendadas por la autoridad competente o por la ley.”.


A este artículo se presentó la indicación número 15, del Ejecutivo, que propone reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 7º.- Al Director Nacional le corresponderá especialmente y sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado:





a) Dirigir, organizar, coordinar y administrar el Servicio, tomando las decisiones que estime necesarias para la buena marcha del mismo;





b) Establecer las prioridades del Servicio de acuerdo con las necesidades nacionales o regionales, propendiendo a fortalecer la estructura regional del mismo;





c) Proponer al Ministerio de Justicia planes, programas y proyectos destinados a mejorar la gestión del Servicio, fijando las metas que correspondan para tal efecto;





d) Velar por la corrección técnica, legal y ética de las pericias médico-legales, cuidando que los procedimientos periciales que se practiquen en el Servicio Médico Legal se ejecuten de acuerdo a normas de general aplicación;





e) Controlar el estricto cumplimiento de las órdenes emanadas de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público;





f) Autorizar el intercambio de información técnica con otros organismos nacionales o internacionales que desarrollen actividades relacionadas con las funciones del Servicio Médico Legal, manteniendo la confidencialidad de los asuntos médico-legales que, con ocasión de sus funciones, le corresponda conocer;





g) Celebrar convenios con universidades, otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y organismos públicos y privados, en materias médico-legales;





h) Ordenar los turnos pertinentes entre su personal y fijar los descansos complementarios que correspondan;





i) Administrar los bienes y recursos que le sean asignados al Servicio y velar por su buen uso y conservación, sometiéndose en todo caso a las demás obligaciones que le impongan las leyes y reglamentos;





j) Delegar sus facultades, cuando lo estime conveniente, en funcionarios de la institución, y





k) Realizar las demás funciones que le sean encomendadas por la autoridad competente o por la ley.”.


Al revisar el artículo 7º, los miembros de la Comisión coincidieron en la necesidad de reconsiderar las funciones del Director Nacional del Servicio. Estimaron pertinente conferirle atribuciones más sustantivas en materia de elaboración de los presupuestos anuales del organismo, de fijación de metas de gestión y de fortalecimiento de la estructura y de la labor del Servicio en regiones. Se precisó que era procedente efectuar una mención explícita de estas funciones, aun cuando algunas de ellas ya fueran propias de este cargo en virtud de lo dispuesto por la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Los representantes del Ejecutivo compartieron este planteamiento y, por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, acogieron los criterios de la Comisión en la indicación número 15, ya transcrita.


Puesta en votación la citada indicación número 15, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULO 9º


Dispone lo siguiente:


“Artículo 9º.- A la Subdirección Administrativa le corresponderá, especialmente:


a) Proponer, planificar, programar y supervisar las políticas de su área, conforme a las directrices que el Director Nacional establezca;


b) Ejecutar las funciones que le hayan sido delegadas o encomendadas por el Director Nacional;


c) Coordinar y supervisar las dependencias del Servicio sujetas a su cargo, sobre la base de las políticas, objetivos, planes e instrucciones generales, que fije el Director Nacional;


d) Proponer al Director Nacional los planes, programas y proyectos del Servicio, acorde a los niveles de demanda específica o las estrategias de desarrollo del Ministerio de Justicia;


e) Coordinar y controlar el cumplimiento de los planes, programas y proyectos de inversión aprobados por la Dirección Nacional, estableciendo los mecanismos necesarios al efecto, y


f) En general, procurar la administración eficaz y oportuna de los recursos humanos, físicos y financieros del Servicio.


La Jefatura en esta área será asumida por el Subdirector Administrativo, quien será designado por el Director Nacional, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.”.


A este artículo se presentó la indicación número 16, del Honorable Senador señor Chadwick, que lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 9º.- Al Departamento Clínico corresponderán todos los exámenes, tales como los de lesiones, enfermedades comunes, accidentes del trabajo, enfermedades profesionales, sexología, evaluación de incapacidades, paternidad, abortos, violaciones y demás que le encomiende el reglamento interno.


Al Departamento de Tanatología corresponderán las pericias en cadáveres o restos humanos. De este departamento dependerán las Salas de Autopsias y sus anexos, laboratorios, cámaras de conservación y exposición.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, declaró inadmisible la indicación número 16 por incidir en funciones de empleos públicos, materia en la cual el Presidente de la República tiene iniciativa exclusiva.


En lo concerniente al contenido de la indicación en análisis, el Honorable Senador señor Chadwick reiteró las consideraciones que hizo presente en relación con su indicación número 11.

ARTÍCULO 10


Su texto es el siguiente:


“Artículo 10.- El “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”, se encargará de elaborar y proponer las políticas y desarrollar las funciones referidas a docencia, investigación y extensión del Servicio.


Estará a cargo de un Director, que dependerá directamente y será nombrado por el Director Nacional. El Director del Instituto tendrá la calidad de Jefe de Departamento, para todos los efectos legales.”.


A este artículo se presentaron las indicaciones números 17 y 18.


La indicación número 17, del Ejecutivo, suprime su inciso segundo.


La indicación número 18, del Honorable Senador señor Chadwick, sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“Estará a cargo de un Director, que será designado por el Director Nacional, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.


En relación a la indicación número 17, el señor Subsecretario de Justicia explicó a la Comisión que el inciso segundo de esta disposición resulta innecesario pues en el decreto con fuerza de ley que establecerá la planta del Servicio se especificará el nombre de este cargo y su grado, tal como lo plantea la indicación número 27, del Ejecutivo, referida al artículo 1º transitorio.


El Honorable Senador Chadwick hizo presente, una vez más, la conveniencia de observar las exigencias consagradas por el Título VI de la ley Nº 19.882 en el nombramiento de esta jefatura.


Puesta en votación la indicación número 17, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, declaró inadmisible la indicación número 18, en atención a lo dispuesto por el número 2º del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política.

ARTÍCULO 11


Dispone lo siguiente:


“Artículo 11.- Al “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar” le corresponderá, especialmente:


a) Contribuir con la formación de postulantes a cargos del Poder Judicial y el perfeccionamiento de los integrantes del mismo, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, en materias médico-legales, en la medida que dicha asistencia docente le haya sido solicitada oficialmente;


b) Colaborar en la formación de los alumnos de pre-grado y post-grado de las universidades y otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, en materias médico-legales, y con otros organismos estatales cuando lo requieran para alumnos o funcionarios; 


c) Impulsar y velar por la adecuada coordinación en materias de investigación científica médico-legal, en actividades de extensión y docencia de carácter interno o externo;


d) Formar y mantener museos y colecciones de piezas y objetos relacionados con la medicina legal y las ciencias forenses,  y


e) Las demás que le encomiende el Director Nacional.”.


A este artículo se presentó la indicación número 19, del Ejecutivo, que le introduce las siguientes modificaciones:


a) Sustituye su letra a) por la siguiente:


“a) Contribuir con la formación y perfeccionamiento de postulantes y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, en materias médico-legales, en la medida que dicha asistencia docente le haya sido solicitada oficialmente;”.


b) Elimina, en su letra b), la frase “de pre-grado y post-grado”.





Analizada dicha indicación, los miembros de la Comisión coincidieron con ella. Puntualizaron, sin embargo, que la frase final de la letra a) propuesta resulta innecesaria puesto que debe entenderse que la formación y perfeccionamiento de los funcionarios a que esta disposición alude será siempre requerida de manera oficial. En consecuencia, se acordó suprimirla.


En votación la indicación número 19, fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Párrafo 2º

De la organización territorial del Servicio

ARTÍCULO 12


Su texto es el siguiente:


“Artículo 12.- Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director Regional, el que será nombrado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


A estas Direcciones les corresponderá coordinar y supervisar las dependencias del Servicio en la región, sobre la base de las políticas, programas, planes e instrucciones que fije el Director Nacional.”.


A este artículo se presentó la indicación número 20, del Ejecutivo, que propone reemplazar su inciso segundo por el siguiente:


“A estas Direcciones les corresponderá ejecutar las políticas, planes y programas del Servicio en la región, sobre la base de las instrucciones que fije el Director Nacional, con especial consideración de lo dispuesto en el artículo 7º letra b).”.


Al analizar el artículo 12 del proyecto, los miembros de la Comisión estimaron necesario dar énfasis en esta disposición a la importancia de la labor que el Servicio desarrolla en regiones y al fortalecimiento que debe brindársele en ese nivel territorial.


El Ejecutivo compartió tal planteamiento y, por tratarse de una materia propia de su iniciativa exclusiva, la acogió en la indicación número 20, recién transcrita.


Puesta en votación la indicación número 20, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Capítulo II

Normas sobre Personal


A este epígrafe se presentó la indicación número 21, del Ejecutivo, que lo sustituye por la expresión “Título III Disposiciones Varias”.

En votación la indicación número 21, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULO 14


Su texto es el siguiente:


“Artículo 14.- La promoción se efectuará de conformidad a lo establecido en el artículo 48 de la ley N° 18.834.”.


A este artículo se presentó la indicación número 22, del Ejecutivo, que propone suprimirlo.


Se explicó a la Comisión que esta disposición resulta innecesaria pues el sistema de promociones fue modificado por la ley Nº 19.882.


En votación la indicación número 22, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Capítulo III

Disposiciones varias


A este epígrafe se presentó la indicación número 23, del Ejecutivo, que lo suprime.


En votación la indicación número 23, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULO 15


Su texto es el siguiente:


“Artículo 15.- El personal que cumpla sus funciones en el Servicio Médico Legal estará obligado a guardar reserva y será responsable, en conformidad a la ley, si divulgare los hechos o los antecedentes de que tuviere conocimiento en razón de su desempeño. En los casos en que los Tribunales de Justicia o el Ministerio Público ordenen practicar reservadamente un examen médico-legal, sólo serán admitidas a presenciar la diligencia aquellas personas designadas por el Juez o Fiscal y no podrán utilizarse sus resultados en la enseñanza, sin previa autorización del Tribunal o del Ministerio Público.”.


A este artículo se presentó la indicación número 24, del Ejecutivo, que propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 15.- El personal que cumpla sus funciones  en el Servicio Médico Legal estará obligado a guardar reserva acerca de los hechos o los antecedentes de que tuviere conocimiento en razón de su desempeño.





Los Tribunales de Justicia o el Ministerio Público podrán ordenar que se practique un examen médico-legal sólo ante las personas que designen y los resultados de estas pericias no podrán utilizarse en la enseñanza, sin previa autorización del juez o fiscal respectivo y del interesado o de quien lo represente.





La vulneración de la obligación de reserva establecida en los incisos anteriores será sancionada en conformidad a la ley, siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, según corresponda.





La reserva regulada en el presente artículo, cuando se refiera a una investigación de un hecho que revista caracteres de delito, se regirá por las normas del Código Procesal Penal. En consecuencia, los hechos y antecedentes relativos a una pericia serán secretos sólo para los terceros ajenos al procedimiento.”.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que la nueva redacción de la disposición explicita y regula en mejor forma algunos aspectos de importancia, tales como el deber de reserva del personal del Servicio y las consecuencias de su vulneración, las personas ante las cuales podrá practicarse un examen médico-legal, la utilización de los resultados de estos exámenes en la enseñanza y las normas que regirán la reserva cuando la pericia que se realice se relacione con la investigación de un hecho que revista caracteres de delito.


Los Honorables Senadores señores Chadwick y Zaldívar, don Andrés, enfatizaron la necesidad de resguardar la reserva sobre la identidad de la persona a la cual se le practica un peritaje médico-legal. En esta materia, dijeron, es conveniente adoptar todas las providencias que permitan proteger dicha identidad.


En votación la indicación número 24, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULO 17


Dispone lo siguiente:


“Artículo 17.- Los hospitales, clínicas, servicios de asistencia pública y demás establecimientos de salud deberán otorgar al Servicio Médico Legal las facilidades necesarias para el cumplimiento de las órdenes judiciales o del Ministerio Público.


En caso de que deban someterse a exámenes, o curaciones que no hagan necesaria la hospitalización, personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones se efectúen en forma expedita.”.

A este artículo se presentó la indicación número 25, del Ejecutivo, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Los hospitales, clínicas, servicios de asistencia pública y demás establecimientos de salud deberán otorgar al Servicio Médico Legal todas las facilidades para el cumplimiento de las órdenes judiciales o del Ministerio Público.





Asimismo, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones que deban practicarse a personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, y que no requieran hospitalización, se efectúen en forma expedita.”.


Al analizarse el artículo 17, hubo coincidencia entre los miembros de la Comisión y los representantes del Poder Ejecutivo en torno a la conveniencia de reformularlo con el objeto de asegurar, en su inciso primero, que al Servicio Médico Legal se le otorgarán todas las facilidades necesarias para que cumpla los cometidos a que se refiere esta norma, y de explicitar, en su inciso segundo, que el responsable de los establecimientos en que deban practicarse exámenes o curaciones a las personas a las cuales la disposición se refiere, tomará las medidas necesarias para que éstos se realicen sin más trámite.


El Ejecutivo recogió estos planteamientos en su indicación número 25, ya transcrita.


En votación la indicación número 25, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

ARTÍCULO 18


Su texto es el siguiente:


“Artículo 18.- Los funcionarios del Servicio que accedan a programas de especialización iguales o superiores a tres años, financiados por la Institución, tendrán la obligación de desempeñarse en ella, a lo menos, por un tiempo similar al de la duración de los programas.


El funcionario que no cumpla con esta obligación deberá reintegrar el 100% del valor financiado con el que se le haya beneficiado, reajustado, más el interés corriente, calculado desde el momento de percepción o pago respectivo hasta la fecha del reintegro correspondiente. El reglamento establecerá las cauciones necesarias para resguardar el reintegro.”.


A este artículo se presentó la indicación número 26, del Ejecutivo, que reemplaza, en su inciso primero, la expresión “tres años” por “un año”.


El señor Subsecretario de Justicia explicó que el lapso de un año refleja en forma más realista la duración que comúnmente tienen las becas y los programas de especialización dentro de este Servicio.


En votación la indicación número 26, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Título I

De la Delegación de Facultades

ARTÍCULO 1º TRANSITORIO


Su texto es el siguiente.


“Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, el que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, fije las plantas del personal del Servicio Médico Legal.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal.


No obstante, para los funcionarios del Servicio Médico Legal que se encuentren afectos a ley Nº 18.834, determínase que los grados iniciales y superiores de la planta que se fije, serán los siguientes, respectivamente:


Director Nacional: Grado 2º


Planta de Directivos: Grados 13º y 3º.


Planta de Profesionales: Grados 14º y 4º.


Planta de Técnicos: Grados  21º y 11º.


Planta de Administrativos: Grados  23º y 13º. 


Planta de Auxiliares: Grado 24º y 19º.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República, respecto del personal regido por la ley Nº 15.076, deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije y, en especial, podrá determinar los cargos de profesionales funcionarios de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, según las distintas profesiones y con las jornadas que se requieran para el cumplimiento de las finalidades del Servicio Médico Legal.”.


A este artículo se presentó la indicación número 27, del Ejecutivo, que le introduce las siguientes modificaciones:

a) Sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882 y en el artículo 7º bis de la Ley Nº 18.834.”.


b) Agregar, en su inciso tercero, a continuación del guarismo “18.834”, la expresión “y el decreto ley Nº 249, de 1974”.


En votación la indicación número 27, fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar, son Andrés.

- - - - - -


Al finalizar la discusión particular de este proyecto de ley, los miembros de la Comisión resolvieron dirigir un oficio a los señores Ministros de Justicia y de Hacienda con el fin de expresarles que, en el contexto de esta tramitación, ha habido oportunidad de escuchar a representantes de las distintas organizaciones que agrupan a los funcionarios del Servicio Médico Legal y de evaluar las necesidades que este organismo presenta en materia de profesionales especialistas, habida consideración de las insuficiencias que lo afectan y de los nuevos desafíos que le reporta el nuevo sistema procesal penal.


Por estas consideraciones, en el señalado oficio la Comisión planteó a tales autoridades la conveniencia de que durante el diseño de las futuras plantas de personal de esta entidad, se haga un especial esfuerzo por incluir en ellas al mayor número posible de cargos servidos por profesionales afectos a la ley Nº 15.076.


Les manifestó que la dictación de esta nueva ley orgánica del Servicio Médico Legal representa una oportunidad para resolver de manera más realista y permanente este aspecto.

- - - - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS



Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Capítulo I

Del Servicio Médico Legal


Eliminar este epígrafe. (Indicación número 1, unanimidad 4 x 0).
Artículo 2º


Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 2º.- El objeto del Servicio Médico Legal será asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación, en todo el territorio nacional, en lo relativo a la medicina legal, ciencias forenses y demás materias propias de su ámbito.





Además, le corresponderá la tuición y supervigilancia técnica y directiva en la prestación de servicios relativos a las materias de su competencia, poniendo énfasis en su calidad, eficiencia y oportunidad.





Asimismo, colaborará con la capacitación y docencia en estas áreas, a nivel nacional e internacional, en coordinación con organismos públicos y privados, universidades y demás centros de investigación forense.”. (Indicación número 6, unanimidad 3 x 0).
Artículo 3º


Sustituir su letra b) por la siguiente:


“b) Ejercer la tuición técnica de los organismos y del personal profesional o de otra índole que participen en la realización de peritajes médico-legales, en el ámbito público o privado, a través de la dictación de normas de aplicación general que regulen los procedimientos periciales que efectúen, o los que sirvan de base para ellos;”. (Indicación número 7, unanimidad 4 x 0).
Artículo 4º

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por los exámenes, pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas.”. (Indicación número 8, unanimidad 3 x 0).
Inciso segundo


Reemplazar la frase final “y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados.”, por la siguiente, precedida de una coma (,): “los que se considerarán ingresos propios del Servicio.”. (Indicación número 10, unanimidad 4 x 0).
Artículo 5º


Sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa y la unidad de docencia, investigación y extensión denominada "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”.”. (Indicación número 12, unanimidad 4 x 0).

Artículo 7º


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Al Director Nacional le corresponderá especialmente y sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado:





a) Dirigir, organizar, coordinar y administrar el Servicio, tomando las decisiones que estime necesarias para la buena marcha del mismo;





b) Establecer las prioridades del Servicio de acuerdo con las necesidades nacionales o regionales, propendiendo a fortalecer la estructura regional del mismo;





c) Proponer al Ministerio de Justicia planes, programas y proyectos destinados a mejorar la gestión del Servicio, fijando las metas que correspondan para tal efecto;





d) Velar por la corrección técnica, legal y ética de las pericias médico-legales, cuidando que los procedimientos periciales que se practiquen en el Servicio Médico Legal se ejecuten de acuerdo a normas de general aplicación;





e) Controlar el estricto cumplimiento de las órdenes emanadas de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público;





f) Autorizar el intercambio de información técnica con otros organismos nacionales o internacionales que desarrollen actividades relacionadas con las funciones del Servicio Médico Legal, manteniendo la confidencialidad de los asuntos médico-legales que, con ocasión de sus funciones, le corresponda conocer;





g) Celebrar convenios con universidades, otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y organismos públicos y privados, en materias médico-legales;





h) Ordenar los turnos pertinentes entre su personal y fijar los descansos complementarios que correspondan;





i) Administrar los bienes y recursos que le sean asignados al Servicio y velar por su buen uso y conservación, sometiéndose en todo caso a las demás obligaciones que le impongan las leyes y reglamentos;





j) Delegar sus facultades, cuando lo estime conveniente, en funcionarios de la institución, y





k) Realizar las demás funciones que le sean encomendadas por la autoridad competente o por la ley.”. (Indicación número 15, unanimidad 3 x 0).

Artículo 10


Suprimir su inciso segundo. (Indicación número 17, unanimidad 4 x 0).

Artículo 11

Letra a)





Reemplazarla por la siguiente:





“a) Contribuir a la formación y perfeccionamiento de postulantes y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, en materias médico-legales;”. (Indicación número 19, unanimidad 4 x 0).

Letra b)





Eliminar la expresión “de pre-grado y post-grado”. (Indicación número 19, unanimidad 4 x 0).
Artículo 12

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“A estas Direcciones les corresponderá ejecutar las políticas, planes y programas del Servicio en la región, sobre la base de las instrucciones que fije el Director Nacional, con especial consideración de lo dispuesto en el artículo 7º letra b).”. (Indicación número 20, unanimidad 3 x 0).

Capítulo II

Normas sobre Personal


Sustituir el título de este epígrafe por el siguiente: “Título III Disposiciones Varias”. (Indicación número 21, unanimidad 4 x 0).

Artículo 14


Eliminarlo. (Indicación número 22, unanimidad 4 x 0).

Capítulo III

Disposiciones Varias


Suprimir este epígrafe. (Indicación número 23, unanimidad 4 x 0).
Artículo 15


Pasa a ser artículo 14.


Sustituir su texto por el siguiente:


“Artículo 14.- El personal que cumpla sus funciones en el Servicio Médico Legal estará obligado a guardar reserva acerca de los hechos o los antecedentes de que tuviere conocimiento en razón de su desempeño.





Los Tribunales de Justicia o el Ministerio Público podrán ordenar que se practique un examen médico-legal sólo ante las personas que designen y los resultados de estas pericias no podrán utilizarse en la enseñanza, sin previa autorización del juez o fiscal respectivo y del interesado o de quien lo represente.





La vulneración de la obligación de reserva establecida en los incisos anteriores será sancionada en conformidad a la ley, siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, según corresponda.





La reserva regulada en el presente artículo, cuando se refiera a una investigación de un hecho que revista caracteres de delito, se regirá por las normas del Código Procesal Penal. En consecuencia, los hechos y antecedentes relativos a una pericia serán secretos sólo para los terceros ajenos al procedimiento.”. (Indicación número 24, unanimidad 3 x 0).
Artículo 16


Pasa a ser artículo 15, sin modificaciones.

Artículo 17


Pasa a ser artículo 16.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 16.- Los hospitales, clínicas, servicios de asistencia pública y demás establecimientos de salud deberán otorgar al Servicio Médico Legal todas las facilidades para el cumplimiento de las órdenes judiciales o del Ministerio Público.





Asimismo, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones que deban practicarse a personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, y que no requieran hospitalización, se efectúen en forma expedita.”. (Indicación número 25, unanimidad 3 x 0).
Artículo 18


Pasa a ser artículo 17.


Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “tres años” por “un año”. (Indicación número 26, unanimidad 4 x 0).

Artículo 19


Pasa a ser artículo 18, sin enmiendas.

Disposiciones transitorias

Artículo 1º


Introducirle las siguientes modificaciones:


a) Sustituir su inciso segundo, por el siguiente:





“En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 7º bis de la ley Nº 18.834.”. (Indicación número 27, unanimidad 3 x 0)




b) Reemplazar, en su inciso tercero, la expresión “afectos a ley Nº 18.834”, por la frase “afectos a la ley Nº 18.834 y al decreto ley Nº 249, de 1974” y el sustantivo “Grado” por “Grados”, la última vez que se menciona.(Indicación número 27, unanimidad 3 x 0)
Artículo 3º


Sustituir el término “servicios” por “servicio”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0)
Artículo 4º


Agregar un acento a la forma verbal “de” que se utiliza en la primera oración del inciso primero, entre las palabras “ello” y “lugar”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0)
- - - - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

De la Naturaleza Jurídica, Objeto y Funciones del Servicio

Artículo 1º.- El Servicio Médico Legal es un servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Justicia, funcional y territorialmente desconcentrado a través de Direcciones Regionales, dependientes de la Dirección Nacional, que se regirá por las disposiciones de esta ley y sus normas complementarias.



Artículo 2º.- El objeto del Servicio Médico Legal será asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación, en todo el territorio nacional, en lo relativo a la medicina legal, ciencias forenses y demás materias propias de su ámbito.





Además, le corresponderá la tuición y supervigilancia técnica y directiva en la prestación de servicios relativos a las materias de su competencia, poniendo énfasis en su calidad, eficiencia y oportunidad.



Asimismo, colaborará con la capacitación y docencia en estas áreas, a nivel nacional e internacional, en coordinación con organismos públicos y privados, universidades y demás centros de investigación forense.

Artículo 3º.- Al Servicio Médico Legal le corresponderá, especialmente, el desarrollo de las siguientes funciones:

a) Realizar peritajes médico-legales, en materias clínicas, tanatológicas, psiquiátricas y de laboratorio, evacuando los informes periciales del caso;


b) Ejercer la tuición técnica de los organismos y del personal profesional o de otra índole que participen en la realización de peritajes médico-legales, en el ámbito público o privado, a través de la dictación de normas de aplicación general que regulen los procedimientos periciales que efectúen, o los que sirvan de base para ellos;

c) Desarrollar investigación científica, docencia y extensión en materias médico legales;

d) Efectuar la formación y certificación de sus técnicos y auxiliares tanatológicos, de conformidad a lo establecido en su reglamento orgánico;

e) Mantener registros estadísticos de las pruebas periciales de carácter biológico, químico u otro que determine la ley, y

f) Las demás funciones que le encomiende la ley.

Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por los exámenes, pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas.


Por decreto supremo del Ministerio de Justicia, el cual deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto de los derechos respectivos, los que se considerarán ingresos propios del Servicio.
Título II

De la Organización del Servicio


Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa y la unidad de docencia, investigación y extensión denominada "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”.


En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Éstas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.

Párrafo 1º

De la organización interna del Servicio


Artículo 6º.- La dirección del servicio corresponderá al Director Nacional, quien será designado por el Presidente de la República de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá contar con el título profesional de médico cirujano, con ejercicio profesional de diez años a lo menos, para desempeñar el cargo.


El Director Nacional será subrogado, en primer lugar, por el Subdirector Médico y, en caso de ausencia, la subrogación operará de acuerdo a lo que señale el reglamento orgánico.


Artículo 7º.- Al Director Nacional le corresponderá especialmente y sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado:





a) Dirigir, organizar, coordinar y administrar el Servicio, tomando las decisiones que estime necesarias para la buena marcha del mismo;





b) Establecer las prioridades del Servicio de acuerdo con las necesidades nacionales o regionales, propendiendo a fortalecer la estructura regional del mismo;





c) Proponer al Ministerio de Justicia planes, programas y proyectos destinados a mejorar la gestión del Servicio, fijando las metas que correspondan para tal efecto;





d) Velar por la corrección técnica, legal y ética de las pericias médico-legales, cuidando que los procedimientos periciales que se practiquen en el Servicio Médico Legal se ejecuten de acuerdo a normas de general aplicación;





e) Controlar el estricto cumplimiento de las órdenes emanadas de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público;





f) Autorizar el intercambio de información técnica con otros organismos nacionales o internacionales que desarrollen actividades relacionadas con las funciones del Servicio Médico Legal, manteniendo la confidencialidad de los asuntos médico-legales que, con ocasión de sus funciones, le corresponda conocer;





g) Celebrar convenios con universidades, otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y organismos públicos y privados, en materias médico-legales;





h) Ordenar los turnos pertinentes entre su personal y fijar los descansos complementarios que correspondan;





i) Administrar los bienes y recursos que le sean asignados al Servicio y velar por su buen uso y conservación, sometiéndose en todo caso a las demás obligaciones que le impongan las leyes y reglamentos;





j) Delegar sus facultades, cuando lo estime conveniente, en funcionarios de la institución, y



k) Realizar las demás funciones que le sean encomendadas por la autoridad competente o por la ley.

Artículo 8º.- A la Subdirección Médica le corresponderá, especialmente:


a) Proponer, planificar, programar y supervisar las políticas relativas a su área técnica, conforme a las directrices que el Director Nacional establezca;


b) Ejecutar las funciones que le hayan sido delegadas o encomendadas por el Director Nacional,  y 


c) Coordinar y supervisar las dependencias del Servicio sujetas a su cargo, sobre la base de las políticas, objetivos, planes e instrucciones generales, que fije el Director Nacional.


La Jefatura en esta área será asumida por el Subdirector Médico, quien será designado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Artículo 9º.- A la Subdirección Administrativa le corresponderá, especialmente:


a) Proponer, planificar, programar y supervisar las políticas de su área, conforme a las directrices que el Director Nacional establezca;


b) Ejecutar las funciones que le hayan sido delegadas o encomendadas por el Director  Nacional;


c) Coordinar y supervisar las dependencias del Servicio sujetas a su cargo, sobre la base de las políticas, objetivos, planes e instrucciones generales, que fije el Director Nacional;


d) Proponer al Director Nacional los planes, programas y proyectos del Servicio, acorde a los niveles de demanda específica o las estrategias de desarrollo del Ministerio de Justicia;


e) Coordinar y controlar el cumplimiento de los planes, programas y proyectos de inversión aprobados por la Dirección Nacional, estableciendo los mecanismos necesarios al efecto, y


f) En general, procurar la administración eficaz y oportuna de los recursos humanos, físicos y financieros del Servicio.


La Jefatura en esta área será asumida por el Subdirector Administrativo, quien será designado por el Director Nacional, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Artículo 10.- El “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”, se encargará de elaborar y proponer las políticas y desarrollar las funciones referidas a docencia, investigación y extensión del Servicio.


Artículo 11.- Al “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar” le corresponderá, especialmente:


a) Contribuir a la formación y perfeccionamiento de postulantes y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, en materias médico-legales;


b) Colaborar en la formación de los alumnos de las universidades y otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, en materias médico-legales, y con otros organismos estatales cuando lo requieran para alumnos o funcionarios; 


c) Impulsar y velar por la adecuada coordinación en materias de investigación científica médico-legal, en actividades de extensión y docencia de carácter interno o externo;


d) Formar y mantener museos y colecciones de piezas y objetos relacionados con la medicina legal y las ciencias forenses,  y


e) Las demás que le encomiende el Director Nacional.

Párrafo 2º

De la organización territorial del Servicio


Artículo 12.- Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director Regional, el que será nombrado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


A estas Direcciones les corresponderá ejecutar las políticas, planes y programas del Servicio en la región, sobre la base de las instrucciones que fije el Director Nacional, con especial consideración de lo dispuesto en el artículo 7º letra b).

Título III

Disposiciones Varias


Artículo 13.- Los profesionales a contrata del Servicio Médico Legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, y por la ley N° 15.076, podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Director Nacional. El personal al que se encomiende tales funciones no podrá exceder del 10% de los profesionales que se desempeñen a contrata en el Servicio.


Artículo 14.- El personal que cumpla sus funciones en el Servicio Médico Legal estará obligado a guardar reserva acerca de los hechos o los antecedentes de que tuviere conocimiento en razón de su desempeño.





Los Tribunales de Justicia o el Ministerio Público podrán ordenar que se practique un examen médico-legal sólo ante las personas que designen y los resultados de estas pericias no podrán utilizarse en la enseñanza, sin previa autorización del juez o fiscal respectivo y del interesado o de quien lo represente.





La vulneración de la obligación de reserva establecida en los incisos anteriores será sancionada en conformidad a la ley, siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, según corresponda.





La reserva regulada en el presente artículo, cuando se refiera a una investigación de un hecho que revista caracteres de delito, se regirá por las normas del Código Procesal Penal. En consecuencia, los hechos y antecedentes relativos a una pericia serán secretos sólo para los terceros ajenos al procedimiento.

Artículo 15.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 de la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, las salas de autopsia dependientes del Servicio Médico Legal serán consideradas como lugares de defunción de las personas cuyos cadáveres hayan sido llevados a estos establecimientos. La sepultación de cadáveres abandonados o no reclamados deberá efectuarse en el cementerio más próximo a dichos establecimientos. 


Artículo 16.- Los hospitales, clínicas, servicios de asistencia pública y demás establecimientos de salud deberán otorgar al Servicio Médico Legal todas las facilidades para el cumplimiento de las órdenes judiciales o del Ministerio Público.



Asimismo, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones que deban practicarse a personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, y que no requieran hospitalización, se efectúen en forma expedita.


Artículo 17.- Los funcionarios del Servicio que accedan a programas de especialización iguales o superiores a un año, financiados por la Institución, tendrán la obligación de desempeñarse en ella, a lo menos, por un tiempo similar al de la duración de los programas.


El funcionario que no cumpla con esta obligación deberá reintegrar el 100% del valor financiado con el que se le haya beneficiado, reajustado, más el interés corriente, calculado desde el momento de percepción o pago respectivo hasta la fecha del reintegro correspondiente. El reglamento establecerá las cauciones necesarias para resguardar el reintegro.


Artículo 18.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 196, de 1960 y sus correspondientes modificaciones.


Los demás preceptos legales y reglamentarios preexistentes que versen sobre materias reguladas en la presente ley, quedarán derogados sólo en cuanto fueren contrarios o inconciliables con ésta.

Disposiciones transitorias

Título I

De la Delegación de Facultades


Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, el que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, fije las plantas del personal del Servicio Médico Legal.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 7º bis de la ley Nº 18.834.


No obstante, para los funcionarios del Servicio Médico Legal que se encuentren afectos a la ley Nº 18.834 y al decreto ley Nº 249, de 1974, determínase que los grados iniciales y superiores de la planta que se fije, serán los siguientes, respectivamente:


Director Nacional: Grado 2º


Planta de Directivos: Grados 13º y 3º.


Planta de Profesionales: Grados 14º y 4º.


Planta de Técnicos: Grados  21º y 11º.


Planta de Administrativos: Grados  23º y 13º. 


Planta de Auxiliares: Grados 24º y 19º.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República, respecto del personal regido por la ley Nº 15.076, deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije y, en especial, podrá determinar los cargos de profesionales funcionarios de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, según las distintas profesiones y con las jornadas que se requieran para el cumplimiento de las finalidades del Servicio Médico Legal.

Título II

Del Encasillamiento


Artículo 2º.- 
El encasillamiento del personal se efectuará dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que fije las nuevas plantas del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 13 bis de la ley N° 18.834. No obstante, en el caso contemplado en la letra b) de esa disposición, podrán participar funcionarios que se hayan desempeñado en el Servicio, a lo menos, durante dos años anteriores al encasillamiento.


Artículo 3º.- 
El encasillamiento del personal regido por la ley Nº 15.076, en servicio a la fecha de publicación de la presente ley, en la nueva planta, se regirá por las normas siguientes:


1.- Los profesionales funcionarios que ocupen cargos en la "Planta Ley 15.076" establecida en el artículo 30 de la ley N° 18.827, quedarán incorporados, por el solo ministerio de la ley, en cargos y calidad jurídica equivalentes de la nueva planta que se fije para este mismo personal.


2.- Los cargos de esta planta que quedaren vacantes se proveerán por concurso conforme el procedimiento establecido en el artículo 3° de la   ley N° 15.076. 


Artículo 4º.-
 La fijación de las nuevas plantas y los encasillamientos y designaciones a que ello dé lugar, o los cambios de grados que experimenten los funcionarios por aplicación de esta ley, no significarán modificación alguna en los regímenes de previsión, desahucio y prestaciones de salud a que está sujeto el personal del Servicio Médico Legal, sea que ellos se deriven de modificaciones de plantas, cargos, grados o escalafones. Los funcionarios mantendrán el número de bienios y trienios, según corresponda, que estuvieren percibiendo y conservarán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. Asimismo, tampoco podrá significar pérdida del empleo ni disminución de remuneraciones de los funcionarios. 


Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


El encasillamiento no podrá significar pérdida del beneficio contemplado en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, en relación al artículo 14 transitorio de la ley N° 18.834.


Artículo 5º.- 
Las cotizaciones para salud que corresponde efectuar a raíz del aumento de remuneraciones derivado de la aplicación de esta ley, correspondiente al período comprendido entre la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y la total tramitación de la resolución que lo dispone, respecto de los trabajadores que durante el citado lapso hubieren tenido contrato con alguna institución de salud previsional, estarán afectas a lo dispuesto en el artículo 32º bis de la ley N° 18.933.


Artículo 6º.- 
Aquellos funcionarios que están actualmente nombrados en alguna planta del Servicio, sin contar con los requisitos exigidos para desempeñarse en ellas, serán encasillados en los mismos grados y en las mismas plantas en que lo estén a la fecha de publicación del  decreto con fuerza de ley que las fije, pero no podrán optar a cargos de grados superiores, en tanto no cumplan con los requisitos que en cada caso se exijan. Lo anterior no obsta a lo dispuesto en la letra a) del artículo 13 bis de la ley N° 18.834.

Título III

Del Financiamiento


Artículo 7º.- 
El mayor gasto que se derive del ejercicio de las facultades delegadas al Presidente de la República en el artículo 1° transitorio y del encasillamiento que se practique, considerado su efecto año completo, no podrá exceder de la cantidad de  $ 1.331.000.000. 


Artículo 8º.- 
El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, será financiado con los recursos contemplados en el Presupuesto del Servicio Médico Legal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda,  con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar el respectivo presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.".

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 de julio, 11, 17 y 31 de agosto y 19 de octubre de 2004, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Enrique Zurita Camps, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 19 de octubre de 2004.
(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE MODERNIZACIÓN, REGULACIÓN ORGÁNICA Y PLANTA DEL PERSONAL DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL

(3154-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Jaime Orpis; el Subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano; el Director Nacional del Servicio Médico Legal, señor Oscar Vargas; el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Fernando Dazarola; la Auditora Ministerial, señora Irina Reyes, y el asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Arancibia.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Se hace presente que con fecha 16 de agosto de 2005 la Sala del Senado abrió un nuevo plazo para formular indicaciones a la iniciativa legal en informe, período en el cual se plantearon 4, de S.E. el Presidente de la República.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Indicaciones aprobadas: números 8, 10, 26 e indicaciones nuevas del Ejecutivo.


II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 12 y 27.

III.- Indicaciones rechazadas: número 13.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 4°, 5° y 17, permanentes, y 1° a 8°, transitorios, del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde.

DISCUSIÓN


Al darse inicio al análisis de la iniciativa, el señor Subsecretario de Justicia efectuó una breve exposición acerca de la evolución del Servicio Médico Legal y la estrategia de reforzamiento de dicha entidad; la estructura del proyecto de ley en informe, y los principales hitos del proyecto.

Se refirió a la descentralización de las pericias que se consagra en la iniciativa, precisando que se crean las Direcciones Regionales y que se aumentan las horas perito en regiones, a fin de asegurar el adecuado funcionamiento de los centros regionales y las horas de psiquiatría en las cabeceras regionales.


Informó sobre la creación de nuevos grados. Sobre el particular señaló que los grados de la actual Planta son los siguientes:


Directivos                            13° hasta 2°


Profesionales                     16° hasta 15°


Técnicos                              24° hasta 13°


Administrativos                   25° hasta 14°


Auxiliares                             29° hasta 21°


Con el proyecto de ley dichos grados serán los siguientes:


Directivos                             13° hasta 2°


Profesionales                       14° hasta 4°


Técnicos                                21° hasta 11°


Administrativos                     23° hasta 13°


Auxiliares                               24° hasta 19°


Expresó que se produce un aumento en un 25% del gasto en personal, es decir, $1.377 millones adicionales, lo que implica que las remuneraciones aumentarán en un promedio de 19% para los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Escala Única de Sueldos, y que también se aumentan las rentas de los profesionales funcionarios de la ley N° 15.076,, por la vía de introducir la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, aumentando el número de horas en planta e incrementando la disponibilidad para pagar viáticos. 


El detalle de porcentaje de incremento de las remuneraciones es el siguiente:


Directivos                               19%


Profesionales                         21%


Técnicos                                  8%


Administrativos                       9%


Auxiliares                                12%


Profesionales ley 15.076      15%


Mencionó que la dotación actual de funcionarios de la Escala Única de Sueldos aumenta en un 13%, elevándose de 426 a 481 funcionarios.


Afirmó que se mejora la relación planta contrata, puntualizando que, respecto de los funcionarios de la Escala Única de Sueldos el porcentaje es en la actualidad de 14% v/s 86% mientras con la ley será de 70% v/s 30%, y que en el caso de las horas de la ley N° 15.076 actualmente el porcentaje es de 1% v/s 99% y que con la ley será de 13% v/s 87%. Destacó que, en este caso, de 6 profesionales se pasará a 28, privilegiando jornadas completas de 44 horas (23 cargos).


En seguida explicó las indicaciones formuladas por el Ejecutivo en el plazo especial abierto al efecto.


Manifestó que se crea una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal para profesionales funcionarios de la ley N° 15.076, la que constituye una herramienta para incentivar la permanencia del recurso humano en el que se ha invertido, tanto en su formación como especialización, y para atraer especialidades en falencia al Servicio Médico Legal.


Las características de la referida asignación son las siguientes: opera contra cumplimiento de metas; entre un 32% y 50% de la base de cálculo está compuesta por el sueldo base más la asignación de estímulo; es imponible y tributable; será pagada en cuotas trimestrales y sin tope de la ley N° 15.076, estará sujeta al control del Ministerio de Justicia, y habrá fijación anual de recursos para el efecto.


La asignación se pagará a todo evento durante el primer semestre de 2006; el segundo semestre de 206 se pagará de acuerdo al cumplimiento de metas del primer semestre, y el año 2007 entra en régimen.


Hizo presente que, adicionalmente, se abre la posibilidad de mejorar viáticos de profesionales funcionarios de la ley N° 15.076, desde el equivalente al grado 21° ($23.651) al grado 4° ($44.196), cuando deban comparecer a audiencias judiciales.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su aspiración para que el proyecto en informe contribuya a acortar los tiempos de espera para efectuar las diligencias periciales, dilaciones que inciden en los resultados de la investigación judicial y provoca pérdida de horas útiles para que los peritos asuman en otras diligencias.


El Honorable Senador señor Orpis lamentó que en los casos relativos a narcotráfico las pericias sean encomendadas al Instituto de Salud Pública, lo que ha redundado en períodos de espera tan prolongados que incluso han significado la impunidad para los responsables de ese tipo de delitos. Al respecto hizo presente que en la I Región el Servicio Médico Legal cuenta con un laboratorio de excelente calidad que podría asumir en forma expedita las pericias. Los representantes del Ejecutivo le hicieron presente que en las causas relativas a narcotráfico es el Servicio de Salud, que ha delegado en el Instituto de Salud Pública los exámenes pertinentes.


El Honorable Senador señor García expuso su preocupación por la demora en los peritajes a víctimas de casos de delitos sexuales, en atención a que el Centro de Atención a Víctimas de Agresiones Sexuales (CANVAS) opera con mucho retraso. Preguntó por la forma en que el proyecto resolvería el problema de la rapidez en estos peritajes. Los representantes del Ministerio de Justicia señalaron que se observa que el CANVAS se ha detenido en su crecimiento, mientras que las estadísticas muestran que el Servicio Médico Legal ha ido creciendo sostenidamente en capacidad pericial en sexología adulta e infantil.


Consultó, asimismo,  si los sueldos serán equivalentes a los de los funcionarios de otras reparticiones públicas. Se le informó que los sueldos correspondientes a un mismo grado serán equivalentes.


A continuación se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se describe-, una relación de las distintas indicaciones presentadas, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 4°

El texto del artículo 4° aprobado en general es el siguiente:

“Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por las pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas, que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas. 


Por decreto supremo del Ministerio de Justicia, el cual deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto de los derechos respectivos y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados.“.


A este artículo se presentaron las indicaciones números 8, 9 y 10.


La indicación número 8, del Ejecutivo, propone sustituir el inciso primero de esta disposición por el siguiente:


“Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por los exámenes, pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas.”.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza, en su inciso segundo, la frase “y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados” por “los que quedarán en la respectiva capital regional para su manejo y destino”.


La indicación número 10, del Ejecutivo, reemplaza en su inciso segundo la frase “y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados” por la frase precedida de una coma (,) “los que se considerarán ingresos propios del Servicio”.


- La indicación número 9 fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Las indicaciones números 8 y 10 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 5°


El artículo 5° aprobado en general dispone lo siguiente:


“Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa, el  "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar" y las demás unidades que consulte la planta del Servicio.


En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Éstas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.”.


A este artículo se presentaron las indicaciones números 11, 12 y 13.


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Chadwick, lo sustituye por el siguiente:



“Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, el “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”, los Departamentos Técnicos y las demás unidades de apoyo que consulte la planta del Servicio.


En la Región Metropolitana se constituirán los siguientes Departamentos Técnicos:



a) Departamento Clínico;



b) Departamento de Salud Mental;



c) Departamento de Tanatología, y



d) Departamento de Laboratorios.


En cada Región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Estas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional deberá convocar a lo menos cuatro veces en el año a un Consejo Técnico Superior del Servicio, el que tendrá carácter asesor y consultivo en la formulación y evaluación de las políticas institucionales y control de la gestión. El Consejo estará conformado por el Director Nacional, quien lo presidirá, el Subdirector Técnico, los Jefes de los respectivos Departamentos Técnicos, un representante de los Directores Regionales, un representante de cada Asociación de Funcionarios y un representante de cada Capítulo Profesional.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.”.


La indicación número 12, del Ejecutivo, reemplaza su inciso segundo por el siguiente:


“La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa y el "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar".”.


La indicación número 13, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza, en su inciso tercero, las palabras “En cada región” por la frase “En cada capital de Región”.


La Comisión no se pronunció acerca de la indicación número 11, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


La indicación número 12 fue aprobada, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.


La indicación número 13 fue rechazada con la misma unanimidad consignada respecto de la aprobación de la indicación precedente.

- - -


En el plazo especial abierto al efecto S.E. el Presidente de la República formuló indicación para incorporar el siguiente Título III nuevo, pasando el actual a ser Título IV, numerándose correlativamente los artículos correspondientes:

“Título III

De la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal
Artículo 13.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2006 o a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, en el caso que esta última fecha fuere posterior, para los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, que desempeñen jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales en el Servicio Médico Legal, una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, asociada al cumplimiento de metas regionales o nacionales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo siguiente, directamente relacionadas con los objetivos definidos para la institución en el artículo 2° de esta ley.

Esta asignación corresponderá al personal señalado en el inciso anterior, que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación. Estos profesionales funcionarios percibirán la asignación siempre que la Dirección donde presten sus funciones haya cumplido, a lo menos, el 90% de las metas fijadas.

Artículo 14.- Para efectos de otorgar la asignación, el Director Nacional del Servicio Médico Legal y cada Director Regional de dicho Servicio, para el personal que se desempeñe en la respectiva Dirección Regional, o el Subdirector Médico, tratándose de personal que se desempeñe en la Dirección Nacional del mismo, suscribirán un convenio en el último trimestre del año que antecede al cumplimiento de las metas, el que contendrá las metas pertinentes y relevantes que contribuyan a mejorar el cumplimiento de los objetivos de la institución, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación. Estos convenios deberán ser visados por el Subsecretario de Justicia y tendrán duración anual.

Artículo 15.- La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección, será realizada por la Unidad de Auditoría del Ministerio de Justicia o quien cumpla sus funciones, para cuyo efecto se considerará la información que proporcione la Unidad de Auditoría Interna del Servicio Médico Legal o aquella que cumpla tales funciones. El resultado de esta evaluación determinará el grado de cumplimiento de las metas en cada Dirección, lo que se formalizará en un decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá dictarse a más tardar el 31 de enero del año calendario siguiente al que se cumplieron las metas. 

Artículo 16.- Durante el mes de febrero del año siguiente al cumplimiento de las metas, el Director Nacional del Servicio Médico Legal, fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación. Este porcentaje podrá ser diferenciado por Direcciones o según sea el nivel de cumplimiento de las metas, o ambas conjuntamente. Con todo, este porcentaje deberá ser el mismo para todos los profesionales funcionarios de la respectiva Dirección, afectos a esta asignación.

Artículo 17.- El monto mensual que corresponderá a cada profesional funcionario por concepto de la asignación, en caso de proceder su pago, no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 50 % de la suma de las remuneraciones señaladas a continuación, establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, correspondientes a la jornada o jornadas horarias semanales, que desempeñe en el Servicio Médico Legal en calidad de planta o a contrata: sueldo base y asignación de estímulo fijada a la institución, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 9° del citado cuerpo legal.   

El gasto total anual que demande la aplicación del o los porcentajes que se definan por concepto de esta asignación no podrá exceder al monto señalado en el artículo siguiente.

Artículo 18.- A contar del año 2007, los recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, podrán ser hasta el 50 % del producto que se obtenga de multiplicar por 12 la suma de las remuneraciones mencionadas en el artículo anterior, que haya pagado el Servicio Médico Legal en el mes de diciembre del año objeto de la evaluación, a los profesionales funcionarios señalados en el artículo 13, excluidos los que no se hayan desempeñado en la institución a lo menos seis meses de ese mismo año.

Durante el mes de febrero, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, se fijará la cantidad máxima de recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación, conforme lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 19.- La asignación se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido de conformidad a lo establecido en el artículo 16. 

Esta asignación tendrá el carácter de imponible para pensiones y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en forma proporcional a los meses que comprenda el período que corresponda, y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

Artículo 20.- La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no se considerará para determinar la limitación máxima de rentas establecida en el inciso final del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, ni las limitaciones a los montos de las asignaciones de estímulo y de la percepción conjunta de las asignaciones de estímulo y de responsabilidad, señaladas en la letra b) del inciso primero y en el inciso tercero del artículo 9° de dicho cuerpo legal, respectivamente.” 


- La indicación para incorporar el Título III, nuevo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -

Artículo 18, que pasó a ser 17


El artículo 17 aprobado en general, que pasó a ser 17, dispone, en su inciso primero, que los funcionarios del Servicio que accedan a programas de especialización iguales o superiores a tres años, financiados por la Institución, tendrán la obligación de desempeñarse en ella, a lo menos, por un tiempo similar al de la duración de los programas.


En su inciso segundo establece que el funcionario que no cumpla con esta obligación deberá reintegrar el 100% del valor financiado con el que se le haya beneficiado, reajustado, más el interés corriente, calculado desde el momento de percepción o pago respectivo hasta la fecha del reintegro correspondiente. El reglamento establecerá las cauciones necesarias para resguardar el reintegro.


A este artículo se presentó la indicación número 26, del Ejecutivo, que reemplaza, en su inciso primero, la expresión “tres años” por “un año”.


La indicación número 26 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -


En el plazo especial abierto al efecto, S.E. el Presidente de la República planteó indicación para incorporar en el actual Título III sobre Disposiciones Varias, que ha pasado a ser Título IV, un nuevo artículo 21, pasando los demás a numerarse correlativamente:

“Artículo 21.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, para efectos del monto del viático completo que corresponda a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 pertenecientes al Servicio Médico Legal que, en su carácter de tales y por razones de servicio, deban ausentarse del lugar de desempeño habitual para concurrir a audiencias judiciales dentro del territorio de la República, se estará a lo que el inciso primero de la misma norma anterior determine para el grado tope de la planta de profesionales remunerados por la Escala Unica de Sueldos de la institución.”.


- La Comisión aprobó esta indicación con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -

Disposiciones transitorias

Artículo 1°


El artículo 1° transitorio aprobado en general es del siguiente tenor:


“Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, el que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, fije las plantas del personal del Servicio Médico Legal.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal.


No obstante, para los funcionarios del Servicio Médico Legal que se encuentren afectos a ley Nº 18.834, determínase que los grados iniciales y superiores de la planta que se fije, serán los siguientes, respectivamente:


Director Nacional: Grado 2º


Planta de Directivos: Grados 13º y 3º.


Planta de Profesionales: Grados 14º y 4º.


Planta de Técnicos: Grados  21º y 11º.


Planta de Administrativos: Grados  23º y 13º. 


Planta de Auxiliares: Grado 24º y 19º.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República, respecto del personal regido por la ley Nº 15.076, deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije y, en especial, podrá determinar los cargos de profesionales funcionarios de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, según las distintas profesiones y con las jornadas que se requieran para el cumplimiento de las finalidades del Servicio Médico Legal.”.


A este artículo se presentó la indicación número 27, del Ejecutivo, que le introduce las siguientes modificaciones:

b) Sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882 y en el artículo 7º bis de la Ley Nº 18.834.”.


b) Agrega, en su inciso tercero, a continuación del guarismo “18.834”, la expresión “y el decreto ley Nº 249, de 1974”.


- La Comisión aprobó la indicación número 27 en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 2°


Su texto es el siguiente:


“Artículo 2º.- El encasillamiento del personal se efectuará dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que fije las nuevas plantas del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 13 bis de la ley N° 18.834. No obstante, en el caso contemplado en la letra b) de esa disposición, podrán participar funcionarios que se hayan desempeñado en el Servicio, a lo menos, durante dos años anteriores al encasillamiento.”.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami, con una enmienda formal de referencia.

Artículo 3°


Es del siguiente tenor:


“Artículo 3º.- El encasillamiento del personal regido por la ley Nº 15.076, en servicio a la fecha de publicación de la presente ley, en la nueva planta, se regirá por las normas siguientes:


1.- Los profesionales funcionarios que ocupen cargos en la "Planta Ley 15.076" establecida en el artículo 30 de la ley N° 18.827, quedarán incorporados, por el solo ministerio de la ley, en cargos y calidad jurídica equivalentes de la nueva planta que se fije para este mismo personal.


2.- Los cargos de esta planta que quedaren vacantes se proveerán por concurso conforme el procedimiento establecido en el artículo 3° de la   ley N° 15.076.”.


- La Comisión lo aprobó, en los mismos términos en que lo había despachado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 4°


El artículo 4° transitorio dispone, en su primer inciso, que la fijación de las nuevas plantas y los encasillamientos y designaciones a que ello dé lugar, o los cambios de grados que experimenten los funcionarios por aplicación de esta ley, no significarán modificación alguna en los regímenes de previsión, desahucio y prestaciones de salud a que está sujeto el personal del Servicio Médico Legal, sea que ellos se deriven de modificaciones de plantas, cargos, grados o escalafones. Los funcionarios mantendrán el número de bienios y trienios, según corresponda, que estuvieren percibiendo y conservarán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. Asimismo, tampoco podrá significar pérdida del empleo ni disminución de remuneraciones de los funcionarios. 


En su inciso segundo preceptúa que cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


En su inciso tercero establece que el encasillamiento no podrá significar pérdida del beneficio contemplado en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, en relación al artículo 14 transitorio de la ley N° 18.834.


- Fue aprobado, con una enmienda formal de referencia, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 5°


Es del siguiente tenor:


“Artículo 5º.- Las cotizaciones para salud que corresponde efectuar a raíz del aumento de remuneraciones derivado de la aplicación de esta ley, correspondiente al período comprendido entre la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y la total tramitación de la resolución que lo dispone, respecto de los trabajadores que durante el citado lapso hubieren tenido contrato con alguna institución de salud previsional, estarán afectas a lo dispuesto en el artículo 32º bis de la ley N° 18.933.”.


- La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 6°


Su texto es el siguiente:


Artículo 6º.- Aquellos funcionarios que están actualmente nombrados en alguna planta del Servicio, sin contar con los requisitos exigidos para desempeñarse en ellas, serán encasillados en los mismos grados y en las mismas plantas en que lo estén a la fecha de publicación del  decreto con fuerza de ley que las fije, pero no podrán optar a cargos de grados superiores, en tanto no cumplan con los requisitos que en cada caso se exijan. Lo anterior no obsta a lo dispuesto en la letra a) del artículo 13 bis de la ley N° 18.834.


- Se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami, con una enmienda formal de referencia.

Artículo 7°


Prescribe que el mayor gasto que se derive del ejercicio de las facultades delegadas al Presidente de la República en el artículo 1° transitorio y del encasillamiento que se practique, considerado su efecto año completo, no podrá exceder de la cantidad de  $ 1.331.000.000.

En el plazo especial abierto al efecto S.E. el Presidente de la República planteó indicación para reemplazar el guarismo “1.331.000.000” por “1.377.484.000”.


- La Comisión aprobó la indicación precedente por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 8°


Señala que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, será financiado con los recursos contemplados en el Presupuesto del Servicio Médico Legal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda,  con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar el respectivo presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.


- La Comisión aprobó el artículo 8° transitorio por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -

En el plazo especial abierto al efecto S.E. el Presidente de la República formuló indicación para introducir los siguientes artículos 7º y 8º transitorios, nuevos:

“Articulo 7° transitorio.- Durante el primer semestre del año 2006, la asignación de estímulo a la función pericial médico- legal se pagará al personal mencionado en el artículo 13 que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año calendario inmediatamente anterior y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación, una suma equivalente al 25% de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para estos efectos, y sólo por dicho periodo, no se exigirá el cumplimiento de las metas señaladas en el inciso segundo del artículo 13.

Los recursos presupuestarios que se destinarán al pago de la asignación durante el periodo señalado en el inciso precedente, se definirán en el mes anterior al pago de la primera cuota que procediere, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda y sobre la base del porcentaje señalado en el inciso anterior.   

El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje señalado en el inciso primero.

Durante el segundo semestre del año 2006, se pagará por concepto de la asignación  al personal mencionado en el inciso primero, una suma que no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 37,5 % de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para tal efecto, se estará al porcentaje de cumplimiento de metas al 30 de junio de 2006, de conformidad a lo dispuesto en los convenios a que alude el artículo siguiente. 

La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección y la formalización de la misma a que alude el artículo 15, se realizará durante el mes de julio de 2006. 

Durante el mes de agosto del mismo año, el Director Nacional del Servicio Médico Legal fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 y, mediante decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la misma fórmula señalada en el inciso segundo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, se destinarán los recursos presupuestarios correspondientes.   

El monto a pagar en cada cuota para este semestre, será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido por el Director Nacional para cada Dirección. 

El artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero de 2007. 

Articulo 8° transitorio.- Durante el año 2007, la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, se pagará con relación al cumplimiento de metas que se hayan definido para el año 2006.

Para estos efectos, durante los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley,  deberán suscribirse los convenios a que se refiere el artículo 14, que regirán para el año 2006. 

Mientras no se haya provisto los cargos de directores regionales y de Subdirector Médico, suscribirán los respectivos convenios los funcionarios que ejerzan dicha función, calidad que será reconocida por el Director Nacional en el acto administrativo que apruebe el convenio del caso.”.


- La Comisión aprobó esta indicación con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -


Cabe hacer presente que los representantes del Ejecutivo solicitaron a la Comisión efectuar ciertas enmiendas de referencias legales en los artículos transitorios de la iniciativa legal en informe, en atención a que los artículos del Estatuto Administrativo a que dichas normas hacen mención han cambiado en virtud del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, solicitud a la que la Comisión accedió por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 11 de agosto de 2005, señala que, en lo fundamental, el proyecto pretende dotar al Servicio de los recursos humanos más calificados para la realización adecuada de sus funciones y en condiciones laborales acordes con las exigencias actuales.


Agrega que en el artículo 9° transitorio se fija el mayor gasto anual derivado del ejercicio de las facultades delegadas al Presidente de la República en el artículo 1° transitorio y del encasillamiento que se practique. Este mayor gasto corresponde a $1.377 millones en régimen.


Expresa, además, que el proyecto para el año 2005 será financiado con los recursos que se contemplan en el presupuesto del Servicio Médico Legal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplir el respectivo presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiera financiarse con sus recursos.


En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con las siguientes modificaciones:

Disposiciones Permanentes

- - -


Incorporar el siguiente Título III, nuevo:

“Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal
Artículo 13.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2006 o a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, en el caso que esta última fecha fuere posterior, para los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, que desempeñen jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales en el Servicio Médico Legal, una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, asociada al cumplimiento de metas regionales o nacionales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo siguiente, directamente relacionadas con los objetivos definidos para la institución en el artículo 2° de esta ley.

Esta asignación corresponderá al personal señalado en el inciso anterior, que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación. Estos profesionales funcionarios percibirán la asignación siempre que la Dirección donde presten sus funciones haya cumplido, a lo menos, el 90% de las metas fijadas.

Artículo 14.- Para efectos de otorgar la asignación, el Director Nacional del Servicio Médico Legal y cada Director Regional de dicho Servicio, para el personal que se desempeñe en la respectiva Dirección Regional, o el Subdirector Médico, tratándose de personal que se desempeñe en la Dirección Nacional del mismo, suscribirán un convenio en el último trimestre del año que antecede al cumplimiento de las metas, el que contendrá las metas pertinentes y relevantes que contribuyan a mejorar el cumplimiento de los objetivos de la institución, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación. Estos convenios deberán ser visados por el Subsecretario de Justicia y tendrán duración anual.

Artículo 15.- La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección, será realizada por la Unidad de Auditoría del Ministerio de Justicia o quien cumpla sus funciones, para cuyo efecto se considerará la información que proporcione la Unidad de Auditoría Interna del Servicio Médico Legal o aquella que cumpla tales funciones. El resultado de esta evaluación determinará el grado de cumplimiento de las metas en cada Dirección, lo que se formalizará en un decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá dictarse a más tardar el 31 de enero del año calendario siguiente al que se cumplieron las metas. 

Artículo 16.- Durante el mes de febrero del año siguiente al cumplimiento de las metas, el Director Nacional del Servicio Médico Legal, fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación. Este porcentaje podrá ser diferenciado por Direcciones o según sea el nivel de cumplimiento de las metas, o ambas conjuntamente. Con todo, este porcentaje deberá ser el mismo para todos los profesionales funcionarios de la respectiva Dirección, afectos a esta asignación.

Artículo 17.- El monto mensual que corresponderá a cada profesional funcionario por concepto de la asignación, en caso de proceder su pago, no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 50 % de la suma de las remuneraciones señaladas a continuación, establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, correspondientes a la jornada o jornadas horarias semanales, que desempeñe en el Servicio Médico Legal en calidad de planta o a contrata: sueldo base y asignación de estímulo fijada a la institución, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 9° del citado cuerpo legal.

El gasto total anual que demande la aplicación del o los porcentajes que se definan por concepto de esta asignación no podrá exceder al monto señalado en el artículo siguiente.

Artículo 18.- A contar del año 2007, los recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, podrán ser hasta el 50 % del producto que se obtenga de multiplicar por 12 la suma de las remuneraciones mencionadas en el artículo anterior, que haya pagado el Servicio Médico Legal en el mes de diciembre del año objeto de la evaluación, a los profesionales funcionarios señalados en el artículo 13, excluidos los que no se hayan desempeñado en la institución a lo menos seis meses de ese mismo año.

Durante el mes de febrero, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, se fijará la cantidad máxima de recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación, conforme lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 19.- La asignación se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido de conformidad a lo establecido en el artículo 16. 

Esta asignación tendrá el carácter de imponible para pensiones y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en forma proporcional a los meses que comprenda el período que corresponda, y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.


Artículo 20.- La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no se considerará para determinar la limitación máxima de rentas establecida en el inciso final del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, ni las limitaciones a los montos de las asignaciones de estímulo y de la percepción conjunta de las asignaciones de estímulo y de responsabilidad, señaladas en la letra b) del inciso primero y en el inciso tercero del artículo 9° de dicho cuerpo legal, respectivamente.”.
(Indicación nueva del Ejecutivo. Unanimidad 4x0).

- - -

Título III

Disposiciones Varias


- Sustituir el ordinal “III” de este epígrafe por “IV”.


- Incorporar el siguiente artículo 21, nuevo:

“Artículo 21.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, para efectos del monto del viático completo que corresponda a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 pertenecientes al Servicio Médico Legal que, en su carácter de tales y por razones de servicio, deban ausentarse del lugar de desempeño habitual para concurrir a audiencias judiciales dentro del territorio de la República, se estará a lo que el inciso primero de la misma norma anterior determine para el grado tope de la planta de profesionales remunerados por la Escala Única de Sueldos de la institución.”.

(Indicación nueva del Ejecutivo. Unanimidad 4x0).

Artículos 13 a 18


Pasan a ser artículos 22 a 27,respectivamente, sin enmiendas.

Disposiciones transitorias

Artículo 1°


Sustituir, en el inciso segundo, la referencia al “artículo 7° bis de la Ley N° 18.834” por otra al “artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 2°


Reemplazar la referencia al “artículo 13 bis de la ley N° 18.834” por otra al “artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 4°


Sustituir, en su inciso tercero, la mención al “artículo 14 transitorio de la ley N° 18.834” por otra al “artículo 13 transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 6°


Reemplazar la referencia al “artículo 13 bis de la ley N° 18.834” por otra al “artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

- - -


Incorporar el siguiente Título III, nuevo:

“Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal

Articulo 7°.- Durante el primer semestre del año 2006, la asignación de estímulo a la función pericial médico- legal se pagará al personal mencionado en el artículo 13 que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año calendario inmediatamente anterior y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación, una suma equivalente al 25% de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para estos efectos, y sólo por dicho periodo, no se exigirá el cumplimiento de las metas señaladas en el inciso segundo del artículo 13.

Los recursos presupuestarios que se destinarán al pago de la asignación durante el periodo señalado en el inciso precedente, se definirán en el mes anterior al pago de la primera cuota que procediere, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda y sobre la base del porcentaje señalado en el inciso anterior.

El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje señalado en el inciso primero.

Durante el segundo semestre del año 2006, se pagará por concepto de la asignación  al personal mencionado en el inciso primero, una suma que no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 37,5 % de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para tal efecto, se estará al porcentaje de cumplimiento de metas al 30 de junio de 2006, de conformidad a lo dispuesto en los convenios a que alude el artículo siguiente. 

La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección y la formalización de la misma a que alude el artículo 15, se realizará durante el mes de julio de 2006. 

Durante el mes de agosto del mismo año, el Director Nacional del Servicio Médico Legal fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 y, mediante decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la misma fórmula señalada en el inciso segundo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, se destinarán los recursos presupuestarios correspondientes.   

El monto a pagar en cada cuota para este semestre, será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido por el Director Nacional para cada Dirección. 

El artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero de 2007. 

Articulo 8°.- Durante el año 2007, la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, se pagará con relación al cumplimiento de metas que se hayan definido para el año 2006.

Para estos efectos, durante los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley,  deberán suscribirse los convenios a que se refiere el artículo 14, que regirán para el año 2006. 

Mientras no se haya provisto los cargos de directores regionales y de Subdirector Médico, suscribirán los respectivos convenios los funcionarios que ejerzan dicha función, calidad que será reconocida por el Director Nacional en el acto administrativo que apruebe el convenio del caso.”.

(Indicación nueva del Ejecutivo y artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

- - -

Título III

Del Financiamiento


Reemplazar el ordinal “III” por “IV”

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 7°


Pasa a ser artículo 9°, reemplazándose el guarismo “1.331.000.000” por “1.377.484.000”.

(Indicación nueva del Ejecutivo. Unanimidad 4x0).

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 10.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones que se han señalado, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

De la Naturaleza Jurídica, Objeto y Funciones del Servicio

Artículo 1º.- El Servicio Médico Legal es un servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Justicia, funcional y territorialmente desconcentrado a través de Direcciones Regionales, dependientes de la Dirección Nacional, que se regirá por las disposiciones de esta ley y sus normas complementarias.



Artículo 2º.- El objeto del Servicio Médico Legal será asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación, en todo el territorio nacional, en lo relativo a la medicina legal, ciencias forenses y demás materias propias de su ámbito.





Además, le corresponderá la tuición y supervigilancia técnica y directiva en la prestación de servicios relativos a las materias de su competencia, poniendo énfasis en su calidad, eficiencia y oportunidad.



Asimismo, colaborará con la capacitación y docencia en estas áreas, a nivel nacional e internacional, en coordinación con organismos públicos y privados, universidades y demás centros de investigación forense.

Artículo 3º.- Al Servicio Médico Legal le corresponderá, especialmente, el desarrollo de las siguientes funciones:

a) Realizar peritajes médico-legales, en materias clínicas, tanatológicas, psiquiátricas y de laboratorio, evacuando los informes periciales del caso;


b) Ejercer la tuición técnica de los organismos y del personal profesional o de otra índole que participen en la realización de peritajes médico-legales, en el ámbito público o privado, a través de la dictación de normas de aplicación general que regulen los procedimientos periciales que efectúen, o los que sirvan de base para ellos;

c) Desarrollar investigación científica, docencia y extensión en materias médico legales;

d) Efectuar la formación y certificación de sus técnicos y auxiliares tanatológicos, de conformidad a lo establecido en su reglamento orgánico;

e) Mantener registros estadísticos de las pruebas periciales de carácter biológico, químico u otro que determine la ley, y

f) Las demás funciones que le encomiende la ley.

Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por los exámenes, pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas.


Por decreto supremo del Ministerio de Justicia, el cual deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto de los derechos respectivos, los que se considerarán ingresos propios del Servicio.
Título II

De la Organización del Servicio


Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa y la unidad de docencia, investigación y extensión denominada "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”.


En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Éstas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.

Párrafo 1º

De la organización interna del Servicio


Artículo 6º.- La dirección del servicio corresponderá al Director Nacional, quien será designado por el Presidente de la República de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá contar con el título profesional de médico cirujano, con ejercicio profesional de diez años a lo menos, para desempeñar el cargo.


El Director Nacional será subrogado, en primer lugar, por el Subdirector Médico y, en caso de ausencia, la subrogación operará de acuerdo a lo que señale el reglamento orgánico.


Artículo 7º.- Al Director Nacional le corresponderá especialmente y sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado:





a) Dirigir, organizar, coordinar y administrar el Servicio, tomando las decisiones que estime necesarias para la buena marcha del mismo;





b) Establecer las prioridades del Servicio de acuerdo con las necesidades nacionales o regionales, propendiendo a fortalecer la estructura regional del mismo;





c) Proponer al Ministerio de Justicia planes, programas y proyectos destinados a mejorar la gestión del Servicio, fijando las metas que correspondan para tal efecto;





d) Velar por la corrección técnica, legal y ética de las pericias médico-legales, cuidando que los procedimientos periciales que se practiquen en el Servicio Médico Legal se ejecuten de acuerdo a normas de general aplicación;





e) Controlar el estricto cumplimiento de las órdenes emanadas de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público;





f) Autorizar el intercambio de información técnica con otros organismos nacionales o internacionales que desarrollen actividades relacionadas con las funciones del Servicio Médico Legal, manteniendo la confidencialidad de los asuntos médico-legales que, con ocasión de sus funciones, le corresponda conocer;





g) Celebrar convenios con universidades, otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y organismos públicos y privados, en materias médico-legales;





h) Ordenar los turnos pertinentes entre su personal y fijar los descansos complementarios que correspondan;





i) Administrar los bienes y recursos que le sean asignados al Servicio y velar por su buen uso y conservación, sometiéndose en todo caso a las demás obligaciones que le impongan las leyes y reglamentos;





j) Delegar sus facultades, cuando lo estime conveniente, en funcionarios de la institución, y



k) Realizar las demás funciones que le sean encomendadas por la autoridad competente o por la ley.

Artículo 8º.- A la Subdirección Médica le corresponderá, especialmente:


a) Proponer, planificar, programar y supervisar las políticas relativas a su área técnica, conforme a las directrices que el Director Nacional establezca;


b) Ejecutar las funciones que le hayan sido delegadas o encomendadas por el Director Nacional,  y 


c) Coordinar y supervisar las dependencias del Servicio sujetas a su cargo, sobre la base de las políticas, objetivos, planes e instrucciones generales, que fije el Director Nacional.


La Jefatura en esta área será asumida por el Subdirector Médico, quien será designado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Artículo 9º.- A la Subdirección Administrativa le corresponderá, especialmente:


a) Proponer, planificar, programar y supervisar las políticas de su área, conforme a las directrices que el Director Nacional establezca;


b) Ejecutar las funciones que le hayan sido delegadas o encomendadas por el Director  Nacional;


c) Coordinar y supervisar las dependencias del Servicio sujetas a su cargo, sobre la base de las políticas, objetivos, planes e instrucciones generales, que fije el Director Nacional;


d) Proponer al Director Nacional los planes, programas y proyectos del Servicio, acorde a los niveles de demanda específica o las estrategias de desarrollo del Ministerio de Justicia;


e) Coordinar y controlar el cumplimiento de los planes, programas y proyectos de inversión aprobados por la Dirección Nacional, estableciendo los mecanismos necesarios al efecto, y


f) En general, procurar la administración eficaz y oportuna de los recursos humanos, físicos y financieros del Servicio.


La Jefatura en esta área será asumida por el Subdirector Administrativo, quien será designado por el Director Nacional, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Artículo 10.- El “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”, se encargará de elaborar y proponer las políticas y desarrollar las funciones referidas a docencia, investigación y extensión del Servicio.


Artículo 11.- Al “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar” le corresponderá, especialmente:


a) Contribuir a la formación y perfeccionamiento de postulantes y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, en materias médico-legales;


b) Colaborar en la formación de los alumnos de las universidades y otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, en materias médico-legales, y con otros organismos estatales cuando lo requieran para alumnos o funcionarios; 


c) Impulsar y velar por la adecuada coordinación en materias de investigación científica médico-legal, en actividades de extensión y docencia de carácter interno o externo;


d) Formar y mantener museos y colecciones de piezas y objetos relacionados con la medicina legal y las ciencias forenses,  y


e) Las demás que le encomiende el Director Nacional.

Párrafo 2º

De la organización territorial del Servicio


Artículo 12.- Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director Regional, el que será nombrado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


A estas Direcciones les corresponderá ejecutar las políticas, planes y programas del Servicio en la región, sobre la base de las instrucciones que fije el Director Nacional, con especial consideración de lo dispuesto en el artículo 7º letra b).

Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal
Artículo 13.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2006 o a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, en el caso que esta última fecha fuere posterior, para los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, que desempeñen jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales en el Servicio Médico Legal, una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, asociada al cumplimiento de metas regionales o nacionales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo siguiente, directamente relacionadas con los objetivos definidos para la institución en el artículo 2° de esta ley.

Esta asignación corresponderá al personal señalado en el inciso anterior, que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación. Estos profesionales funcionarios percibirán la asignación siempre que la Dirección donde presten sus funciones haya cumplido, a lo menos, el 90% de las metas fijadas.

Artículo 14.- Para efectos de otorgar la asignación, el Director Nacional del Servicio Médico Legal y cada Director Regional de dicho Servicio, para el personal que se desempeñe en la respectiva Dirección Regional, o el Subdirector Médico, tratándose de personal que se desempeñe en la Dirección Nacional del mismo, suscribirán un convenio en el último trimestre del año que antecede al cumplimiento de las metas, el que contendrá las metas pertinentes y relevantes que contribuyan a mejorar el cumplimiento de los objetivos de la institución, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación. Estos convenios deberán ser visados por el Subsecretario de Justicia y tendrán duración anual.

Artículo 15.- La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección, será realizada por la Unidad de Auditoría del Ministerio de Justicia o quien cumpla sus funciones, para cuyo efecto se considerará la información que proporcione la Unidad de Auditoría Interna del Servicio Médico Legal o aquella que cumpla tales funciones. El resultado de esta evaluación determinará el grado de cumplimiento de las metas en cada Dirección, lo que se formalizará en un decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá dictarse a más tardar el 31 de enero del año calendario siguiente al que se cumplieron las metas. 

Artículo 16.- Durante el mes de febrero del año siguiente al cumplimiento de las metas, el Director Nacional del Servicio Médico Legal, fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación. Este porcentaje podrá ser diferenciado por Direcciones o según sea el nivel de cumplimiento de las metas, o ambas conjuntamente. Con todo, este porcentaje deberá ser el mismo para todos los profesionales funcionarios de la respectiva Dirección, afectos a esta asignación.

Artículo 17.- El monto mensual que corresponderá a cada profesional funcionario por concepto de la asignación, en caso de proceder su pago, no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 50 % de la suma de las remuneraciones señaladas a continuación, establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, correspondientes a la jornada o jornadas horarias semanales, que desempeñe en el Servicio Médico Legal en calidad de planta o a contrata: sueldo base y asignación de estímulo fijada a la institución, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 9° del citado cuerpo legal.   

El gasto total anual que demande la aplicación del o los porcentajes que se definan por concepto de esta asignación no podrá exceder al monto señalado en el artículo siguiente.

Artículo 18.- A contar del año 2007, los recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, podrán ser hasta el 50 % del producto que se obtenga de multiplicar por 12 la suma de las remuneraciones mencionadas en el artículo anterior, que haya pagado el Servicio Médico Legal en el mes de diciembre del año objeto de la evaluación, a los profesionales funcionarios señalados en el artículo 13, excluidos los que no se hayan desempeñado en la institución a lo menos seis meses de ese mismo año.

Durante el mes de febrero, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, se fijará la cantidad máxima de recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación, conforme lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 19.- La asignación se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido de conformidad a lo establecido en el artículo 16. 

Esta asignación tendrá el carácter de imponible para pensiones y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en forma proporcional a los meses que comprenda el período que corresponda, y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.


Artículo 20.- La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no se considerará para determinar la limitación máxima de rentas establecida en el inciso final del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, ni las limitaciones a los montos de las asignaciones de estímulo y de la percepción conjunta de las asignaciones de estímulo y de responsabilidad, señaladas en la letra b) del inciso primero y en el inciso tercero del artículo 9° de dicho cuerpo legal, respectivamente.

Título IV
Disposiciones Varias


Artículo 21.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, para efectos del monto del viático completo que corresponda a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 pertenecientes al Servicio Médico Legal que, en su carácter de tales y por razones de servicio, deban ausentarse del lugar de desempeño habitual para concurrir a audiencias judiciales dentro del territorio de la República, se estará a lo que el inciso primero de la misma norma anterior determine para el grado tope de la planta de profesionales remunerados por la Escala Única de Sueldos de la institución.

Artículo 22.- Los profesionales a contrata del Servicio Médico Legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, y por la ley N° 15.076, podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Director Nacional. El personal al que se encomiende tales funciones no podrá exceder del 10% de los profesionales que se desempeñen a contrata en el Servicio.


Artículo 23.- El personal que cumpla sus funciones en el Servicio Médico Legal estará obligado a guardar reserva acerca de los hechos o los antecedentes de que tuviere conocimiento en razón de su desempeño.





Los Tribunales de Justicia o el Ministerio Público podrán ordenar que se practique un examen médico-legal sólo ante las personas que designen y los resultados de estas pericias no podrán utilizarse en la enseñanza, sin previa autorización del juez o fiscal respectivo y del interesado o de quien lo represente.





La vulneración de la obligación de reserva establecida en los incisos anteriores será sancionada en conformidad a la ley, siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, según corresponda.





La reserva regulada en el presente artículo, cuando se refiera a una investigación de un hecho que revista caracteres de delito, se regirá por las normas del Código Procesal Penal. En consecuencia, los hechos y antecedentes relativos a una pericia serán secretos sólo para los terceros ajenos al procedimiento.

Artículo 24.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 de la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, las salas de autopsia dependientes del Servicio Médico Legal serán consideradas como lugares de defunción de las personas cuyos cadáveres hayan sido llevados a estos establecimientos. La sepultación de cadáveres abandonados o no reclamados deberá efectuarse en el cementerio más próximo a dichos establecimientos. 


Artículo 25.- Los hospitales, clínicas, servicios de asistencia pública y demás establecimientos de salud deberán otorgar al Servicio Médico Legal todas las facilidades para el cumplimiento de las órdenes judiciales o del Ministerio Público.



Asimismo, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones que deban practicarse a personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, y que no requieran hospitalización, se efectúen en forma expedita.


Artículo 26.- Los funcionarios del Servicio que accedan a programas de especialización iguales o superiores a un año, financiados por la Institución, tendrán la obligación de desempeñarse en ella, a lo menos, por un tiempo similar al de la duración de los programas.


El funcionario que no cumpla con esta obligación deberá reintegrar el 100% del valor financiado con el que se le haya beneficiado, reajustado, más el interés corriente, calculado desde el momento de percepción o pago respectivo hasta la fecha del reintegro correspondiente. El reglamento establecerá las cauciones necesarias para resguardar el reintegro.


Artículo 27.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 196, de 1960 y sus correspondientes modificaciones.


Los demás preceptos legales y reglamentarios preexistentes que versen sobre materias reguladas en la presente ley, quedarán derogados sólo en cuanto fueren contrarios o inconciliables con ésta.

Disposiciones transitorias

Título I

De la Delegación de Facultades


Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, el que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, fije las plantas del personal del Servicio Médico Legal.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.


No obstante, para los funcionarios del Servicio Médico Legal que se encuentren afectos a la ley Nº 18.834 y al decreto ley Nº 249, de 1974, determínase que los grados iniciales y superiores de la planta que se fije, serán los siguientes, respectivamente:


Director Nacional: Grado 2º


Planta de Directivos: Grados 13º y 3º.


Planta de Profesionales: Grados 14º y 4º.


Planta de Técnicos: Grados  21º y 11º.


Planta de Administrativos: Grados  23º y 13º. 


Planta de Auxiliares: Grados 24º y 19º.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República, respecto del personal regido por la ley Nº 15.076, deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije y, en especial, podrá determinar los cargos de profesionales funcionarios de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, según las distintas profesiones y con las jornadas que se requieran para el cumplimiento de las finalidades del Servicio Médico Legal.

Título II

Del Encasillamiento


Artículo 2º.- El encasillamiento del personal se efectuará dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que fije las nuevas plantas del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. No obstante, en el caso contemplado en la letra b) de esa disposición, podrán participar funcionarios que se hayan desempeñado en el Servicio, a lo menos, durante dos años anteriores al encasillamiento.


Artículo 3º.- El encasillamiento del personal regido por la ley Nº 15.076, en servicio a la fecha de publicación de la presente ley, en la nueva planta, se regirá por las normas siguientes:


1.- Los profesionales funcionarios que ocupen cargos en la "Planta Ley 15.076" establecida en el artículo 30 de la ley N° 18.827, quedarán incorporados, por el solo ministerio de la ley, en cargos y calidad jurídica equivalentes de la nueva planta que se fije para este mismo personal.


2.- Los cargos de esta planta que quedaren vacantes se proveerán por concurso conforme el procedimiento establecido en el artículo 3° de la   ley N° 15.076. 


Artículo 4º.- La fijación de las nuevas plantas y los encasillamientos y designaciones a que ello dé lugar, o los cambios de grados que experimenten los funcionarios por aplicación de esta ley, no significarán modificación alguna en los regímenes de previsión, desahucio y prestaciones de salud a que está sujeto el personal del Servicio Médico Legal, sea que ellos se deriven de modificaciones de plantas, cargos, grados o escalafones. Los funcionarios mantendrán el número de bienios y trienios, según corresponda, que estuvieren percibiendo y conservarán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. Asimismo, tampoco podrá significar pérdida del empleo ni disminución de remuneraciones de los funcionarios. 


Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


El encasillamiento no podrá significar pérdida del beneficio contemplado en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, en relación al artículo 13 transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Artículo 5º.- Las cotizaciones para salud que corresponde efectuar a raíz del aumento de remuneraciones derivado de la aplicación de esta ley, correspondiente al período comprendido entre la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y la total tramitación de la resolución que lo dispone, respecto de los trabajadores que durante el citado lapso hubieren tenido contrato con alguna institución de salud previsional, estarán afectas a lo dispuesto en el artículo 32º bis de la ley N° 18.933.


Artículo 6º.- Aquellos funcionarios que están actualmente nombrados en alguna planta del Servicio, sin contar con los requisitos exigidos para desempeñarse en ellas, serán encasillados en los mismos grados y en las mismas plantas en que lo estén a la fecha de publicación del  decreto con fuerza de ley que las fije, pero no podrán optar a cargos de grados superiores, en tanto no cumplan con los requisitos que en cada caso se exijan. Lo anterior no obsta a lo dispuesto en la letra a) del artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal

Articulo 7°.- Durante el primer semestre del año 2006, la asignación de estímulo a la función pericial médico- legal se pagará al personal mencionado en el artículo 13 que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año calendario inmediatamente anterior y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación, una suma equivalente al 25% de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para estos efectos, y sólo por dicho periodo, no se exigirá el cumplimiento de las metas señaladas en el inciso segundo del artículo 13.

Los recursos presupuestarios que se destinarán al pago de la asignación durante el periodo señalado en el inciso precedente, se definirán en el mes anterior al pago de la primera cuota que procediere, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda y sobre la base del porcentaje señalado en el inciso anterior.   

El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje señalado en el inciso primero.

Durante el segundo semestre del año 2006, se pagará por concepto de la asignación  al personal mencionado en el inciso primero, una suma que no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 37,5 % de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para tal efecto, se estará al porcentaje de cumplimiento de metas al 30 de junio de 2006, de conformidad a lo dispuesto en los convenios a que alude el artículo siguiente. 

La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección y la formalización de la misma a que alude el artículo 15, se realizará durante el mes de julio de 2006. 

Durante el mes de agosto del mismo año, el Director Nacional del Servicio Médico Legal fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 y, mediante decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la misma fórmula señalada en el inciso segundo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, se destinarán los recursos presupuestarios correspondientes.

El monto a pagar en cada cuota para este semestre, será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido por el Director Nacional para cada Dirección.

El artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero de 2007.

Articulo 8°.- Durante el año 2007, la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, se pagará con relación al cumplimiento de metas que se hayan definido para el año 2006.

Para estos efectos, durante los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley,  deberán suscribirse los convenios a que se refiere el artículo 14, que regirán para el año 2006. 


Mientras no se haya provisto los cargos de directores regionales y de Subdirector Médico, suscribirán los respectivos convenios los funcionarios que ejerzan dicha función, calidad que será reconocida por el Director Nacional en el acto administrativo que apruebe el convenio del caso.

Título IV

Del Financiamiento


Artículo 9º.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de las facultades delegadas al Presidente de la República en el artículo 1° transitorio y del encasillamiento que se practique, considerado su efecto año completo, no podrá exceder de la cantidad de  $ 1.377.484.000.


Artículo 10.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, será financiado con los recursos contemplados en el Presupuesto del Servicio Médico Legal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda,  con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar el respectivo presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.".

- - -

Acordado en sesión de fecha 17 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 23 de agosto de 2005.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE

                                     Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal.

BOLETÍN N° 3.154-07

_________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Jaime Orpis; el Subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano; el Director Nacional del Servicio Médico Legal, señor Oscar Vargas; el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Fernando Dazarola; la Auditora Ministerial, señora Irina Reyes, y el asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Arancibia.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Se hace presente que con fecha 16 de agosto de 2005 la Sala del Senado abrió un nuevo plazo para formular indicaciones a la iniciativa legal en informe, período en el cual se plantearon 4, de S.E. el Presidente de la República.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Indicaciones aprobadas: números 8, 10, 26 e indicaciones nuevas del Ejecutivo.


II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 12 y 27.

III.- Indicaciones rechazadas: número 13.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 4°, 5° y 17, permanentes, y 1° a 8°, transitorios, del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde.

DISCUSIÓN


Al darse inicio al análisis de la iniciativa, el señor Subsecretario de Justicia efectuó una breve exposición acerca de la evolución del Servicio Médico Legal y la estrategia de reforzamiento de dicha entidad; la estructura del proyecto de ley en informe, y los principales hitos del proyecto.

Se refirió a la descentralización de las pericias que se consagra en la iniciativa, precisando que se crean las Direcciones Regionales y que se aumentan las horas perito en regiones, a fin de asegurar el adecuado funcionamiento de los centros regionales y las horas de psiquiatría en las cabeceras regionales.


Informó sobre la creación de nuevos grados. Sobre el particular señaló que los grados de la actual Planta son los siguientes:


Directivos                            13° hasta 2°


Profesionales                     16° hasta 15°


Técnicos                              24° hasta 13°


Administrativos                   25° hasta 14°


Auxiliares                             29° hasta 21°


Con el proyecto de ley dichos grados serán los siguientes:


Directivos                             13° hasta 2°


Profesionales                       14° hasta 4°


Técnicos                                21° hasta 11°


Administrativos                     23° hasta 13°


Auxiliares                               24° hasta 19°


Expresó que se produce un aumento en un 25% del gasto en personal, es decir, $1.377 millones adicionales, lo que implica que las remuneraciones aumentarán en un promedio de 19% para los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Escala Única de Sueldos, y que también se aumentan las rentas de los profesionales funcionarios de la ley N° 15.076,, por la vía de introducir la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, aumentando el número de horas en planta e incrementando la disponibilidad para pagar viáticos. 


El detalle de porcentaje de incremento de las remuneraciones es el siguiente:


Directivos                               19%


Profesionales                         21%


Técnicos                                  8%


Administrativos                       9%


Auxiliares                                12%


Profesionales ley 15.076      15%


Mencionó que la dotación actual de funcionarios de la Escala Única de Sueldos aumenta en un 13%, elevándose de 426 a 481 funcionarios.


Afirmó que se mejora la relación planta contrata, puntualizando que, respecto de los funcionarios de la Escala Única de Sueldos el porcentaje es en la actualidad de 14% v/s 86% mientras con la ley será de 70% v/s 30%, y que en el caso de las horas de la ley N° 15.076 actualmente el porcentaje es de 1% v/s 99% y que con la ley será de 13% v/s 87%. Destacó que, en este caso, de 6 profesionales se pasará a 28, privilegiando jornadas completas de 44 horas (23 cargos).


En seguida explicó las indicaciones formuladas por el Ejecutivo en el plazo especial abierto al efecto.


Manifestó que se crea una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal para profesionales funcionarios de la ley N° 15.076, la que constituye una herramienta para incentivar la permanencia del recurso humano en el que se ha invertido, tanto en su formación como especialización, y para atraer especialidades en falencia al Servicio Médico Legal.


Las características de la referida asignación son las siguientes: opera contra cumplimiento de metas; entre un 32% y 50% de la base de cálculo está compuesta por el sueldo base más la asignación de estímulo; es imponible y tributable; será pagada en cuotas trimestrales y sin tope de la ley N° 15.076, estará sujeta al control del Ministerio de Justicia, y habrá fijación anual de recursos para el efecto.


La asignación se pagará a todo evento durante el primer semestre de 2006; el segundo semestre de 206 se pagará de acuerdo al cumplimiento de metas del primer semestre, y el año 2007 entra en régimen.


Hizo presente que, adicionalmente, se abre la posibilidad de mejorar viáticos de profesionales funcionarios de la ley N° 15.076, desde el equivalente al grado 21° ($23.651) al grado 4° ($44.196), cuando deban comparecer a audiencias judiciales.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su aspiración para que el proyecto en informe contribuya a acortar los tiempos de espera para efectuar las diligencias periciales, dilaciones que inciden en los resultados de la investigación judicial y provoca pérdida de horas útiles para que los peritos asuman en otras diligencias.


El Honorable Senador señor Orpis lamentó que en los casos relativos a narcotráfico las pericias sean encomendadas al Instituto de Salud Pública, lo que ha redundado en períodos de espera tan prolongados que incluso han significado la impunidad para los responsables de ese tipo de delitos. Al respecto hizo presente que en la I Región el Servicio Médico Legal cuenta con un laboratorio de excelente calidad que podría asumir en forma expedita las pericias. Los representantes del Ejecutivo le hicieron presente que en las causas relativas a narcotráfico es el Servicio de Salud, que ha delegado en el Instituto de Salud Pública los exámenes pertinentes.


El Honorable Senador señor García expuso su preocupación por la demora en los peritajes a víctimas de casos de delitos sexuales, en atención a que el Centro de Atención a Víctimas de Agresiones Sexuales (CANVAS) opera con mucho retraso. Preguntó por la forma en que el proyecto resolvería el problema de la rapidez en estos peritajes. Los representantes del Ministerio de Justicia señalaron que se observa que el CANVAS se ha detenido en su crecimiento, mientras que las estadísticas muestran que el Servicio Médico Legal ha ido creciendo sostenidamente en capacidad pericial en sexología adulta e infantil.


Consultó, asimismo,  si los sueldos serán equivalentes a los de los funcionarios de otras reparticiones públicas. Se le informó que los sueldos correspondientes a un mismo grado serán equivalentes.


A continuación se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se describe-, una relación de las distintas indicaciones presentadas, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 4°

El texto del artículo 4° aprobado en general es el siguiente:

“Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por las pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas, que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas. 


Por decreto supremo del Ministerio de Justicia, el cual deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto de los derechos respectivos y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados.“.


A este artículo se presentaron las indicaciones números 8, 9 y 10.


La indicación número 8, del Ejecutivo, propone sustituir el inciso primero de esta disposición por el siguiente:


“Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por los exámenes, pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas.”.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza, en su inciso segundo, la frase “y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados” por “los que quedarán en la respectiva capital regional para su manejo y destino”.


La indicación número 10, del Ejecutivo, reemplaza en su inciso segundo la frase “y se determinará el manejo y destino de los fondos recaudados” por la frase precedida de una coma (,) “los que se considerarán ingresos propios del Servicio”.


- La indicación número 9 fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Las indicaciones números 8 y 10 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 5°


El artículo 5° aprobado en general dispone lo siguiente:


“Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa, el  "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar" y las demás unidades que consulte la planta del Servicio.


En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Éstas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.”.


A este artículo se presentaron las indicaciones números 11, 12 y 13.


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Chadwick, lo sustituye por el siguiente:



“Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, el “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”, los Departamentos Técnicos y las demás unidades de apoyo que consulte la planta del Servicio.


En la Región Metropolitana se constituirán los siguientes Departamentos Técnicos:



a) Departamento Clínico;



b) Departamento de Salud Mental;



c) Departamento de Tanatología, y



d) Departamento de Laboratorios.


En cada Región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Estas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional deberá convocar a lo menos cuatro veces en el año a un Consejo Técnico Superior del Servicio, el que tendrá carácter asesor y consultivo en la formulación y evaluación de las políticas institucionales y control de la gestión. El Consejo estará conformado por el Director Nacional, quien lo presidirá, el Subdirector Técnico, los Jefes de los respectivos Departamentos Técnicos, un representante de los Directores Regionales, un representante de cada Asociación de Funcionarios y un representante de cada Capítulo Profesional.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.”.


La indicación número 12, del Ejecutivo, reemplaza su inciso segundo por el siguiente:


“La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa y el "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar".”.


La indicación número 13, del Honorable Senador señor Stange, reemplaza, en su inciso tercero, las palabras “En cada región” por la frase “En cada capital de Región”.


La Comisión no se pronunció acerca de la indicación número 11, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


La indicación número 12 fue aprobada, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.


La indicación número 13 fue rechazada con la misma unanimidad consignada respecto de la aprobación de la indicación precedente.

- - -


En el plazo especial abierto al efecto S.E. el Presidente de la República formuló indicación para incorporar el siguiente Título III nuevo, pasando el actual a ser Título IV, numerándose correlativamente los artículos correspondientes:

“Título III

De la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal
Artículo 13.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2006 o a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, en el caso que esta última fecha fuere posterior, para los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, que desempeñen jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales en el Servicio Médico Legal, una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, asociada al cumplimiento de metas regionales o nacionales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo siguiente, directamente relacionadas con los objetivos definidos para la institución en el artículo 2° de esta ley.

Esta asignación corresponderá al personal señalado en el inciso anterior, que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación. Estos profesionales funcionarios percibirán la asignación siempre que la Dirección donde presten sus funciones haya cumplido, a lo menos, el 90% de las metas fijadas.

Artículo 14.- Para efectos de otorgar la asignación, el Director Nacional del Servicio Médico Legal y cada Director Regional de dicho Servicio, para el personal que se desempeñe en la respectiva Dirección Regional, o el Subdirector Médico, tratándose de personal que se desempeñe en la Dirección Nacional del mismo, suscribirán un convenio en el último trimestre del año que antecede al cumplimiento de las metas, el que contendrá las metas pertinentes y relevantes que contribuyan a mejorar el cumplimiento de los objetivos de la institución, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación. Estos convenios deberán ser visados por el Subsecretario de Justicia y tendrán duración anual.

Artículo 15.- La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección, será realizada por la Unidad de Auditoría del Ministerio de Justicia o quien cumpla sus funciones, para cuyo efecto se considerará la información que proporcione la Unidad de Auditoría Interna del Servicio Médico Legal o aquella que cumpla tales funciones. El resultado de esta evaluación determinará el grado de cumplimiento de las metas en cada Dirección, lo que se formalizará en un decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá dictarse a más tardar el 31 de enero del año calendario siguiente al que se cumplieron las metas. 

Artículo 16.- Durante el mes de febrero del año siguiente al cumplimiento de las metas, el Director Nacional del Servicio Médico Legal, fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación. Este porcentaje podrá ser diferenciado por Direcciones o según sea el nivel de cumplimiento de las metas, o ambas conjuntamente. Con todo, este porcentaje deberá ser el mismo para todos los profesionales funcionarios de la respectiva Dirección, afectos a esta asignación.

Artículo 17.- El monto mensual que corresponderá a cada profesional funcionario por concepto de la asignación, en caso de proceder su pago, no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 50 % de la suma de las remuneraciones señaladas a continuación, establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, correspondientes a la jornada o jornadas horarias semanales, que desempeñe en el Servicio Médico Legal en calidad de planta o a contrata: sueldo base y asignación de estímulo fijada a la institución, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 9° del citado cuerpo legal.   

El gasto total anual que demande la aplicación del o los porcentajes que se definan por concepto de esta asignación no podrá exceder al monto señalado en el artículo siguiente.

Artículo 18.- A contar del año 2007, los recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, podrán ser hasta el 50 % del producto que se obtenga de multiplicar por 12 la suma de las remuneraciones mencionadas en el artículo anterior, que haya pagado el Servicio Médico Legal en el mes de diciembre del año objeto de la evaluación, a los profesionales funcionarios señalados en el artículo 13, excluidos los que no se hayan desempeñado en la institución a lo menos seis meses de ese mismo año.

Durante el mes de febrero, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, se fijará la cantidad máxima de recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación, conforme lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 19.- La asignación se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido de conformidad a lo establecido en el artículo 16. 

Esta asignación tendrá el carácter de imponible para pensiones y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en forma proporcional a los meses que comprenda el período que corresponda, y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

Artículo 20.- La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no se considerará para determinar la limitación máxima de rentas establecida en el inciso final del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, ni las limitaciones a los montos de las asignaciones de estímulo y de la percepción conjunta de las asignaciones de estímulo y de responsabilidad, señaladas en la letra b) del inciso primero y en el inciso tercero del artículo 9° de dicho cuerpo legal, respectivamente.” 


- La indicación para incorporar el Título III, nuevo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -

Artículo 18, que pasó a ser 17


El artículo 17 aprobado en general, que pasó a ser 17, dispone, en su inciso primero, que los funcionarios del Servicio que accedan a programas de especialización iguales o superiores a tres años, financiados por la Institución, tendrán la obligación de desempeñarse en ella, a lo menos, por un tiempo similar al de la duración de los programas.


En su inciso segundo establece que el funcionario que no cumpla con esta obligación deberá reintegrar el 100% del valor financiado con el que se le haya beneficiado, reajustado, más el interés corriente, calculado desde el momento de percepción o pago respectivo hasta la fecha del reintegro correspondiente. El reglamento establecerá las cauciones necesarias para resguardar el reintegro.


A este artículo se presentó la indicación número 26, del Ejecutivo, que reemplaza, en su inciso primero, la expresión “tres años” por “un año”.


La indicación número 26 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -


En el plazo especial abierto al efecto, S.E. el Presidente de la República planteó indicación para incorporar en el actual Título III sobre Disposiciones Varias, que ha pasado a ser Título IV, un nuevo artículo 21, pasando los demás a numerarse correlativamente:

“Artículo 21.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, para efectos del monto del viático completo que corresponda a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 pertenecientes al Servicio Médico Legal que, en su carácter de tales y por razones de servicio, deban ausentarse del lugar de desempeño habitual para concurrir a audiencias judiciales dentro del territorio de la República, se estará a lo que el inciso primero de la misma norma anterior determine para el grado tope de la planta de profesionales remunerados por la Escala Unica de Sueldos de la institución.”.


- La Comisión aprobó esta indicación con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -

Disposiciones transitorias

Artículo 1°


El artículo 1° transitorio aprobado en general es del siguiente tenor:


“Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, el que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, fije las plantas del personal del Servicio Médico Legal.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal.


No obstante, para los funcionarios del Servicio Médico Legal que se encuentren afectos a ley Nº 18.834, determínase que los grados iniciales y superiores de la planta que se fije, serán los siguientes, respectivamente:


Director Nacional: Grado 2º


Planta de Directivos: Grados 13º y 3º.


Planta de Profesionales: Grados 14º y 4º.


Planta de Técnicos: Grados  21º y 11º.


Planta de Administrativos: Grados  23º y 13º. 


Planta de Auxiliares: Grado 24º y 19º.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República, respecto del personal regido por la ley Nº 15.076, deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije y, en especial, podrá determinar los cargos de profesionales funcionarios de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, según las distintas profesiones y con las jornadas que se requieran para el cumplimiento de las finalidades del Servicio Médico Legal.”.


A este artículo se presentó la indicación número 27, del Ejecutivo, que le introduce las siguientes modificaciones:

c) Sustituye su inciso segundo por el siguiente:


“En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882 y en el artículo 7º bis de la Ley Nº 18.834.”.


b) Agrega, en su inciso tercero, a continuación del guarismo “18.834”, la expresión “y el decreto ley Nº 249, de 1974”.


- La Comisión aprobó la indicación número 27 en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 2°


Su texto es el siguiente:


“Artículo 2º.- El encasillamiento del personal se efectuará dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que fije las nuevas plantas del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 13 bis de la ley N° 18.834. No obstante, en el caso contemplado en la letra b) de esa disposición, podrán participar funcionarios que se hayan desempeñado en el Servicio, a lo menos, durante dos años anteriores al encasillamiento.”.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami, con una enmienda formal de referencia.

Artículo 3°


Es del siguiente tenor:


“Artículo 3º.- El encasillamiento del personal regido por la ley Nº 15.076, en servicio a la fecha de publicación de la presente ley, en la nueva planta, se regirá por las normas siguientes:


1.- Los profesionales funcionarios que ocupen cargos en la "Planta Ley 15.076" establecida en el artículo 30 de la ley N° 18.827, quedarán incorporados, por el solo ministerio de la ley, en cargos y calidad jurídica equivalentes de la nueva planta que se fije para este mismo personal.


2.- Los cargos de esta planta que quedaren vacantes se proveerán por concurso conforme el procedimiento establecido en el artículo 3° de la   ley N° 15.076.”.


- La Comisión lo aprobó, en los mismos términos en que lo había despachado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 4°


El artículo 4° transitorio dispone, en su primer inciso, que la fijación de las nuevas plantas y los encasillamientos y designaciones a que ello dé lugar, o los cambios de grados que experimenten los funcionarios por aplicación de esta ley, no significarán modificación alguna en los regímenes de previsión, desahucio y prestaciones de salud a que está sujeto el personal del Servicio Médico Legal, sea que ellos se deriven de modificaciones de plantas, cargos, grados o escalafones. Los funcionarios mantendrán el número de bienios y trienios, según corresponda, que estuvieren percibiendo y conservarán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. Asimismo, tampoco podrá significar pérdida del empleo ni disminución de remuneraciones de los funcionarios. 


En su inciso segundo preceptúa que cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


En su inciso tercero establece que el encasillamiento no podrá significar pérdida del beneficio contemplado en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, en relación al artículo 14 transitorio de la ley N° 18.834.


- Fue aprobado, con una enmienda formal de referencia, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 5°


Es del siguiente tenor:


“Artículo 5º.- Las cotizaciones para salud que corresponde efectuar a raíz del aumento de remuneraciones derivado de la aplicación de esta ley, correspondiente al período comprendido entre la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y la total tramitación de la resolución que lo dispone, respecto de los trabajadores que durante el citado lapso hubieren tenido contrato con alguna institución de salud previsional, estarán afectas a lo dispuesto en el artículo 32º bis de la ley N° 18.933.”.


- La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 6°


Su texto es el siguiente:


Artículo 6º.- Aquellos funcionarios que están actualmente nombrados en alguna planta del Servicio, sin contar con los requisitos exigidos para desempeñarse en ellas, serán encasillados en los mismos grados y en las mismas plantas en que lo estén a la fecha de publicación del  decreto con fuerza de ley que las fije, pero no podrán optar a cargos de grados superiores, en tanto no cumplan con los requisitos que en cada caso se exijan. Lo anterior no obsta a lo dispuesto en la letra a) del artículo 13 bis de la ley N° 18.834.


- Se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami, con una enmienda formal de referencia.

Artículo 7°


Prescribe que el mayor gasto que se derive del ejercicio de las facultades delegadas al Presidente de la República en el artículo 1° transitorio y del encasillamiento que se practique, considerado su efecto año completo, no podrá exceder de la cantidad de  $ 1.331.000.000.

En el plazo especial abierto al efecto S.E. el Presidente de la República planteó indicación para reemplazar el guarismo “1.331.000.000” por “1.377.484.000”.


- La Comisión aprobó la indicación precedente por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Artículo 8°


Señala que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, será financiado con los recursos contemplados en el Presupuesto del Servicio Médico Legal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda,  con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar el respectivo presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.


- La Comisión aprobó el artículo 8° transitorio por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -

En el plazo especial abierto al efecto S.E. el Presidente de la República formuló indicación para introducir los siguientes artículos 7º y 8º transitorios, nuevos:

“Articulo 7° transitorio.- Durante el primer semestre del año 2006, la asignación de estímulo a la función pericial médico- legal se pagará al personal mencionado en el artículo 13 que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año calendario inmediatamente anterior y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación, una suma equivalente al 25% de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para estos efectos, y sólo por dicho periodo, no se exigirá el cumplimiento de las metas señaladas en el inciso segundo del artículo 13.

Los recursos presupuestarios que se destinarán al pago de la asignación durante el periodo señalado en el inciso precedente, se definirán en el mes anterior al pago de la primera cuota que procediere, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda y sobre la base del porcentaje señalado en el inciso anterior.   

El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje señalado en el inciso primero.

Durante el segundo semestre del año 2006, se pagará por concepto de la asignación  al personal mencionado en el inciso primero, una suma que no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 37,5 % de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para tal efecto, se estará al porcentaje de cumplimiento de metas al 30 de junio de 2006, de conformidad a lo dispuesto en los convenios a que alude el artículo siguiente. 

La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección y la formalización de la misma a que alude el artículo 15, se realizará durante el mes de julio de 2006. 

Durante el mes de agosto del mismo año, el Director Nacional del Servicio Médico Legal fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 y, mediante decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la misma fórmula señalada en el inciso segundo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, se destinarán los recursos presupuestarios correspondientes.   

El monto a pagar en cada cuota para este semestre, será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido por el Director Nacional para cada Dirección. 

El artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero de 2007. 

Articulo 8° transitorio.- Durante el año 2007, la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, se pagará con relación al cumplimiento de metas que se hayan definido para el año 2006.

Para estos efectos, durante los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley,  deberán suscribirse los convenios a que se refiere el artículo 14, que regirán para el año 2006. 

Mientras no se haya provisto los cargos de directores regionales y de Subdirector Médico, suscribirán los respectivos convenios los funcionarios que ejerzan dicha función, calidad que será reconocida por el Director Nacional en el acto administrativo que apruebe el convenio del caso.”.


- La Comisión aprobó esta indicación con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -


Cabe hacer presente que los representantes del Ejecutivo solicitaron a la Comisión efectuar ciertas enmiendas de referencias legales en los artículos transitorios de la iniciativa legal en informe, en atención a que los artículos del Estatuto Administrativo a que dichas normas hacen mención han cambiado en virtud del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, solicitud a la que la Comisión accedió por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 11 de agosto de 2005, señala que, en lo fundamental, el proyecto pretende dotar al Servicio de los recursos humanos más calificados para la realización adecuada de sus funciones y en condiciones laborales acordes con las exigencias actuales.


Agrega que en el artículo 9° transitorio se fija el mayor gasto anual derivado del ejercicio de las facultades delegadas al Presidente de la República en el artículo 1° transitorio y del encasillamiento que se practique. Este mayor gasto corresponde a $1.377 millones en régimen.


Expresa, además, que el proyecto para el año 2005 será financiado con los recursos que se contemplan en el presupuesto del Servicio Médico Legal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplir el respectivo presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiera financiarse con sus recursos.


En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con las siguientes modificaciones:

Disposiciones Permanentes

- - -


Incorporar el siguiente Título III, nuevo:

“Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal
Artículo 13.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2006 o a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, en el caso que esta última fecha fuere posterior, para los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, que desempeñen jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales en el Servicio Médico Legal, una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, asociada al cumplimiento de metas regionales o nacionales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo siguiente, directamente relacionadas con los objetivos definidos para la institución en el artículo 2° de esta ley.

Esta asignación corresponderá al personal señalado en el inciso anterior, que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación. Estos profesionales funcionarios percibirán la asignación siempre que la Dirección donde presten sus funciones haya cumplido, a lo menos, el 90% de las metas fijadas.

Artículo 14.- Para efectos de otorgar la asignación, el Director Nacional del Servicio Médico Legal y cada Director Regional de dicho Servicio, para el personal que se desempeñe en la respectiva Dirección Regional, o el Subdirector Médico, tratándose de personal que se desempeñe en la Dirección Nacional del mismo, suscribirán un convenio en el último trimestre del año que antecede al cumplimiento de las metas, el que contendrá las metas pertinentes y relevantes que contribuyan a mejorar el cumplimiento de los objetivos de la institución, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación. Estos convenios deberán ser visados por el Subsecretario de Justicia y tendrán duración anual.

Artículo 15.- La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección, será realizada por la Unidad de Auditoría del Ministerio de Justicia o quien cumpla sus funciones, para cuyo efecto se considerará la información que proporcione la Unidad de Auditoría Interna del Servicio Médico Legal o aquella que cumpla tales funciones. El resultado de esta evaluación determinará el grado de cumplimiento de las metas en cada Dirección, lo que se formalizará en un decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá dictarse a más tardar el 31 de enero del año calendario siguiente al que se cumplieron las metas. 

Artículo 16.- Durante el mes de febrero del año siguiente al cumplimiento de las metas, el Director Nacional del Servicio Médico Legal, fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación. Este porcentaje podrá ser diferenciado por Direcciones o según sea el nivel de cumplimiento de las metas, o ambas conjuntamente. Con todo, este porcentaje deberá ser el mismo para todos los profesionales funcionarios de la respectiva Dirección, afectos a esta asignación.

Artículo 17.- El monto mensual que corresponderá a cada profesional funcionario por concepto de la asignación, en caso de proceder su pago, no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 50 % de la suma de las remuneraciones señaladas a continuación, establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, correspondientes a la jornada o jornadas horarias semanales, que desempeñe en el Servicio Médico Legal en calidad de planta o a contrata: sueldo base y asignación de estímulo fijada a la institución, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 9° del citado cuerpo legal.

El gasto total anual que demande la aplicación del o los porcentajes que se definan por concepto de esta asignación no podrá exceder al monto señalado en el artículo siguiente.

Artículo 18.- A contar del año 2007, los recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, podrán ser hasta el 50 % del producto que se obtenga de multiplicar por 12 la suma de las remuneraciones mencionadas en el artículo anterior, que haya pagado el Servicio Médico Legal en el mes de diciembre del año objeto de la evaluación, a los profesionales funcionarios señalados en el artículo 13, excluidos los que no se hayan desempeñado en la institución a lo menos seis meses de ese mismo año.

Durante el mes de febrero, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, se fijará la cantidad máxima de recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación, conforme lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 19.- La asignación se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido de conformidad a lo establecido en el artículo 16. 

Esta asignación tendrá el carácter de imponible para pensiones y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en forma proporcional a los meses que comprenda el período que corresponda, y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.


Artículo 20.- La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no se considerará para determinar la limitación máxima de rentas establecida en el inciso final del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, ni las limitaciones a los montos de las asignaciones de estímulo y de la percepción conjunta de las asignaciones de estímulo y de responsabilidad, señaladas en la letra b) del inciso primero y en el inciso tercero del artículo 9° de dicho cuerpo legal, respectivamente.”.
(Indicación nueva del Ejecutivo. Unanimidad 4x0).

- - -

Título III

Disposiciones Varias


- Sustituir el ordinal “III” de este epígrafe por “IV”.


- Incorporar el siguiente artículo 21, nuevo:

“Artículo 21.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, para efectos del monto del viático completo que corresponda a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 pertenecientes al Servicio Médico Legal que, en su carácter de tales y por razones de servicio, deban ausentarse del lugar de desempeño habitual para concurrir a audiencias judiciales dentro del territorio de la República, se estará a lo que el inciso primero de la misma norma anterior determine para el grado tope de la planta de profesionales remunerados por la Escala Única de Sueldos de la institución.”.

(Indicación nueva del Ejecutivo. Unanimidad 4x0).

Artículos 13 a 18


Pasan a ser artículos 22 a 27,respectivamente, sin enmiendas.

Disposiciones transitorias

Artículo 1°


Sustituir, en el inciso segundo, la referencia al “artículo 7° bis de la Ley N° 18.834” por otra al “artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 2°


Reemplazar la referencia al “artículo 13 bis de la ley N° 18.834” por otra al “artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 4°


Sustituir, en su inciso tercero, la mención al “artículo 14 transitorio de la ley N° 18.834” por otra al “artículo 13 transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 6°


Reemplazar la referencia al “artículo 13 bis de la ley N° 18.834” por otra al “artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

- - -


Incorporar el siguiente Título III, nuevo:

“Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal

Articulo 7°.- Durante el primer semestre del año 2006, la asignación de estímulo a la función pericial médico- legal se pagará al personal mencionado en el artículo 13 que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año calendario inmediatamente anterior y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación, una suma equivalente al 25% de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para estos efectos, y sólo por dicho periodo, no se exigirá el cumplimiento de las metas señaladas en el inciso segundo del artículo 13.

Los recursos presupuestarios que se destinarán al pago de la asignación durante el periodo señalado en el inciso precedente, se definirán en el mes anterior al pago de la primera cuota que procediere, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda y sobre la base del porcentaje señalado en el inciso anterior.

El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje señalado en el inciso primero.

Durante el segundo semestre del año 2006, se pagará por concepto de la asignación  al personal mencionado en el inciso primero, una suma que no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 37,5 % de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para tal efecto, se estará al porcentaje de cumplimiento de metas al 30 de junio de 2006, de conformidad a lo dispuesto en los convenios a que alude el artículo siguiente. 

La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección y la formalización de la misma a que alude el artículo 15, se realizará durante el mes de julio de 2006. 

Durante el mes de agosto del mismo año, el Director Nacional del Servicio Médico Legal fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 y, mediante decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la misma fórmula señalada en el inciso segundo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, se destinarán los recursos presupuestarios correspondientes.   

El monto a pagar en cada cuota para este semestre, será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido por el Director Nacional para cada Dirección. 

El artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero de 2007. 

Articulo 8°.- Durante el año 2007, la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, se pagará con relación al cumplimiento de metas que se hayan definido para el año 2006.

Para estos efectos, durante los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley,  deberán suscribirse los convenios a que se refiere el artículo 14, que regirán para el año 2006. 

Mientras no se haya provisto los cargos de directores regionales y de Subdirector Médico, suscribirán los respectivos convenios los funcionarios que ejerzan dicha función, calidad que será reconocida por el Director Nacional en el acto administrativo que apruebe el convenio del caso.”.

(Indicación nueva del Ejecutivo y artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

- - -

Título III

Del Financiamiento


Reemplazar el ordinal “III” por “IV”

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

Artículo 7°


Pasa a ser artículo 9°, reemplazándose el guarismo “1.331.000.000” por “1.377.484.000”.

(Indicación nueva del Ejecutivo. Unanimidad 4x0).

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 10.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones que se han señalado, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

De la Naturaleza Jurídica, Objeto y Funciones del Servicio

Artículo 1º.- El Servicio Médico Legal es un servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Justicia, funcional y territorialmente desconcentrado a través de Direcciones Regionales, dependientes de la Dirección Nacional, que se regirá por las disposiciones de esta ley y sus normas complementarias.



Artículo 2º.- El objeto del Servicio Médico Legal será asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación, en todo el territorio nacional, en lo relativo a la medicina legal, ciencias forenses y demás materias propias de su ámbito.





Además, le corresponderá la tuición y supervigilancia técnica y directiva en la prestación de servicios relativos a las materias de su competencia, poniendo énfasis en su calidad, eficiencia y oportunidad.



Asimismo, colaborará con la capacitación y docencia en estas áreas, a nivel nacional e internacional, en coordinación con organismos públicos y privados, universidades y demás centros de investigación forense.

Artículo 3º.- Al Servicio Médico Legal le corresponderá, especialmente, el desarrollo de las siguientes funciones:

a) Realizar peritajes médico-legales, en materias clínicas, tanatológicas, psiquiátricas y de laboratorio, evacuando los informes periciales del caso;


b) Ejercer la tuición técnica de los organismos y del personal profesional o de otra índole que participen en la realización de peritajes médico-legales, en el ámbito público o privado, a través de la dictación de normas de aplicación general que regulen los procedimientos periciales que efectúen, o los que sirvan de base para ellos;

c) Desarrollar investigación científica, docencia y extensión en materias médico legales;

d) Efectuar la formación y certificación de sus técnicos y auxiliares tanatológicos, de conformidad a lo establecido en su reglamento orgánico;

e) Mantener registros estadísticos de las pruebas periciales de carácter biológico, químico u otro que determine la ley, y

f) Las demás funciones que le encomiende la ley.

Artículo 4º.- El Servicio Médico Legal percibirá ingresos por los exámenes, pericias y procesos de embalsamamiento y de conservación de partes orgánicas que le sean requeridos por entidades o personas particulares, salvo que, conforme a la ley, tales prestaciones deban ser gratuitas.


Por decreto supremo del Ministerio de Justicia, el cual deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto de los derechos respectivos, los que se considerarán ingresos propios del Servicio.
Título II

De la Organización del Servicio


Artículo 5º.- El Servicio Médico Legal se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.


La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección Médica, la Subdirección Administrativa y la unidad de docencia, investigación y extensión denominada "Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”.


En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional. Éstas organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico.


El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije al Servicio, establecerá la restante organización interna del mismo y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.

Párrafo 1º

De la organización interna del Servicio


Artículo 6º.- La dirección del servicio corresponderá al Director Nacional, quien será designado por el Presidente de la República de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá contar con el título profesional de médico cirujano, con ejercicio profesional de diez años a lo menos, para desempeñar el cargo.


El Director Nacional será subrogado, en primer lugar, por el Subdirector Médico y, en caso de ausencia, la subrogación operará de acuerdo a lo que señale el reglamento orgánico.


Artículo 7º.- Al Director Nacional le corresponderá especialmente y sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado:





a) Dirigir, organizar, coordinar y administrar el Servicio, tomando las decisiones que estime necesarias para la buena marcha del mismo;





b) Establecer las prioridades del Servicio de acuerdo con las necesidades nacionales o regionales, propendiendo a fortalecer la estructura regional del mismo;





c) Proponer al Ministerio de Justicia planes, programas y proyectos destinados a mejorar la gestión del Servicio, fijando las metas que correspondan para tal efecto;





d) Velar por la corrección técnica, legal y ética de las pericias médico-legales, cuidando que los procedimientos periciales que se practiquen en el Servicio Médico Legal se ejecuten de acuerdo a normas de general aplicación;





e) Controlar el estricto cumplimiento de las órdenes emanadas de los Tribunales de Justicia o del Ministerio Público;





f) Autorizar el intercambio de información técnica con otros organismos nacionales o internacionales que desarrollen actividades relacionadas con las funciones del Servicio Médico Legal, manteniendo la confidencialidad de los asuntos médico-legales que, con ocasión de sus funciones, le corresponda conocer;





g) Celebrar convenios con universidades, otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y organismos públicos y privados, en materias médico-legales;





h) Ordenar los turnos pertinentes entre su personal y fijar los descansos complementarios que correspondan;





i) Administrar los bienes y recursos que le sean asignados al Servicio y velar por su buen uso y conservación, sometiéndose en todo caso a las demás obligaciones que le impongan las leyes y reglamentos;





j) Delegar sus facultades, cuando lo estime conveniente, en funcionarios de la institución, y



k) Realizar las demás funciones que le sean encomendadas por la autoridad competente o por la ley.

Artículo 8º.- A la Subdirección Médica le corresponderá, especialmente:


a) Proponer, planificar, programar y supervisar las políticas relativas a su área técnica, conforme a las directrices que el Director Nacional establezca;


b) Ejecutar las funciones que le hayan sido delegadas o encomendadas por el Director Nacional,  y 


c) Coordinar y supervisar las dependencias del Servicio sujetas a su cargo, sobre la base de las políticas, objetivos, planes e instrucciones generales, que fije el Director Nacional.


La Jefatura en esta área será asumida por el Subdirector Médico, quien será designado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Artículo 9º.- A la Subdirección Administrativa le corresponderá, especialmente:


a) Proponer, planificar, programar y supervisar las políticas de su área, conforme a las directrices que el Director Nacional establezca;


b) Ejecutar las funciones que le hayan sido delegadas o encomendadas por el Director  Nacional;


c) Coordinar y supervisar las dependencias del Servicio sujetas a su cargo, sobre la base de las políticas, objetivos, planes e instrucciones generales, que fije el Director Nacional;


d) Proponer al Director Nacional los planes, programas y proyectos del Servicio, acorde a los niveles de demanda específica o las estrategias de desarrollo del Ministerio de Justicia;


e) Coordinar y controlar el cumplimiento de los planes, programas y proyectos de inversión aprobados por la Dirección Nacional, estableciendo los mecanismos necesarios al efecto, y


f) En general, procurar la administración eficaz y oportuna de los recursos humanos, físicos y financieros del Servicio.


La Jefatura en esta área será asumida por el Subdirector Administrativo, quien será designado por el Director Nacional, de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Artículo 10.- El “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar”, se encargará de elaborar y proponer las políticas y desarrollar las funciones referidas a docencia, investigación y extensión del Servicio.


Artículo 11.- Al “Instituto Médico Legal Dr. Carlos Ybar” le corresponderá, especialmente:


a) Contribuir a la formación y perfeccionamiento de postulantes y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, en materias médico-legales;


b) Colaborar en la formación de los alumnos de las universidades y otras instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, en materias médico-legales, y con otros organismos estatales cuando lo requieran para alumnos o funcionarios; 


c) Impulsar y velar por la adecuada coordinación en materias de investigación científica médico-legal, en actividades de extensión y docencia de carácter interno o externo;


d) Formar y mantener museos y colecciones de piezas y objetos relacionados con la medicina legal y las ciencias forenses,  y


e) Las demás que le encomiende el Director Nacional.

Párrafo 2º

De la organización territorial del Servicio


Artículo 12.- Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director Regional, el que será nombrado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


A estas Direcciones les corresponderá ejecutar las políticas, planes y programas del Servicio en la región, sobre la base de las instrucciones que fije el Director Nacional, con especial consideración de lo dispuesto en el artículo 7º letra b).

Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal
Artículo 13.- Establécese, a contar del 1° de enero de 2006 o a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, en el caso que esta última fecha fuere posterior, para los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, que desempeñen jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales en el Servicio Médico Legal, una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, asociada al cumplimiento de metas regionales o nacionales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo siguiente, directamente relacionadas con los objetivos definidos para la institución en el artículo 2° de esta ley.

Esta asignación corresponderá al personal señalado en el inciso anterior, que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación. Estos profesionales funcionarios percibirán la asignación siempre que la Dirección donde presten sus funciones haya cumplido, a lo menos, el 90% de las metas fijadas.

Artículo 14.- Para efectos de otorgar la asignación, el Director Nacional del Servicio Médico Legal y cada Director Regional de dicho Servicio, para el personal que se desempeñe en la respectiva Dirección Regional, o el Subdirector Médico, tratándose de personal que se desempeñe en la Dirección Nacional del mismo, suscribirán un convenio en el último trimestre del año que antecede al cumplimiento de las metas, el que contendrá las metas pertinentes y relevantes que contribuyan a mejorar el cumplimiento de los objetivos de la institución, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación. Estos convenios deberán ser visados por el Subsecretario de Justicia y tendrán duración anual.

Artículo 15.- La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección, será realizada por la Unidad de Auditoría del Ministerio de Justicia o quien cumpla sus funciones, para cuyo efecto se considerará la información que proporcione la Unidad de Auditoría Interna del Servicio Médico Legal o aquella que cumpla tales funciones. El resultado de esta evaluación determinará el grado de cumplimiento de las metas en cada Dirección, lo que se formalizará en un decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá dictarse a más tardar el 31 de enero del año calendario siguiente al que se cumplieron las metas. 

Artículo 16.- Durante el mes de febrero del año siguiente al cumplimiento de las metas, el Director Nacional del Servicio Médico Legal, fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación. Este porcentaje podrá ser diferenciado por Direcciones o según sea el nivel de cumplimiento de las metas, o ambas conjuntamente. Con todo, este porcentaje deberá ser el mismo para todos los profesionales funcionarios de la respectiva Dirección, afectos a esta asignación.

Artículo 17.- El monto mensual que corresponderá a cada profesional funcionario por concepto de la asignación, en caso de proceder su pago, no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 50 % de la suma de las remuneraciones señaladas a continuación, establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, correspondientes a la jornada o jornadas horarias semanales, que desempeñe en el Servicio Médico Legal en calidad de planta o a contrata: sueldo base y asignación de estímulo fijada a la institución, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 9° del citado cuerpo legal.   

El gasto total anual que demande la aplicación del o los porcentajes que se definan por concepto de esta asignación no podrá exceder al monto señalado en el artículo siguiente.

Artículo 18.- A contar del año 2007, los recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, podrán ser hasta el 50 % del producto que se obtenga de multiplicar por 12 la suma de las remuneraciones mencionadas en el artículo anterior, que haya pagado el Servicio Médico Legal en el mes de diciembre del año objeto de la evaluación, a los profesionales funcionarios señalados en el artículo 13, excluidos los que no se hayan desempeñado en la institución a lo menos seis meses de ese mismo año.

Durante el mes de febrero, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, se fijará la cantidad máxima de recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación, conforme lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 19.- La asignación se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido de conformidad a lo establecido en el artículo 16. 

Esta asignación tendrá el carácter de imponible para pensiones y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en forma proporcional a los meses que comprenda el período que corresponda, y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.


Artículo 20.- La asignación de estímulo a la función pericial médico-legal no se considerará para determinar la limitación máxima de rentas establecida en el inciso final del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, ni las limitaciones a los montos de las asignaciones de estímulo y de la percepción conjunta de las asignaciones de estímulo y de responsabilidad, señaladas en la letra b) del inciso primero y en el inciso tercero del artículo 9° de dicho cuerpo legal, respectivamente.

Título IV
Disposiciones Varias


Artículo 21.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, para efectos del monto del viático completo que corresponda a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 pertenecientes al Servicio Médico Legal que, en su carácter de tales y por razones de servicio, deban ausentarse del lugar de desempeño habitual para concurrir a audiencias judiciales dentro del territorio de la República, se estará a lo que el inciso primero de la misma norma anterior determine para el grado tope de la planta de profesionales remunerados por la Escala Única de Sueldos de la institución.

Artículo 22.- Los profesionales a contrata del Servicio Médico Legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, y por la ley N° 15.076, podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Director Nacional. El personal al que se encomiende tales funciones no podrá exceder del 10% de los profesionales que se desempeñen a contrata en el Servicio.


Artículo 23.- El personal que cumpla sus funciones en el Servicio Médico Legal estará obligado a guardar reserva acerca de los hechos o los antecedentes de que tuviere conocimiento en razón de su desempeño.





Los Tribunales de Justicia o el Ministerio Público podrán ordenar que se practique un examen médico-legal sólo ante las personas que designen y los resultados de estas pericias no podrán utilizarse en la enseñanza, sin previa autorización del juez o fiscal respectivo y del interesado o de quien lo represente.





La vulneración de la obligación de reserva establecida en los incisos anteriores será sancionada en conformidad a la ley, siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, según corresponda.





La reserva regulada en el presente artículo, cuando se refiera a una investigación de un hecho que revista caracteres de delito, se regirá por las normas del Código Procesal Penal. En consecuencia, los hechos y antecedentes relativos a una pericia serán secretos sólo para los terceros ajenos al procedimiento.

Artículo 24.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 de la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, las salas de autopsia dependientes del Servicio Médico Legal serán consideradas como lugares de defunción de las personas cuyos cadáveres hayan sido llevados a estos establecimientos. La sepultación de cadáveres abandonados o no reclamados deberá efectuarse en el cementerio más próximo a dichos establecimientos. 


Artículo 25.- Los hospitales, clínicas, servicios de asistencia pública y demás establecimientos de salud deberán otorgar al Servicio Médico Legal todas las facilidades para el cumplimiento de las órdenes judiciales o del Ministerio Público.



Asimismo, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones que deban practicarse a personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, y que no requieran hospitalización, se efectúen en forma expedita.


Artículo 26.- Los funcionarios del Servicio que accedan a programas de especialización iguales o superiores a un año, financiados por la Institución, tendrán la obligación de desempeñarse en ella, a lo menos, por un tiempo similar al de la duración de los programas.


El funcionario que no cumpla con esta obligación deberá reintegrar el 100% del valor financiado con el que se le haya beneficiado, reajustado, más el interés corriente, calculado desde el momento de percepción o pago respectivo hasta la fecha del reintegro correspondiente. El reglamento establecerá las cauciones necesarias para resguardar el reintegro.


Artículo 27.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 196, de 1960 y sus correspondientes modificaciones.


Los demás preceptos legales y reglamentarios preexistentes que versen sobre materias reguladas en la presente ley, quedarán derogados sólo en cuanto fueren contrarios o inconciliables con ésta.

Disposiciones transitorias

Título I

De la Delegación de Facultades


Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, el que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, fije las plantas del personal del Servicio Médico Legal.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma, fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como las dotaciones máximas de personal y los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.


No obstante, para los funcionarios del Servicio Médico Legal que se encuentren afectos a la ley Nº 18.834 y al decreto ley Nº 249, de 1974, determínase que los grados iniciales y superiores de la planta que se fije, serán los siguientes, respectivamente:


Director Nacional: Grado 2º


Planta de Directivos: Grados 13º y 3º.


Planta de Profesionales: Grados 14º y 4º.


Planta de Técnicos: Grados  21º y 11º.


Planta de Administrativos: Grados  23º y 13º. 


Planta de Auxiliares: Grados 24º y 19º.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República, respecto del personal regido por la ley Nº 15.076, deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije y, en especial, podrá determinar los cargos de profesionales funcionarios de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, según las distintas profesiones y con las jornadas que se requieran para el cumplimiento de las finalidades del Servicio Médico Legal.

Título II

Del Encasillamiento


Artículo 2º.- El encasillamiento del personal se efectuará dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que fije las nuevas plantas del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. No obstante, en el caso contemplado en la letra b) de esa disposición, podrán participar funcionarios que se hayan desempeñado en el Servicio, a lo menos, durante dos años anteriores al encasillamiento.


Artículo 3º.- El encasillamiento del personal regido por la ley Nº 15.076, en servicio a la fecha de publicación de la presente ley, en la nueva planta, se regirá por las normas siguientes:


1.- Los profesionales funcionarios que ocupen cargos en la "Planta Ley 15.076" establecida en el artículo 30 de la ley N° 18.827, quedarán incorporados, por el solo ministerio de la ley, en cargos y calidad jurídica equivalentes de la nueva planta que se fije para este mismo personal.


2.- Los cargos de esta planta que quedaren vacantes se proveerán por concurso conforme el procedimiento establecido en el artículo 3° de la   ley N° 15.076. 


Artículo 4º.- La fijación de las nuevas plantas y los encasillamientos y designaciones a que ello dé lugar, o los cambios de grados que experimenten los funcionarios por aplicación de esta ley, no significarán modificación alguna en los regímenes de previsión, desahucio y prestaciones de salud a que está sujeto el personal del Servicio Médico Legal, sea que ellos se deriven de modificaciones de plantas, cargos, grados o escalafones. Los funcionarios mantendrán el número de bienios y trienios, según corresponda, que estuvieren percibiendo y conservarán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. Asimismo, tampoco podrá significar pérdida del empleo ni disminución de remuneraciones de los funcionarios. 


Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


El encasillamiento no podrá significar pérdida del beneficio contemplado en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, en relación al artículo 13 transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Artículo 5º.- Las cotizaciones para salud que corresponde efectuar a raíz del aumento de remuneraciones derivado de la aplicación de esta ley, correspondiente al período comprendido entre la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y la total tramitación de la resolución que lo dispone, respecto de los trabajadores que durante el citado lapso hubieren tenido contrato con alguna institución de salud previsional, estarán afectas a lo dispuesto en el artículo 32º bis de la ley N° 18.933.


Artículo 6º.- Aquellos funcionarios que están actualmente nombrados en alguna planta del Servicio, sin contar con los requisitos exigidos para desempeñarse en ellas, serán encasillados en los mismos grados y en las mismas plantas en que lo estén a la fecha de publicación del  decreto con fuerza de ley que las fije, pero no podrán optar a cargos de grados superiores, en tanto no cumplan con los requisitos que en cada caso se exijan. Lo anterior no obsta a lo dispuesto en la letra a) del artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Título III

De la Asignación de Estímulo a la Función Pericial Médico-legal

Articulo 7°.- Durante el primer semestre del año 2006, la asignación de estímulo a la función pericial médico- legal se pagará al personal mencionado en el artículo 13 que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, en el Servicio Médico Legal, durante a lo menos seis meses del año calendario inmediatamente anterior y que se encuentre, además, en servicio en dicha institución a la fecha del pago de la cuota respectiva de la asignación, una suma equivalente al 25% de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para estos efectos, y sólo por dicho periodo, no se exigirá el cumplimiento de las metas señaladas en el inciso segundo del artículo 13.

Los recursos presupuestarios que se destinarán al pago de la asignación durante el periodo señalado en el inciso precedente, se definirán en el mes anterior al pago de la primera cuota que procediere, por decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda y sobre la base del porcentaje señalado en el inciso anterior.   

El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje señalado en el inciso primero.

Durante el segundo semestre del año 2006, se pagará por concepto de la asignación  al personal mencionado en el inciso primero, una suma que no podrá ser inferior a un 32% ni superior a un 37,5 % de las remuneraciones que le sirven de cálculo. Para tal efecto, se estará al porcentaje de cumplimiento de metas al 30 de junio de 2006, de conformidad a lo dispuesto en los convenios a que alude el artículo siguiente. 

La evaluación del cumplimiento de las metas fijadas para cada Dirección y la formalización de la misma a que alude el artículo 15, se realizará durante el mes de julio de 2006. 

Durante el mes de agosto del mismo año, el Director Nacional del Servicio Médico Legal fijará los porcentajes a pagar por concepto de esta asignación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 y, mediante decreto del Ministerio de Justicia, expedido bajo la misma fórmula señalada en el inciso segundo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, se destinarán los recursos presupuestarios correspondientes.

El monto a pagar en cada cuota para este semestre, será el valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual del porcentaje definido por el Director Nacional para cada Dirección.

El artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero de 2007.

Articulo 8°.- Durante el año 2007, la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, se pagará con relación al cumplimiento de metas que se hayan definido para el año 2006.

Para estos efectos, durante los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley,  deberán suscribirse los convenios a que se refiere el artículo 14, que regirán para el año 2006. 


Mientras no se haya provisto los cargos de directores regionales y de Subdirector Médico, suscribirán los respectivos convenios los funcionarios que ejerzan dicha función, calidad que será reconocida por el Director Nacional en el acto administrativo que apruebe el convenio del caso.

Título IV

Del Financiamiento


Artículo 9º.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de las facultades delegadas al Presidente de la República en el artículo 1° transitorio y del encasillamiento que se practique, considerado su efecto año completo, no podrá exceder de la cantidad de  $ 1.377.484.000.


Artículo 10.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, será financiado con los recursos contemplados en el Presupuesto del Servicio Médico Legal. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda,  con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar el respectivo presupuesto, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.".

- - -


Acordado en sesión de fecha 17 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 23 de agosto de 2005.




          ROBERTO BUSTOS LATORRE

                                     Secretario

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE MODERNIZACIÓN, REGULACIÓN ORGÁNICA Y PLANTA DEL PERSONAL DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL.

(Boletín Nº 3.154-07)

I.- PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO: la iniciativa tiene como objetivo central modernizar el Servicio Médico Legal. Con tal propósito, precisa su naturaleza jurídica, sus objetivos y las funciones que debe desarrollar; establece su organización desconcentrada sobre la base de una Dirección Nacional y Direcciones Regionales; regula su organización interna; fija las funciones que corresponderán a cada uno de sus órganos, establece normas sobre personal y establecer una asignación de estímulo a la función pericial médico-legal. Enseguida, efectúa una delegación de facultades al Presidente de la República para fijar las nuevas plantas del personal del Servicio y fija normas para el encasillamiento.

II.- ACUERDOS:
Indicación   8: aprobada, 4 x 0.

Indicación 10: aprobada, 4 x 0.

Indicación 12: aprobada con modificaciones, 4 x 0.

Indicación 13: rechazada, 4 x 0.

Indicación 26: aprobada, 4 x 0.

Indicación 27: aprobada con modificaciones, 3 x 0.

Indicaciones nuevas del Ejecutivo: aprobadas, 4x0.

III.- ESTRUCTURA DEL PROYECTO: El proyecto consta de 27 artículos permanentes, agrupados en cuatro títulos, y de 10 disposiciones transitorias, también organizadas en cuatro títulos.

IV.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento señala que los artículos 4° permanente y 5° transitorio deben aprobarse como ley de quórum calificado por tratarse el primero de una norma que permite a un organismo del Estado desarrollar actividades empresariales, según lo establece el artículo 19 N° 21, inciso segundo, de la Constitución Política, e incidir el segundo en el derecho a la seguridad social, de acuerdo a lo señalado en el artículo 19 N° 18 de la misma Constitución.

V.- URGENCIA: “suma”.

VI.- ORIGEN DE LA INICIATIVA: Mensaje del Ejecutivo.

VII.- TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo trámite.

VIII.- TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.
IX.- LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:

-Decreto con Fuerza de Ley N° 196, de 1960, Estatuto Orgánico del Servicio Médico Legal;

-Ley Nº 19.882, sobre nueva política de personal para funcionarios públicos;

-Ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo;

-Ley Nº 18.827, sobre adecuación de plantas de determinados órganos y servicios, y

-Ley Nº 15.076, Estatuto para los médicos cirujanos, farmacéuticos o químico-farmacéuticos, bio-químicos y cirujanos dentistas.






Valparaíso, 23 de agosto de 2005.




(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE

                                                                            
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS REFERIDO A REFORMAS ORGÁNICAS Y PROCEDIMENTALES CONCERNIENTES AL PODER JUDICIAL

(3790-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en general, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E el Presidente de la República.


Concurrieron al estudio de la iniciativa, el Ministro de Justicia, señor Luis Bates, el Jefe de la División Jurídica de la misma Cartera, señor Francisco Maldonado, y el abogado del Departamento de Asesorías y Estudios de dicho Ministerio, señor Rodrigo Zúñiga. 



Cabe dejar constancia que  los números 1 y 4 del artículo primero permanente, y el artículo transitorio, son normas orgánicas constitucionales, por ser materias relacionadas con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 74 de la Constitución Política. En consecuencia, deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



La Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento a los dispuesto en los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó la opinión de la Corte Suprema, mediante Oficio N° 5389, de 20 de enero de 2005, el que fue respondido por el Máximo Tribunal, por Oficio N° 32, de 22 de marzo del presente año.

                              o o o

ANTECEDENTES

Antecedentes de Hecho

 El Mensaje

 Objetivos Fundamentales de la Iniciativa


En su Mensaje, el Presidente de la República señala que esta iniciativa legal es el resultado de las conclusiones y observaciones obtenidas en la denominada Mesa Judicial, en la cual el Poder Judicial manifestó diversas necesidades, muchas de las cuales fueron acogidas en diversos proyectos de ley.  



Agrega que el Poder Judicial ha enviado al Ejecutivo –siguiendo el mandato del artículo 5º del Código Civil- un consolidado que contiene un conjunto de dudas y dificultades que se han presentado en la inteligencia y aplicación de las leyes y los vacíos que han detectado durante el año 2003, en el cual se incluyen todas las interrogantes planteadas por las diversas Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, que ha permitido al Ejecutivo tener una visión global, pero a su vez más específica y directa de aquellas.



Añade que, en base a lo señalado, el proyecto de ley busca atender las necesidades surgidas en el desarrollo de la administración interna del Poder Judicial, así como en el ejercicio jurisdiccional del mismo, a objeto de modernizar y adaptar ciertos aspectos particulares de la función judicial a las nuevas realidades.



Las modificaciones propuestas en el Mensaje se fundamentan de la siguiente manera:


1) Especialización de salas de las Cortes de Apelaciones, con el objetivo de mejorar el ejercicio de la función jurisdiccional, no sólo en cuanto a la eficiencia relacionada con el número de causas resueltas, sino también a la calidad de ésas, mediante la asignación –en aquellas Cortes que cuenten con dos o más salas- de asuntos sometidos a su conocimiento divididos por materias, cuya distribución será bianual, según lo disponga el respectivo auto acordado.


2) Remisión por parte del Presidente de la Corte Suprema, al Presidente de la República, de un informe anual y consolidado, que contenga las dudas y dificultades que hayan surgido en los Tribunales Superiores de Justicia en la inteligencia y aplicación de las leyes, y de los vacíos que hubieren podido observar.  Se estima adecuado consagrar este canal formal de comunicación, que recoge las observaciones a nivel nacional de los tribunales, que permite un trabajo más eficiente en la producción de nuevas normas, atendidos los excelentes resultados que, últimamente, ha significado esta manera de operar.


3) Ampliación de plazos de prescripción dispuestos en el decreto ley Nº 2.695, sobre regularización de la propiedad raíz, atendidas las graves consecuencias que el corto plazo actual de prescripción produce en contra de propietarios con derechos inscritos a su favor.


4) Modificación de la ley Nº 18.101, sobre arrendamiento, que hace presumir –en caso de notificación por el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil- como domicilio del demandado el que corresponde al inmueble arrendado, de tal manera que se presuma de derecho que dicho inmueble corresponde al domicilio del arrendatario.  Con ello, se busca precaver eventuales irregularidades que se pudieren ocasionar en aquellos casos en que siendo la demanda interpuesta por el arrendatario –por tanto, en que el arrendador sea el demandado- se presuma de pleno derecho sin posibilidad de prueba en contrario, que el inmueble arrendado, ocupado por el arrendatario, corresponda al domicilio del arrendador.   Se propone agregar, asimismo, la condición de que opere tal presunción sólo en la medida que el arrendatario no haya hecho abandono del inmueble.

- - - - - -

 Antecedentes Legales
a) CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES

Artículo 61

 



Dispone que las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco y  Valdivia se dividirán en dos salas; las Cortes de  Apelaciones de Valparaíso y Concepción en cinco salas; la Corte de Apelaciones de San Miguel en seis salas; y la Corte de Apelaciones de Santiago en nueve salas. Cada una de las salas en que se dividan ordinariamente las Cortes de Apelaciones, tendrán tres ministros, a excepción de la primera sala que constará de cuatro. Para la constitución de las diversas salas en que se dividan las Cortes de Apelaciones para su funcionamiento ordinario, se sortearán anualmente los miembros del tribunal, con excepción de su Presidente, el que quedará incorporado a la Primera Sala, siendo facultativo para él integrarla. El sorteo correspondiente se efectuará el último día hábil de enero de cada año.

Artículo 102
 



 Expresa que el primer día hábil de marzo, la Corte Suprema iniciará sus funciones en audiencia pública, a la cual deberán concurrir su fiscal judicial y los miembros y fiscales judiciales de la Corte de  Apelaciones de Santiago.                                   

     



El Presidente de la Corte Suprema dará cuenta en  esta audiencia:                                            

    



1° Del trabajo efectuado por el tribunal en el año judicial anterior;

    



2° Del que haya quedado pendiente para el año que se inicia;

   



 3° De los datos que se hayan remitido al tribunal por las Cortes de Apelaciones en conformidad al artículo 90, N° 9, de la apreciación que le mereciere la labor de estos tribunales y de las medidas que a su juicio o a juicio del tribunal fuere necesario adoptar para mejorar la administración de justicia, y

   



 4° De las dudas y dificultades que hayan ocurrido a la Corte Suprema y a las Cortes de Apelaciones en la inteligencia y aplicación de las leyes y de los vacíos que se noten en ellas y de que se haya dado cuenta al Presidente de la República en cumplimiento del artículo 5° del Código Civil.

Artículo 215

 



 Indica que si por falta o inhabilidad de alguno de sus miembros quedare una Corte de Apelaciones o cualquiera de sus salas sin el número de jueces necesario para el conocimiento y resolución de las causas que les estuvieren sometidas, se integrarán con los miembros no inhabilitados del mismo tribunal, con sus fiscales y con los abogados que se designen anualmente con este objeto.

 


  
 El llamamiento de los integrantes se hará en el orden indicado y los abogados se llamarán por el orden de su designación en la lista de su nombramiento.

 


  
Las salas de las Cortes de Apelaciones no podrán  funcionar con mayoría de abogados integrantes, tanto en su funcionamiento ordinario como en el extraordinario.     

 


  
 La integración de las salas de la Corte de Santiago se hará preferentemente con los miembros de aquellas que se compongan de cuatro, según el orden de antigüedad.

b) CÓDIGO CIVIL

Artículo 5°

 



Dispone que la Corte Suprema de Justicia y las Cortes de Alzada, en el mes de marzo de cada año, darán cuenta al Presidente de la República de las dudas y dificultades que les hayan ocurrido en la inteligencia y aplicación de las leyes, y de los vacíos que noten en ellas.

c) LEY N° 18.101, FIJA NORMAS ESPECIALES SOBRE ARRENDAMIENTO DE PREDIOS URBANOS

Artículo 8º





Contiene las reglas que regirán los juicios referidos a contratos de arrendamiento de bienes raíces urbanos. Entre otras, en su número 2 prescribe que la notificación de la demanda se efectuará conforme a la norma del inciso primero del artículo 553 del Código de Procedimiento Civil y que para los efectos de lo dispuesto en el artículo 44 del mismo Código, se presumirá de pleno derecho como domicilio del demandado el que corresponda al inmueble arrendado.
d) DECRETO LEY N° 2.695, DE 1979, FIJA NORMAS PARA REGULARIZAR LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ Y PARA LA CONSTITUCIÓN DEL DOMINIO SOBRE ELLA

Artículo 15

 



 Expresa que la resolución del Servicio que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el interesado adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas.

    



Agrega que, transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida contado desde la fecha de la inscripción, el interesado se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno.

Artículo 16

 



Dispone que como consecuencia de lo dispuesto en el artículo precedente, expirado el plazo de un año a que esa disposición se refiere, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con la presente ley.

Artículo 17

 



 Indica que los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción.

Artículo 26

 



 Establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19° los terceros podrán, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción del inmueble practicada por resolución administrativa o judicial, deducir ante el tribunal señalado en el artículo 20° las acciones de dominio que estimen asistirles.

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA


Por considerarlo de especial interés, la Comisión acordó transcribir la opinión emitida por la Corte Suprema en relación a la iniciativa en estudio.


El texto del ya mencionado Oficio N° 32, de 22 de marzo de 2005, es el siguiente


“Mediante oficio N° 5389 e fecha 20 de enero de 2005, remitido por don Gabriel Ascencio Mansilla, Presidente de la H. Cámara de  Diputados de la República, se ha solicitado Ia opinión de esta Corte, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 16 de la  Ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, sobre el proyecto de Ley, iniciado en Mensaje, referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial y otras materias. (Boletín 3790-07)


Impuesto el Tribunal Pleno sobre la materia consultada, en sesión de fecha 18 de marzo de 2005, bajo a presidencia de su titular y con la asistencia de los Ministros señores Álvarez García, Ortiz, Benquis, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez Ariztía, Pérez, Álvarez Hernández, Marín, Yurac, Medina, Kokisch, Juica, Segura, señorita Morales y señores Oyarzún y Rodríguez Espoz, acordó emitir el informe que se desarrolla a continuación haciendo presente las siguientes observaciones y/o comentarios:

I. Especialización de las Salas de Cortes de Apelaciones.


El proyecto en cuestión sugiere introducir el siguiente artículo 61 bis al Código Orgánico de Tribunales:


"Las Cortes de Apelaciones de dos o más salas funcionarán divididas en salas especializadas, correspondiendo a cada Corte, mediante auto acordado, establecer la forma de distribución e las materias bianualmente.”

Esta Corte estima altamente conveniente la especialización de las Cortes de Apelaciones, a objeto de dar certeza jurídica y uniformar la jurisprudencia de los tribunales. Sin perjuicio de lo anterior, se considera más adecuado que sea la Corte Suprema, a propuesta de las Cortes de Apelaciones, la que dicte los autos acordados pertinentes.


En tal sentido, tomando en consideración la experiencia de este máximo tribunal, sería aconsejable establecer una norma similar a la del artículo 95 del Código Orgánico de Tribunales, conforme aI cual la Corte, mediante auto acordado, establecerá la forma de distribución de sus miembros entre las diversas salas de su funcionamiento, la que permanecerá invariable por un período de a lo menos dos años.


Esta disposición propuesta debe concordarse también con lo señalado en el artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales conforme al cual el último día hábil de enero de cada año se sortearán los miembros del tribunal, con excepción de su Presidente.

II. Creación de la Dirección de Estudio Análisis y de Comunicaciones de la Corte Suprema.

El proyecto propone introducir el siguiente artículo 100 al Código Orgánico de Tribunales:

"Existirá en la Corte Suprema una Dirección de Estudio y Análisis y una  Dirección de Comunicaciones. Sus directores serán nombrados por el Tribunal Pleno, a propuesta del Presidente de Ia Corte, deberán tener título universitario y experiencia académica, siéndoles aplicables las prohibiciones establecidas en los artículos 316 y 317 del presente Código. La organización y funciones de ambas Direcciones serán determinadas por un auto acordado".


Sobre esta materia cabe señalar que, por acuerdo de Pleno de fecha 11 de Marzo de 2002, esta Corte creó la Dirección de Estudio, Análisis y Evaluación, con el objeto de realizar estudios en materias de interés para la función judicial con la finalidad de mensurar y evaluar las estructuras, métodos y gestión de los Tribunales de Justicia. Del mismo modo, se ha encargado de vincular a la Corte Suprema con el mundo académico y la comunidad jurídica en general.


Por su lado, por acuerdo de Pleno de 4 de enero de 2002, se aprobó el documento que regula el funcionamiento de la Dirección de Comunicaciones, a quien se le encargó dirigir las relaciones públicas del Poder Judicial tanto con los otros Poderes del Estado como con los medios de prensa en general. Corresponde también a esta Dirección velar por las comunicaciones al interior del Poder Judicial y coordinar aspectos de carácter protocolar.


El transcurso de los años ha demostrado la importancia de la labor de ambas direcciones, por lo que resulta fundamental la consagración legal de las mismas.


En efecto, como consecuencia del trabajo realizado por la Dirección de Estudio y de los acuerdos suscritos con diversas instituciones se han efectuado publicaciones de alto valor académico, a la vez que estudios de carácter doctrinario y empíricos que han servido de real apoyo a la labor de esta Corte.


Por su lado, el trabajo de la Dirección de Comunicaciones ha permitido promover una mayor vinculación con los medios de comunicación y la comunidad en general, facilitando el acceso a las fuentes y el cumplimiento de los deberes de transparencia y publicidad que deben guiar las actuaciones de los órganos jurisdiccionales.


En cuanto al proyecto que se envía para informe a esta Corte, es del caso señalar que sin perjuicio de la conveniencia de que este tribunal determine su organización y funciones, podría estimarse necesario que el legislador -en materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República- fije desde ya la planta del personal de cada dirección, tal como lo ordena al efecto el artículo 62 N° 2 de la Constitución Política de la República.


Sobre este punto debe indicarse que ya existe un estudio en tal sentido elaborado por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


Por su parte, en cuanto al régimen de inhabilidades aplicables a los directores, se propone un régimen similar al de los jueces, Io que importaría la prohibición absoluta del ejercicio de la abogacía y de arbitraje. Sobre esta materia cabe señalar que los aludidos directores sólo ejercerían funciones de estudio, extensión, relaciones públicas o protocolares, en su caso, esto es, labores de carácter administrativo y no jurisdiccionales; razón por la cual no se divisa fundamento para establecer una inhabilidad tan amplia. Como consecuencia de lo anterior, esta Corte estima más conveniente restringir las inhabilidades al litigio ante este tribunal, sin perjuicio de las demás que pudieren establecerse al efecto en el respectivo auto acordado.


Finalmente, desde un punto de vista formal, cabe señalar que la ley N° 20.000, que sustituye la Ley 19.366, sobre consumo de drogas y otras sustancias, en su artículo 75, al establecer modificaciones al Código Orgánico de Tribunales ya introdujo en dicho Código un nuevo artículo 100, por lo que debería ser 100 bis el que se introduzca en virtud el proyecto que se informa.

III. Dudas y Dificultades ocurridas a las Cortes de Apelaciones del país durante el año judicial respectivo


A efectos de sistematizar y hacer más ágil la comprensión de las dudas y dificultades que en el período respectivo informen las Cortes de Apelaciones del país, se sugiere que el Presidente de la Corte Suprema anualmente remita al Presidente de la República un informe consolidado de las referidas dudas, suprimiendo por tanto la obligación de cada Corte de Apelaciones y de la Corte Suprema, de remitir en forma independiente dicho informe.


Para lo anterior se establece un nuevo artículo 102 bis en el Código Orgánico de Tribunales, del siguiente tenor:


"Artículo 102 bis. El Presidente de la Corte Suprema remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el numeral 4° del artículo precedente. Dicho informe deberá ser considerado a los efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlos. "


Sobre esta materia, sin perjuicio de señalar la conveniencia de la norma propuesta, es del caso precisar la época en que se debe recibir por la Corte Suprema los respectivos informes de las Cortes de Apelaciones. En tal sentido, es conveniente ciertamente que las dudas de Ias Cortes sean recibidas con anterioridad a la inauguración del año judicial respectivo, a fin de que en dicha cuenta se informen las mismas del año inmediatamente anterior, tal como por lo demás se ha venido realizando por este tribunal en el último tiempo.

Asimismo, este tribunal desea hacer suyo lo expresado por su Presidente, al inaugurar el año judicial 2005, en el sentido e que considera altamente beneficioso el dotar a esta Corte Suprema de la facultad de contar con iniciativa legal en materias que digan relación con Ia organización y atribuciones de los tribunales.”
- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El Ministro de Justicia, señor Luis Bates, destacó los aspectos más relevantes de la iniciativa en estudio. Expresó que, por una parte, el proyecto de ley establece el conocimiento especializado de causas en las Cortes de Apelaciones con dos o más salas, con el objetivo de otorgar mayor eficiencia al trabajo judicial.

 



Añadió que, para la implementación de este procedimiento, cada Corte establecerá la forma de distribución de las materias bianualmente, mediante auto acordado dictado previa consulta a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con el objetivo de que este Organismo provea de las estadísticas necesarias para que cada Corte adopte una decisión fundada sobre la materia.





Hizo presente que, los ministros serán asignados a cada sala por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva atendiendo, particularmente, a su experiencia, capacitación y preparación en las materias correspondientes. Agregó que las mismas consideraciones se tendrán con respecto al nombramiento de las suplencias e interinatos de los ministros.





Por otra parte, puso de manifiesto la importancia que tiene el informe que el Máximo Tribunal remitirá al Presidente de la Republica acerca de las dificultades que se presenten en materia de aplicación de las leyes, lo que facilitará considerablemente la elaboración de las iniciativas legales que resulten necesarias para solucionarlas.

 



El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, prosiguió señalando que la especialización aludida por el señor Ministro de Justicia podrá consistir en tres alternativas:

· En la destinación de una sala al conocimiento exclusivo o preferente de una o más materias;

· En la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o

· En la combinación de ambas alternativas. 

Explicó que la decisión que se adopte al respecto por cada Corte de Apelaciones será revisable de acuerdo a la realidad coyuntural del momento.

 

 

Agregó que, en las Cortes de Apelaciones que funcionen divididas en cinco o más salas, deberá especializarse el conocimiento de las causas correspondientes a materias civiles, del crimen, de familia y laborales.




En cuanto al resto del contenido del proyecto de ley señaló como aspectos más trascendentales los siguientes: 

· El Presidente de la Corte Suprema remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el artículo 5 del Código Civil, que dispone que “La Corte Suprema de Justicia y las Cortes de Alzada , en el mes de marzo de cada año, darán cuenta al Presidente de la República de las dudas y dificultades que les hayan ocurrido en la inteligencia y aplicación de las leyes, y de los vacíos que noten en ellas.”. Esto se considerará por el Ejecutivo para efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionar las dudas  y dificultades presentadas.

· En la ley N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamientos de predios urbanos, se modifica la presunción de domicilio de su artículo 8° número 2) restringiéndola sólo al arrendatario demandado, mientras no haya hecho abandono del inmueble.

· En el Decreto Ley Nº 2.695, se amplía a dos años el plazo de prescripción adquisitiva y extintiva de que tratan los artículos 15, 16 y 26, y la prohibición de gravámenes y enajenaciones del artículo 17, 

  



La Comisión, luego de escuchar las exposiciones referidas, acordó aprobar en general el proyecto de ley, dejando constancia de que efectuará el análisis pormenorizado del mismo durante el segundo trámite reglamentario.





Lo anterior fue acordado en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick y Fernández.

- - - - - -



En mérito del acuerdo precedentemente consignado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general el proyecto de ley en estudio, en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


 


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:





1) Modifícase el artículo 61, en la siguiente forma:

            


a) Reemplázanse los párrafos finales que se encuentran a continuación de la frase "tendrán tres ministros," hasta el punto aparte (.), por la siguiente oración: “a excepción de una que constará de cuatro, en la que quedará incorporado su Presidente, para quien será facultativa su integración.”.


 


b) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

 



“Las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas, lo harán divididas en salas especializadas. Corresponderá a cada Corte, mediante auto acordado dictado previa consulta a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, establecer la forma de distribución de las materias bianualmente. En estos casos, los ministros serán asignados a cada sala por el Presidente de la Corte atendiendo, particularmente, a su experiencia, capacitación y preparación en las materias correspondientes. Se considerará especialmente para estos efectos el haber servido como juez de letras o especial, y acreditar la participación en cursos de especialización, en ambos casos según la materia de que se trate.


 


Del mismo modo, en el nombramiento de las suplencias e interinatos de los ministros, se recurrirá de preferencia a jueces que sirvan como jueces de letras o especiales, según la materia de que se trate. En caso de no ser posible, se deberá nombrar a quienes cuenten con experiencia, capacitación y preparación en las materias correspondientes.


 


La especialización a que se refieren los  incisos anteriores podrá consistir en la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia, al conocimiento preferente de una o más materias, a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o a la combinación de dichas alternativas. En todo caso, en las Cortes que funcionen divididas en cinco o más salas, deberá especializarse el conocimiento de las causas correspondientes a materias civiles, del crimen, de familia y laborales.”.


 


2) En el número 4) del artículo 102, suprímese la frase “y de que se haya dado cuenta al Presidente de la República”.


 


3) Introdúcese el siguiente artículo 102 bis:

 



“Artículo 102 bis.- El Presidente de la Corte Suprema remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el numero 4° del artículo precedente. Dicho informe deberá ser considerado a los efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlos.”.


 


4) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 215, luego del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:  

 



“En el caso de las Cortes que funcionen divididas en cinco o más salas, esta distribución deberá considerar la especialización a que hace referencia el inciso segundo del artículo 61, en relación a los antecedentes, experiencia y especialización de los abogados nombrados.".

            


Artículo segundo.- Sustitúyese, en el número 2) del artículo 8º de la ley N° 18.101, la palabra “demandado” por “arrendatario”, agregándose luego del punto y coma (;), que se reemplaza por una coma (,) la siguiente frase: “salvo que haya hecho abandono de él;”.





Artículo tercero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.695, de 1979: 





1) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 15, la frase “un año” por “dos años”.





2) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.





3) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.





4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 26, la frase “un año” por “dos años”.





Artículo transitorio.-  La constitución de salas especializadas a que se refiere el artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales que se modifica por esta ley, deberá considerar en las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, especialización separada entre las materias del crimen sustanciadas conforme a las reglas del Código de Procedimiento Penal y las tramitadas conforme a las disposiciones del Código Procesal Penal.  Ellas deberán considerarse separadamente hasta que el volumen de las primeras lo haga necesario.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 17 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Sergio Fernández Fernández (Marcos Aburto Ochoa).


Sala de la Comisión, a 19 de agosto  de 2005.

NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BOMBAL, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA LIMITAR COBRO DE INTERESES, REGULAR SUBASTA HIPOTECARIA Y ENMENDAR  RECURSO DE REVISIÓN

(3606-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción del Honorable Senador señor Carlos Bombal Otaegui.


A una de las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Hosain Sabag Castillo.

- - -

Cabe recordar que, en su oportunidad, fue recabado el parecer de la Corte Suprema sobre el proyecto, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 74, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


El Alto Tribunal, mediante oficio Nº 4.698, de 12 de agosto de 2004, tomó conocimiento de la comunicación efectuada por el Senado y formuló numerosas observaciones críticas de las modificaciones propuestas por este proyecto al recurso de revisión. 
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: letras c) y d)  del artículo 2° y  letras a), b), c) y e)  del artículo 3°. 


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 2, 4, 5, 6, 7 y 9.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 1 y 3.


IV.- Indicaciones rechazadas: N° 8.


  V.- Indicaciones retiradas: Ninguna. 


 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.


Se hace presente que la Comisión, en uso de la facultad que le confiere el artículo 121 del Reglamento del Senado, modificó la letra b) del artículo 2° del proyecto aprobado en general por el Senado, como se detallará oportunamente.

- - -


Se hace presente que, en sesión de 8 de marzo de 2005, la Sala resolvió que el proyecto fuera considerado también por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con ocasión del segundo informe.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado consta de 4 artículos permanentes.

ARTÍCULO 1°


El artículo primero del proyecto aprobado en general por el Senado, agrega, al final del inciso segundo del artículo 105 de la ley N° 18.092, sobre Letras de Cambio y Pagarés, sustituyendo el punto por una coma, lo siguiente: “entendiendo en este caso por monto total insoluto, el capital inicial más los intereses convencionales que se devenguen hasta el pago efectivo del documento. Los intereses suponen siempre un plazo efectivamente transcurrido.”.


El referido artículo 105 de la ley N° 18.092 dispone, a la letra, lo siguiente:


“Artículo 105.- El pagaré puede ser extendido:


1.- A la vista;


2.- A un plazo contado desde su fecha, y


3.- A un día fijo y determinado.


El pagaré puede tener también vencimientos sucesivos, y en tal caso, para que el no pago de una de las cuotas haga exigible el monto total insoluto, es necesario que así se exprese en el documento.


Si nada se expresare al respecto, cada cuota morosa será protestada separadamente.”.


La indicación Nº 1, del Honorable Senador señor Parra, propone reemplazar en el artículo 1°, la expresión “el capital inicial” por la siguiente: “el saldo adeudado”.


En discusión, el Honorable Senador señor Cariola señaló estar de acuerdo con el tenor de la indicación, ya que la expresión utilizada en el texto aprobado en general por el Senado, esto es, “el capital inicial”, no es exacta, por cuanto deja fuera la posibilidad que el deudor haya pagado una o más cuotas. Consideró más apropiado utilizar la expresión “capital adeudado”, en lugar de “saldo adeudado”.

 
No obstante lo señalado precedentemente, se pronunció respecto al artículo 1° del proyecto. En su opinión, el objetivo del proyecto en esta parte se cumpliría si el artículo 105 de la ley N° 18.092 hiciese una referencia al artículo 30 de la ley 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero, recogiendo una de las ideas matrices, sin necesidad de incorporar esta definición de monto total insoluto.


El Honorable Senador señor García, luego ponderar el sentido y alcance del citado artículo 30 de ley N° 18.010, hizo presente que precisamente la gran crítica que hace el autor de la moción es que la modificación a la ley N° 18.010 no alcanzó a las obligaciones contenidas en letras de cambio y pagarés. En ese sentido, continuó, la situación se subsanaría agregando al artículo 105 de la ley N° 18.092 una referencia expresa al indicado artículo 30.


El Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, se manifestó de acuerdo con lo anterior. En efecto, señaló, con el artículo primero del proyecto aprobado en general por el Senado se incorpora una idea que ya está contenida en la ley N° 18.010. Si los Tribunales de Justicia no han aplicado la disposición, por invocar la ley N° 18.092, o por tratarse de pagarés que no constituyen operaciones de crédito de dinero, lo más preciso, en su opinión, es hacer aplicable a este caso la misma norma de las operaciones de crédito de dinero. En consecuencia, estimó que, por técnica legislativa, resulta más conveniente hacer una remisión a la norma en comento.


La Comisión, de acuerdo a lo expresado, resolvió aprobar la indicación del  Honorable Senador señor Parra, pero con una nueva redacción, del siguiente tenor: “ Para reemplazar el artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, por el siguiente: “Agrégase al artículo 105, de la ley N° 18.092 sobre Letras de Cambio y Pagarés, el siguiente inciso tercero, nuevo:“En este caso será aplicable lo dispuesto en el artículo 30, de la ley N° 18.010 sobre Operaciones de Crédito de Dinero.”.”.


--- La Comisión aprobó la indicación, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Gazmuri. (3X0).


La indicación Nº 2 , también del Honorable Senador señor Parra, por su parte, es para intercalar, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo 2º, nuevo:


“Artículo 2º.- Agrégase, al inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 18.010, la siguiente oración final: “Las costas personales no podrán exceder de un 20% del capital adeudado, con un mínimo de una unidad de fomento mensual.”.”.


El citado artículo 2°  de la ley  N° 18.010 dispone, a la letra:


“Artículo 2°- En las operaciones de crédito de dinero no reajustables, constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor, a cualquier título, por sobre el capital.


En las operaciones de crédito de dinero reajustables, constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor por sobre el capital reajustado.


En ningún caso, constituyen intereses las costas personales ni las procesales.”.


En discusión, la Comisión consultó respecto a la normativa vigente en materia de costas personales, en el sentido si existe en nuestra  legislación una norma que fije montos máximos en esta materia.


Al efecto, la Comisión acordó consultar a la Biblioteca del Congreso Nacional, a fin que estudiara el asunto.


En una sesión posterior, se tuvo a la vista el resultado del estudio de la Biblioteca, conforme al cual sólo el Código de Procedimiento Civil  se refiere a las costas, sin establecer criterios para que el juez determine el monto de las costas personales, por lo que la norma propuesta innova al respecto.


La Comisión estimó conveniente introducir una limitación al monto de las costas personales, precisamente en esta materia.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Gazmuri, y Orpis. (4X0).
ARTÍCULO 2°


El artículo 2° del proyecto aprobado en general por el Senado, compuesto de seis letras, introduce diversas modificaciones al Código de Procedimiento Civil.

Letra a)


La letra a) del mismo, agrega al final del artículo 482, del Código de Procedimiento Civil, precedido de un punto seguido, lo siguiente: “Es un deber de los martilleros vender los bienes muebles embargados a su valor comercial, siendo personalmente responsables del daño patrimonial que puedan causar.”.


El referido artículo 482 es del siguiente tenor:


“Artículo 482. Los bienes muebles embargados se venderán en martillo, siempre que sea posible, sin necesidad de tasación. La venta se hará por el martillero designado por el tribunal que corresponda.”.


La indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Parra, recae sobre la indicada letra a), para agregar la siguiente oración final: 



“Para tal efecto el martillero hará una estimación fundada del valor comercial de los bienes embargados, la que podrá ser impugnada en la forma y plazos establecidos en el artículo 486.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Cariola señaló que está de acuerdo con ésta indicación, pues suple una omisión que a este respecto presenta la letra a) del texto aprobado en general por el Senado.


La letra a), señaló, tiene su fundamento en subastas en que los bienes muebles se rematan en definitiva en un precio vil. No obstante, en su opinión, la determinación del valor comercial de un bien mueble puede ocasionar dificultades.


Asimismo manifestó su preocupación respecto a lo que ocurriría en el evento de no existir postores para el remate. La normativa propuesta no contempla la posibilidad de rebajar este valor comercial, a riesgo de sancionar a los intervinientes en el caso de rematar los bienes por un precio inferior  a ese valor. Cabe considerar, prosiguió, que es importante que no queden los bienes estancados por no existir postores para adquirirlos al valor estimado.


En su opinión, hacer tan engorroso el proceso de remate de bienes muebles podría perjudicar a los deudores, pues los Bancos van a exigir otro tipo de garantías en forma previa a otorgar un crédito.


El Honorable Senador señor García señaló al respecto que esta disposición le parece razonable tratándose de bienes raíces, pero que en el caso de los bienes muebles la situación es más compleja.  Asimismo, prosiguió, esta norma puede significar que, en definitiva, los martilleros se abstengan de participar en remates de bienes muebles por la responsabilidad eventual que pudieran tener.


El Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, indicó que el concepto de “responsabilidad por el daño patrimonial” que se incluye en la letra a) del artículo 2° resultará difícil de determinar. En definitiva, prosiguió, esta disposición será poco aplicable por la dificultad que ella generará en el ejercicio de las acciones correspondientes por parte de los afectados, fundamentalmente en aquellos casos en que el daño no es de gran envergadura.


El Honorable Senador señor Cariola recordó, en este punto, que se debate sobre la idea que se trata de bienes muebles, donde la mayoría de las veces son cosas sin gran valor económico. Sin embargo, recordó que también podrían rematarse bienes muebles de un alto valor, como una obra de arte o joyas, casos en los que cobraría enorme vigencia la norma propuesta.


El Honorable Senador señor Pizarro precisó que es necesario una fórmula que, contemplando los aspectos enunciados por la Comisión, evite que el remate de bienes muebles a un valor inferior al que corresponda, cause perjuicios a los deudores.


El Honorable Senador señor Gazmuri, recapituló lo debatido en el seno de la Comisión, en el sentido que habría dos grandes temas que dilucidar. 


El primero, referido a la necesidad de vender los bienes muebles a su valor comercial, y que el martillero efectúe una estimación de ese valor, aspecto este último comprendido en la indicación del Honorable Senador señor Parra, sin perjuicio de la dificultad que puede ocasionar la determinación de este valor. La indicación del Honorable Senador señor Parra contempla un  procedimiento en cuanto a la determinación de este valor.


El segundo tema consiste en establecer si el martillero va a tener responsabilidad patrimonial por el daño que se pueda causar en el caso de vender los bienes muebles embargados a un valor inferior al comercial. 


El Honorable Senador señor Orpis propuso dejar establecido que los bienes muebles deben venderse a su valor comercial, pero eliminando la responsabilidad personal del martillero en la materia, y, en cuanto al proceso de determinación de este valor, acogería la indicación del Honorable Senador señor Parra.


En definitiva, la Comisión acordó acoger la citada indicación con modificaciones, con la siguiente nueva redacción: “Sustitúyase la letra a) del artículo 2° del proyecto aprobado en general por el Senado, por la siguiente: “Elimínase, en el artículo 482, la frase “siempre que sea posible, sin necesidad de tasación”; y agrégase un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: “Es un deber de los martilleros vender los bienes muebles embargados a su valor comercial. Para tal efecto el martillero hará una estimación fundada del valor comercial de los bienes embargados, la que podrá ser impugnada en la forma y plazos establecidos en el inciso final del artículo 486, resolviendo el Tribunal conforme lo dispuesto en el artículo 487”.”.


--- La Comisión aprobó la indicación, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Bombal, Cariola, Gazmuri, García y Pizarro. (5X0).
Letra b)


La letra b) del proyecto aprobado en general por el Senado agrega, al final del artículo 484 del Código de Procedimiento Civil, el siguiente inciso: “El depositario y el corredor tienen el mismo deber y responsabilidad que el martillero en las ventas que efectúen.”.

El señor Presidente hizo presente a la Comisión que, en concordancia con la indicación aprobada precedentemente, resulta necesario modificar la señalada letra b), en el sentido de eliminar en ella las palabras “y responsabilidad”.


---La Comisión aprobó la modificación propuesta por el señor Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Bombal, Cariola, García, Gazmuri y Pizarro. (5X0). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).

Letra e)


La letra e) del artículo 2° del proyecto aprobado en general por el Senado, introduce las siguientes modificaciones al artículo 810 del Código de Procedimiento Civil: en su inciso primero suprime en el número 3º la conjunción “y”, substituye el punto final del número 4º por un punto y coma, agregándole al final  la conjunción “y”, y adiciona  el siguiente número:  “5º Si la sentencia firme ha sido pronunciada con injusticia notoria. No obstará a la interposición de este recurso por esta causal el que haya sido declarado inadmisible un recurso de casación en el fondo por adolecer de manifiesta falta de fundamento.”.


El indicado artículo 810, modificado por la letra e) del artículo 2° del proyecto, es del siguiente tenor:


“ Artículo 810. La Corte Suprema de Justicia podrá rever una sentencia firme en los casos siguientes:


1°. Si se ha fundado en documentos declarados falsos por sentencia ejecutoria, dictada con posterioridad a la sentencia que se trata de rever;


2°. Si pronunciada en virtud de pruebas de testigos, han sido éstos condenados por falso testimonio dado especialmente en las declaraciones que sirvieron de único fundamento a la sentencia;


3°. Si la sentencia firme se ha ganado injustamente en virtud de cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta, cuya existencia haya sido declarada por sentencia de término; y


4°. Si se ha pronunciado contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada y que no se alegó en el juicio en que la sentencia firme recayó.


El recurso de revisión no procede respecto de las sentencias pronunciadas por la Corte Suprema, conociendo en los recursos de casación o de revisión.”.


Sobre la citada letra e) del artículo 2° del proyecto, recaen las indicaciones Nºs 4 y 5, de los Honorables Senadores señores García y Parra, respectivamente. Ambas indicaciones proponen suprimirla. 


En discusión, el Honorable Senador señor García señaló que la Excelentísima Corte Suprema, al informar el proyecto en estudio, manifestó su total disconformidad respecto de las reformas que las letras e) y f) del artículo 2º pretenden introducir al recurso de revisión.


En efecto, y en relación a la modificación referida a la letra e) del artículo 2°, el Máximo Tribunal hizo presente que el recurso de revisión, que regula el Título XX del Libro III del Código de Procedimiento Civil, franquea la posibilidad de rever sentencias ejecutoriadas y lo que, en apariencia, sería contrario al principio de la cosa juzgada, en el fondo contribuye a reforzarla, en la medida que sólo extraordinariamente autoriza la anulación de un fallo judicial  firme.


Señaló que este recurso, más que especial, es una vía excepcional para anular en todo o en parte una sentencia ejecutoriada y procede solamente si la Corte Suprema ha comprobado, con arreglo a la ley, los hechos que constituyen la causal en que se funda.


Los casos en que puede tener lugar la revisión de una sentencia firme los enumera taxativamente el artículo 810 del Código de Procedimiento Civil. Se trata de situaciones específicas y objetivas, cuya concurrencia puede determinar la Corte Suprema mediante el simple examen de los antecedentes que se invoquen al hacer valer la causal en que se basa el recurso de revisión, y pueda finalmente acogerlo, anulando total o parcialmente la sentencia afectada.


La letra e) del artículo 2º del proyecto agrega una nueva causal al artículo 810 del Código de Procedimiento Civil para permitir la revisión “si la sentencia ha sido pronunciada con injusticia notoria”, manifestando, además, que “no obstará a la interposición de este recurso por esta causal el que haya sido declarado inadmisible un recurso de casación en el fondo por adolecer de manifiesta falta de fundamento”.


La iniciativa crea, así, una causa genérica de revisión de fallos ejecutoriados que no está condicionada a la existencia de otras sentencias judiciales relacionadas con la situación ventilada en el juicio resuelto por el fallo recurrido ni a otros antecedentes, circunstancias o elementos de orden objetivo que posibiliten determinar si esa sentencia fue efectivamente dictada con “injusticia notoria”.


La Comisión escuchó atentamente los planteamientos formulados por la Excma. Corte Suprema, y en consideración a los mismos, resolvió aprobar las indicaciones en estudio.


--- La Comisión aprobó ambas indicaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

Letra f)


La letra f) del artículo 2°, del proyecto aprobado en general por el Senado, sustituye en el inciso primero del artículo 811, del Código de Procedimiento Civil la expresión “un año” por “tres  años”.


El referido artículo 811 dispone:


“Artículo 811. El recurso de revisión sólo podrá interponerse dentro de un año, contado desde la fecha de la última notificación de la sentencia objeto del recurso. Si se presenta pasado este plazo, se rechazará de plano.


Sin embargo, si al terminar el año no se ha aún fallado el juicio dirigido a comprobar la falsedad de los documentos, el perjurio de los testigos o el cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta a que se refiere el artículo anterior, bastará que el recurso se interponga dentro de aquel plazo, haciéndose presente en él esta circunstancia, y debiendo proseguirse inmediatamente después de obtenerse sentencia firme en dicho juicio.”.


Las indicaciones Nºs 6 y 7, de los Honorables Senadores señores García y Parra, respectivamente, recaen sobre la citada letra f), para eliminarla.

En discusión, el Honorable Senador señor García señaló que, en la misma línea argumental de las indicaciones N°s 4 y 5, la modificación que propone introducir la letra f) del artículo 2º del proyecto al artículo 811 del Código de Procedimiento Civil, ampliando a tres años el plazo de un año que ese precepto fija para deducir el recurso de revisión, no hace sino acentuar las inconsecuencias de la iniciativa, en cuanto esta enmienda significaría postergar en el mismo término, la definición de juicios terminados después de procedimientos cuyo desarrollo ya ha tenido una dilatada duración. 


En efecto, prosiguió, al triplicarse el plazo establecido actualmente para interponer el recurso en contra de fallos ejecutoriados, en el hecho la parte que ha obtenido en el juicio quedará en la incertidumbre sobre el resultado final de la litis.


---La Comisión aprobó ambas indicaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Gazmuri. (3X0).

ARTÍCULO 3°


El artículo 3° del proyecto aprobado en general por el Senado consta de cinco letras, introduciendo diversas modificaciones a la Ley General de Bancos.

Letra d)


La letra d), del indicado artículo 3°, sustituye el inciso primero del artículo 101 de la Ley General de Bancos, por el siguiente: “Los subastadores de propiedades en juicios regidos por el procedimiento que señala esta ley no estarán obligados a respetar los arrendamientos que las afecten, salvo que los arrendamientos hayan sido otorgados por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo con antelación a la hipoteca del banco o autorizados por éste, o que hubiere una norma especial de acuerdo a la naturaleza de la propiedad de que se trate que obligue respetarlos.”.


El citado inciso primero del artículo 101 (106) es del siguiente tenor:


“Artículo 101 (106) Los subastadores de propiedades en juicios regidos por el procedimiento que señala esta ley no estarán obligados a respetar los arrendamientos que las afecten, salvo que éstos hayan sido otorgados por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo con antelación a la hipoteca del banco o autorizados por éste.”.


Sobre esta letra d) recae la indicación Nº 8, del Honorable Senador señor Ríos, que propone eliminar la frase “por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Cariola expresó que la legislación actual contempla la obligación de respetar los arrendamientos que consten en escritura pública inscrita y cumplan con los demás requisitos.


Esta norma, prosiguió, es lo que da certeza al contrato de arriendo.


--- La Comisión rechazó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García y Gazmuri. (3X0).

ARTÍCULO 4°


El artículo 4° del proyecto aprobado en general por el Senado, introduce, en una sola letra, una modificación al Código Civil, agregando, al final de su artículo 1891, substituyendo el punto por una coma, lo siguiente: “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1462 de este Código.”.


El citado artículo 1891 prescribe:


“Artículo 1891. No habrá lugar a la acción rescisoria por lesión enorme en las ventas de bienes muebles, ni en las que se hubieren hecho por el ministerio de la justicia.”. 

La indicación Nº 9, del Honorable Senador señor Parra, se refiere a este artículo 4,  para suprimirlo.

En discusión, la Comisión estuvo de acuerdo en aprobar la indicación, por estimar innecesaria e inexacta la referencia al artículo 1462 del Código Civil.


--- La Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Gazmuri y García. (3X0).

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°


Reemplazarlo por el siguiente: 


“ARTÍCULO 1°.- Agrégase al artículo 105, de la ley N° 18.092 sobre Letras de Cambio y Pagarés, el siguiente inciso tercero, nuevo: “En este caso será aplicable lo dispuesto en el artículo 30, de la ley N° 18.010 sobre Operaciones de Crédito de Dinero.”.”. (Aprobado por unanimidad (3x0). (Indicación N°1, con modificaciones).

- - -


Intercalar, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo 2º, nuevo:


“ARTÍCULO 2º.- Agrégase, al inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 18.010, la siguiente oración final: “Las costas personales no podrán exceder de un 20% del capital adeudado, con un mínimo de una unidad de fomento mensual.”.”. (Aprobado por unanimidad). (4x0). (Indicación N°2).

- - -

ARTÍCULO 2°

(Pasa a ser ARTÍCULO 3°)

Letra a)

Sustituirla por la siguiente: “Elimínase, en el artículo 482, la frase “siempre que sea posible, sin necesidad de tasación”; y agrégase un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: “Es un deber de los martilleros vender los bienes muebles embargados a su valor comercial. Para tal efecto el martillero hará una estimación fundada del valor comercial de los bienes embargados, la que podrá ser impugnada en la forma y plazos establecidos en el inciso final del artículo 486, resolviendo el Tribunal conforme lo dispuesto en el artículo 487”.”. (Aprobado por unanimidad). (5x0). (Indicación N°3, con modificaciones).

Letra b)


Eliminar las palabras “y responsabilidad”. (Aprobado por unanimidad). (5x0). (Artículo 121 Reglamento del  Senado).

Letra e)


Suprimirla. (Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicaciones N°s 4 y 5).

Letra f)

Suprimirla. (Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicaciones N°s 6 y 7).

ARTÍCULO 4°

Suprimirlo. (Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicación N° 9).

- - - - - - - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


ARTÍCULO 1º.- Agrégase al artículo 105, de la ley N° 18.092 sobre Letras de Cambio y Pagarés, el siguiente inciso tercero, nuevo: “En este caso será aplicable lo dispuesto en el artículo 30, de la ley N° 18.010 sobre Operaciones de Crédito de Dinero.”.


ARTÍCULO 2°.- Agrégase, al inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 18.010, la siguiente oración final: “Las costas personales no podrán exceder de un 20% del capital adeudado, con un mínimo de una unidad de fomento mensual.”.


ARTÍCULO 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:


a) Elimínase, en el artículo 482, la frase “siempre que sea posible, sin necesidad de tasación”; y agrégase un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: “Es un deber de los martilleros vender los bienes muebles embargados a su valor comercial. Para tal efecto el martillero hará una estimación fundada del valor comercial de los bienes embargados, la que podrá ser impugnada en la forma y plazos establecidos en el inciso final del artículo 486, resolviendo el Tribunal conforme lo dispuesto en el artículo 487.”.


b) Agrégase al final del artículo 484 el siguiente inciso: “El depositario y el corredor tienen el mismo deber que el martillero en las ventas que efectúen”.


c) Derógase el inciso primero y sustitúyese el inciso segundo del artículo 486 por el siguiente, que pasa a ser inciso primero: “La tasación se practicará por un perito nombrado en la forma que dispone el artículo 414, haciéndose el nombramiento en la audiencia del segundo día hábil después de notificada la sentencia sin necesidad denueva notificación.”.


d) Sustitúyese en el artículo 499, 1ª, la expresión “dos tercios” por “ochenta por ciento”; y en la 2ª, la expresión “de una tercera parte” por “del veinte por ciento”.


ARTÍCULO 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Bancos:


a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 98 por el siguiente: “El deudor podrá oponerse, dentro del plazo de diez días, al remate o a la entrega en prenda pretoria. Su oposición será admisible cuando se funde en alguna de las excepciones señaladas en el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, salvo la falta de capacidad del demandante, y la 5ª, 8ª y 15ª excepciones señaladas en dicha norma.”.


b) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 98 por el siguiente: “La excepción de no empecer el título al ejecutado deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano.”.


c) Sustitúyese el inciso 4º del artículo 99 por el siguiente: “El mínimo y las demás  condiciones del remate serán fijadas por el juez a propuesta del banco; pero el mínimo para el primer remate no podrá ser inferior al valor de tasación actual de la propiedad hipotecada.”.


d) Sustitúyese el inciso primero del artículo 101 por el siguiente: “Los subastadores de propiedades en juicios regidos por el procedimiento que señala esta ley no estarán obligados a respetar los arrendamientos que las afecten, salvo que los arrendamientos hayan sido otorgados por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo con antelación a la hipoteca del banco o autorizados por éste, o que hubiere una norma especial de acuerdo a la naturaleza de la propiedad de que se trate que obligue respetarlos.”.


e) Agrégase al artículo 102 el siguiente inciso segundo: “El procedimiento de que trata este título sólo es aplicable para el cobro de letras de crédito y se le aplicarán como normas supletorias las del Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil y las disposiciones comunes a todo procedimiento.”

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7 y 21 de junio y 19 de julio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Marco Cariola Barroilhet, Jaime Gazmuri Mujica, Jaime Orpis Bouchón (Carlos Bombal Otaegui) y Jorge Pizarro Soto. 


Sala de la Comisión, a  1 de agosto de 2005.





(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ



        


Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.419 EN MATERIAS RELATIVAS A PUBLICIDAD Y CONSUMO DE TABACO

(3825-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República y que se encuentra en primer trámite constitucional. 


La iniciativa ingresó a trámite legislativo el día martes 5 de abril de 2005. 


El Senado aprobó en general el proyecto en sesión de 8 de junio del año en curso, y acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 4 de julio.  Luego, abrió un nuevo plazo para tal efecto hasta las 12 horas del día viernes 8 del mismo mes, y, posteriormente, acordó abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, hasta el 16 de agosto.


Cabe dejar constancia que el Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho del proyecto que nos ocupa, en el carácter de “simple”.


A las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque y Mario Ríos Santander. También, concurrió el señor Ministro de Salud, don Pedro García Aspillaga.


Asimismo, a una o más sesiones celebradas por la Comisión concurrieron, especialmente invitados, el señor Jefe de la Unidad de Tabaco del Ministerio de Salud, don Sergio Bello Silva; el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Salud; señor Andrés Romero Celedón, y el señor Asesor Jurídico del Ministro, don Sebastián Pavlovic Jeldres.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo 1°, N° 11.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 22, 51, 52, 68, 84, 89, 92 y 93.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 2, 3, 5, 6, 13, 14, 16, 18, 19, 20, 21, 23, 27, 28, 36, 39, 42, 59, 60, 61, 67, 69, 70, 71, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 80, 81, 82, 86, 87, 88 y 91.


IV.- Indicaciones rechazadas:  N°s 1, 4, 8, 9, 10, 15, 17, 24, 25, 26, 29, 30, 31, 34, 35, 37, 38, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 56, 57, 58, 66, 72, 79, 83, 85, 90 y 94.


 V.- Indicaciones retiradas: N°s 7, 11, 12, 32, 33, 53, 54, 55, 62, 63, 64 y 65. 


 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Se deja constancia que el artículo 5°, que pasa a ser artículo 7°, contenido en el N° 6), nuevo, y el artículo 9°, que pasa a ser artículo 14, contenido en el Nº 9), que pasa a ser N° 11), ambos del artículo 1º del proyecto, son normas de carácter orgánico constitucional, por incidir, el primero, en la materia indicada en el inciso quinto del N° 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental, y, el segundo, por tratar materias relacionadas con atribuciones y competencia de los tribunales de justicia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República. Por lo anteriormente señalado, ambas normas deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Honorables Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 63, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


Asimismo, se deja constancia que la Comisión de Salud, por oficio Nº 273/S, de 12 de abril de 2005, remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que, como se indicó, el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad al artículo 74, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


La Excelentísima Corte Suprema emitió su opinión acerca del proyecto de ley y, al respecto, remitió el oficio Nº 65 (INFORME PROYECTO LEY 15-2005), de 11 de mayo de 2005.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

ARTÍCULO 1°


El artículo 1° del proyecto introduce diversas modificaciones a la ley N° 19.419, relativa a la publicidad y el consumo del tabaco.

N° 1)


Intercala, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo 1º bis, nuevo:


“Artículo 1º bis. Para todos los efectos legales se entenderá por:


a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover directa o indirectamente un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco o de la industria tabacalera;


b) Industria tabacalera: Comprende a fabricantes, distribuidores mayoristas e importadores de productos hechos con tabaco;


c) Productos hechos con tabaco: productos preparados totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco y destinados a ser fumados,  chupados, mascados o utilizados como rapé.”.

- - -

Letra a)


En relación a esta letra se presentaron las indicaciones N°s 1 a 3. Éstas son del siguiente tenor:

1.- Del Honorable Senador señor Cordero, para reemplazar la letra a) del artículo 1º bis propuesto por la siguiente:


“a) Publicidad del Tabaco: Toda forma de promoción o propaganda cuya finalidad directa sea difundir o incentivar el consumo del tabaco, o de productos hechos con tabaco.”.


2.- De los Honorables Senadores señor Horvath, y 3.- señor Zaldívar (don Andrés), para suprimir, en la letra a) del artículo 1º bis propuesto, la frase “o de la industria tabacalera”.


El señor Presidente de la Comisión puso en discusión las señaladas indicaciones.


El Honorable Senador señor Cordero fundamentó su indicación señalando que la definición de publicidad, en su redacción actual, impide a una empresa tabacalera o a cualquier empresa que importe o distribuya tabaco, informar o tener comunicación corporativa, aún cuando tenga un giro amplio.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que no cabe incluir a la industria tabacalera en este numeral, pues lo que se quiere evitar con el proyecto en estudio es la publicidad de los productos hechos con tabaco, y que se promueva el consumo del mismo, y no la de la industria.


La Comisión estuvo de acuerdo, pero precisó que esto no significa cambiar la definición de publicidad del proyecto aprobado en general por el Senado.


Asimismo, a proposición de la Honorable Senadora señora Matthei, la Comisión acordó eliminar las palabras “directa o indirectamente” de la letra a). 


Conforme a lo expuesto, la Comisión rechazó la indicación N° 1, y aprobó las indicaciones N°s. 2 y 3, con modificaciones, contemplando, como letra a) del numeral 1 del proyecto, la siguiente:


“a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco;”.


--La Comisión rechazó la indicación N° 1 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (4X0), y aprobó las indicaciones N°s 2 y 3, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (4X0).
Letra b)


En relación a esta letra se presentó la indicación N° 4, del Honorable Senador señor Horvath, que propone suprimir la letra b) del artículo 1º bis propuesto.


En discusión, el Honorable Senador señor Viera-Gallo recordó que, según las reglas de interpretación de la ley, en los casos que el legislador no define las palabras que utiliza, ellas se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas.


No obstante lo anteriormente señalado, la Comisión estimó conveniente definir expresamente el concepto. En consecuencia, acordó rechazar la indicación N° 4.


--La Comisión rechazó la indicación N° 4 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina y Viera-Gallo. (4X0).
Letra c)


En relación a esta letra, se presentaron las indicaciones N°s. 5 y 6, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Cordero, respectivamente, para suprimir la  frase “, chupados, mascados o utilizados como rapé”.


En discusión, el Honorable Senador señor Naranjo solicitó al Ejecutivo explicar las razones por las cuales se incluyó en la letra c) una referencia a productos “chupados, mascados o utilizados como rapé”.


El Ministro de Salud señaló que, en otros países, es muy común utilizar el tabaco en formas distintas al cigarro, como por ejemplo, en una especie de “hoja de coca”, o en gel, chicle y otros similares. Se ha demostrado, prosiguió, que el tabaco en esas formas también produce daño y adicción, por lo que se quiere evitar que en nuestro país se extienda esa forma de comercialización del tabaco.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo propuso a la Comisión suprimir la referencia al destino de los productos hechos con tabaco, de manera que la norma quede más amplia y comprenda aquellas hipótesis planteadas por el Ejecutivo.


En consideración a lo anterior, la Comisión aprobó las indicaciones presentadas, con modificaciones, en el sentido de eliminar de la letra c) en estudio la frase “y destinados a ser fumados, mascados o utilizados como rape´”.


--La Comisión aprobó las indicaciones N° 5 y 6, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina y Viera-Gallo. (4X0).
N° 2)


Sustituye el artículo 2º por el siguiente:


“Artículo 2º. Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo en los lugares de venta de dichos productos y sin perjuicio de los dispuesto en el inciso segundo del artículo 3º. 


Se prohíbe la publicidad transfronteriza de productos hechos con tabaco o de marcas relacionadas con dichos productos, así como la publicidad en las señales internacionales de los medios de comunicación chilenos o de páginas de internet cuyos dominios correspondan a la terminación “punto cl” o que pertenezcan a personas naturales o jurídicas que desarrollen actividades de cualquier índole dentro del territorio nacional.”.

- - -


Respecto de esta norma se presentaron las indicaciones N°s. 7 a 12, del siguiente tenor:


Indicación N° 7.- de la Honorable Senadora señora Matthei, para reemplazar el artículo 2º propuesto por el siguiente:


“Artículo 2º.- En relación a la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto se aplicarán las siguientes normas:


1) En las publicaciones dirigidas a menores de 18 años de edad, no se admitirá ninguna forma de publicidad del tabaco. Se prohíbe asimismo, todo tipo de publicidad en televisión o en la vía pública en que se utilicen imágenes o voces de personas menores de 18 años.


2) En los espectáculos deportivos, artísticos y culturales y en las transmisiones de televisión de dichos espectáculos, se prohíbe cualquier forma de publicidad del tabaco.


3) En televisión, sólo se admitirá publicidad del tabaco a contar del horario que el Consejo Nacional de Televisión establezca para programas destinados a mayores de 18 años y, respecto del cine, cuando se exhiban películas para mayores de dicha edad.


4) Tras los avisos publicitarios en radio, cine y televisión según lo dispuesto en el número anterior, deberá proyectarse o transmitirse según el caso, por un lapso no inferior al 25% del tiempo total del aviso publicitario, una advertencia, confeccionada por el Ministerio de Salud, en los términos del artículo 5º de esta ley. En el caso del cine y la televisión, deberá abarcar la totalidad de la pantalla e incluir banda sonora.


5) Asimismo, en los avisos publicitarios en medios escritos o publicidad gráfica en la vía pública, la advertencia confeccionada en los términos del artículo 4º de la ley Nº 19.419, deberá ocupar un espacio no inferior al 25% del aviso.


6) Las advertencias indicadas en los dos numerales anteriores serán de cargo de los respectivos anunciantes.”.


Indicación N° 8.- del Honorable Senador señor Arancibia, para sustituir el artículo 2º propuesto por el siguiente:


“Artículo 2º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo la realizada exclusivamente a mayores de 18 años a través de acciones o actividades en los que se impida totalmente el acceso y exposición de los menores de edad.”.


Indicación N° 9.- dl Honorable Senador señor Cordero, para reemplazar el artículo 2º propuesto por el siguiente:


“Artículo 2º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con éste, en las publicaciones, dirigidas a menores de edad, o en cualquier clase de productos destinados a ellos, así como la utilización de imágenes o voces de personas menores de 18 años, en toda clase de publicidad de estos productos.


Está prohibida la publicidad de estos productos, en cualquier clase de instalación o señalización, en las vías, carreteras o lugares de uso público.


Asimismo, no se admitirá ninguna forma de publicidad del tabaco, en los espectáculos deportivos,artísticos o culturales, ni en las transmisiones de radio, cine o televisión de dichos eventos, en cualquier horario en que ellas se efectúen.


En los demás casos, la publicidad del tabaco en televisión sólo será admitida dentro del horario que el Consejo Nacional de Televisión establezca para la transmisión de programas dirigidos a personas mayores de 18 años.


En las exhibiciones de cine, sólo se admitirá la publicidad del tabaco, en el caso de películas calificadas para mayores de 18 años.


Siempre que de acuerdo a estas normas esté permitida la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, los avisos publicitarios respectivos de cualquier clase que ellos sean, deberán destinar el 15% de su duración, capacidad o tamaño en la inserción de una advertencia, confeccionada por el Ministerio de Salud, en los términos del artículo 5º de la presente ley, la que deberá exhibirse con las mismas características, elementos de imagen, sonido y calidad que el resto del aviso.”.


Indicación N° 10.- del Honorable Senador señor Larraín, para reemplazar el inciso primero del artículo 2º propuesto por el siguiente:


“Artículo 2º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo en los lugares de venta de dichos productos y los medios escritos. La publicidad por medios escritos no podrá contener imágenes, ni ocupar más del veinte por ciento de la superficie de una página. Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 3º.”.


Indicaciones N°s 11.y 12- de los Honorables Senadores señor Naranjo y señor Viera-Gallo respectivamente, para agregar, al inciso primero del artículo 2º propuesto, la siguiente oración: “Lo anterior se extiende, especialmente, a las figuras, leyendas o insertos contenidas en juguetes, juegos, vestuario, útiles y cualquier otro tipo de productos destinados a los menores de edad.”.

- - -


Previo a pronunciarse sobre las indicaciones, la Comisión procedió a discutir algunas ideas generales en materia de publicidad del tabaco.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó ser partidaria de restringir la publicidad en esta materia cuando los destinatarios son menores de edad o exista riesgo que ellos se vean expuestos a ésta, como es el caso de la publicidad en la televisión, donde si bien se puede establecer que la publicidad debe dirigirse a mayores de dieciocho años, es una norma de muy difícil fiscalización. 


Distinguió esta situación de aquélla en que los destinatarios de la publicidad son mayores de edad, y ello se puede fiscalizar, como es el caso del cine, donde hay seguridad que en la exhibición de determinadas películas sólo van a estar presentes mayores de edad. En su opinión, el tema de la publicidad va involucrado implícitamente un tema de libertad personal. Efectivamente, prosiguió, el cigarro hace mucho daño, y aún así hay personas que deciden fumar, lo que se encuentra dentro del ámbito de su libertad. Lo mismo ocurre con otro tipo de productos y actividades que causan daño, como lo es el alcohol y la obesidad. No obstante, en su opinión, no le corresponde a la ley determinar lo que un mayor de dieciocho años puede o no puede ver, aún cuando se trate de publicidad de un producto dañino, pues constituye una forma de censura, respecto de la cual ella es contraria.


En cuanto a la publicidad en los puntos de venta, estimó que debe ser regulada y delimitada.


El Honorable Senador señor Boeninger señaló que es necesario establecer una norma clara y simple en materia de publicidad. Destacó la necesidad que la norma que en definitiva se apruebe sea fiscalizable. Las indicaciones que se presentaron al proyecto, que establecen tantas excepciones y contra excepciones en esta materia, le parecen que son en gran medida infiscalizables. Estimó adecuada la norma aprobada en general por el Senado, específicamente el inciso primero.


También se manifestó reticente a las prohibiciones y, en general a las restricciones de la libertad individual. Pero en esta materia, prosiguió, se debe considerar que la propaganda implica que las personas son inducidas a comportarse de determinada manera. Es un modo de interferir con la libertad, no es una mera información, y un esfuerzo activo por hacer que una persona se comporte de determinada manera, por lo que restringirla no violaría el principio básico de no interferir con la libertad individual. Asimismo, recordó que la libertad tiene restricciones en muchos ámbitos, cuando ésta envuelve un costo social significativo, y el costo social derivado del tabaco es bastante alto, como, por ejemplo, el que representa las enfermedades asociadas con su consumo.


Recordó que nuestro país suscribió el Convenio Marco de la OMS para el control del tabaco,  por lo que tiene la obligación de aprobar una legislación relativamente drástica en la materia.


En razón de lo anterior, reiteró su posición de aprobar la norma propuesta por el Ejecutivo, que consideró simple y clara.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo, por su parte, se mostró partidario de la más drástica restricción a la publicidad del tabaco. 


El Honorable Senador señor Espina señaló que, en su parecer, no debe existir publicidad del tabaco, porque cualquier otra norma resulta impracticable. Si bien es contrario a las restricciones a la libertad individual, el cigarrillo es un producto extremadamente adictivo, mucho más que el alcohol e incluso que la marihuana y otras drogas, por lo que si la Comisión, del análisis de los antecedentes, concluye que produce un daño, y los fumadores saben que ello ocurre, debe ser restrictiva en la materia. La experiencia comparada, prosiguió, indica que si se restringe la publicidad y se dificulta el consumo, éste último disminuye.  


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su acuerdo con la idea contenida en el inciso primero del numeral dos del proyecto, pues resulta suficientemente clara, y propuso eliminar las restantes referencias pues sólo complican la idea matriz. No obstante, planteó la posibilidad de prohibir la publicidad incluso en los puntos de venta, pues, en su opinión, esto respondería a la lógica del proyecto.


El Honorable Senador señor Naranjo precisó que hay que determinar si nuestra legislación va a aceptar publicidad para el tabaco o no, y en el primer caso, dónde se va a permitir. Se mostró partidario de establecer una  norma concordante con el Convenio Marco de la OMS y con la legislación comparada en la materia, en el sentido de que esté estrictamente prohibida la publicidad del tabaco, a excepción del lugar en que éste se venda, focalizándose la publicidad en un lugar determinado, y, en consecuencia, excluir todo otro tipo de publicidad, como es el caso de carreteras, cines, radio, televisión y diarios, entre otros.  Destacó que nuestro país contrajo la obligación de adecuar la legislación al Convenio Marco, por lo que, de aprobar una norma que se dirija en un sentido distinto, podría ser acusado internacionalmente.


El Honorable Senador señor Ríos concordó con lo expresado por el Honorable Senador señor Naranjo, y agregó que, de admitirse una norma más amplia en materia de publicidad, habría que recoger ideas comunes contenidas en las distintas indicaciones.


Al igual que otros Honorables Senadores, señaló que él también es partidario de la libertad, la que considera es el mayor logro de la humanidad. No obstante, en el tema de la publicidad, le parece que debiera estar restringida a los puntos de venta del producto, los que en Chile, que tiene doscientos sesenta y cuatro mil patentes comerciales, y estimando que, al menos, un diez por ciento de esos locales debe vender tabaco, dichos puntos de venta ascienden a lo menos a unos veintiséis mil cuatrocientos.


Hizo presente a la Comisión que los puntos de venta de tabaco van a ser tentados por las tabacaleras para que instalen grandes paneles publicitarios, enormes afiches por todo su frontis, lo que ocurriría asimismo en los supermercados, que también constituyen puntos de venta, y en los restoranes y bares, entre otros. En consecuencia, prosiguió, la norma que en principio parece tan drástica, no lo es tanto, por lo que con el fin de evitar abusos, sugirió regular la publicidad en los puntos de venta, estableciendo por ejemplo, tamaños máximos.


El señor Ministro de Salud, dio a conocer su posición en la materia. El tema a determinar, señaló, es si va a haber o no publicidad para este producto adictivo que genera enorme daño a la población y a las personas.


En este sentido, recordó que el espíritu de la ley no es prohibir el tabaco, sino que es disminuir su consumo y deshinibir el inicio en el consumo, particularmente en menores de edad. La publicidad es un elemento que tiende a generar la idea que el tabaco es inocuo, en circunstancias que no lo es. Por esa razón, el proyecto del Ejecutivo propone que no exista publicidad salvo en los puntos de venta, donde se permitiría publicidad destinada más bien a comunicar que ahí se venden cigarrillos. Lo anterior sin perjuicio del período transitorio que se propone en los artículos 2° y 3° del proyecto.


En la misma sesión, el Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó sus dudas sobre qué ocurre con la comunicación directa de una empresa tabacalera con el cliente adulto, si ésta se va a autorizar o no.


El Honorable Senador señor Naranjo señaló que es contrario a la comunicación directa de la empresa tabacalera con el cliente, precisamente por la  focalización de la publicidad que se pretende.


El señor Ministro de Salud, por su parte, también  se mostró contrario a ello, pues destacó, nuevamente, que el espíritu es dificultar el consumo del tabaco, y desinhibir el inicio del consumo, que también se presenta en mayores de 18 años.


La Comisión discutió, a continuación, respecto al inciso segundo del numeral dos en comento.


En relación a este punto, el Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que, en su opinión, es tan claro el tenor del inciso primero, que comprendería todos los casos indicados en el inciso segundo, por lo que éste resulta redundante. Precisó que no se comprende la publicidad que venga desde el extranjero, pues ésta escapa de la regulación de la legislación chilena.


El Honorable Senador señor Espina, por su parte, indicó que por la sola circunstancia de ser un sitio “.cl”, ya se encuentra prohibida la publicidad en él, de acuerdo al inciso primero, porque se trata de una página de Internet chilena. Más aún, prosiguió, redundar en esta materia podría llevar a errores al momento de la interpretación de  la ley.


El señor Ministro de Salud explicó que si bien nuestra legislación no puede impedir propaganda que desde afuera penetre por la vía de Internet, se quiere dejar establecido que en Chile se encuentra prohibido, como sería, por ejemplo, que el logo de una marca de cigarrillos vaya en un link “.cl”. Ahora bien, continuó, si en opinión de la Comisión, con la aprobación del inciso primero se comprenden las hipótesis del inciso segundo, estaría de acuerdo con su supresión, pero dejando constancia en la historia de la ley de lo anterior.


El asesor jurídico del Ministro de Salud, don Sebastián Pavlovic, señaló que el Convenio Marco en esta materia, como legislación internacional, busca evitar la publicidad transfronteriza. Hay empresas chilenas, explicó,  que desarrollan actividades en Chile, pero que cuentan con páginas de Internet con sedes fuera de Chile, con terminaciones “.com”, u otras, desde las que podrían dirigir publicidad del tabaco desde el extranjero hacia Chile. El sentido del inciso segundo propuesto es adecuarse al compromiso internacional de que cada país regule la publicidad del tabaco que se emite desde su territorio.


--Puesto en votación el artículo, la Comisión acordó aprobar el inciso primero del texto aprobado en general por el Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5X0); a continuación, rechazó el inciso segundo, también por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5X0) (Artículo 121 del Reglamento del Senado).


--Luego, la Comisión acordó rechazar las indicaciones N°s 8, 9 y 10, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5X0).


En una sesión posterior, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, reabrir el debate en torno a este numeral.


La Comisión se abocó al estudio de una nueva redacción del numeral dos, propuesta por el Ejecutivo, que recoge la idea planteada en una sesión anterior, en el sentido de restringir la publicidad del tabaco en los puntos de venta.


Se discutió si la publicidad en los puntos de venta debía sólo autorizarse en el interior de dichos lugares, o si también se autorizaría la publicidad en el exterior de los mismos.


La Comisión se manifestó de acuerdo con la idea que la publicidad se autorice sólo al interior de los puntos de venta.


No obstante, la Honorable Senadora señora Matthei señaló que resulta necesario que, en los puntos de venta, exista algún signo exterior que indique que ahí se venden cigarrillos, signo que sea de un tamaño pequeño, establecido previamente en la ley.  Lo anterior también favorecería su fiscalización. 


La Comisión acordó incorporar ambas ideas a la norma.


Por otra parte, en la propuesta del Ejecutivo se indica que la publicidad en los puntos de venta debería ubicarse a una cierta altura mínima, de un metro y veinte centímetros, de manera que los niños más pequeños no puedan acceder a la visión de ella. 


En este  sentido, el Asesor Jurídico del Ministro, señor Sebastián Pavlovic, relató a la Comisión la experiencia internacional al respecto.  La Comisión, sin embargo, no estimó necesario incorporar dicha idea a la disposición.


De acuerdo a lo expuesto, en una sesión posterior se propuso aprobar como numeral 2, del artículo 1 del proyecto, el siguiente:


“ 2) Sustituyese el artículo 2, por el siguiente:


“Artículo 2°. Se prohibe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo al interior de los lugares de venta. Al exterior de dichos lugares sólo se podrá comunicar al público la venta  de productos hechos con tabaco mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo.”.”


-- La Comisión aprobó la norma propuesta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz- Esquide y Viera- Gallo (3X0). ( Artículo 121 del Reglamento del Senado).  


Se deja constancia que las indicaciónes N°s 7, 11 y 12 fueron retiradas por sus autores, la Honorable Senadora señora Matthei, y los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, respectivamente.


Por otra parte, se deja constancia que, con fecha 10 de Agosto de 2005, la sala acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de la referencia, hasta el 16 de Agosto. En este nuevo plazo, el Honorable Senador señor Espina presentó la indicación N° 66 a este numeral, para reemplazar el artículo 2º por el siguiente:


“Artículo 2º.  Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo al interior de los lugares de venta.  Al exterior de dichos lugares sólo se podrá comunicar al público la venta de productos hecho con tabaco mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo.


Los avisos publicitarios al interior de los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados.”.

En discusión, los miembros presentes de la Comisión hicieron notar que la idea contemplada en el inciso segundo de la indicación se encuentra incorporada en otro numeral del proyecto, por lo que acordó rechazarla.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N°66, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz- Esquide y Viera- Gallo (3X0).  

N° 3)


Sustituye el artículo 3º por el siguiente:


“Artículo 3º. Se prohíbe, respecto de los menores de 18  años de edad, la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito por empresas productoras, distribuidoras, comercializadoras u otras, de los productos hechos con tabaco. 


Se prohíbe cualquier forma de publicidad, exhibición y venta del tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los límites exteriores de los establecimientos de enseñanza Pre-escolar, Básica y Media. 


Ninguna persona ofrecerá o proporcionará cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de un producto hecho con tabaco, tales como la donación gratuita a un comprador o un tercero, la bonificación, la prima, el reembolso de dinero en efectivo o el derecho a participar en un juego, lotería, sorteo o concurso o por la distribución de dicho producto sin compensación monetaria.”.

- - -


En relación a este número se presentaron las indicaciones N°s 13 a 28, del siguiente tenor:


13.- De los Honorables Senadores señor Naranjo, y 14.- señor Viera-Gallo, para agregar, al inciso primero del artículo 3º propuesto, la siguiente oración: “Las máquinas expendedoras automáticas sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.”.


15.- Del Honorable Senador señor Cordero, para suprimir el inciso segundo del artículo 3º propuesto.


16.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para sustituir el inciso segundo del artículo 3º propuesto por el siguiente:


“Se prohíbe cualquier forma de publicidad, exhibición y venta del tabaco en lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia medidos desde la puerta principal de los establecimientos de enseñanza pre-escolar, básica y media.”.


17.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar el inciso segundo del artículo 3º propuesto por el siguiente:


“Se prohíbe cualquier forma de publicidad y exhibición del tabaco en los lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de los límites exteriores de los establecimientos de enseñanza pre-escolar, básica y media.”.


18.- De la Honorable Senadora señora Matthei, para suprimir, en el inciso segundo del artículo 3º propuesto, la frase “y venta del tabaco”.


19.- De los Honorables Senadores señor Larraín, 20.- señor Parra, y 21.- señor Viera-Gallo, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 3º propuesto, la expresión “300 metros” por “100 metros”.


22.- Del Honorable Senador señor Parra, para suprimir, en el inciso segundo del artículo 3º propuesto, la expresión “Pre-escolar”.


23.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para agregar, al inciso segundo del artículo 3º propuesto, la siguiente oración: “La distancia se medirá entre los extremos más próximos de los respectivos establecimientos, tomando la línea de acceso principal más corta, por aceras, calles y espacios de uso público.”.


24.- De los Honorables Senadores señor Arancibia, y 25.- señor Cordero, para intercalar, en el inciso tercero del artículo 3º propuesto, a continuación de la expresión “o proporcionará”, la frase “a menores de 18 años”.


26.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para agregar, al artículo 3º propuesto, el siguiente inciso:


“El que vendiere, obsequiare o suministrare productos hechos con tabaco a cualquier título, a un menor de 18 años, será sancionado con prisión en su grado medio y multa de 3 a 10 UTM. La reiteración de esta falta será sancionada con el aumento de 1 grado en la pena, el doble de la multa y la clausura del establecimiento comercial por un período de 15 días. Respecto del que vendiere, obsequiare o suministrare cigarrillos o cigarros, puros pequeños sueltos a cualquier persona y a cualquier título, será sancionado con multas de 3 a 10 UTM.”.


27.- De los Honorables Senadores señor Naranjo, y 28.- señor Viera-Gallo, para agregar, al artículo 3º propuesto, los siguientes incisos:


“Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de productos hechos con tabaco en los establecimientos, lugares o recintos donde se encuentre absolutamente prohibido fumar. Tratándose de aquéllos a que hacen referencia los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 7º, sólo podrán realizarse tales acciones cuando se disponga de los sitios para fumadores que dichas disposiciones contemplan.


En ningún caso podrán venderse cigarrillos o cigarros unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”.

- - -


En discusión, el Honorable Senador señor Boeninger manifestó su opinión favorable a la idea de reducir la distancia referida a la prohibición de cualquier forma de publicidad, exhibición y venta del tabaco en lugares que se encuentren cerca de establecimientos  educacionales, de 300 metros de distancia a 100 metros.


Luego, la Honorable Senadora señora Matthei indicó que resultaba importante determinar el punto del establecimiento educacional a partir del cual se medirá tal distancia, agregando que no da lo mismo si ésta se mide, por ejemplo, respecto de la puerta de acceso o desde su perímetro.


En relación a las indicaciones N°s 13 y 14, el Honorable Senador señor Naranjo afirmó que, en atención a la experiencia de otros países, las máquinas expendedoras automáticas de cigarrillos se han instalado en lugares que permiten el acceso a ellas por parte de menores de edad, lo que fue corroborado por la Honorable Senadora señora Matthei.


Luego, el Honorable Senador señor Espina también se manifestó de acuerdo con el espíritu de las indicaciones, pero señaló que, en esta disposición, debe precisarse que se trata de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco, por lo que propone aprobar las indicaciones, pero con esa modificación.


En consecuencia, propuso el siguiente texto:


“Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.”.

El Honorable Senador señor Viera-Gallo puso en votación las referidas indicaciones y fueron aprobadas, con la modificación propuesta por el Senador señor Espina, con la votación que se indicará más adelante.


Luego, el Honorable Senador señor Viera-Gallo, recogiendo el sentido de las diversas ideas contenidas en las indicaciones presentadas, señaló que hay dos ideas centrales: La primera, que se suprima, como lo plantea la indicación Nº 15, del Honorable Senador señor Cordero; y la otra, modificar la distancia que actualmente contempla la norma, en el sentido de reducirla a 100 metros, como lo plantean las indicaciones signadas con los Nº s. 16, 19, 20, y 21.


En relación a fijar una distancia de 100 metros, el Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que aquélla es la que actualmente contempla la Ley de Alcoholes, y que, en ese caso, su finalidad es evitar que los menores tengan la tentación de comprar alcohol.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó que, en su opinión, la ley debería contemplar sanciones drásticas para quienes vendan productos hechos con tabaco a un menor de 18 años. En cambio, agregó, una distancia de 100 metros o de 500 metros, no es un impedimento para que una persona joven pueda recorrerla. Esta norma afectaría sólo a las personas mayores, para los cuales la distancia sí podría constituir un desincentivo para comprar cigarrillos. 


En otro orden de ideas, llamó la atención respecto a qué ocurriría con los puntos de venta de cigarrillos existentes si, eventualmente, se instalara, con posterioridad, un colegio dentro del área de prohibición. Al respecto se preguntó sobre cuál de los dos tendría la prioridad, si el punto de venta ya establecido o el nuevo colegio, que antes no existía.


En relación con su indicación, el Honorable Senador señor Cordero señaló que su propuesta de suprimir el inciso segundo es para evitar que se generen conflictos que hagan muy engorrosa la venta de cigarrillos. Hizo notar que ya existe la prohibición de venta a menores de 18 años. 


Luego señaló que, en su parecer, lo grave o preocupante de prohibir la publicidad, exhibición y venta de tabaco dentro de un  perímetro de 300 metros, es que, con ello, se eliminarán todos los puntos de venta de cigarrillos de los centros de las ciudades del país, lo cual daría lugar a la aparición de ventas clandestinas. Hizo notar, respecto a esto último, que a él le correspondió combatir el comercio clandestino de la venta de cigarrillos y que fue precisamente su experiencia en ello lo que lo motivó a presentar una indicación al respecto. Añadió que el comercio clandestino de cigarrillos es gravísimo para el Estado, porque deja de recaudar los impuestos correspondientes, y que también lo es para la Policía, porque lo clandestino es peligroso.


Finalmente, hizo un llamado a la Comisión para que apruebe la supresión del inciso, y, si ello no es acordado, que fije una distancia de sólo 100 metros en el punto materia de la discusión.


El Honorable Senador señor Ruiz- Esquide manifestó su opinión favorable en fijar la distancia objeto del debate en 100 metros, señalando que se trata de una distancia razonable y, además, es la que contempla la Ley de Alcoholes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Naranjo indicó que todos los estudios realizados indican que las campañas publicitarias más agresivas de las empresas tabacaleras están destinadas hacia los menores, particularmente a los menores de quince años. En efecto, diversos estudios demuestran que si una persona fuma a los quince años es un potencial adicto. Por lo tanto, y pensando en el futuro, está de acuerdo con todas aquellas medidas orientadas a restringir la publicidad y venta cerca de los establecimientos educacionales.


Señaló que asumió un compromiso con el Honorable Senador señor Boeninger, a quien reemplaza, de fijar la distancia por la cual se ha debatido en 100 metros, pero que su parecer es que ésta debe ser de 300 metros, para evitar sumar nuevos fumadores. Añadió que la publicidad del tabaco es muy ingeniosa y relaciona el fumar con la vida social, con el éxito y la vida fácil, y eso es muy dañino para los menores de edad.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que una norma como la que está en discusión no es del todo necesaria, ya que el inciso primero, entre otras conductas, prohíbe la venta de productos hechos con tabaco a menores de 18 años, y si esta disposición se cumpliera y se fiscalizara adecuadamente, sería suficiente.


Sin embargo, como es muy probable que la mencionada prohibición se infrinja y considerando que será muy difícil sorprender a una persona vendiendo cigarrillos a un menor, resulta necesario que este cuerpo legal cuente con una norma de refuerzo que, en este caso, estaría orientada a establecer una distancia entre los puntos de venta y los colegios.


Agregó que no está de acuerdo con determinar que esta distancia sea de 300 metros, porque, como ya se ha señalado, prácticamente afectaría a la totalidad de los puntos de venta que existen. Por este motivo, manifestó su opinión favorable de fijar tal distancia en 100 metros para que, de esta forma, al menos no existan puntos de venta y exhibición de cigarrillos frente a la salida de los colegios.


Finalmente, también llamó la atención sobre lo relevante de determinar el punto a partir del cual se medirá tal distancia y las reglas con las cuales ello se hará.


En relación a la medición de la distancia que se fije, la Comisión estuvo de acuerdo en incorporar la idea contenida en la indicación N° 23, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, pero con la siguiente redacción:


“La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público.”.


El Presidente puso en votación la señalada indicación, la que fue aprobada por la Comisión, con la votación que más adelante se indica.


A continuación, el señor Ministro de Salud, don Pedro García, manifestó su intención de referirse al espíritu de esta norma. Al respecto, indicó que, por una parte, los niños siguen patrones conductuales de otras personas. En ese entendido, si es que los alumnos observan a sus profesores comprando cigarrillos a la salida de los colegios y, dado que ellos son sus referentes de conducta, entonces pensarán que lo que corresponde hacer es fumar, ya que ellos lo hacen. Por eso, la finalidad de una norma de esta naturaleza es desinhibir cualquier conducta que favorezca la adicción al cigarrillo. Indicó, asimismo, que en los lugares de venta habrá publicidad y, por consiguiente, si éstos están cerca de los colegios, los niños tendrán acceso a ella, lo cual es algo que el Gobierno no quiere que ocurra.


En relación a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Espina, hizo notar que, como se verá más adelante, el proyecto hace cargo de la fiscalización del cumplimiento de las normas de ley a la Autoridad Sanitaria, que es muy competente y tiene mucha experiencia al respecto. Lo anterior es una garantía de que el cumplimiento de su función tendrá muy buenos resultados. Dio como ejemplo que el Código Sanitario le otorga a la Autoridad Sanitaria la facultad de requisar en el acto los productos con los cuales se infringe una disposición, así como iniciar en forma inmediata el sumario correspondiente, sin la necesidad de otro argumento que la vista presencial de que se está cometiendo una infracción.


En una sesión posterior, la Comisión, con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, debatió una propuesta del señor Ministro de Salud respecto de este numeral, sin perjuicio de las indicaciones que se aprueben respecto del mismo. El tenor de la proposición es el siguiente:


“Artículo 3º. Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de los productos hechos con tabaco a las personas menores de 18 años de edad. 


Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquellos que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. 


Se prohíbe la venta de productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas con forma de cigarros, cigarrillos o paquetes de ellos.”. 


Concluido el debate y puestas en votación las indicaciones y proposiciones, el tenor del numeral aprobado por la Comisión es el siguiente:


“3) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3º. Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de los productos hechos con tabaco a las personas menores de 18 años de edad.  Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.


Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquéllos que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público. 


Se prohíbe la venta de productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas con forma de cigarros, cigarrillos o paquetes de ellos. 


En ningún caso podrán venderse cigarrillos o cigarros unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”.”.


--La Comisión aprobó las indicaciones N°s. 13 y 14, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei, Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5X0); rechazó la indicación N° 15 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei, Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5X0); aprobó la indicación N° 16, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0); rechazó la indicación N° 17, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. (3x0); aprobó las indicaciones N°s. 18, 19, 20 y 21, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0); aprobó la indicación N° 22, por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei, Espina y Viera-Gallo, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Naranjo y Ruiz-Esquide (3X2); aprobó la indicación N° 23, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo (4x0); rechazó las indicaciones N°s 24, 25 y 26, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei, Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5X0); aprobó las indicaciones N°s 27 y 28, con modificaciones, dado que se limitó a la incorporación del inciso final del artículo, con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y el voto en contra del Honorable Senador señor Espina (4x1), y aprobó, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, lo no comprendido en los puntos anteriormente señalados. (3X0). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).

- - -


Asimismo, la Comisión acordó, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, contemplar el inciso final de este numeral, del texto aprobado en general por el Senado, como número nuevo, con la finalidad de intercalar, a continuación del artículo 3° de la ley N° 19.419, el artículo 3° bis, con la redacción que se indicará más adelante. Ello, en atención a que, por su contenido, estimó conveniente contemplarlo como un artículo distinto.  (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (4X0).
- - -

N° 4, nuevo


Como se indicó anteriormente, la Comisión acordó, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, contemplar el inciso final del numeral 3) como número nuevo, con la siguiente redacción: 

“4) Intercálase, a continuación del artículo 3°, el siguiente artículo 3° bis, nuevo:


“Artículo 3º bis.- Se prohíbe ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, tales como la donación, bonificación o reembolso de dinero en efectivo o el derecho a participar en un juego, sorteo o concurso, así como la distribución de dichos productos sin compensación monetaria.”.”.

-- La Comisión aprobó la norma propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. (4X0). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).
- - -

N° 4)

(Pasa a ser N° 5)


Sustituye el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4º. Sin perjuicio de las medidas o acciones educativas que los Ministerios de Salud y de Educación adopten como parte de la política de prevención del tabaquismo, todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales, importados o de cualquier origen destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberá contener una clara y precisa advertencia, acerca de los daños, enfermedades, contenidos o efectos que, para la salud de las personas y de acuerdo al conocimiento científico disponible, implica el consumo de productos hechos con tabaco o su exposición al humo de tabaco, en los términos señalados en el decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Salud. 


En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco la advertencia indicada en el inciso anterior deberá figurar en las dos caras principales y ocupar al menos el 40% de cada una de ellas.


En el decreto indicado se podrá establecer una o más advertencias, las que podrán ser diseñadas con dibujos, fotos o leyendas. El período de rotación de ellas no podrá ser inferior a 12 meses. 

- - -


Respecto de este numeral se presentaron las indicaciones N°s. 29 a 33. Estas son del siguiente tenor:


Indicación N° 29.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para reemplazar el inciso segundo del artículo 4º propuesto por el siguiente:


“En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco, la advertencia indicada en el inciso anterior deberá figurar en la cara posterior.”..


Indicación N° 30.- Del Honorable Senador señor Larraín, para sustituir el inciso segundo del artículo 4º propuesto por el siguiente:


“En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco, la advertencia indicada en el inciso anterior ocupará todo el anverso.”.


Indicación N° 31.- Del Honorable Senador señor Cordero, para sustituir el inciso segundo del artículo 4º propuesto por el siguiente:


“En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco la advertencia indicada en el inciso anterior deberá figurar en una de las caras principales y ocupar al menos el 30% de ella.”.


Indicación N° 32.- Del Honorable Senador señor Naranjo, para reemplazar los incisos segundo y tercero del artículo 4º propuesto por los siguientes:


“En el decreto indicado se podrá establecer una o más advertencias las que deberán ser diseñadas con dibujos, fotos y leyendas las que tendrán que ser renovadas necesariamente cada 12 meses.


Las advertencias deberán ocupar a lo menos el 40% de la superficie de toda acción publicitaria en formato gráfico. En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco deberá figurar en las dos caras principales y ocupar a lo menos el 40% de cada una de ellas.”.


Indicación N° 33.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para sustituir los incisos segundo y tercero del artículo 4º propuesto por los siguientes:


“El decreto establecerá una o más advertencias, las que deberán renovarse necesariamente cada doce meses y podrán contener dibujos, fotos y leyendas.


Las advertencias deberá ocupar al menos el 30% de la superficie de toda acción publicitaria en formato gráfico instalada en los puntos de venta. En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco deberá figurar en las dos caras principales y ocupar al menos el 40% de cada una de ellas.”.

- - -


El inciso primero del numeral 4, del texto aprobado en general por el Senado, no fue objeto de indicaciones


La Comisión, no obstante, acordó discutirlo y someterlo a votación.

El Honorable Senador señor Espina indicó, que la idea fundamental del inciso primero en comento es dejar constancia que será el Ministerio de Salud el que, a través de un decreto, va a determinar el tenor de la advertencia, con lo que estuvo de acuerdo.


Los Honorables señores Senadores consultaron respecto del sentido de incluir la voz “contenidos”, en el inciso primero. 


El Asesor Jurídico del Ministro de Salud, señor Pavlovic, explicó  que la norma propuesta intenta subsanar los inconvenientes que se presentaron con el tenor de la ley N° 19.419, ya que la Contraloría General de la República objetó la dictación de un decreto en cumplimiento de lo prescrito por dicha ley. Es por eso que se intentó incluir en el proyecto todas las posibles alternativas de advertencia, entre las que se incluyen los contenidos que tienen que ver con el alquitrán, acetona, monóxidos de carbono, entre otros.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide indicó que hay cuatro elementos que se busca dejar explícitamente establecidos para que la Contraloría General de la República no objete el decreto que se dicte, que serían los siguientes: advertencia sobre daños del consumo de tabaco, sobre enfermedades específicas que produce, sobre las sustancias que contiene el tabaco, y los efectos para la salud que produce su consumo.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei sugirió dar una mayor flexibilidad al Ministerio de Salud en esta materia. La referencia a los contenidos, agregó, no representa en la mayoría de los casos gran impacto para el público, como sí lo puede ser la referencia a los daños.


El señor Ministro estuvo de acuerdo con esa sugerencia, ya que la norma en comento está referida a la advertencia, lo que es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6° de la ley, según el cual  los envases de cigarrillos deben expresar en una de las caras laterales los principales componentes de este producto, en los términos que allí se señala, por lo que los contenidos igualmente estarán presentes en los envases.


Por otra parte, la Comisión advirtió que la frase “sean nacionales, importados o de cualquier origen”, contenida en este inciso, carece de sentido, y acordó, en consecuencia, eliminar las palabras “ o de cualquier origen”, sustituyéndose la coma entre las palabras “nacionales” e “importados” por la conjunción “o”.


Asimismo, se estimó que la referencia en este inciso primero a los “conocimientos científicos disponibles”, resulta innecesaria.


De acuerdo a lo expuesto, se propuso sustituir el inciso primero del numeral 4, del proyecto aprobado en general por el Senado, por el siguiente:


“Artículo 4º. Sin perjuicio de las medidas o acciones educativas que los Ministerios de Salud y de Educación adopten como parte de la política de prevención del tabaquismo, todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberá contener una clara y precisa advertencia de los daños, enfermedades o efectos que, para la salud de las personas, implica el consumo de productos hechos con tabaco o su exposición al humo de tabaco. Esta advertencia deberá ser diseñada por el Ministerio de Salud y establecida mediante decreto supremo de este Ministerio, la cual será impresa en las cajetillas o en cualquier envase y no podrá, en ningún caso, ser removible. En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.”.


- La Comisión sustituyó el inciso primero del numeral 4  del artículo 1° del proyecto por el indicado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.  (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (5X0).


A los incisos segundo y tercero del numeral en comento se refieren las indicaciones N°s 29 a 33. 


En discusión, la Honorable Senadora señora Matthei estimó que la redacción del inciso segundo no resulta adecuada, al preceptuar que la advertencia debe ocupar “al menos” determinado porcentaje. Este tipo de redacción, continuó, puede dar lugar a abusos, llegando en definitiva a ser el 100%, y eso no le parece aceptable. La Comisión estuvo de acuerdo con lo expresado por la Honorable señora Senadora.


Asimismo, la Honorable Senadora señora Matthei consideró que la advertencia debiera figurar en una de las caras de los paquetes de cigarrillos y demás señalados en la norma,  en lugar del 40% de cada una de ellas, por resultar más efectivo.


El Honorable Senador señor Espina solicitó, en relación a la ubicación y características de la advertencia, un estudio de derecho comparado, que fue elaborado a la unidad de Apoyo Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, y se presentó a la Comisión en una sesión posterior, la que lo tuvo a la vista al momento de votar
.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó sus reparos a ubicar la advertencia sólo en una de las caras de la cajetilla, puesto que, de este modo, en los puntos de venta se exhibirá sólo la cara sin advertencia. 


El Ministro de Salud, por su parte, señaló que el Ejecutivo prefiere mantener el texto del proyecto, en el sentido que la advertencia ocupe un determinado porcentaje de ambas caras de la cajetilla.


En relación al contenido de la o las  advertencias, que serán establecidas en el decreto del Ministerio de Salud, el Honorable Senador señor Naranjo se mostró partidario de prescribir obligatoriamente en la ley que al menos algunas de ellas, incluyan imágenes. En este sentido, propuso sustituir la voz “podrán” por “deberán”, idea que no fue acogida por la Comisión.


-- La Comisión aprobó el inciso segundo, con la modificación señalada, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5X0) (Artículo 121 del Reglamento del Senado).


El Presidente puso en votación las indicaciones N°s 29 a 31.


--En votación, la Comisión rechazó las indicaciones signadas con los N°s. 29, 30 y 31 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. (5X0)

Se deja constancia que las indicaciones N°s 32 y 33 fueron retiradas por sus autores.


Luego la Comisión debatió respecto al inciso tercero.


La Honorable Senadora señora Matthei, estimó conveniente fijar en 12 meses el período de rotación de la advertencia,, para evitar acostumbramiento en la población. Esto, en la medida que el cambio se informe a las empresas con cierta anticipación. Asimismo, propuso incorporar la idea del Honorable Senador señor Naranjo, pero referido a los períodos de rotación. Por tanto, la obligatoriedad se referiría a que, alternadamente cada cierto tiempo, se deban incluir en las advertencias fotos e imágenes, junto con leyendas y dibujos. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide resumió algunas ideas centrales. Señaló que las advertencias las diseña el Ministerio de Salud, que se discute si deben tratarse de uno o varios diseños de advertencia, para lo cual se manifestó partidario de que se trate de sólo una, y, por último, que la o las advertencias tendrán un período de rotación a determinar, que el Ejecutivo propuso que no fuese inferior a doce meses.


Se consultó al señor Ministro de Salud sobre qué ocurría con las cajetillas impresas con una determinada advertencia una vez transcurrido el período de rotación. La Comisión acordó buscar una fórmula a este respecto, en el sentido que, efectivamente, puede quedar un remanente que continué en el mercado, pero debe establecerse un límite y requisitos para su distribución. 


Por otra parte, la Comisión estimó necesario agregar a la norma un nuevo inciso que regule el tamaño de la advertencia en los avisos publicitarios, la que el Ejecutivo propuso en un 40%, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo.


La Honorable Senadora señora Matthei sugirió incorporar en este nuevo inciso un tamaño límite para los avisos publicitarios, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo, estableciendo como tamaño máximo 2 metros cuadrados. 


En una sesión posterior, la Comisión se abocó a determinar la redacción definitiva de los su incisos segundo,  tercero y cuarto de este numeral, resolviendo los temas pendientes.


Se discutió nuevamente si la ley contemplaría  fijar una o varias advertencias,  estableciendo la Comisión que se tratara solo de una a la vez.


En cuanto al período de rotación de la advertencia, se planteó dos opciones, esto es, que dicho período se fijara en seis o en doce meses. La Honorable Senadora señora Matthei insistió en la necesidad de que, fuese uno u otro período, estuviese fijado con antelación. 


La Honorable Senadora señora Matthei y los Honorables Senadores señores Espina y Ruiz-Esquide manifestaron que dicho período se debe fijar en 12 meses.


Los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera- Gallo, por su parte, estimaron que el indicado plazo debe ser de 6 meses.


 Por otra parte, y en relación a los saldos de bodega que pudiesen quedar impresos con la advertencia anterior, se acordó que se pudiese distribuir sólo hasta un monto equivalente a la producción del mes anterior, previa autorización de la Autoridad Sanitaria que corresponda.


La Comisión acordó que las ideas vertidas en la discusión hasta este momento, deben traducirse en indicaciones respecto de las que se vote. Con fecha 10 de agosto de 2005, la Sala acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de la referencia, hasta el 16 de agosto.


En este nuevo plazo, se presentaron las indicaciones N° 67 a 78, del siguiente tenor:


Indicación N°67.- De Su Excelencia el señor Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“4) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4º. Sin perjuicio de las medidas o acciones educativas que los Ministerios de Salud y de Educación adopten como parte de la política de prevención del tabaquismo, todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberá contener una clara y precisa advertencia de los daños, enfermedades o efectos que, para la salud de las personas, implica el consumo de productos hechos con tabaco o su exposición al humo de tabaco. Esta advertencia tendrá una vigencia de 12 meses, deberá ser diseñada por el Ministerio de Salud y establecida mediante decreto supremo de este Ministerio, la cual será impresa en las cajetillas o en cualquier envase y no podrá, en ningún caso, ser removible. En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.


En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 40% de cada una de ellas.


El decreto indicado establecerá una o más advertencias sucesivas, que podrán ser diseñadas con dibujos, fotos o leyendas. Durante el plazo señalado para cada advertencia, ésta deberá figurar en toda la producción nacional o la importada destinada a su distribución dentro del territorio. Si al entrar en vigencia una nueva advertencia quedaran saldos en bodega con la advertencia anterior, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.


Los avisos publicitarios en los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados y la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 40% del aviso.”.

Indicación N° 68.- Del Honorable Senador señor Espina, para suprimir la frase inicial del inciso primero del artículo 4º, que expresa: ”Sin perjuicio de las medidas o acciones educativas que los Ministerios de Salud y de Educación adopten como parte de la política de prevención del tabaquismo,”.


Indicación N° 69.- Del Honorable Senador señor Naranjo, N° 70.- Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, y N° 71.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para sustituir los incisos segundo y tercero del artículo 4°, que se sustituye, por los siguientes:


“En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco la advertencia indicada en el inciso anterior deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 40% de cada una de ellas.


La advertencia podrá ser diseñada con dibujos, fotos o leyendas. El período de vigencia será de 12 meses. Durante el plazo señalado para cada advertencia, ésta deberá figurar en toda la producción nacional o la importada destinada a su distribución dentro del territorio.”.


Indicación N° 72.- Del Honorable Senador señor Espina, para sustituir el inciso final del artículo 4º por el siguiente:


”En los avisos publicitarios de los lugares de venta la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 40% del aviso.”.


Indicación N° 73.- Del Honorable Senador señor Naranjo, N° 74.- Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, y N° 75.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para agregar en el artículo 4°, que se sustituye, el siguiente inciso, nuevo:


“Si al entrar en vigencia una nueva advertencia quedaran saldos en bodega con la advertencia anterior, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.”.


Indicación N° 76.- Del Honorable Senador señor Naranjo, N° 77 .- Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, y N° 78.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para agregar en el artículo 4°, que se sustituye, el siguiente inciso, nuevo:


“Los avisos publicitarios en los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados y la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 40% del aviso.”.


En discusión, la Comisión estimó que la mayor parte de las indicaciones recogen ideas ya debatidas.


En relación a la indicación N° 68, que propone una idea nueva, el Honorable Senador señor Viera-Gallo se manifestó de acuerdo, por estimar que la ubicación de la frase no es correcta, pues no ve relación entre las advertencias de las cajetillas y el Ministerio de Educación. El señor Pavlovic señaló que esta norma viene de la ley 19.419, y estuvo de acuerdo con su eliminación. 


Asimismo se señaló que lo relativo a la educación en la materia se encuentra establecido en otra norma del proyecto.


Respecto a la indicación N° 72, la Comisión acordó rechazarla porque su texto parte del supuesto de la aprobación de otra indicación, del mismo Senador, la que también fue rechazada por la Comisión.


El Presidente puso en votación las indicaciones N° 67 a 78.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 68, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0); asimismo aprobó, con modificaciones, las indicaciones N°s 67, 69, 70, 71, 73, 74,75,76,77 y 78, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0), y rechazó la indicación N°72, también   por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0).

- - -


A continuación, la Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo, consideró oportuno introducir, a continuación del número 4), que pasa a ser 5), un número, nuevo, que armonice el sentido del actual artículo 5° de la ley N° 19.419, a las diversas modificaciones que se introducen a las demás disposiciones de la ley. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo propuso una nueva redacción.


El Honorable Senador señor Espina consideró adecuado incorporar al artículo una referencia a la adicción que los productos hechos con tabaco producen.

 
La Comisión consintió en ambas ideas, y acordó sustituir la frase “sobre el daño que provoca en el organismo el hábito de fumar y los distintos tipos de enfermedades que su consumo genera”, por la siguiente: “sobre los daños que provoca en el organismo  el consumo de productos hechos con tabaco y la exposición al humo del mismo, como también sobre el carácter adictivo de estos”.


En consecuencia, resolvió incorporar al proyecto un nuevo numeral , N° 6, del siguiente tenor: 

“6) Sustitúyase el artículo 5° por el siguiente:


“Artículo 5°.- Los planes y programas de estudio de la Educación General Básica y de la Educación Media de ambas modalidades deberán considerar objetivos y contenidos destinados a educar e instruir a los escolares sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco y la exposición al humo del mismo, como también el carácter adictivo de éstos.”.”. 


-- En discusión, el numeral nuevo propuesto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (3x0).

- - -

N° 5)

(Pasa a ser N° 7)


Agrega el siguiente artículo nuevo, a continuación del actual artículo 5º:


“Artículo 5 bis.- Se prohíbe que en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos se incluyan términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares.”.

- - -


Respecto a este numeral se presentaron las indicaciones N°s 34 y 35.

Indicación N°34.- Del Honorable Senador señor Cordero, para suprimir, en el artículo 5º bis propuesto, la frase final “u otros similares”.


Indicación N°35.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para sustituir, en el artículo 5º bis propuesto, la frase “u otros similares” por las siguientes: “u otras de carácter muy general o ambiguo que puedan causar confusión, sin perjuicio de poder indicar información sobre componentes, ingredientes u otras sustancias del producto”.


En discusión, la Comisión no estuvo de acuerdo con la eliminación propuesta por la indicación N° 34, por cuanto estimó que no se puede prever que otros términos se podría pretender incorporar en el futuro.


--La Comisión rechazó la indicación N°34 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo. (4X0); asimismo, rechazó la indicación N° 35, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo. (4X0).
- - -

N° 6)

(Pasa a ser N° 8)


Sustituye el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6º. La casa matriz del fabricante o el importador de los productos hechos con tabaco, deberán informar anualmente al Ministerio de Salud, según éste lo determine, sobre los constituyentes del tabaco de cada marca y los aditivos que se incorporan a ellos, en calidad y cantidad, así como las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco. 


El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de los aditivos y sustancias que aumenten el daño o riesgo del consumidor de dichos productos, y establecer los limites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores. 


Los envases de cigarrillos deberán expresar clara y visiblemente los principales componentes de este producto en los términos establecidos por el Ministerio de Salud.


La sujeción a las normas anteriores no liberan al fabricante o importador de productos hechos con tabaco  de las obligaciones o responsabilidades que correspondan. Tampoco implican, en ningún caso, que el Ministerio de Salud avale o garantice el contenido o la inocuidad de los productos hechos con tabaco.”.

- - -


El señor Presidente puso en discusión el artículo 6°.


En relación al inciso primero, el Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que, en su parecer, la expresión “constituyentes del tabaco” no es feliz, toda vez que el tabaco es una sustancia única, a la cual se le añaden otros elementos, por lo que correspondería sustituir la mencionada expresión por otra que aluda a los constituyentes del producto o a los constituyentes de los cigarrillos, en el entendido que más que constituyentes del tabaco se trata de constituyentes de la marca.


Respecto de lo dispuesto en el inciso tercero, los miembros de la Comisión estimaron que resultaba necesario precisar que la obligación de expresar clara y visiblemente los principales componentes de los cigarrillos debe hacerse en una de las caras laterales de los envases.


Sobre esta materia, el señor Asesor Jurídico del Ministerio de Salud, don Sebastián Pavlovic, destacó que ella se ha discutido al interior de la Organización Mundial de la Salud y que está relacionada con la obligación de cumplir con los mandatos que emanan del Convenio Marco para  el Control del Tabaco, consistente, en este caso, en reglamentar el contenido de los productos hechos con tabaco y regular, asimismo, la forma en que ello se debe difundir hacia la comunidad o al consumidor.  Los riesgos que conlleva la difusión de los contenidos consisten en que una persona pudiera asumir o entender que existen productos de este tipo que son menos dañinos que otros.  En general, añadió, la información se referirá a sus componentes principales, como son el alquitrán, la nicotina y monóxido de carbono.


Luego, el Honorable Senador señor Viera-Gallo consultó a los representantes del Ministerio de Salud sobre el sentido y alcance de la norma contenida en el inciso final del artículo.


Al respecto, el Pavlovic indicó que con ella se pretende evitar que las empresas tabacaleras se excepcionen de eventuales demandas que pudieran presentarse en su contra, fundadas en haber cumplido con la normativa dictada por el Ministerio al efecto, en términos de los componentes establecidos y autorizados.  También hizo notar que se trata de dos elementos distintos, porque no debe confundirse la obligación de cumplir con la normativa vigente, con las responsabilidades que judicialmente correspondan.


La Honorable Senadora señora Matthei indicó que, en la actualidad, las personas conocen los riesgos asociados al tabaco, por lo que alguien que fuma ejerciendo su libertad de hacerlo debe asumir también las consecuencias que de ello pudieran derivarse.


Luego, recogiendo los planteamientos vertidos en el debate, los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Naranjo propusieron a la Comisión suprimir el inciso final por estimarlo innecesario, toda vez que si una persona se siente afectada por haber consumido tabaco tiene todo el derecho a recurrir a la justicia.  


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó que considera que la norma en discusión es jurídicamente aberrante, porque entorpece la aplicación de las normas generales del derecho, según las cuales cualquier persona afectada puede demandar a quien quiera si ve vulnerados sus derechos o se siente legítimamente perjudicado por algo, y los facultados para conocer y resolver tales conflictos son los tribunales de justicia.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Naranjo referida a la experiencia en otros países sobre el particular, el señor Pavlovic indicó que las empresas tabacaleras han usado argumentos de esta naturaleza para defenderse de las demandas entabladas en su contra por personas afectadas por el consumo de cigarrillos.  


Agregó que el Ministerio no está promoviendo demandas de este tipo, sino que la finalidad de esta disposición es establecer claramente que la circunstancia de que, por mandato legal, el Ministerio de Salud regule todo lo relativo a los productos hechos con tabaco no importa, en caso alguno, que los avale, y que, asimismo, esta regulación no libera de las posibles responsabilidades a las empresas tabacaleras.  


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina señaló que las demandas presentas en otros países han sido un fracaso porque la cajetilla de cigarrillos advierte que fumar hace daño. 


Finalmente, el Honorable Senador señor Viera-Gallo indicó que no corresponde al legislador entrar en los conflictos eventuales que las consecuencias del consumo del tabaco produce, y solicitó dejar constancia en el presente informe de lo señalado por el señor Pavlovic, que corresponde a la posición del Gobierno.


A continuación, la Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo, recogiendo las distintas ideas planteadas durante el debate en particular de esta disposición, consideró oportuno introducir las siguientes modificaciones al artículo 6°:


1) Sustituir, en el inciso primero, la frase: “sobre los constituyentes del tabaco de cada marca”, por la siguiente: “sobre sus constituyentes”; 

2) Intercalar, en el inciso tercero, entre las palabras “visiblemente” y “los principales componentes”, lo siguiente: “en una de las caras laterales”, y


3) Rechazar el inciso final.


--Las tres modificaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (4X0).
N° 7)

(Pasa a ser N° 9)


Sustituye el artículo 7º por el siguiente:


“Artículo 7º. Estará prohibido fumar en los ascensores, medios de transporte de uso público o colectivo, en los establecimientos de educación Pre Básica, Básica y Media, y en los lugares en que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos.


En los Órganos de la Administración del Estado, establecimientos de educación superior, establecimientos de salud públicos y privados, en los lugares cerrados de trabajo, públicos y privados donde trabajen dos o más personas, en los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares, estará prohibido fumar, salvo en espacios al aire libre.


En los teatros, cines, restoranes, bares y demás establecimientos similares, estará prohibido fumar salvo en espacios al aire libre o se habilite una sala o espacio para tales efectos. Dicho lugar deberá contar con mecanismos que impidan el paso del humo del tabaco hacia el resto del recinto y contar con ventilación hacia el aire libre o con extracción del aire hacia el exterior.


En los lugares indicados en los incisos anteriores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma castellano.”.

- - -


Dentro del plazo para presentar indicaciones al proyecto que venció a las 12 horas del día lunes 4 de julio, se presentaron, respecto a este numeral, las indicaciones N°s 36 a 46, que son del siguiente tenor:


36.- Del Honorable Senador señor Naranjo, para reemplazar los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 7º propuesto por los siguientes:


“En los medios de transporte de uso público o colectivo, en recintos escolares, ascensores, hospitales, clínicas, consultorios, postas u otro establecimiento de salud, quedará prohibido fumar. Igual prohibición regirá para los lugares en que se fabriquen, procesen, depositen, manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos.


En las oficinas de la administración pública, incluidas las Municipalidades, como asimismo aeropuertos, centros comerciales, restoranes, bares, hoteles y demás establecimientos similares, estará prohibido fumar salvo que habiliten una sala o un espacio especial para fumadores, la cual deberá estar cerrada y no comunicarse con el resto del edificio. Estas salas o espacios deberán contar con una ventilación adecuada y normada a través de un reglamento del Ministerio de Salud. Si el local o establecimiento es de dimensiones que no aseguren una idónea separación de los ambientes, la prohibición de fumar será absoluta.”.


37.- De la Honorable Senadora señora Matthei, para suprimir, en el inciso segundo del artículo 7º propuesto, la frase “establecimientos de educación superior”.


38.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para intercalar, en el inciso segundo del artículo 7º propuesto, a continuación de la frase “lugares cerrados de trabajo, públicos y privados”, la siguiente: “no contemplados en el inciso siguiente”.


39.- De la Honorable Senadora señora Matthei, para sustituir, en el inciso segundo del artículo 7º propuesto, la frase “salvo en espacios al aire libre” por “salvo en espacios especialmente habilitados para tal efecto”.


40.- Del Honorable Senador señor Larraín, para intercalar, a continuación del inciso segundo del artículo 7º propuesto, el siguiente:


“Con todo, en los lugares de trabajo privados que sean cerrados y cuya superficie construida sea igual o superior a cien metros cuadrados, se podrán habilitar espacios para fumadores que deberán encontrarse completamente aislados de aquéllos en que esté prohibido fumar.”.


41.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para reemplazar el inciso tercero del artículo 7º propuesto por el siguiente:


“En los teatros y cines estará prohibido fumar, salvo en espacios al aire libre o se habilite una sala o espacio para tales efectos. Los restoranes, bares, casinos, discotecas y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 100 metros cuadrados, deberán contar con áreas separadas para fumadores y no fumadores. Los locales con superficies inferiores a 100 metros cuadrados, indicarán en su acceso si son para fumadores o no. La forma y plazo para implementar la separación será regulada en un reglamento dictado al efecto.”.


42.- Del Honorable Senador señor Cordero, para sustituir el inciso tercero del artículo 7º propuesto por el siguiente:


“En los teatros, cines, restoranes, bares y demás establecimientos similares, estará prohibido fumar, salvo en espacios separados que cuenten con mecanismos que impidan el paso del humo del tabaco hacia el resto del recinto y que tengan ventilación natural o estén habilitadas con sistemas de extracción del aire hacia el exterior o en espacios que se encuentren al aire libre. Si las dimensiones o características del establecimiento no permiten efectuar adecuadamente la separación de espacios para fumadores y no fumadores, se podrá optar por mantener un establecimiento “para fumadores”, en cuyo caso estará prohibido el ingreso de menores de 18 años y deberá exhibirse una advertencia en lugar que sea visible desde el exterior del establecimiento y otra en el interior de cada espacio del recinto, en caso contrario, se admitirán menores y estará totalmente prohibido fumar en el interior.”.


43.- De la Honorable Senadora señora Matthei, para sustituir el inciso tercero del artículo 7º propuesto por el siguiente:


“Los teatros, cines, restoranes, bares y demás establecimientos similares, deberán pertenecer a alguna de las siguientes categorías: “No fumadores”; “Compartido para fumadores y no fumadores”; y “Sólo fumadores”. Si un establecimiento pertenece a la categoría compartida deberá habilitar lugares para fumadores con adecuada ventilación.”.


44.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para reemplazar los inciso tercero y cuarto del artículo 7º propuesto por los siguientes:


“En los casinos de juego, teatros y cines estará prohibido fumar salvo en espacios al aire libre o cuando se habilite una sala o lugar para tales efectos. Éstas deberá contar con mecanismos que impidan el paso del humo del tabaco hacia el resto del recinto, con ventilación hacia el aire libre o con extracción del aire hacia el exterior y no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los asistentes no fumadores.


Lo mismo regirá para restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie útil destinada a clientes o asistentes igual o superior a 100 metros cuadrados, salvo que se encuentren ubicados en el interior de centros o dependencias en los que se prohíba fumar.


En los lugares indicados en los incisos anteriores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma castellano.


Los lugares y recintos no comprendidos en tales prohibiciones o regulaciones podrán optar por permitir o no fumar en su interior, lo que deberá informarse en su acceso, mediante avisos de similares características que las previstas en el inciso precedente. En caso que se permita fumar, deberá contarse siempre con ventilación hacia el aire libre o con un adecuado sistema de extracción del aire hacia el exterior.”.


45.- Del Honorable Senador señor Parra, para agregar, al inciso tercero del artículo 7º propuesto, la siguiente oración: “Sin embargo, los restoranes, bares y demás establecimientos similares podrán ofrecer sus servicios para fumadores y no fumadores siempre que así lo indiquen en aviso destacado en el lugar de acceso a ellos.”.


46.- De la Honorable Senadora señora Matthei, para intercalar, a continuación de la frase inicial del inciso final del artículo 7º propuesto “En los lugares indicados en los incisos anteriores”, la frase “, y cuando corresponda,”.

- - -


En relación a las materias tratadas por el artículo 7°, el señor Presidente de la Comisión propuso abordar el tema siguiendo los siguientes criterios diferenciadores:


Distinguir entre los siguientes tipos de lugares:


1.- Aquéllos “obligatorios de frecuentar”, distinguiendo dos subcategorías:


-- en los cuáles nunca se podrá fumar;


-- en los cuáles no se podrá fumar, salvo en espacios especialmente habilitados, o en su entorno.


2.- Aquéllos “voluntarios de frecuentar”:


-- en los cuáles nunca se podrá fumar, como cines, teatros, ópera, y;


-- la situación de restoranes, bares, pubs, discotecas y similares, respecto de los cuales se fijará una superficie para diferenciar dos tipos de lugares:


a) los más espaciosos, que podrán optar por ser “no fumadores” o “contar con lugares separados para fumadores y no fumadores”;


b) los más pequeños que la superficie determinada, que podrán optar por ser de una de las siguientes categorías: “permitido fumar” o “no está permitido fumar”. 

- - -


Por otra parte, la unanimidad de los integrantes de la Comisión acordó encargar un estudio a la Biblioteca del Congreso Nacional relativo a la experiencia extranjera en materia de prohibición de fumar en lugares públicos
.

- - -


En una sesión posterior, el señor Ministro de Salud propuso a la Comisión considerar las siguientes disposiciones en torno al tema relativo a ambientes libres de humo:


“Artículo 7º.- Estará prohibido fumar en los medios de transporte de uso público o colectivo, ascensores, lugares donde se expenda combustibles, y en los lugares en que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluyendo los espacios al aire libre aledaños.


Se prohíbe fumar en los establecimientos de educación pre básica, básica y media, salvo en espacios al aire libre, siempre y cuando estén fuera del alcance visual de los alumnos.


En los Órganos de la Administración del Estado, establecimientos de educación superior, establecimientos de salud públicos y privados, en los lugares cerrados de trabajo donde trabajen dos o más personas, públicos y privados no contemplados en el artículo siguiente, en los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos similares, estará prohibido fumar, salvo en espacios al aire libre o en una sala o lugar especialmente habilitados para tal efecto.


Artículo 7º bis.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie superior a 50 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60% del espacio total destinado a atención de público.

En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 50 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.”. 

Artículo 7º ter.- En todo caso, las salas, lugares o espacios especialmente habilitados para fumar indicados en los dos artículos anteriores deberán ser clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años. Asimismo, deberán cumplir las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los lugares reservados para no fumadores indicados en los dos artículos anteriores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español.


En todos aquellos lugares y recintos en que se permita fumar se deberá exhibir advertencias en la entrada y en el interior en los términos, colores, diseños y tamaños establecidos por decreto supremo del Ministerio de Salud.”.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina, también presentó una proposición a la Comisión respecto de las materias abordadas por la norma en discusión, del siguiente tenor:


“Artículo 7º. Prohíbese fumar en los ascensores y en los medios de transporte de uso público o colectivo, como asimismo en los establecimientos de educación prebásica, básica y media, en los recintos donde se expenda combustibles, en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluidos sus patios o espacios al aire libre.


Tampoco podrá fumarse al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado, de los establecimientos de educación superior públicos y privados, de los establecimientos de salud públicos y privados, de los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, salvo en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto. 


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el inciso precedente, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores. Tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


Artículo 7º bis.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarés y demás establecimientos de atención al público similares, el acto de fumar se regirá por las reglas siguientes:


a) Podrá optarse en cada caso por que sea un establecimiento para fumadores o uno para no fumadores, de lo que deberá informarse claramente en su  acceso.  Si optaren por ser establecimientos para  fumadores, deberán contar  con sistemas apropiados de  ventilación hacia el aire libre o extracción de aire.


b) Tratándose de establecimientos cuyos espacios destinados a la  atención de público cuenten  una superficie igual o superior a 50 metros cuadrados,  podrán separarse ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60% del espacio total destinado a atención de público.


Artículo 7° ter.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años. Asimismo, deberán cumplir las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español. Asimismo, se deberá exhibir advertencias de las mismas características acerca de tratarse de lugares o recintos reservados para fumadores, a la entrada y al interior de estos últimos.”.


- - -


En la sesión celebrada el día martes 9 de agosto, el señor Presidente planteó a los miembros de la Comisión discutir ambas proposiciones paralelamente.


El Honorable Senador señor Espina explicó que, en su opinión, en los establecimientos educacionales no se debe permitir fumar al interior de los mismos, pero que otra cosa es los espacios aledaños a éstos, donde no corresponde que exista prohibición de fumar, porque se trata de espacios públicos en los cuales circula la gente libremente. 


El señor Asesor Jurídico del Ministerio de Salud se manifestó de acuerdo con lo propuesto por el Honorable Senador señor Espina.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei anunció su voto favorable, sin perjuicio de lo cual indicó que, en su opinión, podría ocurrir que los profesores salgan a fumar afuera de los colegios, ya que no tendrán un espacio habilitado para el efecto al interior de los mismos.


En relación a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° de la proposición formulada por el Honorable Senador señor Espina, la Honorable Senadora señora Matthei consultó respecto del alcance de esta regulación en relación a los Órganos de la Administración del Estado.  En particular, se refirió a si ésta alcanzará a la oficina de una persona que trabaja sola.


En respuesta a la inquietud de la Honorable Senadora señora Matthei, el Honorable Senador señor Espina indicó que, al respecto, la norma establece que al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado no podrá fumarse, salvo en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto.


Asimismo, destacó que su proposición, a diferencia de la planteada por el señor Ministro de Salud, suprime la mención a los lugares cerrados de trabajo donde trabajen dos o más personas, públicos y privados, pues los lugares de trabajo públicos quedan incluidos dentro de los recintos o dependencias de la Administración del Estado y para los lugares de trabajo privados se propone una norma distinta, que entrega esta materia al reglamento interno de cada empresa. También precisa la referencia a centros de atención o de prestación de servicios, indicando que deben estar abiertos al público en general.


Además, reemplaza la referencia a los demás establecimientos similares, por otra a los demás establecimientos de libre acceso al público similares.  También incluye los “patios” entre los lugares donde se puede fumar.


El Honorable Senador señor Espina indicó que el inciso tercero del artículo 7° que propone se hace cargo de un problema práctico.  En efecto, en un lugar particular, como, por ejemplo, una oficina, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, los llamados a decidir al respecto son los propietarios o administradores.  Se trata de lugares privados no considerados en los incisos anteriores, como los que atienden público.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su opinión favorable a la propuesta, sin perjuicio de lo cual señaló tener dos discrepancias. En primer lugar, opinó que en una oficina privada, aunque sea de un organismo público, se debiera poder fumar.  Si es que la ocupa una sola persona y, por lo tanto, no le está haciendo daño a nadie más, no ve las razones que le impidan fumar. Sin embargo, cuando la oficina es compartida por dos o más personas, no está de acuerdo con que la decisión de prohibir fumar esté entregada a un reglamento, porque a los no fumadores les causa daño el humo de los fumadores. Por lo tanto, llamó a enfocar el punto materia de discusión no en atención a si el recinto es público o privado, sino que en consideración a si allí trabaja una sola persona o varias.


El Honorable Senador señor  Espina señaló que uno de los criterios implícitos en la norma, para diferenciar un lugar de otro en relación a la posibilidad de fumar o no en ellos, consiste en si en ellos las personas ingresan voluntariamente o no.


El señor Presidente manifiestó su opinión de hacer extensiva la norma de la empresa pública a la privada, con la excepción que señaló la Honorable Senadora señora Matthei, tanto en lo público como en lo privado.   Es decir, que una persona que esté sola en la oficina pueda fumar.  Pero en las grandes empresas privadas la situación es distinta.


El señor Ministro de Salud reconoció los méritos  de los incisos 1º y 2º de la norma propuesta por el Honorable Senador señor Espina.


Planteó que en un edificio público, la lógica es que exista un espacio habilitado para fumar.  Pone como ejemplo lo que ha ocurrido en las dependencias del Ministerio de Salud, donde varios funcionarios han dejado de fumar.


El señor Presidente puso en votación la idea propuesta por Honorable Senadora señora Matthei, consistente en autorizar fumar en oficinas que ocupa una sola persona en dependencias de Organismos Públicos, la cual fue rechazada por 3 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Naranjo y Viera-Gallo, y 2 a favor, de la Honorable Senadora señora Matthei y señor Espina.


El señor Presidente de la Comisión puso en discusión el artículo 7° bis contenido en la proposición del Honorable Senador señor Espina.


El Honorable Senador señor Espina señaló que el énfasis debe estar puesto en la libertad que tiene una persona al entrar en un restaurante, porque responde a la misma lógica según la cual el dueño del restaurante le dará a su negocio uno u otro carácter.  En este entendido, el cliente decide por entrar o no, según sus opciones.  Recuerda que un restaurante es de aquellos lugares a los cuales se accede voluntariamente.


Indicó que su proposición respeta la libertad de los propietarios de los establecimientos para decidir si éstos serán para fumadores, para no fumadores o de ambientes separados para unos y otros, debiendo informarse claramente en su acceso tal calidad.


Otra particularidad de la norma que propone consiste en que, para optar por ser un lugar exclusivo para fumadores o para no fumadores, no importará la superficie total de los espacios destinados a la  atención de público. Si se opta por ser establecimiento exclusivo para fumadores, aquél  deberá contar con sistemas apropiados de ventilación hacia el aire libre o extracción  de aire. Para optar por ser establecimientos de ambientes separados para fumadores y no fumadores, se requerirá que cuenten con una superficie igual o superior a 50 metros cuadrados de espacios destinados a la atención de público, y deberán destinar a los ambientes de no fumadores a lo menos el 60% del espacio  total destinado a atención de público, caso en el cual las exigencias de ventilación serán las del artículo 7 ter.


El señor Ministro de Salud recordó que el interés del Gobierno es proteger al no fumador, concepto muy importante en la iniciativa.  Agregó que más que prohibir al fumador que fume, la finalidad del proyecto es proteger al no fumador.


Reconoció el hecho de que para muchos restoranes el separar ambientes podría ser complejo, especialmente para los más pequeños.  Por este motivo, propuso a la Comisión determinar como límite diferenciador una superficie de 50 metros cuadrados útiles de atención a público, sin perjuicio de discutir acerca de si esa superficie es la adecuada.  Acordado lo anterior, lo siguiente es establecer que los lugares pequeños podrán ser para no fumadores o para fumadores, en cuyo caso deberán contar con sistemas de ventilación adecuados.   Esa es la lógica de esta norma.


Agregó que otro elemento que cuenta con el apoyo del Gobierno es la idea contenida en una indicación del Honorable Senador señor Cordero, en  el sentido de prohibir el acceso de menores de 18 años de edad a los lugares donde esté permitido fumar.  Ello, en razón de que otro de los pilares de este proyecto consiste en que la gente no adquiera el hábito de fumar.


En relación a la superficie, estaría de acuerdo en aumentarla en 80 metros, pero siempre que se conserven en la iniciativa los demás principios inspiradores del proyecto, como la protección a los no fumadores y la prohibición del acceso de los menores de 18 años de edad a lugares donde esté permitido fumar. 


La Honorable Senadora señora Matthei se manifestó partidaria de la tesis planteada, siempre que se fije una superficie adecuada, y que debería ser por los menos 100 metros cuadrados, como mínimo razonable.


El Honorable Senador señor Naranjo señaló que, en términos generales, le parecía muy razonable lo propuesto, en términos que los lugares que tengan una superficie menor a la que se determine puedan optar en ser lugares en los cuales no se permita fumar o que se permita fumar en su interior, de manera tal que la gente que asista a uno u otro sepan las características del lugar al cual están ingresando y elijan libremente. Hizo un llamado a la Comisión a fijar una superficie tal que no afecte a los negocios más sencillos, que no son especialmente amplios.


El señor Presidente de la Comisión, resumiendo las distintas posiciones formuladas al respecto, manifestó que, en su parecer, 100 metros cuadrados podría considerarse un espacio demasiado grande, a pesar que es la superficie que está considerando para tal efecto la legislación española, pero que, en todo caso, 50 metros cuadrados es muy pequeño.


Al respecto, el señor Ministro reiteró que la superficie a determinar es la que corresponderá a la que destina un determinado establecimiento a la atención de público, e invitó a la Comisión a pronunciarse al respecto.


Dentro de este contexto, la Honorable Senadora señora Matthei propuso a la Comisión aprobar la idea de que tal superficie sea de 100 metros cuadrados y, por su parte, el señor Ministro de Salud se manifestó favorable a aumentar la superficie indicada en su propuesta a 80 metros cuadrados.


A continuación, el señor Presidente puso en votación ambas ideas propuestas.  La Comisión rechazó la primera de las proposiciones, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y dos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Espina, y aprobó la proposición de fijar la superficie de este tipo de establecimientos en 80 metros cuadrados, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Espina.


Luego, el señor Presidente sometió a consideración de la Comisión si, a este respecto, estimaba necesario introducir alguna diferencia entre los restoranes, bares, pubs o discotecas. Puesta en votación, la idea señalada fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Espina.


--La Comisión aprobó la indicación N° 36, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0); rechazó las indicaciones N°s. 37 y 38 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0); aprobó la indicación N° 39, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0); rechazó las indicaciones N°s 40 y 41 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0); aprobó la indicación N° 42, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0), y rechazó las indicaciones N°s 43, 44, 45 y 46 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0).

- - -


Durante el nuevo plazo que abrió la Sala para formular indicaciones al proyecto hasta el lunes 16 de agosto del año en curso, se presentaron las indicaciones signadas con los números 79 a 85.

79.- Del Honorable Senador señor Espina, para sustituir el artículo 7° por el siguiente:


“Artículo 7º.  Prohíbese fumar en los ascensores y en los medios  de transporte de uso público o colectivo, como asimismo en los establecimientos de educación  prebásica, básica y media, en los recintos donde se expenda combustibles, en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluidos sus patios o espacios al aire libre.


Tampoco podrá fumarse al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado, de los establecimientos de educación superior públicos o privados, de los establecimientos de salud públicos y privados, de los  aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general, centros comerciales  demás establecimientos de libre acceso al público similares, salvo en los lugares de trabajo individuales cerrados, en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto.  Iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o  unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden,  higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el  inciso precedente, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de  sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acodadas por los respectivos propietarios o administradores.”.

80.- Del Honorable Senador señor Naranjo, 81.- Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, y 82.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para sustituir el N° 7 por el siguiente:


“7) Sustitúyese el artículo 7º por los  siguientes:



“Artículo 7º. Prohíbese fumar en los ascensores y en los medios de transporte de uso público o colectivo, como asimismo en los establecimientos de educación prebásica, básica y media, en los recintos donde se expenda combustibles, en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluidos sus patios o espacios al aire libre.


Tampoco podrá fumarse al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado, de los establecimientos de educación superior públicos y privados, de los establecimientos de salud públicos y privados, de los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, salvo en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto. Iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el inciso precedente, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores.


Artículo 7° bis.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie superior a 80 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 80 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 7° ter.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años. Asimismo, deberán cumplir las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español. Asimismo, se deberá exhibir advertencias de las mismas características acerca de tratarse de lugares o recintos reservados para fumadores, a la entrada y al interior de estos últimos.”.


83.- Del Honorable Senador señor Ávila, para reemplazar los incisos tercero y cuarto del artículo 7° por los siguientes:


“Los teatros, cines, restoranes, bares y demás establecimientos similares, podrán autodefinirse en una de las siguientes categorías, independientemente del espacio con que cuenten para atención de público: “No fumadores”, “Fumadores” y “Fumadores y no fumadores”. En este último caso la sección “no fumadores” deberá estar totalmente aislada de la de fumadores mediante barreras físicas que impidan efectiva y eficientemente el paso del humo de un sector al otro. En tanto la sección “fumadores” deberá contar con mecanismos de ventilación adecuados, ya sea mediante ventanas al exterior o sistemas de extracción de aire en el caso de recintos herméticos.


Los establecimientos que se incluyan en la categoría “fumadores” no podrán permitir el acceso de menores de edad.


La categoría a la cual pertenecen los establecimientos deberá ser explicitada de modo visible y comprensible en el o los ingresos del establecimiento, así como en cualquier forma de publicidad o difusión del mismo.”.


84.- De Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar, a continuación del artículo 7°, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ….. .- En los restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie superior a 80 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el especio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 80 metros cuadrados, se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.”.

85.- Del Honorable Senador señor Espina, para intercalar, a continuación del artículo 7°, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ….. .-  Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.  Asimismo, deberán  cumplir  las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los recintos, dependencias o establecimientos en que queda prohibido fumar y en los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que  prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español.  Asimismo, se deberá exhibir advertencias de las mismas características acerca de tratarse de lugares o recintos reservados para fumadores, a la entrada y al interior de estos últimos.”.
- - -


En la sesión celebrada para estudiar las indicaciones presentadas al proyecto dentro del nuevo plazo abierto por el Senado para tal efecto, la Comisión advirtió que un número de ellas recogían las ideas centrales del debate en torno a los ambientes libres de humo, en uno u otro sentido, por lo que procedió a votarlas.


En votación, la Comisión, sobre la base de algunas de las indicaciones presentadas, acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, sustituir el N° 7, que pasa a ser N° 9, por el siguiente:


“9) Sustitúyese el artículo 7º por los  siguientes:

“Artículo 7º. Prohíbese fumar en los ascensores y en los medios de transporte de uso público o colectivo, como asimismo en los establecimientos de educación prebásica, básica y media, en los recintos donde se expenda combustibles, en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluidos sus patios o espacios al aire libre.


Tampoco podrá fumarse al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado, de los establecimientos de educación superior públicos y privados, de los establecimientos de salud públicos y privados, de los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, salvo en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto. Iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el inciso precedente, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores.


Artículo 7° bis.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie superior a 80 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 80 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 7° ter.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.  Asimismo, deberán  cumplir  las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los recintos, dependencias o establecimientos en que queda prohibido fumar y en los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que  prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español.  Asimismo, se deberá exhibir advertencias de las mismas características acerca de tratarse de lugares o recintos reservados para fumadores, a la entrada y al interior de estos últimos.”.”.


--La Comisión rechazó la indicación N° 79, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0); aprobó, con modificaciones, las indicaciones signadas con los números 80, 81 y 82, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0);  rechazó la indicación N° 83, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0); aprobó la indicación N° 84, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0), y aprobó la indicación N° 85, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0).

- - -

N° 8)

(Pasa a ser N° 10)


Sustituye el artículo 8º por el siguiente:


“Artículo 8º. Los organismos administradores de la ley Nº 16.744, deberán incorporar el contenido del artículo anterior a los programas de prevención de riesgos para sus empresas adheridas, proporcionar la señalética correspondiente e informar sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco  o la exposición al humo de este producto y los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.

- - -


En relación a esta disposición se presentaron las indicaciones N°s 47 a 52.

47.- De los Honorables Senadores señora Matthei, y 48.- señor Bombal, para suprimirlo.


--La Comisión rechazó las indicaciones N°s 47 y 48 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo (4x0).


49.- Del Honorable Senador señor Larraín, para reemplazarlo por el siguiente:


“8) Agrégase la siguiente letra c) al artículo 8º:


“c) para la falta a que se refiere el artículo 3º, multa de cincuenta a cien Unidades Tributarias Mensuales. En caso de reincidencia se cancelará la patente del establecimiento que hubiere cometido la infracción.”.”.


--La Comisión rechazó la indicación N° 49 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0).


50.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para reemplazar el artículo 8º propuesto por el siguiente:


“Artículo 8º.- Las empresas de los sectores públicos y privados deberán incorporar el contenido del artículo anterior en la tarea de protección de la salud de sus trabajadores. Para ello, colocarán la señalética correspondiente e informarán a sus dependientes sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco o la exposición al humo de este producto y los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.


--La Comisión rechazó la indicación N° 50 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo) (4x0).

51.- De los Honorables Senadores señor Naranjo, y 52.- señor Viera-Gallo, para sustituir el artículo 8º propuesto por el siguiente:


“Artículo 8º.-  Los organismos administradores de la ley Nº 16.744, deberán colaborar con sus empresas adheridas asesorándoles respecto de los contenidos de la información que éstas presten a sus trabajadores y usuarios sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco o la exposición al humo de este producto y acerca de los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.


--La Comisión aprobó las indicaciones N°s 51 y 52 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo y Viera-Gallo. (4x0).
º º º º


53.- Del Honorable Senador señor Naranjo, para intercalar, a continuación del Nº 8), el siguiente:


“…) Modifícase la letra a) del artículo 8º de la ley Nº 19.419 por el siguiente:


“Para las faltas a que se refiere el artículo 7º, multa de diez a veinticinco Unidades Tributarias Mensuales. En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa cursada anteriormente, hasta el cierre temporal del local o establecimiento.”.”.


--La indicación fue retirada por su autor.

º º º º

N° 9)

(Pasa a ser N° 11)


Sustituye el artículo 9º por el siguiente:


“Artículo 9º. La Autoridad Sanitaria competente fiscalizará el cumplimiento de la presente ley y, en caso de incumplimiento, aplicará lo dispuesto en el Libro X del Código Sanitario. 


Se considerará como reincidencia el incumplimiento reiterado de cualquiera de las normas de esta ley, esto es, tres o más infracciones cometidas en un plazo inferior a un año.”.

- - -


En relación a este numeral se presentaron las indicaciones N° 54 a 56.

54.- De los Honorables Senadores señor Naranjo, y 55.- señor Viera-Gallo, para reemplazar el artículo 9º propuesto por el siguiente:


“Artículo 9º.- La fiscalización del cumplimiento de la presente ley corresponderá a la Autoridad Sanitaria competente.


La infracción a sus disposiciones se sancionará según el procedimiento contemplado en el Libro X del Código Sanitario, con las multas y medidas accesorias señaladas en el artículo 174 de dicho texto.


La responsabilidad alcanzará a todos quienes hayan participado en los hechos, según la gravedad de su conducta. En el caso de la vulneración de la prohibición de fumar la responsabilidad recaerá individualmente en el infractor y, en subsidio de éste, en el propietario del establecimiento.


Se considerará como reincidencia el incumplimiento reiterado de cualquiera de las normas de esta ley, esto es, tres o más infracciones cometidas en un plazo inferior a un año.”.


--Las indicaciones N°s 54 y 55 fueron retiradas por sus autores.


56.- Del Honorable Senador señor Ríos, para intercalar, en el artículo 9º propuesto, a continuación de las palabras “Sanitaria competente”, la frase “entendiéndose en ella el organismo de salud dependiente de la Municipalidad”.


--La Comisión rechazó la indicación N° 56 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. (5x0).

- - -


En relación a las infracciones a las disposiciones de la ley en discusión, el señor Ministro de Salud propuso a la Comisión considerar las siguientes disposiciones: 


“Artículo 9 bis.- Las infracciones a las disposiciones de esta ley y de las normas administrativas que para su cumplimiento dicte el Ministerio de Salud, serán castigadas, según sea el caso, de la siguiente manera:

a) Para aquellas que contravengan lo establecido en los artículos 2º, 3º inciso 2º y 4º inciso final
, multa desde 1 UTM hasta 100 UTM. Si la infracción fuere cometida por una persona natural o jurídica de aquellas incluidas en la letra b) del artículo 1º bis, la multa aplicable podrá ser entre 101 UTM y 1000 UTM.

b) Para aquellas que contravengan lo establecido en el artículo 3º incisos 1º y 3º, y 3º bis
, multa desde 10 UTM hasta 100 UTM. Adicionalmente, estas infracciones podrán ser sancionadas con el comiso, destrucción y desnaturalización de productos.

c) Para aquellas que contravengan lo establecido en los artículos 4º y 6º
, multas desde 101 UTM hasta 1000 UTM. Adicionalmente, estas infracciones podrán ser sancionadas con el comiso, destrucción y desnaturalización de productos.

d) Para aquellas que contravengan los artículos 7º, 7º bis y 7º ter
, multas desde 10 UTM hasta 500 UTM.


En los supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos similares y, asimismo, en aquellos lugares indicados en el artículo 7º bis, las infracciones antes señaladas podrán ser sancionadas, además, con la clausura de establecimientos, edificios, casas o locales comerciales donde se cometiere la infracción; con el cierre temporal de los mismos hasta por treinta días, prorrogables; o con la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos, cuando proceda.


Las reincidencias podrán ser sancionadas hasta con el doble de la multa original y las penas accesorias del inciso anterior. Se considerará como reincidencia el incumplimiento reiterado de cualquiera de las normas de esta ley, esto es, dos o más infracciones cometidas en un plazo inferior a un año.


En el caso de las infracciones a los artículos 7º, 7º bis y 7º ter podrán ser sancionadas también las personas que fumen en los lugares no autorizados, siempre y cuando, requeridas por el dueño, administrador, encargado del local o dependiente, se resistan a dejar de hacerlo y no acepten hacer abandono del lugar. Para estos efectos, se podrá solicitar la presencia de Carabineros de Chile a fin de que restablezca el imperio de la ley. En este caso la multa será de media UTM y en caso de reincidencia podrá imponerse una multa de hasta 2 UTM.”.

Por su parte, en una sesión posterior, luego de considerar la proposición del Ministro de Salud, el Honorable Senador señor Espina también formuló a la Comisión una propuesta respecto de la materia en discusión, del siguiente tenor:


“Artículo 9°.- Las infracciones a la presente ley se reputan contravenciones para todos los efectos legales y, en ese carácter, quedan sujetas a la competencia y al procedimiento aplicables a los juzgados de policía local.


Corresponderá a la autoridad sanitaria, a Carabineros y a los inspectores municipales fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, debiendo denunciar al juzgado que corresponda las infracciones o contravenciones que se cometan.


Artículo 9° bis.- Las contravenciones a que se refiere el artículo precedente serán sancionadas con multa, a beneficio fiscal, en conformidad a las reglas siguientes:


a) La infracción de lo dispuesto en los artículo 2° y 3°, inciso segundo, y en el artículo 4°, en lo relativo a las advertencias en la publicidad, cometida por un fabricante, distribuidor mayorista o importados de productos hechos con tabaco, con multa de 101 a 500 UTM.  En los demás casos la multa será de una a 50 UTM.


b) La infracción de lo establecido en el artículo 3°, incisos primero y tercero, y en el artículo 3° bis, con multa de 10 a 50 UTM y comiso de las especies materia de la infracción. 


c) La infracción de lo establecido en el artículo 4°, en lo relativo a la advertencia en los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o productos hechos con tabaco, y en el artículo 6°, con multa de 101 UTM a 500 UTM, y comiso de las especies materia de la infracción.


d) De la contravención a las normas de el artículo 7°, 7° bis y 7° ter, en lo tocante a las reglas sobre habilitación, exigencias y advertencias de los lugares para fumadores y no fumadores,  responderán los dueños, directores o administradores del establecimiento o recinto en el que se comenta la infracción, y la multa será de 10 a 250 UTM.


Responderán, asimismo, de las infracciones a la prohibición de fumar en lugares no autorizados, las que se sancionarán con multa de 1 UTM por cada infractor. Sin embargo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora, en cuyo caso podrá solicitarse al auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.


En todo caso, se sancionará al fumador que contravenga lo establecido en los artículos 7°, 7° bis y 7° ter con multa de media UTM.


En caso de reincidencia el juez podrá aplicar el doble de la multa. Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario. En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hecho con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 7° bis, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.


Previa orden del juez, los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.”.
- - -


En discusión las proposiciones referidas al artículo 9°, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó estar de acuerdo con la idea que la Autoridad Sanitaria sea la encargada de fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, así como también Carabineros y los inspectores municipales, y que los Juzgados de Policía Local sean los llamados a conocer y juzgar las infracciones, y no los Secretarios Regionales Ministeriales de Salud.  Ello, básicamente porque esta ley contempla multas muy elevadas y sanciones drásticas y estima más adecuado que el llamado a juzgar sea un letrado.


En relación al artículo 9° bis, el señor Ministro de Salud  propuso a la Comisión que discutiera, en primer lugar, las ideas relativas a las conductas y, luego, las ideas de cómo deben ser ellas sancionadas.


El señor Presidente llamó a mantener el criterio según el cual se distingue entre una persona natural y una persona natural o jurídica de aquellas incluidas en la letra b) del artículo 1º bis, es decir, comprendidas dentro del concepto “industria tabacalera”, que incluye a fabricantes, distribuidoras mayoristas e importadores de productos hechos con tabaco. La idea de esta distinción, agregó,  es evitar perjudicar al pequeño comerciante.


El señor Ministro de Salud anunció que el Gobierno mantendría el criterio adoptado en el proyecto original y aprobado en general por el Senado. Señaló que es una materia determinante, en el sentido que la historia ha demostrado que los Juzgados de Policía Local no han respondido como se esperaba. Agregó que también es de su interés que exista cierta homologación de criterios, razón por la cual propone a la Comisión agregar un inciso del siguiente tenor:


“El Ministerio de Salud establecerá, mediante resolución fundada estándares para la aplicación de las medidas, sanciones y criterios aplicables en el ejercicio de la facultad de fiscalización, comprendiendo, entre otros, formularios de actas de inspección, amonestaciones en caso de primera infracción para aquellas infracciones indicadas en la letra b), y demás normas que permitan una homogenización en la aplicación de las medidas indicadas.”.


Agregó, asimismo, que el Gobierno está conciente que tiene que buscar una fórmula de evitar la arbitrariedad y la discriminación, pero que rescata las atribuciones que el Código Sanitario le entrega a la Autoridad Sanitaria en estas  materias, al igual como una serie de  otras leyes le conceden atribuciones a las Superintendencias para poder fiscalizar y sancionar a distintas instituciones. Reiteró que la Autoridad Sanitaria ha demostrado buen criterio en la fiscalización del cumplimiento de las normas en las cuales  tienen competencia, y que espera que exista una adecuada fiscalización y una sana auditoría del buen uso y criterio de la aplicación de esta ley.

- - -


El Honorable Senador señor Espina señaló que hace reserva de constitucionalidad respecto de este punto, para los efectos de su presentación ante el Tribunal Constitucional. Considera que el artículo 9° viola un principio constitucional, toda vez que la Autoridad Sanitaria es juez y parte, porque el fiscalizador será un funcionario dependiente de quien aplicará, eventualmente, una sanción.


La Honorable Senadora señora Matthei se sumó a la reserva de constitucionalidad formulada por el Honorable Senador señor Espina, en los mismos términos.

- - -


A continuación, el señor Presidente de la Comisión propuso una fórmula intermedia, consistente en aprobar el proyecto del Gobierno en esta materia, pero con una modificación: que de la decisión del SEREMI se pueda apelar al Juzgado de Letras. Eso marcaría una diferencia con el procedimiento actual, especialmente con lo dispuesto en el artículo 171 del Código Sanitario, que exige pagar la multa para reclamar, al eliminarse la exigencia de pagar la multa para apelar al Juez.  Su idea, puntualizó, es que la Autoridad Sanitaria no sea la ultima instancia, porque ello va en contra de la lógica jurídica.


El Asesor Jurídico del Ministro de Salud, don Sebastián Pavlovic,  consultó si lo planteado consiste en crear un nuevo recurso, porque el artículo 171 del Código Sanitario dispone que de las sanciones aplicadas por el Servicio Nacional de Salud, en este caso la Autoridad Sanitaria, podrá reclamarse ante la  justicia ordinaria civil dentro de  los cinco días siguientes a la notificación de la sentencia, reclamo que se tramitará en forma breve y sumaria.


El Presidente precisó que su proposición consiste en que, respecto de la decisión de la Autoridad Sanitaria, exista un recurso de apelación directo ante la justicia ordinaria para que, de esta forma, quien decida la sanción sea el tribunal. En suma, ante la Autoridad Sanitaria se verifica la primera instancia y ante los tribunales ordinarios la segunda.  Su reticencia respecto a la competencia en esta materia por parte de los Juzgados de Policía Local es porque, en la práctica, el sistema no ha funcionado, porque, si no fuera así, no tendría inconveniente alguno en mantenerlo.


El Honorable Senador señor Espina rebatió lo planteado, señalando que los Juzgados de Policía Local no funcionaban adecuadamente cuando estaban recargados con materias que actualmente están entregadas al Ministerio Público. Antes, señaló, los Juzgados de Policía Local tenían recargas de trabajo provenientes de casos como las infracciones por no votar en una elección, que tenían saturado el sistema. Además,  si esta ley no funcionaba es porque estaba en desuso. Concluyó que los Juzgados de Policía Local dan garantía de imparcialidad.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo recordó que, con modificaciones legales recientes, se ha sustraído del ámbito de competencia de la justicia ordinaria civil todas las materias de familia, y que, en octubre, comienzan a funcionar los tribunales de familia. Con ello, agregó, es de suponer que los Juzgados civiles estarán un poco más libres. El Honorable Senador señor Naranjo y el señor Ministro compartieron el criterio expresado por el señor Presidente.

- - -


Durante el nuevo plazo que abrió la Sala para formular indicaciones al proyecto, hasta el lunes 16 de agosto del año en curso, se presentaron las indicaciones signadas con los números 86 a 91.

86.- Del Honorable Senador señor Naranjo, 87 - Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, y 88.- Del Honorable Senador señor Viera-Gallo, para sustituir el N° 9 por el siguiente:

“9) Sustitúyese el artículo 9º por los siguientes:


“Artículo 9º. La Autoridad Sanitaria competente fiscalizará el cumplimiento de la presente ley y, en caso de incumplimiento, aplicará lo dispuesto en el Libro X del Código Sanitario. La sentencia de la Autoridad Sanitaria será apelable ante el Juez de Letras correspondiente, quien procederá breve y sumariamente.


Artículo 9° bis.- Las contravenciones a que se refiere el artículo precedente serán sancionadas con multa, a beneficio fiscal, en conformidad a las reglas siguientes:


a) Para aquéllas que contravengan lo establecido en los artículos 2°, 3°, inciso segundo, y 4°, inciso final, multa de 1 UTM hasta 50 UTM. Si la infracción fuere cometida por una persona natural o jurídica de aquellas incluidas en la letra b) del artículo 1° bis, la multa aplicable podrá ser entre 101 UTM y 500 UTM.


b) La infracción de lo establecido en el artículo 3°, incisos primero y tercero, y en el artículo 3° bis, con multa de 1 UTM a 20 UTM, y comiso de las especies materia de la infracción. Si la infracción fuere cometida por una persona natural o jurídica de aquellas incluidas en la letra b) del artículo 1° bis, la multa aplicable podrá ser entre 10 UTM y 50 UTM, y comiso de las especies materia de la infracción.


c) La infracción de lo establecido en el artículo 4°, en lo relativo a la advertencia en los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o productos hechos con tabaco, y en el artículo 6°, con multa de 101 UTM a 500 UTM, y comiso de las especies materia de la infracción.


d) De la contravención a las normas de el artículo 7°, 7° bis y 7° ter, responderán los dueños, directores o administradores del establecimiento o recinto en el que se comenta la infracción, con multa de 50 a 250 UTM, en lo tocante a las reglas sobre habilitación de los lugares para fumadores y no fumadores, y con multa de 2 a 20 UTM, en lo referido a las reglas sobre exigencias y advertencias sobre los referidos lugares.


Las personas mencionadas en esta letra responderán, asimismo, de las infracciones a la prohibición de fumar en lugares no autorizados, las que se sancionarán con multa de 1 UTM por cada infractor. Sin embargo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora, en cuyo caso podrá solicitarse al auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.


En todo caso, se sancionará al fumador que contravenga lo establecido en los artículos 7°, 7° bis y 7° ter con multa de media UTM.


En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa. Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario. En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hecho con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 7° bis, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.


Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.”.”. 


89.- De Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, al final del inciso primero del artículo 9°, lo siguiente: “La resolución de la Autoridad Sanitaria será impugnable ante el Juez de Letras correspondiente, mediante el recurso de reclamación establecido en el artículo 171 del mismo Código, no siendo exigible, para dar curso a dicha reclamación, que el infractor acompañe el comprobante de pago de la multa.”.”.


90.- Del Honorable Senador señor Espina, para agregar, al final del inciso primero del artículo 9º, lo siguiente:

“En el procedimiento no será aplicable lo dispuesto en el artículo 171 del Código Sanitario y la sentencia de la Autoridad Sanitaria será apelable ante el Juez de Letras correspondiente, quien procederá breve y sumariamente.”.

91.- Del Honorable Senador señor Espina, para intercalar, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo …. .-  La infracción de las disposiciones de la presente ley será sancionada con multa, a beneficio fiscal, en conformidad a las reglas siguientes:


1)  Multa de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción, por la contravención de lo establecido en el inciso  segundo del artículo 6º, utilizando aditivos o sustancias prohibidas por el  Ministerio de Salud o excediendo los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco.


2)  Multa de una a 50 unidades tributarias mensuales, y de 101 a 500 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción, en los siguientes casos:


a. Venta de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren  a menos de 100 metros de distancia de establecimientos de enseñanza básica y media, con infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 3º.


b. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el inciso primero del artículo 2º.


c. Exhibir en los lugares de venta de productos hechos con tabaco avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso segundo del artículo 2º, sin la advertencia a que se refiere el artículo 4º o con una advertencia que ocupe menos del 40% del aviso.


d. Cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, con infracción del inciso segundo del articulo 3º.  Se exceptúan los avisos autorizados por el artículo 2º, al exterior de los lugares de venta.


e. Ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, en contravención a lo dispuesto en el artículo 3º bis.


3)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción en los casos siguientes:


a. Omitir en los envases de los productos hechos con tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la  advertencia que establece el artículo 4º, o hacerlo con un diseño diverso, en lugares distintos o en proporción menor de los allí indicados.


b. Efectuar acciones publicitarias de productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, omitiendo la advertencia que establece el artículo 4º.


c. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos los principales componentes del producto, en los  términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al  inciso tercero del artículo 6º.


d. Infringir las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores establecidas en conformidad al artículo 6º (Art. 6º, inciso 2º).


4)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, por no informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos hechos con tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 6º.


5)  Multa de tres a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por comercializar, ofrecer, distribuir o entregar a título gratuito productos hechos con tabaco a menores de 18 años de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3º.


6)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción, por incluir en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares prohibidos en el artículo 5° bis.


7)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales, por la infracción de las reglas sobre habilitación, superficie y ventilación de los espacios destinados a fumadores y reservados a no fumadores, establecidas en los artículo 7° bis y 7° ter.


8)  Multa de diez a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco en establecimientos, lugares o recintos a los cuales no esté prohibido por disposición de la ley el acceso de los menores de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3º.


9)  Multa de una a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción por las que consistan en:


a. Vender productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas que imiten cigarrillos o paquetes de ellos (Art. 3º, inciso 3º).


b. Vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.


10)  Multa de dos a 20 unidades tributarias mensuales aplicada al dueño, director o administrador del establecimiento, en los siguientes casos:


a.  Permitir el ingreso de menores de 18 años a los lugares habilitados para fumadores, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 7° ter.


b.  Infracción de las reglas sobre las advertencias que deben exhibirse relativas a la prohibición de fumar y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 7° ter.


11)  Multa de una unidad tributaria mensual aplicada por cada infractor, al dueño, director o administrador del establecimiento respectivo, por la trasgresión de la prohibición de fumar en lugares no autorizados.  Con todo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y con posterioridad se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora.  En estos casos podrá solicitarse el auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.


12)  Multa de media unidad tributaria mensual, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 7°, 7° bis y 7° ter.


Para determinar el monto de la multa a aplicar en conformidad al presente artículo, se tomará en consideración las circunstancias de la infracción y, especialmente, la capacidad económica del infractor.


En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa.  Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.  En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hecho con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 7º bis, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.


Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.


Para los efectos de comprobar la edad en caso de duda, a fin de evitar incurrir en una infracción, los dueños, directores o administradores de los establecimientos y lugares regulados en la presente ley, o sus delegados, podrán exigir que se exhiba la respectiva cédula de identidad.”.

- - -


En la sesión celebrada para estudiar las indicaciones presentadas al proyecto dentro del nuevo plazo abierto por el Senado para tal efecto, la Comisión advirtió que un número de ellas recogían las ideas centrales del debate ya efectuado en torno a los temas de que trata este numeral.


En relación a la indicación N° 89, presentada por Su Excelencia el señor Presidente de la República, el Asesor Jurídico del Ministerio de Salud, señor Romero, explicó a la Comisión que su finalidad es eliminar el requisito de pagar previamente la multa para reclamar, contemplado actualmente en el Código Sanitario.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, acordó, sobre la base de la aprobación de algunas de las indicaciones presentadas, de lo que se da cuenta a continuación, sustituir el inciso segundo del artículo 9°, contenido el N°9 del proyecto, que ha pasado a ser N° 11,  por el siguiente:


“La resolución de la Autoridad Sanitaria será impugnable ante el Juez de Letras correspondiente, mediante el recurso de reclamación establecido en el artículo 171 del mismo Código, no siendo exigible, para dar curso a dicha reclamación, que el infractor acompañe el comprobante de pago de la multa. “.

Asimismo, acordó agregar, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo, nuevo:

Artículo … .-  La infracción de las disposiciones de la presente ley será sancionada en conformidad a las reglas siguientes:


1)  Multa de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales
 y comiso de las especies objeto de la infracción, por la contravención de lo establecido en el inciso  segundo del artículo 6º, utilizando aditivos o sustancias prohibidas por el  Ministerio de Salud o excediendo los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco.


2)  Multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 101 a 500 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción, en los siguientes casos:


a. Venta de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren  a menos de 100 metros de distancia de establecimientos de enseñanza básica y media, con infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 3º.


b. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el inciso primero del artículo 2º.


c. Exhibir en los lugares de venta de productos hechos con tabaco avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso final del artículo 4º, sin la advertencia a que éste se refiere o con una advertencia que ocupe menos del 40% del aviso.


d. Cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, con infracción del inciso segundo del articulo 3º.  Se exceptúan los avisos autorizados por el artículo 2º, al exterior de los lugares de venta.


e. Ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, en contravención a lo dispuesto en el artículo 3º bis.


3)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción en los casos siguientes:


a. Omitir en los envases de los productos hechos con tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la  advertencia que establece el artículo 4º, o hacerlo con un diseño diverso, en lugares distintos o en proporción menor de los allí indicados.


b. Efectuar acciones publicitarias de productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, omitiendo la advertencia que establece el artículo 4º.


c. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos los principales componentes del producto, en los  términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al  inciso tercero del artículo 6º.


d. Infringir las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores establecidas en conformidad al artículo 6º.


4)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, por no informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos hechos con tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 6º.


5)  Multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por comercializar, ofrecer, distribuir o entregar a título gratuito productos hechos con tabaco a menores de 18 años de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3º.


6)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción, por incluir en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares prohibidos en el artículo 5° bis.


7)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales, por la infracción de las reglas sobre habilitación, superficie y ventilación de los espacios destinados a fumadores y reservados a no fumadores, establecidas en los artículo 7° bis y 7° ter.


8)  Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco en establecimientos, lugares o recintos a los cuales no esté prohibido por disposición de la ley el acceso de los menores de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3º.


9)  Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción por las que consistan en:


a. Vender productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas que imiten cigarrillos o paquetes de ellos.


b. Vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.


10)  Multa de 2 a 20 unidades tributarias mensuales aplicada al dueño, director o administrador del establecimiento, en los siguientes casos:


a.  Permitir el ingreso de menores de 18 años a los lugares habilitados para fumadores, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 7° ter.


b.  Infracción de las reglas sobre las advertencias que deben exhibirse relativas a la prohibición de fumar y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 7° ter.


11)  Multa de 1 unidad tributaria mensual aplicada por cada infractor, al dueño, director o administrador del establecimiento respectivo, por la trasgresión de la prohibición de fumar en lugares no autorizados.  Con todo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y con posterioridad se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora.  En estos casos podrá solicitarse el auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.


12)  Multa de media unidad tributaria mensual, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 7°, 7° bis y 7° ter.


Para determinar el monto de la multa a aplicar en conformidad al presente artículo, se tomará en consideración las circunstancias de la infracción y, especialmente, la capacidad económica del infractor.


En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa.  Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.  En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hecho con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 7º bis, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.


Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.


Para los efectos de comprobar la edad en caso de duda, a fin de evitar incurrir en una infracción, los dueños, directores o administradores de los establecimientos y lugares regulados en la presente ley, o sus delegados, podrán exigir que se exhiba la respectiva cédula de identidad.”. aprobar sustituir 


--La Comisión aprobó las indicaciones N°s 86, 87, 88 y 89, con modificaciones, por la unanimidad de miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0); rechazó la indicación N° 90, por la unanimidad de miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0), y aprobó la indicación N° 91, con modificaciones, también por la unanimidad de miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0).

N° 10)

(Pasa a ser N° 12)


Sustituye el artículo 10º por el siguiente:


“Artículo 10º. En caso que la infracción sea cometida por un órgano de la Administración del Estado, la Autoridad Sanitaria  deberá, además, poner el asunto en conocimiento del Órgano Público correspondiente para que adopte las medidas administrativas que correspondan, enviando copia de dicha comunicación al Subsecretario de Salud Pública, quien llevará un registro público de ellas.”.

- - -


Respecto de este numeral se presentó la siguiente indicación:


57.- Del Honorable Senador señor Parra, para intercalar, en el artículo 10º propuesto, a continuación de los términos “medidas administrativas”, la frase “y aplique las sanciones”.


--La Comisión rechazó la indicación N° 57 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. (5x0).

N° 11)

(Pasa a ser N° 13)


Deroga el artículo 11.


Se deja expresa constancia que este numeral no fue objeto de indicación alguna.

- - -


Finalmente, la Comisión estimo oportuno introducir, a continuación del N° 11, un numeral nuevo, para derogar el artículo 12 de la ley N° 19.419, en atención a que el artículo 2° del proyecto en discusión regula lo relativo a la entrada en vigencia de la ley y contempla plazos de vacancia legal para las materias que señala.


El tenor del nuevo numeral es el siguiente:


“...) Derógase el artículo 12.”.


--Acordado por la por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (3x0).
- - -

ARTÍCULO 2º


El texto aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


Artículo 2º.- Las normas de la presente ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo establecido en el artículo 2º, de la ley Nº 19.419, modificado por esta ley, el que entrará en vigencia transcurridos tres años contados desde esa fecha.

- - -


Respecto del artículo 2° se presentaron las siguientes indicaciones:


58.- Del Honorable Senador señor Cordero, para suprimir las frases finales “, salvo lo establecido en el artículo 2º, de la ley Nº 19.419, modificado por esta ley, el que entrará en vigencia transcurridos tres años contados desde esa fecha”.


--La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0). 


59.- De los Honorables Senadores señor Naranjo, y 60.- señor Viera-Gallo, para sustituir la frase “transcurridos tres años contados” por “transcurrido un año”.


En discusión, el Honorable Senador señor Viera-Gallo advirtió que lo que está en discusión es la entrada en vigencia de la ley. 


Al respecto, hizo notar que, junto con el Honorable Senador señor Naranjo, ha planteado que el período de tres años que contempla el artículo 2º del texto aprobado en general por el Senado se rebaje a sólo un año.


El Honorable Senador señor Boeninger propuso fijar ese período de tiempo en dos años.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei se manifestó de acuerdo con lo planteado por el Honorable Senador señor Boeninger, y, al respecto, señaló que un período de tres años le parecía un lapso de tiempo demasiado largo. En cuanto a la proposición de rebajarlo a sólo un año, manifestó que le preocupaba la existencia de contratos vigentes de publicidad que excedieran de un año.


En seguida, el Honorable Senador señor Espina sugirió a la Comisión fijar el período objeto del debate en dieciocho meses, toda vez que dos años le parecía excesivo y un año demasiado poco. 


La Comisión aprobó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo fijar en dieciocho meses la entrada en vigencia de lo establecido en el artículo 2º de la ley Nº 19.419, y, en consecuencia, sustituir la expresión “tres años” por la siguiente: “dieciocho meses”. (Indicaciones 59 y 60, aprobadas con modificaciones). (5x0).


--Las indicaciones N°s 59 y 60 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (5x0). 


Durante el nuevo plazo que abrió la Sala para formular indicaciones al proyecto hasta el lunes 16 de agosto del año en curso, se presentó la indicación N° 92, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlo  por el siguiente:


"Artículo 2º.- Las normas de la presente ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo establecido en el artículo 2º, de la ley Nº 19.419, modificado por esta ley, el que entrará en vigencia transcurridos dieciocho meses contados desde esa fecha; y lo establecido en el artículo 7º bis, inciso 1º, el que entrará en vigencia un año después de la publicación esta ley en el Diario Oficial.


Durante los plazos de vacancia legal establecidos en el inciso anterior para los artículos 2º y 7º bis, inciso 1º, se mantendrán vigentes los artículos 2º y 7º, inciso final, de la ley Nº 19.419, respectivamente y, en caso de infracción a ellos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 9º, nuevo, letras a) y d), según corresponda.”. 


En discusión, el señor Ministro de Salud hizo presente a la Comisión que la indicación del Ejecutivo incorpora una norma relativa al artículo 7 bis, según la cual ésta entrará en vigencia un año después de la publicación de la ley en el Diario Oficial, porque se entiende que resulta necesario dar un plazo para la adecuación de estos lugares a las nuevas exigencias que impondrá la ley, lo que a la Comisión le pareció acertado. La norma propuesta en el inciso segundo soluciona un vacío legal en la materia.


La unanimidad de los Senadores presentes en la sesión en que la Comisión trató las nuevas indicaciones formuladas al proyecto, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, se manifestó de acuerdo con aprobar la indicación del Ejecutivo, con modificaciones de carácter formal relativas a las referencias internas de la ley.


--La Comisión aprobó la indicación N° 92, con modificaciones, por la unanimidad de miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0).

ARTÍCULO 3º


El texto de este artículo aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


Artículo 3º.- Durante el período de vacancia de la ley a que se refiere el artículo anterior, se aplicarán las siguientes normas:


1) En las publicaciones dirigidas a menores de 18 años de edad, no se admitirá ninguna forma de publicidad del tabaco. Se prohíbe asimismo, todo tipo de publicidad en televisión o en la vía pública en que se utilicen imágenes o voces de personas menores de 18 años.


2) En los espectáculos deportivos, artísticos y culturales y en las transmisiones de televisión de dichos espectáculos, se prohíbe cualquier forma de publicidad del tabaco.


3) En televisión, sólo se admitirá publicidad del tabaco a contar del horario que el Consejo Nacional de Televisión establezca para programas destinados a mayores de 18 años y, respecto del cine, cuando se exhiban películas para mayores de dicha edad. 


4) Tras los avisos publicitarios en radio, cine y televisión según lo dispuesto en el número anterior, deberá proyectarse o transmitirse según el caso, por un lapso no inferior al 25% del tiempo total del aviso publicitario, una advertencia, confeccionada por el Ministerio de Salud, en los términos del artículo 5º de esta ley. En el caso del cine y la televisión, deberá abarcar la totalidad de la pantalla e incluir banda sonora.


5) Asimismo, en los avisos publicitarios en medios escritos o publicidad gráfica en la vía pública, la advertencia confeccionada en los términos del artículo 4º de la ley Nº 19.419, deberá ocupar un espacio no inferior al 25% del aviso.


6) Las advertencias indicadas en los dos numerales anteriores serán de cargo de los respectivos anunciantes.”.
- - -


En relación al artículo 3° del proyecto aprobado en general por el Senado se presentaron las siguientes indicaciones:

Nº 4)


61.- Del Honorable Senador señor Cordero, para suprimirlo.


62.- De los Honorables Senadores señor Naranjo, y 63.- señor Viera-Gallo, para reemplazar la referencia al “artículo 5º” por “artículo 4º”.

Nº 5)


64.- De los Honorables Senadores señor Naranjo, y 65.- señor Viera-Gallo, para sustituir el guarismo “25%” por “30%”.


En discusión, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Ríos, quien propuso rechazar el artículo completo, por considerar que es una norma que está demás y que desnaturaliza lo que la Comisión ya ha aprobado en relación a la publicidad de los productos hechos con tabaco. Añadió que es suficiente el período de dieciocho meses contemplado en el recién aprobado artículo 2º.


Por su parte, el Honorable Senador señor Naranjo señaló que es difícil de fiscalizar el cumplimiento de una norma como la propuesta.


Luego, el Honorable Senador señor Boeninger expresó que, dado que la Comisión ha resuelto reducir a dieciocho meses el período luego del cual entraría en vigencia la prohibición de la publicidad contenida en el artículo 2º, dado que dicho período no es especialmente largo, lo más indicado sería suprimir el artículo 3º.


A su vez, el Honorable Senador señor Espina también manifestó su preocupación respecto a la posibilidad que una norma de esta naturaleza sea fácilmente vulnerable.


Finalmente, la Comisión estimó pertinente suprimir el artículo 3° íntegramente, por lo que acordó acoger la indicación N° 61, con modificaciones, con la finalidad de rechazar la norma en su totalidad.


--La Comisión aprobó la indicación N° 61, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. (5x0). 


Se deja constancia que las indicaciones N°s 62 a 65 fueron retiradas por sus autores.

- - -


Durante el nuevo plazo que abrió la Sala para formular indicaciones al proyecto hasta el lunes 16 de agosto del año en curso, Su Excelencia el Presidente de la República, presentó una indicación, signada con el N° 93, para agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo …..  .- Derógase el artículo 20 del decreto ley N° 828, de 1974.”.


En discusión, el señor Jefe del Departamento Juríico del Ministerio de Salud, don Andrés Romero, hizo presente a la Comisión que el artículo 20 del decreto ley N° 828, de 1974, que establece normas para el cultivo, elaboración, comercialización e impuestos que afectan al tabaco, dispone que las fotografías o dibujos impresos, que las fábricas de tabaco introduzcan en los envases de cigarrillos, deberán ser sometidos previamente al visto bueno del Ministerio de Educación.   


Agregó que la indicación en discusión es fruto de una solicitud emanada del Ministerio de Educación, en orden a que se sustraiga esta materia de su conocimiento, pues, conforme al proyecto en discusión, ésta quedará a cargo del Ministerio de Salud.


--La Comisión aprobó la indicación N° 93 por la unanimidad de miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0).

- - - 


Finalmente, la Comisión se ocupó de la indicación N° 94.- Del Honorable Senador señor Ávila, para incorporar el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo …..  .- Las normas del artículo 7° de la presente ley referidas a los establecimientos contemplados en el inciso tercero (cines, restoranes, bares y demás establecimientos similares) entrarán en vigencia tres años después de su publicación en el Diario Oficial. En el caso de nuevos establecimientos del giro restoranes, bares, pubs, casinos, discotecas y locales similares abiertos con posterioridad a 90 días de la publicación de la ley en el Diario Oficial, las normas del artículo 7° serán exigibles al momento de su apertura al público.”.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 94, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Ruiz-Esquide  y Viera-Gallo (3x0).

- - -


Se deja constancia que, en atención a las diversas modificaciones introducidas en el proyecto de ley materia de este segundo informe, como consecuencia de los acuerdos adoptados durante su discusión particular, la Comisión estimó pertinente introducir adecuaciones de carácter técnico legislativo en el proyecto despachado, con la finalidad de que las disposiciones de ley N° 19.419, que esta iniciativa modifica, guarden la debida coherencia interna.

- - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°

N° 1


--Sustituirlo por el siguiente:


1) Intercálase, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 2º.- Para todos los efectos legales se entenderá por:


a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco;


b) Industria tabacalera: Comprende a fabricantes, distribuidores mayoristas e importadores de productos hechos con tabaco;


c) Productos hechos con tabaco: productos preparados totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco.”.  (Indicaciones N°s 2 y 3, con modificaciones (Unanimidad. 4x0); e indicaciones N°s 5 y 6, con modificaciones (Unanimidad. 4X0). 

N° 2


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“2) Sustitúyese el artículo 2°, que pasa a ser artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo al interior de los lugares de venta. Al exterior de dichos lugares sólo se podrá comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo.”.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad. 3x0).

N° 3


--Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Sustitúyese el artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de los productos hechos con tabaco a las personas menores de 18 años de edad.  Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.


Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe, asimismo, la venta de estos productos en aquéllos que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público. 


Se prohíbe la venta de productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas con forma de cigarros, cigarrillos o paquetes de ellos.


En ningún caso podrán venderse cigarrillos o cigarros unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”.


(Indicaciones N°s 13 y 14, referidas a las máquinas expendedoras automáticas a que alude la parte final del inciso primero, aprobadas con modificaciones (Unanimidad. 5x0); Indicaciones N°s. 16, 18, 19, 20 y 21, referidas al inciso segundo, aprobadas con modificaciones (Unanimidad. 3x0); Indicación N° 22 (3x2); Indicación N° 23, en relación al punto desde el cual se medirán las distancias señaladas en el inciso segundo, aprobada con modificaciones (Unanimidad. 4x0); Indicaciones N°s 27 y 28, en cuanto incorpora el inciso final del artículo, aprobadas con modificaciones (4x1), y Artículo 121 del Reglamento del Senado (Unanimidad. 3x0) ).
- - -


-- Considerar, a continuación del N° 3 el siguiente número, nuevo:


“4) Intercálese, a continuación del artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 5º.- Se prohíbe ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, tales como la donación, bonificación o reembolso de dinero en efectivo o el derecho a participar en un juego, sorteo o concurso, así como la distribución de dichos productos sin compensación monetaria.”.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad. 4x0).
- - -

N° 4

(Pasa a ser N° 5)


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“5) Sustitúyese el artículo 4°, que pasa a ser artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6º. Todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberán contener una clara y precisa advertencia de los daños, enfermedades o efectos que, para la salud de las personas, implica su consumo o su exposición al humo del tabaco. Esta advertencia tendrá una vigencia de 12 meses, deberá ser diseñada por el Ministerio de Salud y establecida mediante decreto supremo de este Ministerio, la cual será impresa en las cajetillas o en cualquier envase y no podrá, en ningún caso, ser removible. En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.


En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 40% de cada una de ellas.


El decreto indicado establecerá una o más advertencias sucesivas, que podrán ser diseñadas con dibujos, fotos o leyendas. Durante el plazo señalado para cada advertencia, ésta deberá figurar en toda la producción nacional o la importada destinada a su distribución dentro del territorio nacional. Si al entrar en vigencia una nueva advertencia quedaran saldos en bodega con la advertencia anterior, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.


Los avisos publicitarios en los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados y la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 40% del aviso.”. (Indicación N° 68 (Unanimidad. 3x0), e indicaciones N°s 67, 69, 70, 71, 73, 74, 75, 76, 77 y 78, aprobadas con modificaciones (Unanimidad. 3x0).

- - -


--Introducir, a continuación del número 4), que pasa a ser número 5), el siguiente número, nuevo:





“6) Sustitúyese el artículo 5°, que pasa a ser artículo 7°, por el siguiente:


“Artículo 7°.- Los planes y programas de estudio de la Educación General Básica y de la Educación Media de ambas modalidades deberán considerar objetivos y contenidos destinados a educar e instruir a los escolares sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco y la exposición al humo del mismo, como también el carácter adictivo de éstos.”.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad. 3x0).

N° 5

(Pasa a ser N° 7). 

(Asimismo, el artículo 5° bis que agrega pasa a ser artículo 8°).

N° 6

(Pasa a ser N° 8). 

(Asimismo, el artículo 6° que sustituye pasa a ser artículo 9°).


1) Sustituir, en el inciso primero, la frase: “sobre los constituyentes del tabaco de cada marca”, por la siguiente: “sobre sus constituyentes”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad. 4X0).

2) Intercalar, en el inciso tercero, entre las palabras “visiblemente” y “los principales componentes”, lo siguiente: “en una de las caras laterales”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad. 4X0).

3) Rechazar el inciso final. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad. 4X0).

N° 7

(Pasa a ser N° 9)


-- Reemplazarlo por el siguiente:


9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los  siguientes:

“Artículo 10.- Prohíbese fumar en los ascensores y en los medios de transporte de uso público o colectivo, como asimismo en los establecimientos de educación prebásica, básica y media, en los recintos donde se expendan combustibles, en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluidos sus patios o espacios al aire libre.


Tampoco podrá fumarse al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado, de los establecimientos de educación superior públicos y privados, de los establecimientos de salud públicos y privados, de los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, salvo en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto. Iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el inciso precedente, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores.


Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie superior a 80 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 80 metros cuadrados se podrá optar porque el establecimiento sea un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.  Asimismo, deberán  cumplir  las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los recintos, dependencias o establecimientos en que queda prohibido fumar y en los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que  prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español.  Asimismo, se deberán exhibir advertencias de las mismas características acerca de tratarse de lugares o recintos reservados para fumadores, a la entrada y al interior de estos últimos.”. (Indicaciones N°s 80, 81 y 82, aprobadas con modificaciones (Unanimidad. 3x0), e indicaciones N°s 84 y 85 (Unanimidad. 3x0).
N° 8

(Pasa a ser N° 10)


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“10) Sustitúyese el artículo 8°, que pasa a ser artículo 13, por el siguiente:


“Artículo 13.-  Los organismos administradores de la ley Nº 16.744, deberán colaborar con sus empresas adheridas asesorándolas respecto de los contenidos de la información que éstas presten a sus trabajadores y usuarios sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco o la exposición al humo de este producto y acerca de los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.”.  (Indicaciones N°s 51 y 52). (Unanimidad. 4x0).
N° 9

(Pasa a ser N° 11)


-- Sustituir el inciso segundo del artículo 9, que pasa a ser artículo 14, por el siguiente:


“La resolución de la Autoridad Sanitaria será impugnable ante el Juez de Letras correspondiente, mediante el recurso de reclamación establecido en el artículo 171 del mismo Código, no siendo exigible, para dar curso a dicha reclamación, que el infractor acompañe el comprobante de pago de la multa. “.(Indicación N°89, con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).


-- Agregar, a continuación del artículo 9°, que pasa a ser artículo 14, el siguiente artículo, nuevo:

Artículo 15.-  La infracción de las disposiciones de la presente ley será sancionada en conformidad a las reglas siguientes:


1)  Multa de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales
 y comiso de las especies objeto de la infracción, por la contravención de lo establecido en el inciso  segundo del artículo 9º, utilizando aditivos o sustancias prohibidas por el  Ministerio de Salud o excediendo los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco.


2)  Multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 101 a 500 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción, en los siguientes casos:


a. Venta de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren  a menos de 100 metros de distancia de establecimientos de enseñanza básica y media, con infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4º.


b. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el artículo 3º.


c. Exhibir en los lugares de venta de productos hechos con tabaco avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso final del artículo 6º, sin la advertencia a que éste se refiere o con una advertencia que ocupe menos del 40% del aviso.


d. Cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, con infracción del inciso segundo del articulo 4º.  Se exceptúan los avisos autorizados por el artículo 3º, al exterior de los lugares de venta.


e. Ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, en contravención a lo dispuesto en el artículo 5°.


3)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción en los casos siguientes:


a. Omitir en los envases de los productos hechos con tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la  advertencia que establece el artículo 6º, o hacerlo con un diseño diverso, en lugares distintos o en proporción menor de los allí indicados.


b. Efectuar acciones publicitarias de productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, omitiendo la advertencia que establece el artículo 6º.


c. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos los principales componentes del producto, en los  términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al  inciso tercero del artículo 9º.


d. Infringir las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores establecidas en conformidad al artículo 9º.


4)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, por no informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos hechos con tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.


5)  Multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por comercializar, ofrecer, distribuir o entregar a título gratuito productos hechos con tabaco a menores de 18 años de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.


6)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción, por incluir en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares prohibidos en el artículo 8°.


7)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales, por la infracción de las reglas sobre habilitación, superficie y ventilación de los espacios destinados a fumadores y reservados a no fumadores, establecidas en los artículo 11 y 12.


8)  Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco en establecimientos, lugares o recintos a los cuales no esté prohibido por disposición de la ley el acceso de los menores de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.


9)  Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción por las que consistan en:


a. Vender productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas que imiten cigarrillos o paquetes de ellos.


b. Vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.


10)  Multa de 2 a 20 unidades tributarias mensuales aplicada al dueño, director o administrador del establecimiento, en los siguientes casos:


a.  Permitir el ingreso de menores de 18 años a los lugares habilitados para fumadores, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 12.


b.  Infracción de las reglas sobre las advertencias que deben exhibirse relativas a la prohibición de fumar y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 12.


11)  Multa de 1 unidad tributaria mensual aplicada por cada infractor, al dueño, director o administrador del establecimiento respectivo, por la trasgresión de la prohibición de fumar en lugares no autorizados.  Con todo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y con posterioridad se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora.  En estos casos podrá solicitarse el auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.


12)  Multa de media unidad tributaria mensual, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 11 y 12.


Para determinar el monto de la multa a aplicar en conformidad al presente artículo, se tomará en consideración las circunstancias de la infracción y, especialmente, la capacidad económica del infractor.


En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa.  Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.  En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hecho con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 11, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.


Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.


Para los efectos de comprobar la edad en caso de duda, a fin de evitar incurrir en una infracción, los dueños, directores o administradores de los establecimientos y lugares regulados en la presente ley, o sus delegados, podrán exigir que se exhiba la respectiva cédula de identidad.”.  (Indicaciones N°s 86, 87, 88 y 91, con modificaciones) (Unanimidad.3x0).

N° 10

(Pasa a ser N° 12)

N° 11

(Pasa a ser N° 13)

- - -


Considerar, a continuación del N° 11, que pasa a ser N° 13, el siguiente numeral, nuevo:


“14) Derógase el artículo 12.”.

- - -

ARTÍCULO 2°


-- Reemplazarlo por el siguiente:


Artículo 2º.- Las normas de la presente ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo establecido en el artículo 2º, de la ley Nº 19.419, sustituido por esta ley, y que pasa a ser artículo 3°, que entrará en vigencia transcurridos dieciocho meses contados desde esa fecha; y lo establecido en el artículo 11, inciso 1º, que entrará en vigencia un año después de la publicación esta ley en el Diario Oficial.


Durante los plazos de vacancia legal establecidos en el inciso anterior para los artículos 2º, que pasa a ser artículo 3°, y 11, inciso 1º, se mantendrán vigentes los artículos 2º y 7º, inciso final, de la ley Nº 19.419, respectivamente y, en caso de infracción a ellos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 N°s 2) y 10), según corresponda.”.  . (Indicación N° 92 (Unanimidad. 3x0), e indicaciones N°s 59 y 60, aprobadas con modificaciones (Unanimidad. 5x0) 

ARTÍCULO 3°


Suprimirlo. (Indicación N° 61, aprobada con modificaciones). (Unanimidad. 5x0).
- - -


-- Agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 3°.- Derógase el artículo 20 del decreto ley N° 828, de 1974.”. (Indicación N°93) (Unanimidad. 3x0).

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

 “PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:


1) Intercálase, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 2º.- Para todos los efectos legales se entenderá por:


a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco;


b) Industria tabacalera: Comprende a fabricantes, distribuidores mayoristas e importadores de productos hechos con tabaco;


c) Productos hechos con tabaco: productos preparados totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco.”.


2) Sustitúyese el artículo 2°, que pasa a ser artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo al interior de los lugares de venta. Al exterior de dichos lugares sólo se podrá comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo.”.

3) Sustitúyese el artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de los productos hechos con tabaco a las personas menores de 18 años de edad.  Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.


Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público. 


Se prohíbe la venta de productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas con forma de cigarros, cigarrillos o paquetes de ellos. 


En ningún caso podrán venderse cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”.


4) Intercálase, a continuación del artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 5°.- Se prohíbe ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, tales como la donación, bonificación o reembolso de dinero en efectivo o el derecho a participar en un juego, sorteo o concurso, así como la distribución de dichos productos sin compensación monetaria.”.

5) Sustitúyese el artículo 4°, que pasa a ser artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6º.- Todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberán contener una clara y precisa advertencia de los daños, enfermedades o efectos que, para la salud de las personas, implica su consumo o su exposición al humo del tabaco. Esta advertencia tendrá una vigencia de 12 meses, deberá ser diseñada por el Ministerio de Salud y establecida mediante decreto supremo de este Ministerio, la cual será impresa en las cajetillas o en cualquier envase y no podrá, en ningún caso, ser removible. En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.


En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 40% de cada una de ellas.


El decreto indicado establecerá una o más advertencias sucesivas, que podrán ser diseñadas con dibujos, fotos o leyendas. Durante el plazo señalado para cada advertencia, ésta deberá figurar en toda la producción nacional o la importada destinada a su distribución dentro del territorio nacional. Si al entrar en vigencia una nueva advertencia quedaran saldos en bodega con la advertencia anterior, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.


Los avisos publicitarios en los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados y la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 40% del aviso.”.


6) Sustitúyese el artículo 5°, que pasa a ser artículo 7°, por el siguiente:


“Artículo 7°.- Los planes y programas de estudio de la Educación General Básica y de la Educación Media de ambas modalidades deberán considerar objetivos y contenidos destinados a educar e instruir a los escolares sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco y la exposición al humo del mismo, como también el carácter adictivo de éstos.”.


7) Agrégase el siguiente artículo nuevo, a continuación del actual artículo 5º, que pasa a ser artículo 7°:


“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos se incluyan términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares.”.


8) Sustitúyese el artículo 6º, que pasa a ser artículo 9°, por el siguiente:


“Artículo 9º.- La casa matriz del fabricante o el importador de los productos hechos con tabaco, deberán informar anualmente al Ministerio de Salud, según éste lo determine, sobre sus constituyentes y los aditivos que se incorporan a ellos, en calidad y cantidad, así como las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco. 


El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de los aditivos y sustancias que aumenten el daño o riesgo del consumidor de dichos productos, y establecer los limites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores. 


Los envases de cigarrillos deberán expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales los principales componentes de este producto en los términos establecidos por el Ministerio de Salud.”.


9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los  siguientes:


“Artículo 10.- Prohíbese fumar en los ascensores y en los medios de transporte de uso público o colectivo, como asimismo en los establecimientos de educación prebásica, básica y media, en los recintos donde se expendan combustibles, en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluidos sus patios o espacios al aire libre.


Tampoco podrá fumarse al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado, de los establecimientos de educación superior públicos y privados, de los establecimientos de salud públicos y privados, de los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, salvo en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto. Iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el inciso precedente, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores.


Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie superior a 80 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 80 metros cuadrados se podrá optar porque el establecimiento sea un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.  Asimismo, deberán  cumplir  las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los recintos, dependencias o establecimientos en que queda prohibido fumar y en los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que  prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español.  Asimismo, se deberán exhibir advertencias de las mismas características acerca de tratarse de lugares o recintos reservados para fumadores, a la entrada y al interior de estos últimos.”.


10) Sustitúyese el artículo 8º, que pasa a ser artículo 13, por el siguiente:


“Artículo 13.-  Los organismos administradores de la ley Nº 16.744, deberán colaborar con sus empresas adheridas asesorándolas respecto de los contenidos de la información que éstas presten a sus trabajadores y usuarios sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco o la exposición al humo de este producto y acerca de los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.

11) Sustitúyese el artículo 9º, que pasa a ser artículo 14, por los siguientes:


“Artículo 14.- La Autoridad Sanitaria competente fiscalizará el cumplimiento de la presente ley y, en caso de incumplimiento, aplicará lo dispuesto en el Libro X del Código Sanitario. 


La resolución de la Autoridad Sanitaria será impugnable ante el Juez de Letras correspondiente, mediante el recurso de reclamación establecido en el artículo 171 del mismo Código, no siendo exigible, para dar curso a dicha reclamación, que el infractor acompañe el comprobante de pago de la multa.”.


Artículo 15.-  La infracción de las disposiciones de la presente ley será sancionada en conformidad a las reglas siguientes:


1)  Multa de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción, por la contravención de lo establecido en el inciso  segundo del artículo 9º, utilizando aditivos o sustancias prohibidas por el  Ministerio de Salud o excediendo los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco.


2)  Multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 101 a 500 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción, en los siguientes casos:


a. Venta de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren  a menos de 100 metros de distancia de establecimientos de enseñanza básica y media, con infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4º.


b. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el artículo 3º.


c. Exhibir en los lugares de venta de productos hechos con tabaco avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso final del artículo 6º, sin la advertencia a que éste se refiere o con una advertencia que ocupe menos del 40% del aviso.


d. Cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, con infracción del inciso segundo del articulo 4º.  Se exceptúan los avisos autorizados por el artículo 3º, al exterior de los lugares de venta.


e. Ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, en contravención a lo dispuesto en el artículo 5°.


3)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción en los casos siguientes:


a. Omitir en los envases de los productos hechos con tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la  advertencia que establece el artículo 6º, o hacerlo con un diseño diverso, en lugares distintos o en proporción menor de los allí indicados.


b. Efectuar acciones publicitarias de productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, omitiendo la advertencia que establece el artículo 6º.


c. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos los principales componentes del producto, en los  términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al  inciso tercero del artículo 9º.


d. Infringir las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores establecidas en conformidad al artículo 9º.


4)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, por no informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos hechos con tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.


5)  Multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por comercializar, ofrecer, distribuir o entregar a título gratuito productos hechos con tabaco a menores de 18 años de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.


6)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción, por incluir en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares prohibidos en el artículo 8°.


7)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales, por la infracción de las reglas sobre habilitación, superficie y ventilación de los espacios destinados a fumadores y reservados a no fumadores, establecidas en los artículo 11 y 12.


8)  Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco en establecimientos, lugares o recintos a los cuales no esté prohibido por disposición de la ley el acceso de los menores de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.


9)  Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción por las que consistan en:


a. Vender productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas que imiten cigarrillos o paquetes de ellos.


b. Vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.


10)  Multa de 2 a 20 unidades tributarias mensuales aplicada al dueño, director o administrador del establecimiento, en los siguientes casos:


a.  Permitir el ingreso de menores de 18 años a los lugares habilitados para fumadores, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 12.


b.  Infracción de las reglas sobre las advertencias que deben exhibirse relativas a la prohibición de fumar y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 12.


11)  Multa de 1 unidad tributaria mensual aplicada por cada infractor, al dueño, director o administrador del establecimiento respectivo, por la trasgresión de la prohibición de fumar en lugares no autorizados.  Con todo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y con posterioridad se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora.  En estos casos podrá solicitarse el auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.


12)  Multa de media unidad tributaria mensual, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 11 y 12.


Para determinar el monto de la multa a aplicar en conformidad al presente artículo, se tomará en consideración las circunstancias de la infracción y, especialmente, la capacidad económica del infractor.


En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa.  Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.  En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hecho con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 11, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.


Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.


Para los efectos de comprobar la edad en caso de duda, a fin de evitar incurrir en una infracción, los dueños, directores o administradores de los establecimientos y lugares regulados en la presente ley, o sus delegados, podrán exigir que se exhiba la respectiva cédula de identidad.”.


12) Sustitúyese el artículo 10, que pasa a ser artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso que la infracción sea cometida por un órgano de la Administración del Estado, la Autoridad Sanitaria  deberá, además, poner el asunto en conocimiento del Órgano Público correspondiente para que adopte las medidas administrativas que correspondan, enviando copia de dicha comunicación al Subsecretario de Salud Pública, quien llevará un registro público de ellas.”. 


13) Derógase el artículo 11.


14) Derógase el artículo 12.


Artículo 2º.- Las normas de la presente ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo establecido en el artículo 2º, de la ley Nº 19.419, sustituido por esta ley, y que pasa a ser artículo 3°, que entrará en vigencia transcurridos dieciocho meses contados desde esa fecha; y lo establecido en el artículo 11, inciso 1º, que entrará en vigencia un año después de la publicación esta ley en el Diario Oficial.


Durante los plazos de vacancia legal establecidos en el inciso anterior para los artículos 2º, que pasa a ser artículo 3°, y 11, inciso 1º, se mantendrán vigentes los artículos 2º y 7º, inciso final, de la ley Nº 19.419, respectivamente y, en caso de infracción a ellos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 N°s 2) y 10), según corresponda.”. 


Artículo 3°.- Derógase el artículo 20 del decreto ley N° 828, de 1974.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 18 y 29 de julio, 3, 8 y 16 de agosto del año en curso, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), Edgardo Boeninger Kausel (Jaime Naranjo Ortiz), Alberto Espina Otero, Evelyn Matthei Fornet y Mariano Ruiz-Esquide Jara.  


Sala de la Comisión, a 30 de agosto de 2005.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR GAZMURI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA PENALMENTE LA INFRACCIÓN A NORMAS QUE LIMITAN EL GASTO ELECTORAL

(3961-06)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:

1. Que la ley N° 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral tuvo por fundamentos, entre otros, fijar montos máximos de gastos en campañas electorales para garantizar la igualdad de oportunidades económicas de los candidatos y partidos políticos que los postulen y crear un completo sistema de control externo del origen de los recursos empleados en las campañas electorales y de los gastos de propaganda evitando los riesgos de corrupción.
2. Que en la pasada elección de alcaldes y concejales, primer acto eleccionario regulado por la ley N° 19.884, se constató que muchos candidatos vulneraron sus disposiciones sobre límites de gastos electorales.
3. Que la sanción pecuniaria, a beneficio fiscal, equivalente al quíntuple del exceso de gasto electoral en que se hubiese incurrido no tuvo el efecto disuasivo proporcionado y relevante para los excesos en que se incurre, como pretendía el legislador.
4. Que para seguir avanzando en la transparencia y en particular para impedir el cálculo frío de incluir el pago de una multa en los gastos electorales y, de este modo, vulnerar la ley y frustrar su espíritu anulando, de paso, su efecto anticorrupción, es menester establecer sanciones que efectivamente tengan un efecto disuasivo.
5. Que en tal virtud, establecer una sanción penal que signifique la pérdida de los requisitos de elegibilidad del candidato que vulnere las normas de límites a los gastos electorales autorizados, resulta un modo eficaz de contribuir al cumplimiento de la ley.
6. Que tal sanción penal debiera afectar a los candidatos a concejal, alcalde, diputado y senador, toda vez que respecto de ellos, la legislación vigente, establece mecanismos claros e idóneos de reemplazo.
7. Que respecto de los candidatos a la Presidencia de la República, se estima que ellos no debieran estar afectos a esta sanción penal, toda vez que existen instituciones constitucionales vigentes que permiten hacer efectiva su responsabilidad política.
En virtud de las consideraciones expuestas, vengo en someter a consideración del Honorable Senado, el siguiente Proyecto de Ley:
PROYECTO DE LEY

Incorpórense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral:
1.- Sustitúyase en el inciso primero del articulo 5° bis las expresiones "El candidato o" por el vocablo "El".
2. Agregase el siguiente artículo 5° ter nuevo:
"Artículo 5° ter.- El candidato a concejal, alcalde, diputado o senador que a sabiendas excediere el límite de gasto electoral calculado de conformidad con lo dispuesto en los artículos precedentes, incurrirá en la pena de reclusión menor en su grado máximo."







(Fdo.): JAIME GAZMURI MUJICA








Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ROMERO, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE MODIFICA EL REGLAMENTO DEL SENADO EN MATERIA DE PUBLICIDAD DE SESIONES Y VOTACIONES

(S 824-09)

Los avances exhibidos por nuestro país tanto en el campo económico, social y tecnológico como en lo tocante a la profundización de la democracia y la modernización de sus instituciones, han ido, paulatina pero sostenidamente, poniendo a tono nuestra sociedad con las más modernas tendencias mundiales, y estrechando sus vínculos con todas naciones, de acuerdo a realidad de la sociedad moderna plural y globalizada. 

Un aspecto relevante de esta nueva realidad global es la amplitud y velocidad que se ha impuesto en el intercambio y acceso a la información y el conocimiento, hoy al alcance de todos a través de Internet. Ello impone cada vez mayores exigencias a los actores políticos, sociales y económicos, en cuanto a proporcionar acceso creciente a la información de sus actividades.  Esto alcanza especial trascendencia cuando se trata de las fuentes de información pública, pues la ciudadanía reclama gozar de una efectiva posibilidad de tener, sin restricciones injustificadas, acceso al conocimiento  de los actos de sus gobernantes y representantes, así como de los procedimientos que éstos utilizan.  Esto es visto como un presupuesto indispensable de su real participación en los asuntos públicos y en el ejercicio del derecho de elegir, informadamente, a sus representantes y de fiscalizar, con fundamento, sus actuaciones.

Cuando en 1995 la Comisión Nacional de Ética Pública emitió su informe sobre “Ética Pública, Probidad, Transparencia y Responsabilidad al Servicio de los Ciudadanos”. Uno de los aspectos que más se destacó fue el relativo al  Control Social y la Prevención de la Corrupción. Para la Comisión, la promoción del control social tiene por objeto hacer operativas las prácticas exigidas a la sociedad civil para vigilar y evaluar, en un proceso continuo, las actividades de los agentes e instituciones públicas; control que supone, en primer lugar, una información adecuada, oportuna y completa acerca de todo lo que pertenece y está relacionado con la esfera pública.

La Comisión hacía presente en su Informe que, no obstante disfrutar Chile de amplias libertades políticas de opinión, prensa y expresión, no existía una legislación que garantizara el acceso periodístico a la información relacionada con la gestión pública, y tampoco existía una tradición, ni menos una obligación legal, que permitiera hacer exigible el principio de responsabilidad, no estando los órganos del Estado obligados a rendir cuentas públicas y periódicas.

En definitiva, la Comisión incluyó dentro de sus recomendaciones la necesidad de consagrar los principios de probidad funcionaria, estableciendo que toda función pública deberá ejercerse con transparencia, de manera que se permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en el ejercicio de ellas, sin perjuicio de aquellas materias que, por razones de seguridad o interés nacional, deban mantenerse en secreto. A ello añadió proposiciones específicas en el ámbito del Control Social, tales como el acceso a la información pública, y la difusión obligatoria y periódica de informes de actividades o balances por parte de los órganos públicos.

Legislación posterior fue poniendo en práctica algunas de estas recomendaciones,  como lo hizo la ley Nº19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, que precisó que el ejercicio de la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, incluye no sólo el de no ser perseguido ni discriminado a causa de las propias opiniones, sino, también, la de buscar y recibir informaciones, y difundirlas por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se pudieren cometer.

La ley Nº 19.653, sobre probidad y transparencia públicas, incorporaría mas tarde a la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado los principios de transparencia y publicidad administrativas, estableciendo que la función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella; y que son públicos los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial. A la vez, para el caso de que la información referida no se encuentre a disposición del público de modo permanente, consagró el derecho del interesado a requerirla, estableciendo normas destinadas a resguardar los derechos o intereses de terceros.

El Congreso Nacional no ha estado ajeno a estos avances, desde luego, porque ambos principios también fueron incorporados a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso y a los Reglamentos de ambas Cámaras.

Por nuestra parte, hemos comprobado, con satisfacción, los esfuerzos de las sucesivas Mesas del Senado por ir desarrollando y perfeccionado sostenidamente mecanismos tendientes a dar la más amplia transparencia a las actividades de la Corporación y de los Senadores, así como para ofrecer medios expeditos y abiertos a la ciudadanía, a través de los cuales cualquiera puede consultar los distintos pasos de la actividad legislativa, la participación en ellos de cada Senador y, además, conocer la forma en que han votado. De allí, por ejemplo, la gran cantidad de información que se expone en el portal Web del Senado, sobre dichas materias y otras igualmente relevantes, tales como los ingresos de un Senador o el presupuesto de la Corporación.  De ahí que, actualmente, dicha transparencia sea unánimemente reconocida.

No obstante lo anterior, subsisten ciertos asuntos y votaciones que deben ser tratados por el Senado en sesiones secretas y resueltos mediante votaciones de igual naturaleza, por lo que quedan fuera del conocimiento general.  Ello genera cada vez mayores críticas de la opinión pública, que ve en eso un resabio de secretismo ajeno a los estándares de transparencia de la sociedad contemporánea.

Ello ocurre, en algunos casos, por mandato de la propia Constitución, como en los asuntos relativos a las relaciones internacionales, respecto de los cuales el Presidente de la República goza, constitucionalmente, de la atribución exclusiva de disponer que se discutan en secreto (artículo 32, Nº17 de la Constitución).  En otros casos, por mandato de la ley, que exige que sean tratados en sesión secreta del Senado, la aprobación de los nombramientos de los consejeros del Consejo Nacional de Televisión (ley Nº18.838) o los de Televisión Nacional de Chile (ley Nº19.132).  En otros, por disponerlo así el Reglamento de la Corporación.

En efecto, el artículo 159 del Reglamento establece que serán siempre secretas las votaciones de los asuntos de interés particular que afecten a personas determinadas, tales como nombramientos, rehabilitaciones de ciudadanía y otorgamiento de nacionalidad por gracia.

Es en virtud de esta disposición reglamentaria que el Senado debe decidir en votación secreta los nombramientos de los Ministros y Fiscal Judicial de la Corte Suprema; de los Ministros del Tribunal Constitucional; del Fiscal Nacional del Ministerio Público; del Contralor General de la República; de los Consejeros del Banco Central; de los Consejeros del Consejo Nacional de Pesca; de los integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública; de los integrantes del Consejo Directivo de la Academia Judicial; de los miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura; del Consejero de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, y de los miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos.
También dispone el Reglamento que la votación será secreta cuando, antes de su inicio, así lo acuerde una mayoría equivalente a los tres quintos de los Senadores presentes, a petición de uno o más Comités, lo que no se permite únicamente tratándose del juicio constitucional, de la admisión de acciones judiciales en contra de los Ministros de Estado y de las contiendas de competencia.

Finalmente, el Reglamento admite que las dos terceras partes de los Senadores presentes acuerden que una sesión o alguna de sus partes sea secreta, como se establece en el artículo 23, Nº5 y en el artículo 68, Nº3.

Por último, creemos necesario precisar que aunque el Reglamento establece también el secreto del voto en las elecciones, obviamente se trata en dicho caso de una situación completamente diversa a las anteriores, pues el secreto del voto está consagrado para garantizar la pureza de la elección y la libertad del votante. Por ello, estimamos que no puede considerarse que esta norma reglamentaria afecte el principio de transparencia ni exista demanda razonable para exigir su publicidad, pues ella contrariaría la libertad de elección democrática.

Como dijimos, las actuaciones secretas de los Poderes Públicos son miradas con recelo por la ciudadanía y, en el caso del Senado,  a veces impiden que se aprecie los notables avances de nuestra Corporación en materia de transparencia y de libertad de acceso a la información que genera. Esta situación está hoy llamada a cambiar.

Existe un consenso unánime en la necesidad de medios efectivos de control social, posibilitando, de parte de la sociedad civil, vigilar y evaluar continuamente las actividades de los agentes e instituciones públicas, mediante no sólo una información adecuada, oportuna y completa acerca de todo lo que pertenece y está relacionado con la esfera pública, sino que fortaleciendo las herramientas que permitan un ejercicio más pleno de las libertades políticas de opinión, prensa y expresión, garantizando el acceso periodístico a la información relacionada con la gestión pública, y removiendo la secular tradición nacional de secretismo.

Estos propósitos son compartidos por la inmensa mayoría de los chilenos, gobernantes y gobernados, que aspiran a que nuestro país continúe exhibiendo las virtudes cívicas del servicio público honesto.  Para ello es preciso eliminar cualquier limitación injustificada en el acceso a la información de la gestión pública, especialmente franqueando a la prensa un acceso expedito a la información producida al interior del Estado, porque no existe mejor prevención contra la corrupción, ni  fiscalización más eficaz para reprimirla, que la que puede ejercer una opinión pública bien informada, a través de medios de comunicación libres, independientes y responsables.

Por ello, por decisión de todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria, y en lo que constituye un paso decisivo en la transparencia y publicidad de los actos de la autoridad, que la ciudadanía reclama y los tiempos exigen, la reciente reforma constitucional ha incorporado a la Carta Fundamental la consagración de los principios de probidad y publicidad.  Esto, significará un avance notable para el ciudadano común, porque será directamente la Constitución la que ordena la publicidad de los actos del Estado y obliga que las funciones públicas se ejerzan con probidad, y será inconstitucional todo acto de autoridad que tenga el propósito de debilitar o dejar sin aplicación estos mandatos. 

El nuevo artículo 8º de la Constitución establece que el ejercicio de las funciones públicas “obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones”, y dispone que “son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen”. Añade que  “sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquellos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.

De esta forma, no sólo reconoce rango constitucional al deber de los agentes públicos de “dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones”, sino que establece como regla general la publicidad de los actos y procedimientos de los órganos del Estado.  Esta regla sólo podrá tener, en el futuro, las excepciones que sean establecidas por ley de quórum calificado, que el legislador estará facultado para dictar únicamente en casos también calificados, en los que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de un órgano público, o los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional. Cualquier otra excepción será en lo sucesivo inconstitucional.

Esta nueva disposición de rango fundamental obligará a modificar la legislación, de la cual deberá removerse todo obstáculo a la vigencia efectiva de los nuevos principios constitucionales. Y desde luego, obliga al Senado a adecuar su Reglamento en el mismo sentido.

Ello nos ha llevado a proponer, desde ahora, las modificaciones reglamentarias que permitan a nuestra Corporación ponerse a tono con las normas constitucionales que con tanto entusiasmo y convicción hemos promovido y aprobado, introduciendo las rectificaciones pertinentes en el Reglamento.

Por las razones expresadas, tenemos el honor de proponeros el siguiente

"Proyecto de Acuerdo:

Artículo único.-
Introdúcense al Reglamento del Senado las siguientes modificaciones:

1.-
Sustitúyese el numero 5º del artículo 23 por el siguiente:

“5º Constituir la Sala en sesión secreta, con acuerdo de los dos tercios de los Senadores presentes, cuando los documentos de que haya de darse cuenta, el giro del debate o las observaciones que se formulen así lo exijan, en los casos dispuestos en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.

2.-
Reemplázase los numerales 2º y 3º del artículo 68, por los siguientes
“2º
 Las que deban serlo en conformidad a lo que establece el número 5º del artículo 23 y aquéllas en que se traten asuntos que sean objeto de votación secreta, según lo prescrito en el artículo 159.

3º
 Las que el Senado, por los dos tercios de sus miembros presentes, acuerde que tengan este carácter, en aquellos asuntos contemplados en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional;”.

3.-
Sustitúyese el artículo 159 por el siguiente:

"Artículo 159.- Las votaciones serán públicas en las sesiones en que se conozcan las propuestas de nombramientos, rehabilitaciones de ciudadanía y otorgamiento de nacionalidad por gracia, así como aquéllas correspondientes al ejercicio de las atribuciones del Senado contempladas en los números 1), 2) y 3) del artículo 49 de la Constitución Política de la República.

No obstante, la votación será secreta cuando, antes de su inicio, así lo acuerde una mayoría equivalente a los tres quintos de los Senadores presentes, a petición de uno o más Comités, en aquellos casos en que determine la Ley Orgánica del Congreso Nacional.".".

(Fdo.):Sergio Romero Pizarro

Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ROMERO, CON QUE LA INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE MODIFICA EL REGLAMENTO DEL SENADO CON EL OBJETO DE ADECUAR SUS NORMAS A LA REFORMA CONSTITUCIONAL

(S 825-09)

Honorable Senado:




Como es de público conocimiento, próximamente entrarán en vigencia las enmiendas a la Carta Fundamental, aprobadas recientemente por el Congreso Nacional.





Por ello, he estimado indispensable proponer una serie de modificaciones al Reglamento de la Corporación, a fin de adecuar sus disposiciones a los nuevos preceptos constitucionales. Ellas, en unión con la Moción en actual trámite que modifica el Reglamento del Senado, correspondiente al Boletín N° S 760-09, y a las iniciativas que también he presentado, para enmendar las normas reglamentarias en materia de publicidad y de votaciones, y para adecuar la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a la Ley Suprema que nos regirá,  permitirán actualizar los cuerpos normativos fundamentales que regulan  nuestra función legisladora.





En consecuencia, propongo al Honorable Senado la aprobación del siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:





Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Reglamento del Senado:





1.- Sustitúyese el epígrafe del Título I, por el siguiente:

“Título I

Sede del Senado y Período Legislativo”.





2.- Reemplázase el epígrafe del Párrafo 2°del Título I, por el que se indica a continuación:

“Párrafo 2°

Período Legislativo”





3.-Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:





“Artículo 2°.- Cada reunión del Senado se denominará sesión.





El cuadrienio que comienza el 11 de Marzo que siga a una elección de Senadores y Diputados, se denominará Período Legislativo.





El Senado iniciará su período anual de sesiones en la forma y oportunidad que determine la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.





4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 3°:





a) En el inciso primero, elimínase la frase final “y los Senadores que deban integrar la Corporación conforme al artículo 45 de la Constitución Política del Estado, cuando corresponda”.





b) En el inciso cuarto, suprímese la última frase “y de las autoridades que deben designar Senadores conforme al artículo 45 de la Constitución Política del Estado”.





5.- Sustitúyese el artículo 10, por el siguiente:





“Artículo 10.- En el caso de que vacare un cargo de Senador, se dará cuenta del hecho en la primera sesión que celebre el Senado.





La vacante será provista, cuando corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 47 de la Constitución Política de la República.





Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el citado precepto constitucional, el Presidente del Senado comunicará el hecho inmediatamente al Servicio Electoral, a fin de que certifique el partido político al que pertenecía, al momento de ser elegido, el senador que produjo la vacante o, en el caso de senadores elegidos como independientes que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, el partido político indicado por el respectivo senador, para estos efectos, al momento de presentar su declaración de candidatura.





Recibido el certificado a que se refiere el inciso anterior, el Presidente del Senado oficiará al presidente del partido político correspondiente, para que señale el nombre del ciudadano que reemplazará al Senador cuyo cargo ha vacado.





El nuevo Senador podrá incorporarse a la Sala en la sesión ordinaria siguiente a aquélla  en que se dé cuenta de la nominación efectuada por el correspondiente partido político. Si el nombramiento recayese en un Diputado, su juramento o promesa se comunicará, tan pronto se realice, a la Cámara de Diputados, para los efectos de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 47 de la Constitución Política de la República.





En ausencia del Presidente del Senado, el Secretario General del Senado hará las comunicaciones previstas en este artículo.”. 





6.- En el inciso primero del artículo 63, suprímese la expresión “o de cada legislatura”.





7.- En el artículo 64, reemplázase el vocablo “legislatura” por la expresión “Período Legislativo”.





8.- En el artículo 67, incorpórase el siguiente inciso final:





“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, tratándose de sesiones especiales a las que deban concurrir personalmente Ministros de Estado, convocados por el Senado para informar sobre asuntos que pertenezcan al ámbito de atribuciones de las correspondientes Secretarías de Estado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 37 de la Constitución Política de la República, la citación deberá ser hecha, a lo menos, con veinticuatro horas de anticipación, salvo acuerdo unánime de los Comités.”.





9.- Sustitúyese el artículo 153, por el que se indica a continuación:





“Artículo 153.- El término del período anual de sesiones del Congreso Nacional dará lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes, salvo aquéllas a que se refiere el número 5) del artículo 49 de la Constitución Política de la República.”.

(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO

Senador

22

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ROMERO, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, CON EL OBJETO DE ADECUAR SUS NORMAS A LA LEY Nº 20.050, SOBRE REFORMA CONSTITUCIONAL

(3966-07)

Honorable Senado:
En atención a la reciente publicación de las reformas a la Constitución Política de la República, es necesario introducir modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional que reflejen el contenido y recojan las innovaciones consideradas por el constituyente.

Es así como en el primer numeral de la moción, se sustituye el inciso primero del artículo 2º, con el objeto de considerar las nuevas materias que el constituyente entrega a esta ley orgánica.

El segundo numeral propone eliminar la referencia que el artículo 5º, inciso final, hace a los Senadores que la Constitución Política de la República suprimió y, enseguida, agrega tres nuevos incisos que, en lo sustancial, establecen las fechas en que se inicia y termina el período de sesiones y el momento en que cada Cámara fijará su calendario de sesiones ordinarias.

En su numeral tercero, la presente iniciativa garantiza el principio de transparencia tanto de los actos y resoluciones como de los fundamentos y procedimientos del Congreso Nacional y determina, de conformidad al inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la República, las excepciones a este principio.

El numeral cuarto suprime el inciso segundo del artículo 6º, con el fin de eliminar la distinción entre legislaturas ordinarias y extraordinarias, que carece de justificación en el nuevo texto constitucional.

La quinta enmienda que se propone, en primer lugar, entrega a una ley de quórum calificado, en conformidad al nuevo texto constitucional, la determinación de los informes y antecedentes que tendrán carácter secreto o reservado;  y, en seguida, reemplaza el inciso segundo, precisando la forma en que los organismos o servicios públicos proporcionarán tales antecedentes a las Cámaras.

En su numeral sexto, la moción modifica el inciso primero del artículo 19, con el fin de señalar que dentro del mes de septiembre de cada año, deberá quedar constituida la Comisión Especial de Presupuestos, toda vez que la reforma constitucional suprimió la distinción tradicional entre legislaturas.

El numeral séptimo de la iniciativa modifica el artículo 27 de la ley Orgánica Constitucional del Congreso, alterando el número de días establecidos en el sistema de urgencias. Se propone establecer un nuevo plazo de diez días para la discusión inmediata y veinte días para la suma urgencia.

A la vez se precisa el momento en que se entenderán retiradas las urgencias, esto es, cuando se reciba el oficio del Ejecutivo en la Oficina de Partes de la respectiva Corporación.  Esta enmienda fija un criterio que facilita el trabajo legislativo de las Cámaras, considerando que la regla general consiste en que ambas Cámaras toman conocimiento oficial de los documentos y antecedentes a través de sus respectivas cuentas.

El numeral octavo modifica el articulo 28, con el fin de definir cómo se contabilizarán los plazos de las sumas urgencias y las discusiones inmediatas en el trámite de las comisiones mixtas.

El numeral noveno modifica el artículo 29 en el sentido de precisar la caducidad de las urgencias, al término de cada periodo de sesiones.

El numeral décimo modifica el artículo 31 de la Ley Orgánica del Congreso, con el fin de permitir que las proposiciones de las comisiones mixtas sean votadas en la forma que éstas dispongan, ya sea en conjunto o separadamente.

Finalmente, en su numeral undécimo, agrega dos artículos nuevos, el 31 A y 31 B, con el fin de regular, de conformidad con el Nº 1 del artículo 50 de la Carta Magna, el procedimiento que deba seguirse ante la decisión del Presidente de la República de denunciar un tratado aprobado por el Congreso Nacional.  Determina, además, el mecanismo mediante el cual el Congreso Nacional otorgará o denegará su acuerdo a la solicitud del Presidente de la República de retirar una reserva que tuvo en consideración el Congreso al momento de aprobar un tratado.

- - - 

En mérito de las explicaciones precedentes, propongo el siguiente:

Proyecto de ley:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:

1. Sustitúyese el inciso primero del artículo 2°, por el siguiente:

“Artículo 2°.- La tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional, la aprobación o rechazo de los tratados internacionales, la calificación de las urgencias y las observaciones del Presidente de la República, así como lo concerniente a las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento y resolución por el Senado, el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas, se sujetarán además a lo dispuesto en esta ley.”

2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5º:

a) Suprímese el inciso final.

b) Agréganse como incisos nuevos.

“El Congreso Nacional iniciará su periodo de sesiones el 11 de marzo de cada año.

Cada Cámara fijará, al momento de su instalación o al inicio del año legislativo, su calendario de sesiones ordinarias.

La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de instalación.”

3. Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A, por los siguientes:

“El principio de transparencia obliga a hacer públicos los actos y resoluciones que se adopten como asimismo los fundamentos y los procedimientos utilizados en el ejercicio de sus funciones.

Las actuaciones, sesiones y votaciones de las Cámaras serán públicas, excepcionalmente, serán secretas cuando su publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de sus órganos internos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.

4. Suprímese el inciso segundo del artículo 6°.

5. Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, los vocablos “la ley” por la frase “una ley de quórum calificado”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el que se indica a continuación:

“Los informes y antecedentes solicitados que revistan el carácter de secretos o reservados de acuerdo con la ley de quórum calificado y en consonancia con lo prescrito en el inciso segundo del articulo 8º de la Constitución Política de la República, serán proporcionados a la Cámara o a la comisión que corresponda, por el respectivo servicio, organismo o entidad por intermedio del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el gobierno, en la sesión secreta que, para estos efectos, se celebre.”

6. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 19, la frase “antes del término de la legislatura ordinaria” por “dentro del mes de septiembre de cada año”.

7. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27.

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

"Artículo 27.- Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días;  si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de veinte días, y si se solicitare discusión inmediata, será de diez días.".

b) Agrégase en el inciso segundo del artículo 27, en punto seguido, la siguiente oración final:  “Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Oficina de Partes de la Cámara correspondiente.”.

8. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 28.

a) En su inciso segundo, reemplázanse las palabras  "cuatro días" por las de "siete días".

b) En su inciso tercero, sustitúyense las palabras "un día" por "tres días".

9. Sustitúyese el artículo 29, por el siguiente:

“Artículo 29.- Al término del período de sesiones caducarán las urgencias que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan hecho presente en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 49 de la Constitución Política.”.

10. Sustitúyese el artículo 31, por el siguiente:

“Artículo 31.- Las proposiciones que formulen las comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en conjunto, salvo que en el informe pertinente se hubiere propuesto una forma diferente de votación.”.

11. Agréganse los siguientes artículos, nuevos :

“Artículo 31 A.- En caso de que el Presidente de la República decida denunciar un tratado de los que fueron aprobados por el Congreso, o retirarse de él, consultará, en un solo acto, la opinión de ambas Cámaras del Congreso.  Cada Cámara emitirá su opinión en un plazo de 30 días contado desde la cuenta del respectivo oficio.

Artículo 31 B.- El Congreso Nacional otorgará o denegará su acuerdo a la solicitud del Presidente de la República sobre el retiro de una reserva que tuvo en consideración el Congreso al momento de aprobar un tratado.

El Congreso Nacional deberá pronunciarse en un plazo máximo de 30 días, contado desde la recepción del oficio, para lo cual cada Cámara tendrá un plazo máximo de 15 días.

Transcurrido el término de 30 días antes indicado, sin haberse pronunciado, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

La petición del Presidente de la República ingresará por la que fue cámara de origen al aprobarse el respectivo tratado.”.

                           (Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO

                                                  Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ROMERO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ELIMINA LAS SESIONES SECRETAS A QUE SE REFIEREN LAS LEYES Nºs. 18.838, QUE CREA EL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN, Y 19.132, QUE CREA LA EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE

(3967-07)

Honorable Senado:


La reciente publicación de la Reforma Constitucional, nos entrega un mandato perentorio respecto de las nuevas modificaciones que ésta presenta.


En efecto, el nuevo Artículo 8º de la Constitución establece que:


Artículo 8º.- El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.


Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del  Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen.  Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la nación o el interés nacional.


Por lo anterior, resulta indispensable actualizar las legislaciones que dicen relación con algunos nombramientos o designaciones contenidas en leyes específicas, a saber, ley 18.838 que crea el Consejo Nacional de Televisión y la ley 19.132 que crea la Empresa Televisión Nacional de Chile.


En ambos casos, se establece que el Senado interviene en el nombramiento de algunos miembros del Consejo Nacional de Televisión o en el caso de la ley 18.838, o de algunos Directores, en el caso de la ley 19.132.  Para tales efectos, se establece que las referidas designaciones se realizarán en "sesión secreta especialmente convocada al efecto", situación que a la luz del nuevo texto constitucional no se condice con la transparencia y publicidad que debe tener nuestra Corporación al efectuar dichas designaciones.


Por tanto, la presente moción viene a eliminar el mandato legal de que exista una sesión secreta para el nombramiento tanto de los miembros del Consejo Nacional de Televisión como de los Directores de Televisión Nacional, a los cuales está llamado a concurrir el Senado.

PROYECTO DE LEY


Artículo 1.-  Introdúcese la siguiente modificación a la ley 18.838, Artículo 2, letra b), inciso 2º, eliminando la siguiente frase:  "en sesión secreta especialmente convocada al efecto".


Artículo 2.-  Introdúcese la siguiente modificación a la ley 19.132, Artículo 4, letra b), inciso 2º, eliminando la siguiente frase:  "en sesión secreta especialmente convocada al efecto".




(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO





 SENADOR
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.175, DE QUIEBRAS, EN MATERIA DE CONVENIOS CONCURSALES

(3671-03)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica la ley N° 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales, boletín N° 3671-03, con las siguientes enmiendas:

Artículo único


Ha incorporado los siguientes números 3 y 4 nuevos:


“3.- Modifícase el artículo 8º, en la forma siguiente:


a) Sustitúyese en el inciso final del Nº 2, a continuación de la palabra “incisos” la frase “tercero, cuarto, quinto y sexto” por la siguiente: “sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo”.


b) Intercálase en el inciso primero del Nº 5 entre la palabra “giro” y la expresión  “por el incumplimiento” la siguiente expresión: “como sanción por infracciones a las leyes, reglamentos y demás normas que los rijan, como asimismo”. 


4.- Agrégase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo:


“La aprobación de la cuenta definitiva impide el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia en relación a las partidas contenidas en ella, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1465 del Código Civil.”.”.

Número 3


Ha pasado a ser 5, sin modificaciones.

Número 4


Ha pasado a ser 6, reemplazando en el letra a) la expresión “Para sustituir” por “Sustitúyese,”

Número 5


Ha pasado a ser 7, sin modificaciones.

******


Ha consultado los siguientes números 8 y 9, nuevos:


“8.- Modifícase el artículo 77, de la forma que sigue:


a) Reemplázase en el inciso primero las palabras “Podrán ser anulados” por la expresión “Son inoponibles a la masa”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.


9.- Reemplázase en el  inciso segundo del artículo 79 las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.
Número 6


Ha pasado a ser 10, sin modificaciones.

******


Ha consultado el siguiente número 11, nuevo:


"11.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 148 el punto (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “sin perjuicio de la transacción convencional o judicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia de primera instancia del juicio laboral o previsional respectivo.”.”.

Número 7


Ha pasado a ser 12, con las siguientes modificaciones:


- Ha sustituido en el artículo 171 que se reemplaza, la frase “la resolución a que se refiere el artículo 174,”, por “las resoluciones a que se refieren las letras a) y b) del artículo 200,”.


- Ha sustituido el inciso primero del artículo 172, que se propone reemplazar, por el siguiente:


“Artículo 172. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá solicitar al tribunal competente que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor formular proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.”.


- Ha reemplazado, en el inciso final del artículo 173 que se propone sustituir, la expresión “circunstanciada constancia” por “constancia pormenorizada”.


- Ha suprimido, en el inciso segundo del artículo 175 que  se propone reemplazar, la frase “, y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor,”.


- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 177 que se propone sustituir:


a) Ha reemplazado en el inciso primero el punto y coma (;) que precede a las palabras “de los bienes”, por un punto seguido (.), y ha sustituido la conjunción “y” que antecede a la palabra “suspenderá” por la expresión “Sin embargo,”.


b) Ha consultado el siguiente inciso final, nuevo:


“En relación a las compensaciones, se aplicará a estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.”.


- Ha introducido las siguiente modificaciones en el artículo 177 bis que se propone reemplazar:


a) Ha sustituido, los incisos primero y segundo, por los siguientes:


“Artículo 177 bis. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.


El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 número 4, certificado de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.”.


b) Ha intercalado en el inciso tercero, letra a), entre la palabras “personas” y la expresión “a que se refiere” la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones”.


c) Ha agregado en el inciso sexto entre las expresiones “carácter,” y “de su cónyuge” las palabras “a favor”.


- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 177 ter:


a) Ha reemplazado en el inciso octavo, el punto y coma (;) que precede a la palabra “ejecutivos” por la conjunción “o”, ha agregado una coma (,) a continuación de la voz “clase”, y ha suprimido la frase “o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva,”


b) Ha reemplazado en la letra c) del inciso octavo, la palabra “final” por “penúltimo”.


c) Ha agregado en el inciso penúltimo, a continuación del guarismo “175”, y antes de la coma (,), la expresión “inciso primero”.


- Ha modificado el artículo 177 quater del modo que se indica:


a) Ha sustituido en el inciso primero el guarismo “uno” por “dos”, y ha suprimido las palabras “de los”.


b) Ha reemplazado, en el N° 2, el punto y coma (;) que precede al guarismo “174” por una coma (,).


- Ha efectuado las siguientes modificaciones en el artículo 178:


a) Ha sustituido en el inciso segundo el punto aparte (.) por una coma (,) y ha agregado la siguiente frase final “en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente.”.


b) Ha reemplazado el inciso tercero por el siguiente:


“El convenio podrá contener una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.”.


c) Ha suprimido en el inciso final la frase “o declararla reabierta“, y la coma (,) que le sigue.


- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 179:


a) Ha intercalado en el inciso primero, a continuación de la expresión “El sindico”, la siguiente frase “, o el interventor en el caso del inciso segundo del artículo 177 ter,”.


b) ha agregado en el inciso final, la siguiente oración, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.), “
No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.”.


- Ha consultado como artículo 185, el texto del artículo 181, reemplazando la expresión “el artículo 180” por “los artículos 180 y 184”.


- Ha considerado como artículo 181 el texto del artículo 182, sin modificaciones.


- Ha consultado como artículo 182 el texto del artículo 183, reemplazando el guarismo “185” por “184”.


- Ha consultado como artículos 183 y 184 los textos de los artículos 184 y 185, respectivamente, sin modificaciones.


- Ha agregado en el artículo 189, la siguiente frase final: “No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.”.


- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 190:


a) Ha reemplazado en el inciso primero la frase “del número de acreedores” por “de los 2/3 o más de los acreedores concurrentes”.


b) ha intercalado en la letra b) del inciso primero, entre las palabras “Las personas” y la preposición “a” la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones”, y ha sustituido el punto y coma (;) que precede a la palabra “Valores” por una coma (,).


c) Ha agregado en el inciso segundo, el siguiente párrafo final: “Para estos efectos, en el convenio simplemente judicial, el síndico deberá informar en la junta a que se someta la aprobación del convenio, sobre lo dispuesto en la letra c) del número 2 del artículo 174.”.


d) Ha sustituido en el inciso final la palabra “incluidos” por “excluidos”, ha reemplazado el punto (.) aparte por una coma (,) y ha agregado la siguiente frase final: “a quienes no obliga.”.


- Ha reemplazado en el inciso primero del artículo 191, la frase: “En caso de rechazo del convenio, para los acreedores que hayan votado en contra,” por la siguiente: “Sólo para los acreedores que hayan votado en contra, en caso del rechazo del convenio”.


- Ha sustituido el artículo 194, por el siguiente:


“Artículo 194. La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza. Si la proposición es de convenio judicial preventivo, el tribunal declarará la quiebra. Todo lo anterior, salvo excusa justificada.”.


- Ha introducido en el artículo 196, las siguientes modificaciones:


a) Ha intercalado en el número 2.-, entre las palabras “incapacidad” y la preposición “para” la expresión “o falta de personería”.


b) Ha reemplazado en el número 4.- la expresión “,y” por “;”.


c) Ha sustituido en el número 5.-, el punto final (.) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.


d) Ha consultado el siguiente numero 6.-, nuevo:


“6.- Por contener una o más estipulaciones contrarias a lo dispuesto en los incisos primero a quinto del artículo 178.”


- Ha intercalado en el inciso quinto del articulo 199, a continuación de la expresión “En este caso”, suprimiendo la coma que le sigue, la siguiente frase “y en el inciso segundo,”.


- Ha agregado en el inciso primero del artículo 200, a continuación de la frase “a la junta que lo acuerde”, eliminado la coma que la sigue, la siguiente frase: “y hayan o no tenido derecho a voto, salvo lo dispuesto en el inciso final,”.


- Ha efectuado las siguientes modificaciones en el artículo 202:


a) Ha intercalado en el inciso primero, entre el artículo “los” y la palabra “terceros”, la voz “demás”.


b) Ha reemplazado en el inciso tercero, la frase “cuanto respecto de los fiadores.“ por “cuanto respecto de sus fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas.”.


- Ha intercalado en el inciso primero del artículo 205, a continuación de las palabras “de las proposiciones” la frase “o en la solicitud de designación de un experto facilitador, en su caso,”.


- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 214:


a) Ha reemplazado la frase “la declaración de” por el artículo “el”.


b) Ha suprimido la frase “si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al juez de letra competente para declarar la quiebra.”.

******


Hago presente a V.E. que el número 12, del artículo único, en lo que dice relación con los artículos 180 a 185 del Título XII, fue aprobado en general con el voto afirmativo de 77 Diputados, en tanto que en particular, con el voto conforme de 73 Diputados, en ambos casos de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental. 


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº Nº 25.368, de 14 de junio de 2005.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN

Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados
CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados
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Cambios culturales


Avances tecnológicos


Medio ambiente más hostil


Aumento de la población


Sofisticación de delitos


Situaciones de contingencia


Ajustes al marco legal 


Reforma Procesal Penal








LEY ORGÁNICA 


1960





PLANTA OK





REMUNERACIONES OK





FUNCIONES OK





FUNCIONES DE ACUERDO A LA ÉPOCA Y PROBLEMÁTICA VIGENTES CONFORME A


LOS RECURSOS ASIGNADOS





RESULTADOS FAVORABLES





LEY ORGÁNICA 2004





X PLANTA OBSOLETA





X REMUNERACIONES





X + - FUNCIONES 





FUNCIONES ADAPTADAS 


A UN NUEVO ENTORNO Y A UNA PROBLEMÁTICA MUCHO MÁS COMPLEJA Y EXIGENTE





RESULTADOS MEDIANAMENTE FAVORABLES
































� El estudio, elaborado por la Unidad de Apoyo Legislativo del Congreso Nacional, se denomina “Experiencia Extranjera: Advertencias en cajetillas de cigarro”, y se encuentra a disposición de los Honorables señores Senadores, en la Secretaria de la Comisión. 


� La Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional elaboró la minuta denominada: “Control del Tabaco: Prohibición de fumar en lugares públicos. Experiencias extranjeras”, que se encuentra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los Honorables señores Senadores. 


� Prohibición de publicidad. Venta a menos de 100 mts. Advertencias en publicidad.


� Venta a menores. Máquinas expendedoras. Lugares prohibidos. Estímulos indebidos.


� Advertencias en cajetillas e información de contenidos.


� Ambientes Libres de Humo de Tabaco.


� Valor UTM MES DE AGOSTO DE 2005 $ 30.825.- 


� Valor UTM MES DE AGOSTO DE 2005 $ 30.825.-
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Hoja1

				DISTRIBUCION POR ESTAMENTO

								ESTAMENTOS		N° DE CARGOS

								Directivos		13

								Profesionales		25

								Técnicos		65

								Administrativos		178

								Auxiliares		82

								Ley 15.076		172

								Honorarios		37

								TOTAL		572





Hoja1

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja2

						DISTRIBUCION POR EDADES

										EDADES		NÚMERO		%

										24 o menos		28		5.23%

										25-34		182		34.02%

										35-44		161		30.09%

										45-54		100		18.69%

										55-59		32		5.98%

										60-64		12		2.24%

										65 y más		20		3.74%

										TOTAL		535		100.00%		EUS+Ley15076

										honorarios		37

										Total + honorario		572





Hoja2

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja3

						DISTRIBUCION POR GENERO

								GÉNERO		NÚMERO		%

								Hombres		264		46%

								Mujeres		308		54%

								TOTAL		572		100%





Hoja3

		0

		0





Hoja4

				PROFESIONES EUS

								PROFESIONES (EUS)		NÚMERO

								Abogados		2

								Adms. Públicos		2

								Antropologos		1

								Asists. Sociales		1

								Médico		1

								Diseñadores		1

								Psicólogos		9

								Técn. Médico		5

								Químicos		3

								TOTAL		25





Hoja4

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja5

				PROFESIONES LEY 15.076

										PROFESIONES (15.076)		NÚMERO

										Bioquímicos		10

										Méd. Cirujano		103

										Méd. Psiquiatra		30

										Méd. Laboratorista		1

										Odontólogos		5

										Químico Farmacéutico		28

												177





Hoja5

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Gráfico1

		Planta

		Contrata

		Honorarios (*)



ººº

Total

69

528

26



Gráfico2

		24 o menos

		25-34

		35-44

		45-54

		55-59

		60-64

		65 y más(2)



Distribución por Edad

29

223

169

106

33

13

23



Hoja7

		

		Distribución según Calidad Jurídica

				Ley		EUS		Total

		Planta		6		63		69

		Contrata		206		322		528

		Honorarios (*)		10		16		26

		Total		222		401		623

		(1) los honorarios se clasificarón de acuerdo a la función asignada

		Distribución por Edad

		EDADES		NÚMERO		%

		24 o menos		29		4.87%

		25-34		223		37.42%

		35-44		169		28.36%

		45-54		106		17.79%

		55-59		33		5.54%

		60-64		13		2.18%

		65 y más(2)		23		3.86%

		TOTAL		596		100.00%

		(2)Existen 3 honorarios con 65 años y más





Hoja6

				RANGOS DE ANTIGÜEDAD

						AÑO DE INGRESO		N° FUNCIONARIOS		%

						´01 - 10 años		411		72

						11 - 20 años		93		16

						21 - 30 años		65		11

						31 - 40 años		3		1

						TOTAL		572		100





Hoja6

		0

		0

		0

		0






_1155039809.xls
EUS

		E.U.S.

				Directivos						Profesionales						Técnicos						Administrativos						Auxiliares								Subtotales				Totales

				Planta		Contrata				Planta		Contrata				Planta		Contrata				Planta		Contrata				Planta		Contrata						Planta		Contrata						Costo (M$)		Otras Rem. (M$)		Total

		Iª		0		0		0		0		1		1		0		1		1		2		5		7		0		2		2				2		9		11				28,392		10,392		38,784

		IIª		0		0		0		0		2		2		1		0		1		0		3		3		0		2		2				1		7		8				26,244		7,596		33,840

		IIIª		0		0		0		0		1		1		0		0		0		2		2		4		0		4		4				2		7		9				24,984		7,248		32,232

		IVª		0		0		0		0		1		1		1		2		3		1		4		5		0		2		2				2		9		11				30,564		6,420		36,984

		Vª		0		0		0		0		1		1		2		1		3		3		7		10		0		5		5				5		14		19				45,360		7,020		52,380

		VIª		0		0		0		0		0		0		1		0		1		2		3		5		0		3		3				3		6		9				20,748		3,276		24,024

		VIIª		0		0		0		0		0		0		1		2		3		3		4		7		1		4		5				5		10		15				37,428		6,780		44,208

		VIIIª		0		0		0		0		1		1		1		2		3		1		9		10		1		6		7				3		18		21				52,056		14,316		66,372

		IXª		0		0		0		0		1		1		2		2		4		0		5		5		1		3		4				3		11		14				36,228		8,016		44,244

		Xª		0		0		0		0		0		0		2		0		2		0		6		6		0		5		5				2		11		13				29,940		7,728		37,668

		XIª		0		0		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		0		0				0		3		3				7,488		5,556		13,044

		XIIª		0		0		0		0		0		0		1		0		1		0		3		3		0		1		1				1		4		5				12,708		7,044		19,752

		RM		13		0		13		0		18		18		4		42		46		15		101		116		3		43		46				35		204		239				863,268		133,824		997,092

				13		0		13		0		26		26		16		53		69		29		154		183		6		80		86				64		313		377				1,215,408		225,216		1,440,624





Ley 15076

		

		LEY Nº 15.076

				11 hrs.						22 hrs.						33 hrs.						44 hrs.								Subtotales				Totales

				Planta		Contrata				Planta		Contrata				Planta		Contrata				Planta		Contrata						Planta		Contrata						Costo (M$)		Otras Rem. (M$)		Total

		Iª		0		8		8		0		3		3		0		1		1		0		1		1				0		13		13				60,324		30,696		91,020

		IIª		0		0		0		0		1		1		0		0		0		0		4		4				0		5		5				49,428		19,152		68,580

		IIIª		0		4		4		0		3		3		0		0		0		0		1		1				0		8		8				41,700		16,428		58,128

		IVª		0		1		1		0		4		4		0		0		0		0		3		3				0		8		8				57,888		11,304		69,192

		Vª		1		2		3		0		4		4		0		1		1		0		5		5				1		12		13				100,476		11,448		111,924

		VIª		1		2		3		0		2		2		0		0		0		0		0		0				1		4		5				19,224		2,040		21,264

		VIIª		0		2		2		0		2		2		0		2		2		0		2		2				0		8		8				60,516		8,064		68,580

		VIIIª		0		1		1		0		4		4		0		2		2		0		6		6				0		13		13				110,856		33,240		144,096

		IXª		0		0		0		0		3		3		0		0		0		0		9		9				0		12		12				112,752		26,484		139,236

		Xª		0		3		3		0		1		1		0		1		1		0		3		3				0		8		8				56,760		15,156		71,916

		XIª		0		1		1		0		1		1		0		1		1		0		0		0				0		3		3				16,956		19,536		36,492

		XIIª		0		1		1		0		0		0		0		2		2		0		0		0				0		3		3				21,036		18,444		39,480

		RM		2		16		18		1		19		20		0		19		19		1		25		26				4		79		83				666,022		80,220		746,242

				4		41		45		1		47		48		0		29		29		1		59		60				6		176		182				1,373,938		292,212		1,666,150

																																														Situación actual

																																																Salud Mental		Tanatologica		Laboratorio		Clínica		Doble Especialidad		TOTAL

																																														Iª				0		44		11		176		231

																																														IIª				44		44		88		22		198

																																														IIIª				0		22		33		99		154

																																														IVª				0		44		22		165		231

																																														Vª				99		88		77		110		374

																																														VIª				22		22		0		33		77

																																														VIIª				33		44		0		143		220

																																														VIIIª				0		132		99		198		429

																																														IXª				88		132		132		110		462

																																														Xª				0		44		0		176		220

																																														XIª				0		22		0		44		66

																																														XIIª				0		11		0		66		77

																																														RM				605		770		1,023		0		2,398

																																																		891		1,419		1,485		1,342		5,137

																																														Salud Mental

																																																Optimo Horas		Horas Actuales		Horas Adicionales		Total

																																														Iª								0

																																														IIª								0

																																														IIIª								0

																																														IVª								0

																																														Vª								0

																																														VIª								0

																																														VIIª								0

																																														VIIIª								0

																																														IXª								0

																																														Xª								0

																																														XIª								0

																																														XIIª								0

																																														RM								0

																																																		0		0		0

																																														Tanatologia

																																																Optimo Horas		Horas Actuales		Horas Adicionales		Total

																																														Iª								0

																																														IIª								0

																																														IIIª								0

																																														IVª								0

																																														Vª								0

																																														VIª								0

																																														VIIª								0

																																														VIIIª								0

																																														IXª								0

																																														Xª								0

																																														XIª								0

																																														XIIª								0

																																														RM								0

																																																		0		0		0

																																														Laboratorio

																																																Optimo Horas		Horas Actuales		Horas Adicionales		Total

																																														Iª								0

																																														IIª								0

																																														IIIª								0

																																														IVª								0

																																														Vª								0

																																														VIª								0

																																														VIIª								0

																																														VIIIª								0

																																														IXª								0

																																														Xª								0

																																														XIª								0

																																														XIIª								0

																																														RM								0

																																																		0		0		0

																																														Clinica

																																																Optimo Horas		Horas Actuales		Horas Adicionales		Total

																																														Iª								0

																																														IIª								0

																																														IIIª								0

																																														IVª								0

																																														Vª								0

																																														VIª								0

																																														VIIª								0

																																														VIIIª								0

																																														IXª								0

																																														Xª								0

																																														XIª								0

																																														XIIª								0

																																														RM								0

																																																		0		0		0

																																														Doble Especialidad

																																																Optimo Horas		Horas Actuales		Horas Adicionales		Total

																																														Iª								0

																																														IIª								0

																																														IIIª								0

																																														IVª								0

																																														Vª								0

																																														VIª								0

																																														VIIª								0

																																														VIIIª								0

																																														IXª								0

																																														Xª								0

																																														XIª								0

																																														XIIª								0

																																														RM								0

																																																		0		0		0





Costos Dotación

		

		Estamento		Cargos				Costo Anual (M$)								Funcionario		Nº		Total Horas				Estamento		Cargos				EDAD		Nº Funcionarios		%

		Directivos		13				156,000								11 Hrs.		45		495				Directivos		13				24 o menos		28		4.49

		Profesionales		26				186,840								22 Hrs.		48		1,056				Profesionales		26				25-34		191		30.66

		Técnicos		69				199,500								33 Hrs.		29		957				Técnicos		69				35-44		182		29.21

		Administrativos		183				497,148								44 Hrs.		60		2,640				Administrativos		183				45-54		143		22.95

		Auxiliares		86				175,920										182		5,148				Auxiliares		86				55-59		34		5.46

		Ley Nº 15.076		182				1,373,940																		377				60-64		21		3.37

		Honorarios (turnos)		233,094																										65 y más (*)		24		3.85

				233,094																										TOTAL		623		100

								0		3,594,755		0																		(*) Existe 1 honorario con 65 años y más





pericias

		

		Estamento		Cargos				Costo Anual (M$)

		Directivos		13				156,000

		Profesionales		26				186,840

		Técnicos		69				199,500

		Administrativos		183				497,148

		Auxiliares		86				175,920

		Ley Nº 15.076		182				1,373,940

		Honorarios		29				60,672

				588				2,650,020
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Hoja1

				DISTRIBUCION POR ESTAMENTO

								ESTAMENTOS		N° DE CARGOS

								Directivos		13

								Profesionales		25

								Técnicos		65

								Administrativos		178

								Auxiliares		82

								Ley 15.076		172

								Honorarios		37

								TOTAL		572





Hoja1

		Directivos

		Profesionales

		Técnicos

		Administrativos

		Auxiliares

		Ley 15.076

		Honorarios



13

25

65

178

82

172

37



Hoja2

						DISTRIBUCION POR EDADES

										EDADES		NÚMERO		%

										24 o menos		28		4.49%

										25-34		191		30.66%

										35-44		182		29.21%

										45-54		143		22.95%

										55-59		34		5.46%

										60-64		21		3.37%

										65 y más		24		3.85%

										TOTAL		623		100.00%		EUS+Ley15076

										honorarios		37

										Total + honorario		660





Hoja2

		24 o menos

		25-34

		35-44

		45-54

		55-59

		60-64

		65 y más



28

191

182

143

34

21

24



Hoja3

						DISTRIBUCION POR GENERO

								GÉNERO		NÚMERO		%

								Hombres		264		46%

								Mujeres		308		54%

								TOTAL		572		100%





Hoja3

		Hombres

		Mujeres



264

308



Hoja4

				PROFESIONES EUS

								PROFESIONES (EUS)		NÚMERO

								Abogados		2

								Adms. Públicos		2

								Antropologos		1

								Asists. Sociales		1

								Médico		1

								Diseñadores		1

								Psicólogos		9

								Técn. Médico		5

								Químicos		3

								TOTAL		25





Hoja4

		Abogados

		Adms. Públicos

		Antropologos

		Asists. Sociales

		Médico

		Diseñadores

		Psicólogos

		Técn. Médico

		Químicos



2

2

1

1

1

1

9

5

3



Hoja5

				PROFESIONES LEY 15.076

										PROFESIONES (15.076)		NÚMERO

										Bioquímicos		10

										Méd. Cirujano		103

										Méd. Psiquiatra		30

										Méd. Laboratorista		1

										Odontólogos		5

										Químico Farmacéutico		28

												177





Hoja5

		Bioquímicos

		Méd. Cirujano

		Méd. Psiquiatra

		Méd. Laboratorista

		Odontólogos

		Químico Farmacéutico



10

103

30

1

5

28



Gráfico1

		Planta

		Contrata

		Honorarios(1)



Total

Distribución según calidad Jurídica

69

490

37



Gráfico2

		24 o menos

		25-34

		35-44

		45-54

		55-59

		60-64

		65 y más(2)
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Hoja7

		

		Distribución según Calidad Jurídica

				Ley		EUS		Total

		Planta		5		64		69

		Contrata		177		313		490

		Honorarios(1)		11		26		37

		Total		193		403		596

		(1) los honorarios se clasificarón de acuerdo a la función asignada

		Distribución por Edad

		EDADES		NÚMERO		%

		24 o menos		28		4.49%

		25-34		191		30.66%

		35-44		182		29.21%

		45-54		143		22.95%

		55-59		34		5.46%

		60-64		21		3.37%

		65 y más(2)		24		3.85%

		TOTAL		623		100.00%

		(2)Existen 3 honorarios con 65 años y más





Hoja6

				RANGOS DE ANTIGÜEDAD

						AÑO DE INGRESO		N° FUNCIONARIOS		%

						´01 - 10 años		411		72

						11 - 20 años		93		16

						21 - 30 años		65		11

						31 - 40 años		3		1

						TOTAL		572		100





Hoja6

		0

		0

		0

		0
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Gráfico7

		Pericial

		Apoyo Logístico



506

117



Hoja1

				DISTRIBUCION POR ESTAMENTO

								Distribución por Estamento

								ESTAMENTOS		N° DE CARGOS

								Directivos		13

								Profesionales		26

								Técnicos		69

								Administrativos		183

								Auxiliares		86

								Ley 15.076		182

								Honorarios		37

								TOTAL		596





Hoja1

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja2

						DISTRIBUCION POR EDADES

										EDADES		NÚMERO		%

										24 o menos		28		5.23%

										25-34		182		34.02%

										35-44		161		30.09%

										45-54		100		18.69%

										55-59		32		5.98%

										60-64		12		2.24%

										65 y más		20		3.74%

										TOTAL		535		100.00%		EUS+Ley15076

										honorarios		37

										Total + honorario		572





Hoja2

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja3

						DISTRIBUCION POR GENERO

								Distribución por Género

								GÉNERO		NÚMERO		%

								Hombres		268		44.97%

								Mujeres		328		55.03%

								TOTAL		596		100.00%





Hoja3

		0

		0





Hoja4

				PROFESIONES EUS

								Profesiones Escala Unica De Sueldos

								PROFESIONES (EUS)		NÚMERO

								Abogados		2

								Adms. Públicos		2

								Antropologos		2

								Asists. Sociales		1

								Médico		1

								Diseñadores		1

								Psicólogos		9

								Técn. Médico		5

								Químicos		3

								TOTAL		26





Hoja4

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja5

				PROFESIONES LEY 15.076

										Profesiones Ley 15.076

										PROFESIONES (15.076)		NÚMERO

										Bioquímicos		10

										Méd. Cirujano		108

										Méd. Psiquiatra		30

										Méd. Laboratorista		1

										Odontólogos		5

										Químico Farmacéutico		28

												182		0





Hoja5

		Bioquímicos

		Méd. Cirujano

		Méd. Psiquiatra

		Méd. Laboratorista

		Odontólogos

		Químico Farmacéutico



10

108

30

1

5

28



Gráfico1

		Planta

		Contrata

		Honorarios(1)



Total

Distribución según calidad Jurídica

69

490

37



Gráfico2

		24 o menos

		25-34

		35-44

		45-54

		55-59

		60-64

		65 y más(2)



Distribución por Edad

29

223
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Hoja7

		

		Distribución según Calidad Jurídica

				Ley		EUS		Total

		Planta		5		64		69

		Contrata		177		313		490

		Honorarios(1)		11		26		37

		Total		193		403		596

		(1) los honorarios se clasificarón de acuerdo a la función asignada

		Distribución por Edad

		EDADES		NÚMERO		%

		24 o menos		29		4.87%

		25-34		223		37.42%

		35-44		169		28.36%

		45-54		106		17.79%

		55-59		33		5.54%

		60-64		13		2.18%

		65 y más(2)		23		3.86%

		TOTAL		596		100.00%

		(2)Existen 3 honorarios con 65 años y más

		Distribución por Zona

				N° Personas		%

		Regiones		241		40.44%

		Metropolitana		355		59.56%

		Totales		596		100.00%

		Distribución por Actividad

				N° personas		%

		Pericial		506		81.22%

		Apoyo Logístico		117		18.78%

		Totales		623		100.00%





Hoja7

		0

		0



Distribución del Personal por Actividad Productiva



Hoja6

				RANGOS DE ANTIGÜEDAD

						Rangos de Antigüedad

						AÑO DE INGRESO		N° FUNCIONARIOS		%

						5 o menos		318		53.36%

						6 a 10 años		122		20.47%

						11 a 20 años		93		15.60%

						21 a 30 años		51		8.56%

						31 y más		12		2.01%

						Total		596		100.00%





Hoja6
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		0

		0

		0



Rangos de Edad
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Hoja1

				DISTRIBUCION POR ESTAMENTO

								ESTAMENTOS		N° DE CARGOS

								Directivos		13

								Profesionales		26

								Técnicos		69

								Administrativos		183

								Auxiliares		86

								Ley 15.076		182

								Honorarios		37

								TOTAL		596





Hoja1

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja2

						DISTRIBUCION POR EDADES

										EDADES		NÚMERO		%

										24 o menos		28		5.23%

										25-34		182		34.02%

										35-44		161		30.09%

										45-54		100		18.69%

										55-59		32		5.98%

										60-64		12		2.24%

										65 y más		20		3.74%

										TOTAL		535		100.00%		EUS+Ley15076

										honorarios		37

										Total + honorario		572





Hoja2

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja3

						DISTRIBUCION POR GENERO

								GÉNERO		NÚMERO		%

								Hombres		264		46%

								Mujeres		308		54%

								TOTAL		572		100%





Hoja3

		0

		0





Hoja4

				PROFESIONES EUS

								PROFESIONES (EUS)		NÚMERO

								Abogados		2

								Adms. Públicos		2

								Antropologos		1

								Asists. Sociales		1

								Médico		1

								Diseñadores		1

								Psicólogos		9

								Técn. Médico		5

								Químicos		3

								TOTAL		25





Hoja4

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja5

				PROFESIONES LEY 15.076

										PROFESIONES (15.076)		NÚMERO

										Bioquímicos		10

										Méd. Cirujano		103

										Méd. Psiquiatra		30

										Méd. Laboratorista		1

										Odontólogos		5

										Químico Farmacéutico		28

												177





Hoja5

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Gráfico1

		Planta

		Contrata

		Honorarios(1)



Total

Distribución según calidad Jurídica

69

490

37



Gráfico2

		24 o menos

		25-34

		35-44

		45-54

		55-59

		60-64

		65 y más(2)



Distribución por Edad
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Hoja7

		

		Distribución según Calidad Jurídica

				LEY Nº 15.076		E.U.S.		Total

		Planta		6		63		69

		Contrata		206		322		528

		Honorarios (*)		-10		-16		26

		Total		212		385		623

		(*) Los honorarios se clasificarón de acuerdo a la función asignada

		Distribución por Edad

		EDADES		NÚMERO		%

		24 o menos		29		4.87%

		25-34		223		37.42%

		35-44		169		28.36%

		45-54		106		17.79%

		55-59		33		5.54%

		60-64		13		2.18%

		65 y más(2)		23		3.86%

		TOTAL		596		100.00%

		(2)Existen 3 honorarios con 65 años y más





Hoja6

				RANGOS DE ANTIGÜEDAD

						AÑO DE INGRESO		N° FUNCIONARIOS		%

						´01 - 10 años		411		72

						11 - 20 años		93		16

						21 - 30 años		65		11

						31 - 40 años		3		1

						TOTAL		572		100





Hoja6

		0

		0

		0

		0
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